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FABIO PASCUA MATEO, VICECONSEJERO DE ASUNTOS JURÍDICOS Y 
SECRETARIO GENERAL DEL CONSEJO DE GOBIERNO. 


CERTIFICA: 


Que el Consejo de Gobierno, en su sesión de ocho de junio de dos mil 
veintidós, a propuesta del Consejero  de Administración Local y Digitalización y 
según se desprende del Acta provisional correspondiente a la misma adoptó entre 
otros el acuerdo cuyo tenor literal es el siguiente: 


“Primero. – Aprobación del Proyecto de Ley. 


Aprobar el Proyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid, y se ordena su remisión a la Asamblea de Madrid.  


Segundo. – Remisión a la Asamblea de Madrid. 


Ordenar su remisión a la Asamblea de Madrid para su tramitación por el 
procedimiento legislativo común.” 


Lo que se certifica a los efectos oportunos, en Madrid. 
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Secretaría General Técnica 
CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN,  


UNIVERSIDADES, CIENCIA 
Y PORTAVOCÍA 


 
 


Se ha recibido en esta Secretaría General Técnica el Anteproyecto de 
Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de 
Madrid, a los efectos de emitir las observaciones que en su caso se consideren 
oportunas, de conformidad con lo establecido en el 4.3 del Decreto 52/2021, de 
24 de marzo, del Consejo de Gobierno por el que se regula y simplifica el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter general 
en la Comunidad de Madrid. 


 
Una vez revisado el anteproyecto, desde esta Secretaría General Técnica 


se formulan las siguientes observaciones. 
 
En relación con el artículo 3.l donde se incluye la competencia de la 


Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid relativa a “fomentar el 
emprendimiento del ecosistema empresarial de ciberseguridad como herramienta 
pilar del crecimiento industrial y económico”, según la información trasladada por 
la Dirección General de Investigación e Innovación Tecnológica de esta 
Consejería con fecha 15 de marzo, podría interferir en las competencias 
atribuidas a dicha Dirección General. 


 
Por otro lado, tal y como ha sugerido la citada Dirección General de 


Investigación e Innovación Tecnológica, podría resultar oportuno contar con la 
colaboración y participación de “IMDEA Networks” en la futura Agencia de 
Ciberseguridad, dado el objeto y temática de la misma, y puesto que en la 
memoria que acompaña el anteproyecto de ley se hace referencia al impulso del 
despliegue del 5G. 


 
 


 
LA SECRETARIA GENERAL TÉCNICA 


 


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y 
DIGITALIZACIÓN 
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Secretaría General Técnica 


CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE, VIVIENDA Y 
AGRICULTURA 
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OBSERVACIONES AL ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE 
CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID 


De conformidad con lo establecido en el artículo 4 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, por el 
que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de 
carácter general en la Comunidad de Madrid, se ha recibido en esta Secretaría General Técnica 
el Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de 
Madrid. 


Una vez revisado el citado anteproyecto normativo, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 21, 
apartado d), del Decreto 237/2021, de 17 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que se 
establece la estructura orgánica de la Consejería de Medio Ambiente, Vivienda y Agricultura, se 
formulan las siguientes observaciones al mismo: 


I. Aspectos esenciales del anteproyecto remitido 
 


Primero.- Con el objeto de unificar la redacción de la Ley y hacer coincidente lo estipulado en 
los artículos 4 y 5 con la Exposición de Motivos y el artículo 3.2 b), se propone concretar en estos 
últimos que la política de seguridad a aprobar será la de “seguridad de la información”. Así se 
evita confundir con otro tipo de política de seguridad: ciudadana, medioambiental, alimentaria… 
y se sigue la terminología utilizada en el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula 
el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica. 


Segundo.- Se propone incorporar, en coherencia con el propio art. 3.2 d), una referencia a la 
protección de datos personales en el artículo 6.2 en relación a la concreta competencia del 
Consejero Delegado de la Agencia que se indica a continuación: «Velar por que se cumpla la 
plena implantación del Esquema Nacional de Seguridad, del Sistema de Protección de las 
Infraestructuras Críticas, y el cumplimiento y armonización de la normativa sobre protección de 
infraestructuras críticas y servicios esenciales, con un enfoque prioritario basado en el riesgo y 
la protección de datos de carácter personal.» 


II. Memoria del análisis de impacto normativo 
 


No se ha dado respuesta con claridad a la observación formulada en fase de consulta pública 
por el ciudadano que indican en la Memoria de análisis de impacto normativo, ya que no se ha 
incorporado ninguna disposición adicional única, ni de la redacción dada al artículo 3.2 d) se 
aclara la relación con la actual Agencia para la Administración Digital que tiene entre sus 
funciones la “seguridad, confidencialidad, integridad y disponibilidad de la información tratada, 
en su ámbito de responsabilidad” (art. 10 apartado TRES j) de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre 
de medidas fiscales y administrativas) 


 
Madrid, a fecha de firma 


EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO 


 


 


 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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CONSEJERÍA 
DE FAMILIA, JUVENTUD Y 
POLÍTICA SOCIAL 


 


 


 


Se ha recibido en esta Secretaría General Técnica el 


Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad 


de la Comunidad de Madrid, junto con su Memoria de Análisis de 


Impacto Normativo, promovido por la Consejería de Administración 


Local y Digitalización. 


 


Una vez analizado el texto y de conformidad con lo señalado en 


el artículo 8.3  del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, por el que se regula 


y simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones 


normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid, esta 


Secretaría General Técnica formula las siguientes observaciones de 


carácter formal: 


 


Primera.  


Se sugiere que dentro del contenido de la MAIN, en el resumen 


ejecutivo, se haga referencia a la realización de la consulta pública, 


todo ello en consideración al contenido del apartado 5, Descripción de 


la tramitación, en el que se indica que se ha llevado a cabo la 


publicación de la consulta en el Portal de Transparencia. 


 


Segunda.  


Al evaluar el  impacto de género que puede tener la norma, se 


concluye en la MAIN que la norma no tiene impacto de género, sin bien 


parece que no se ha recabado aún el informe correspondiente, al 


afirmar, a continuación, que se solicitará a la Dirección General de 


Igualdad, siendo este el órgano que debe informar sobre este posible 


impacto. 


 


Esta consideración se hace igualmente extensiva a la valoración 


del impacto en materia de familia, infancia y adolescencia, que se dice 


en la MAIN ser positiva, siendo, en este caso, la Dirección General de 


Infancia, Familia y Fomento de la Natalidad la competente para valorar 


este impacto. 


 


Tercera.  


En la MAIN se recogen las siguientes aportaciones  realizadas 


durante el trámite de consulta pública, por D. Sergio López García:  


 


“Por último, y desde una perspectiva no ya de ciudadano sino de 


empleado de Madrid Digital, no se indica nada sobre la relación entre 


esta nueva Agencia y Madrid Digital y como quedarían las 


competencias de cada uno”  
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CONSEJERÍA 
DE FAMILIA, JUVENTUD Y 
POLÍTICA SOCIAL 


 


 


 


En relación con estas aportaciones, en la MAIN se indica: 


“Este apartado se contempla en el artículo 3 apartado 2 letra d y 


en la disposición adicional única”. 


 


Sin embargo, el texto del anteproyecto de ley remitido no incluye 


una disposición adicional única. 


 


Cuarta.  


Entre los informes que se considera que deberían recabarse en la 


tramitación del presente anteproyecto, se observa que no se ha 


incluido mención alguna a la Agencia para la Administración Digital de 


la Comunidad de Madrid y al informe que, en su caso, pudiera resultar 


preceptivo emitir, lo que se somete a su valoración. 


 


Quinta.  


En relación con el apartado 3, CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO, 


de la MAIN, se sugiere que, al enumerar  las partes en las que se 


organiza la disposición normativa, parte expositiva, capítulos y 


disposiciones finales, se incluya la referencia a la disposición derogatoria 


única que aparece, sin embargo, en el texto remitido.  


 


Al objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 14.2 del 


Decreto 52/2021, de 24 de marzo, se adjunta el documento pdf que ha 


sido generado a partir del texto previo a la firma del presente informe. 


 


 


LA SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA 


 


 


 


Fdo: Lubima Jivkova Kosseva 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


ILMA. SRA. SECRETARIA GENERAL TÉCNICA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y 


DIGITALIZACIÓN 
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  Consejería de Presidencia, 
Justicia e Interior 


  Secretaría General Técnica 


 


 Con fecha 9 de marzo de 2022 se ha recibido procedente de la Secretaría 
General Técnica de Administración Local y Digitalización, el Anteproyecto de Ley por el 
que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, para la 
formulación de observaciones, de conformidad con lo previsto en el artículo 4 del 
Decreto 52/2021, de 24 de marzo, por el que se regula y simplifica el procedimiento de 
elaboración de las disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de 
Madrid. 


 
 


 Una vez estudiada la documentación recibida, se remiten los informes realizados 
por la Viceconsejería de Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias 
Madrid 112, por la Dirección General de Seguridad, Protección Civil y Formación, así 
como por la Delegada de Protección de Datos de la Consejería de Presidencia, Justicia 
e Interior. 
 


 


 


EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO 


 


 


 


Manuel Galán Rivas 


 


 


 


  


 


 


 


 


 


 


 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y 
DIGITALIZACIÓN 
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Secretaría General Técnica 


CONSEJERÍA DE SANIDAD 


Subdirección General de Coordinación Normativa 
Refª: L/4/2022-Z 
ILA 


 


 


 


 


Remitido a esta unidad administrativa el Anteproyecto de Ley por el que se crea la Agencia 


de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid”, se comunica lo siguiente: 


 


En relación con el contenido del borrador del anteproyecto: 


 


En la Exposición de Motivos, concretamente en el último párrafo de la primera página, se 


señala que la Agencia de Ciberseguridad que se pretende crear estará sometida al derecho 


privado. Sin embargo, en el artículo 1.3 también indica que estará sujeta al derecho 


administrativo en el ejercicio de aquellas potestades administrativas que tenga atribuida. Se 


propone que este aspecto también se recoja al presentar el régimen jurídico de la Agencia en 


la Exposición de Motivos. 


Asimismo en el artículo 10, relativo a la financiación, se señalan las subvenciones como 


recursos de la Agencia tanto en el apartado a) como en el apartado d), por lo que parecería 


conveniente que se recogieran únicamente en uno de los dos apartados. 


Finalmente, se recomienda adaptar el texto del borrador a las Directrices de técnica normativa, 


establecidas mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, en cuanto a 


los títulos de los artículos y la subdivisión y consiguiente numeración  de los artículos 4, 5, 6, 7, 


8, 10 y 13; asimismo señalar que el artículo 5 carece de apartado 1.   


En relación con el contenido de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo: 


En primer lugar, no parece ser el último borrador elaborado o estar actualizado. El 


anteproyecto de ley que se acompaña no coincide en ciertos aspectos con lo recogido en la 


MAIN, como es el caso de la disposición adicional única que aparece en la página 10 de la 


MAIN pero no en el anteproyecto (Si bien tampoco se recoge en la página 8 de la MAIN 


cuando hace referencia a la estructura de la norma). Algo similar ocurre en relación con el 


artículo 3.2.d) al que se hace referencia en la página 10 de la MAIN, que no parece 


corresponderse con lo recogido en este artículo en el anteproyecto. 


En la ficha de resumen ejecutivo, en el apartado de impacto económico y presupuestario se 


estima un gasto, el primer año, de 1.200.000€. Sin embargo, en el apartado 6.3 de la MAIN, en 


la tabla que desglosa el presupuesto estimado para el primer año de funcionamiento, se recoge 


un gasto total estimado de 1.515.225€. 
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Secretaría General Técnica 


CONSEJERÍA DE SANIDAD 


Por su parte, la Dirección General de Sistemas de Información y Equipamientos 


Sanitarios del Servicio Madrileño de Salud, ha realizado las siguientes observaciones: 


 


“El desarrollo de la sociedad de la información requiere de un marco de confianza en los 


ciudadanos en la relación (con las Administraciones) a través de medios electrónicos , se 


señala en el párrafo primero de la Exposición de Motivos. Continúa consagrando el derecho de 


los ciudadanos a comunicarse con ellas a través de medios electrónicos, lo que comporta para 


esas Administraciones la obligación de crear las condiciones necesarias para optimizar el 


correcto funcionamiento de las infraestructuras esenciales en su relación con los ciudadanos. 


Continúa la misma Exposición de Motivos señalando que varios retos y amenazas afectan al 


desarrollo de la sociedad de la información y ponen en peligro su seguridad La interrelación y 


dependencia de las infraestructuras y los servicios de comunicaciones hacen que su protección 


ante ciberamenazas se haya convertido en un pilar básico. 


En el Programa Marco Europa Digital 21-27, la Unión Europea establece que la ciberseguridad 


debe ser un pilar fundamental en el desarrollo de políticas públicas.  


Estando absolutamente de acuerdo con las anteriores manifestaciones, parece correcta la 


conclusión de dotar a la Comunidad de Madrid de un organismo que actúe como catalizador de 


una cultura de ciberseguridad que genere un clima de confianza y seguridad que contribuya al 


desarrollo de la economía y la sociedad digital. Con la creación de esta Agencia de 


Ciberseguridad, se dota a esta Administración de un ente encargado de ayudar y cooperar en 


el cumplimiento del Esquema Nacional de Seguridad. 


Desde hace tiempo supone una actuación absolutamente prioritaria para el Servicio Madrileño 


de Salud (SERMAS), todo aquello que tenga que ver con la ciberseguridad de todos sus 


sistemas en el ámbito sanitario. No solo referido a los pacientes, o en general a los ciudadanos 


en sus relaciones con esa administración sanitaria en lo referente a sus temas de salud, sino 


también a los profesionales sanitarios que son los responsables directos de los problemas de 


salud de esos ciudadanos, y de todos los datos que sus actuaciones producen y que están 


relaciones con las prestaciones sanitarias. Así mismo están dentro de esas actuaciones 


prioritarias en materia de ciberseguridad, buscar la adecuada coordinación y sinergias tanto 


con la Agencia para la Transformación Digital de la Comunidad de Madrid, como los órganos 


correspondientes de la Administración Central, como son el Centro Criptológico Nacional 


(CCN) y el Centro Nacional de Inteligencia (CNI). 


Todo ello ha llevado a que dentro del SERMAS se haya desarrollado una importante y sólida 


estructura en todo aquello que son competencias de la Dirección General de Sistemas de 


Información y Equipamientos Sanitarios (DGSIES) que no sólo afecta a los Servicios Centrales 


del SERMAS, sino a todos y cada uno de los centros sanitarios e instituciones que dependen 


del mismo. No sólo desde el aspecto técnico y de estructuras, sino con un personal altamente 


cualificado en materia de protección de datos y de ciberseguridad. 


Al respecto, advertir que el Servicio Madrileño de Salud (SERMAS), provee de asistencia 


sanitaria a los más de 6,6 millones de ciudadanos de la Comunidad de Madrid, se monitorizan 


más de 150.000 activos de información, dispone de más de 1.200 sistemas de información 
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Secretaría General Técnica 


CONSEJERÍA DE SANIDAD 


sanitarios que engloban más de 430 centros de atención primaria, 35 hospitales y más de 


80.000 puestos de trabajo. 


No es casual la existencia de un CISO en la Consejería de Sanidad, adscrito a la DGSIES, o 


que el Delegado de Protección de Datos en esta Consejería esté sustituido por un Comité 


Delegado de Protección de Datos, también adscrito a la misma Dirección General.  


Lo anterior tiene reflejo en la Ley 12/2001, de 21 de diciembre, de Ordenación Sanitaria de la 


Comunidad de Madrid, que recoge entre las competencias de la Consejería de Sanidad, la 


siguiente: “ (…) k) La definición y gestión del sistema de información y análisis de los factores 


que, por repercutir sobre la salud, puedan requerir acciones de la Autoridad Sanitaria”. 


 


En este sentido, dentro de la referida Ley se señala que la Consejería de Sanidad de la 


Comunidad de Madrid ejerce la función de Autoridad Sanitaria. Para la garantía de los 


derechos de los ciudadanos y del interés público, corresponde a la Consejería de Sanidad las 


siguientes funciones como Autoridad Sanitaria: 


a) El desarrollo de la función de aseguramiento a través de las Agencias Sanitarias. 


b) La normativa en materia de organización del Sistema Sanitario, salud pública y de 


ordenación farmacéutica. 


c) La ejecución de la legislación de productos farmacéuticos y sanitarios. 


d) La autorización de apertura, modificación y cierre de centros, establecimientos y servicios 


sanitarios. 


e) La definición de los estándares y mecanismos de acreditación para los centros, 


establecimientos y servicios sanitarios. 


f) La realización de la evaluación e inspección sanitaria. 


g) La coordinación de las relaciones administrativas e institucionales. 


h) La creación, acreditación y supervisión de los Comités de Ética. 


i) La promoción de la investigación, la formación y los estudios sanitarios. 


De otra parte, a través del DECRETO 2/2022, de 26 de enero, por el que se establece la 


estructura directiva del Servicio Madrileño de Salud, se otorga a la Dirección General de 


Sistemas de Información y Equipamiento Sanitario, entre otras, las siguientes competencias: 


“a) La planificación, diseño, implantación y mantenimiento de los sistemas y tecnologías de la 


información para la organización y funcionamiento del Servicio Madrileño de Salud, de acuerdo 


con las necesidades explicitadas por las unidades directivas. 


b) La implantación de las aplicaciones informáticas y la garantía de su integración y 


homogeneidad en el ámbito sanitario. 


(…)d) La autorización, diseño y posterior dirección y supervisión de cualquier iniciativa 


o proyecto en el ámbito del Servicio Madrileño de Salud que implique el uso o desarrollo 
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de aplicaciones o elementos informáticos, independientemente de su alcance, 


tecnología o aplicación sobre la actividad asistencial. 


f) El establecimiento de medidas de seguridad en el Servicio Madrileño de Salud, de 


acuerdo con la normativa vigente de las actividades de tratamiento que contengan datos 


de carácter personal, y la realización de auditorías en el ámbito de la protección de datos 


de carácter personal. 


g) El establecimiento de mecanismos para garantizar el acceso y la autentificación de los 


usuarios a los sistemas de información en el Servicio Madrileño de Salud.  


h) El establecimiento y promoción de estándares mínimos y comunes, y de la lógica de 


interconexión, que deberán seguir todas las entidades del Servicio Madrileño de Salud en el 


diseño y desarrollo de los sistemas de información de soporte, y garantizar su cumplimiento.  


(…) j) La implantación, de acuerdo con las necesidades detectadas por la dirección del Servicio 


Madrileño de Salud, de nuevas Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) y de 


tramitación electrónica en el Servicio Madrileño de Salud, que estén en relación con los 


ciudadanos, los profesionales y la atención sanitaria. 


k) La participación en el desarrollo de los modelos organizativos y de procesos que integren los 


sistemas, las tecnologías de la información y la comunicación, que se hayan planificado desde 


la dirección del Servicio Madrileño de Salud. 


(…) m) Garantizar la coordinación dentro de la estrategia de transformación digital del 


proyecto GENESIS, así como de los aspectos de seguridad y estandarización de 


tecnologías que permitan la integración con los sistemas SERMAS. (…)”. 


Teniendo en cuenta el contenido del “Artículo 3. Objeto y competencias.” Del Anteproyecto de 


Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, que en su 


apartado 1, señala “…como objetivo dirigir y coordinar la ciberseguridad en la Administración 


de la Comunidad de Madrid y …”, se concluye fácilmente que su objetivo es dirigir y coordinar, 


y no sólo en el ámbito de la Administración sino en todos los ámbitos de la Comunidad de 


Madrid, como señala, tanto por su materia como por su extensión. 


En el mismo artículo 3.2 ,se señala otro objetivo …definir y velar por la ejecución de las 


políticas públicas en materia de ciberseguridad…” con diversos apartados como casos 


particulares de ese objetivo. 


En relación con estos objetivos, al hablar de ciberseguridad en el ámbito sanitario hay que 


tener en cuenta algunas cuestiones que obligan a considerarlo de una forma específica, no 


pudiendo ser incluido con carácter general en la Administración general o institucional. Así 


pues, debe tenerse en consideración que en el SERMAS se utilizan una gran de cantidad de 


dispositivos MIoT/OT (dispositivos médicos conectados en línea) que, dado el riesgo que 


pueden conllevar este tipo de aparatos, implican que sea necesario que se realicen tareas 


específicas de monitorización, detección y alertas ante eventos de seguridad que se generen. 


Para lograr este objetivo la Oficina de Seguridad de Sistemas de Información de la DGSIES 


está inscrito como instrumento que permite la prevención, detección, respuesta a 


amenazas y riesgos de seguridad como CERT Sectorial, así como la coordinación e 


implantación de políticas y medidas de seguridad de la organización, y que, a su vez, presta 
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servicios tanto reactivos, como preventivos (monitorización, formación, concienciación, alertas), 


con el objeto de impulsar y dar soporte a la implantación de las medidas de seguridad en sus 


distintos centros. 


El propio Centro Criptológico Nacional (CCN) en el recientemente publicado documento sobre 


el desarrollo de la red nacional de SOC recomienda que se utilicen servicios sectoriales para 


aquellos servicios esenciales como los del ámbito de salud, distribución alimentaria, aguas, 


etc.; dado que son propicios a ser objetivos de ciberataques. 


Por lo anterior, se propone que en el artículo 3.2 e) sobre Objetivo y competencias, se 


incluyan dentro de la colaboración que se prevé con otras entidades, expresamente a 


estos CERT/CSIRT sectoriales y la necesaria participación y colaboración con los mismos. 


Para ello proponemos que quede redactado de la siguiente manera:  


“e) Constituir y gestionar el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes de Ciberseguridad) de 


referencia de la Comunidad de Madrid, ejerciendo las funciones de alerta temprana y de ayuda 


en la respuesta ante amenazas, vulnerabilidades, ataques e incidentes de seguridad, en 


colaboración con el resto de CSIRT/CERT sectoriales de la Comunidad de Madrid, 


nacionales e internacionales”. 


Con carácter general, en cuanto a las competencias que este artículo 3.2 señala para la 


Agencia de Ciberseguridad, se produce una situación similar a la que se contempla en el caso 


de la Agencia para la Transformación Digital de la Comunidad de Madrid, que viene regulada 


en el artículo 10 de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas. 


Esta Ley lo resuelve con una Disposición Adicional que excluye del ámbito de competencias de 


la Agencia para la Transformación Digital todo lo específicamente relacionado con el ámbito 


sanitario, y lo hace de forma expresa: “Las funciones de la Agencia de … de la Comunidad de 


Madrid no se extienden a las competencias sobre los sistemas de informática médica, gestión 


sanitaria y a aquellas relativas a las relaciones del sistema sanitario con los ciudadanos, 


profesionales sanitarios, oficinas de farmacia, sanidad privada y cualesquiera otras personas 


físicas o jurídicas distintas de la Administración de la Comunidad de Madrid, sus organismos 


autónomos, entidades de derecho público y demás entes públicos.” 


Se propone una solución similar para el Anteproyecto de Ley por el que se crea la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, donde se debería añadir una Disposición Adicional 


que declarase que no se extienden al ámbito sanitario determinadas competencias de las 


incluidas en el artículo 3 del Anteproyecto. 


Se propone que sea a través de una Disposición Adicional, ya que de acuerdo con las 


Directrices de técnica normativa (39) las disposiciones adicionales deberán regular:  


a) Los regímenes jurídicos especiales que no puedan situarse en el articulado. 


El régimen jurídico especial implica la creación de normas reguladoras de situaciones jurídicas 


diferentes de las previstas en la parte dispositiva de la norma. Estos regímenes deben 


determinar de forma clara y precisa el ámbito de aplicación, y su regulación debe ser 


suficientemente completa para que puedan ser aplicados inmediatamente. 


b) Las excepciones, dispensas y reservas a la aplicación de la norma o de alguno de sus 


preceptos, cuando no sea posible o adecuado regular estos aspectos en el articulado.  
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Se propone la inclusión en el Anteproyecto de Ley, de una Disposición Adicional con el 


siguiente texto: 


“Las funciones relacionadas en el artículo 3.2 no se extenderán a las competencias 


específicas de la Consejería de Sanidad de la Comunidad de Madrid en cuanto a los 


sistemas de información que puedan tener efectos en la salud de los pacientes y en la 


actuación de los profesionales sanitarios”.” 


 


 


 


 


Madrid a fecha de firma 


EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO 


 


 


 


 


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA  


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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Comunidad 


de Madrid 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA 
CONSEJERÍA DE TRANSPORTES 


E INFRAESTRUCTURAS 
 
 


 


  


 


 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA 


CONSEJERIA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN  


 


 


 


  


En relación con la solicitud de observaciones al “Anteproyecto de Ley por la que se 


crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid”, se informa que 


por parte de la Consejería de Transportes e Infraestructuras no se realizan 


observaciones al contenido de la norma. 


 


 


Madrid, a fecha de firma. 


LA SECRETARIA GENERAL TÉCNICA, 
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INFORME DE IMPACTO POR RAZÓN DE GÉNERO RELATIVO AL “ANTEPROYECTO DE 
LEY POR EL QUE SE CREA LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID”. 
 
 
Nº 38/2022. 
 
 
La Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, modificada por la Ley 30/2003, de 13 de 
octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las 
disposiciones normativas que elabore el Gobierno, establece por primera vez en sus artículos 
22 y 24 que los procedimientos de elaboración de proyectos de ley y de reglamentos, deberán 
ir acompañados de un informe de impacto por razón de género.  
 
Posteriormente, la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres, establece en su artículo 19 que “los proyectos de disposiciones de carácter general 
y los planes de especial relevancia económica, social cultural y artística que se sometan a la 
aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar un informe sobre su impacto por razón 
de género”.  
 
En virtud de lo anterior, por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 5 de marzo de 2019, apartado 
7.d) (BOCM 13 de marzo de 2019) se aprueban las Instrucciones Generales para la aplicación 
en el ámbito de la Comunidad de Madrid del procedimiento para el ejercicio de la iniciativa 
legislativa y de la potestad reglamentaria regulado en la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno.  
 
Asimismo, mediante Decreto 208/2021, de 1 de septiembre, del Consejo de Gobierno, por el 
que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Familia, Juventud y Política Social, 
en su artículo 13.1.c) se atribuye a la Dirección General de Igualdad “Informar sobre el impacto 
de género de los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial 
relevancia económica, social, cultural y artística que deban someterse a la aprobación de 
Consejo de Gobierno”.  
 
De conformidad con lo anteriormente expuesto, con fecha 7 de marzo de 2022, se solicita a la 
Dirección General de Igualdad, la emisión de informe de impacto social por razón de género 
relativo al “Anteproyecto de Ley por el que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid”. 
 
Examinado el contenido del citado proyecto, esta Dirección General de Igualdad informa que 
no se prevé que dicha disposición tenga impacto por razón de género y que, por tanto, 
incida en la igualdad de efectiva entre mujeres y hombres. 
 
 


En Madrid, a fecha de firma. 


LA DIRECTORA GENERAL DE IGUALDAD. 


 


 


 


 


 
SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA. 
CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN. 
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INFORME DE IMPACTO EN MATERIA DE FAMILIA, INFANCIA Y ADOLESCENCIA 
RELATIVO AL ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE 
CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID 


 
La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, 


en su nueva redacción dada por la Ley 26/2015, de 28 de julio de modificación del 
sistema de protección a la infancia y adolescencia   establece en su artículo 22 
quinquies que: “Las memorias del análisis de impacto normativo que deben acompañar 
a los anteproyectos de ley y a los proyectos de reglamentos incluirán el impacto de la 
normativa en la infancia y en la adolescencia”. 


 
Asimismo, la Ley 26/2015, de 28 de julio, ha añadido una nueva Disposición 


Adicional Décima a Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias 
Numerosas por la cual: “Las memorias del análisis de impacto normativo que deben 
acompañar a los anteproyectos de Ley y a los proyectos de reglamentos incluirán el 
impacto de la normativa en la familia”. 


 
En virtud de lo anteriormente expuesto y de conformidad con lo establecido en  


el Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y 
simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter 
general en la Comunidad de Madrid, y por otro lado de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 11.14 del Decreto 208/2021, de 1 de septiembre, del Consejo de Gobierno, 
por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Familia, Juventud y 
Política Social, y el artículo 5 del Decreto 88/2021, de 30 de junio, del Consejo de 
Gobierno, por el que se modifica la estructura orgánica básica de las Consejerías de la 
Comunidad de Madrid, esta Dirección General de Infancia, Familia y Fomento de la 
Natalidad es competente para  la emisión del presente informe en materia de impacto 
sobre la familia, infancia y adolescencia. 


 
Atendiendo a dicha petición, SE INFORMA, que examinado el contenido de dicha 
norma, desde este centro directivo, se estima que dicho proyecto es susceptible de 
generar un impacto positivo en materia de familia, infancia y adolescencia, al promover 
la cultura de la ciberseguridad, la concienciación en el uso responsable y la protección 
de las redes de comunicación.  


 
      


Madrid a fecha de firma 
            El Director General de Infancia, Familia y Fomento de la Natalidad 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA 
CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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REF: PRN / 1183 


 
INFORME DE IMPACTO POR RAZÓN DE ORIENTACIÓN SEXUAL E 
IDENTIDAD Y EXPRESIÓN DE GÉNERO RELATIVO AL ANTEPROYECTO 
DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA 
COMUNIDAD DE MADRID. 
 
La Ley 2/2016, de 29 de marzo, de Identidad y Expresión de Género e Igualdad 
Social y no Discriminación de la Comunidad de Madrid, establece en su artículo 
45 que las normas y resoluciones de la Comunidad de Madrid incorporarán la 
evaluación del impacto sobre la identidad de género en el desarrollo de sus 
competencias, para garantizar la integración del principio de igualdad y no 
discriminación por razón de identidad de género o expresión de género. 
 
Por su parte, la Ley 3/2016, de 22 de julio, de Protección Integral contra la 
LGTBIfobia y la Discriminación por Razón de Orientación e Identidad Sexual en 
la Comunidad de Madrid establece los principios, medidas, instrumentos y 
procedimientos para garantizar el derecho de toda persona a no ser discriminada 
por razón de su orientación sexual o su identidad o expresión de género. En su 
artículo 21 establece que la Comunidad de Madrid, en el marco de sus 
competencias, incorporará la evaluación de impacto sobre orientación sexual e 
identidad de género para garantizar la integración del principio de igualdad y no 
discriminación a las personas LGTBI. Para ello, todas las disposiciones legales 
o reglamentarias de la Comunidad de Madrid deberán contar con carácter 
preceptivo con un informe sobre su impacto por razón de orientación sexual, 
identidad o expresión de género por quien reglamentariamente se determine. 
 
Dicho informe deberá ir acompañado de los indicadores pertinentes en materia 
de diversidad sexual, identidad de género, mecanismos y medidas destinadas a 
paliar y neutralizar los posibles impactos negativos que se detecten sobre 
personas LGTBI, así como a reducir o eliminar las diferencias encontradas, 
promoviendo la igualdad y la no discriminación por razón de orientación sexual 
e identidad o expresión de género. 
 
El Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se 
regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones 
normativas de carácter general de la Comunidad de Madrid, y las Instrucciones 
Generales para la aplicación del procedimiento para el ejercicio de la iniciativa 
legislativa y de la potestad reglamentaria del Consejo de Gobierno, aprobadas 
mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno de 5 de marzo de 2019, tienen por 
objeto precisar los diferentes trámites que conforman el procedimiento para el 
ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, en el marco de lo 
dispuesto en el Título VI de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en el artículo 26 de la 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, con la finalidad de facilitar su 







 


correcta aplicación y de disponer de un régimen propio de acuerdo con la 
capacidad de auto organización de la Comunidad de Madrid. 
 
En virtud de lo establecido en los citados preceptos e instrucciones generales y 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.2.c) del Decreto 208/2021, de 
1 de septiembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Familia, Juventud y Política Social, se requiere a la 
Dirección General de Igualdad la emisión de informe de impacto social en 
materia de orientación sexual, identidad o expresión de género en relación al 
anteproyecto de ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid. 
 
Examinado el contenido del citado anteproyecto de ley se constata que el mismo 
carece de impacto en materia de orientación sexual, identidad o expresión de 
género, toda vez que su aplicación no puede dar lugar a ninguna clase de 
discriminación por tales motivos.  
 


CONCLUSIONES 
 


Analizado el anteproyecto de ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad 
de la Comunidad de Madrid, se aprecia un impacto nulo por razón de 
orientación sexual, identidad o expresión de género. 
 


Madrid, a fecha de firma 
LA DIRECTORA GENERAL DE IGUALDAD 
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Se ha recibido en esta Dirección General de Presupuestos, de conformidad con lo 


dispuesto en la Disposición Adicional Primera de la Ley 4/2021, de 23 de diciembre, de 


Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para 2022, el Anteproyecto de Ley 


por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, al objeto 


de emisión de informe. En relación con el citado asunto, procede observar lo siguiente: 


 


PRIMERO.- DOCUMENTACIÓN RECIBIDA. 


 
Junto al escrito de solicitud de informe se acompañan: 


 


- Borrador de anteproyecto de Ley. 


- Memoria Abreviada de Impacto Normativo. 


 


SEGUNDO.- CONTENIDO  


 
En cuanto al contenido del anteproyecto de Ley, en la MAIN se afirma lo siguiente:  


 


La creación de una Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid responde 


a la necesidad de contar con referentes regionales claros que promuevan el fortalecimiento 


de la ciberseguridad y aumenten la confianza en la digitalización.  


 
La iniciativa está alineada con los ejes 4, reforzar la capacidad española en 


ciberseguridad, y 9, transitar hacia una economía del dato, garantizando la seguridad y 


privacidad y aprovechando las oportunidades que ofrece la Inteligencia Artificial, definidos 


en la agenda España Digital 2025.  


 
Asimismo, los objetivos de la Agencia planteada coinciden con el Plan de 


Recuperación, Transformación y Resiliencia cuyo Componente 15, Conectividad Digital, 


impulso de la ciberseguridad y despliegue del 5G, incluye una línea de inversión centrada 


en el fortalecimiento de las capacidades de ciberseguridad de ciudadanos, pymes y 


profesionales, el impulso del ecosistema del sector ciberseguridad y el aumento de la 


visibilidad de España como actor clave internacional en materia de ciberseguridad, 


complementario del Componente 11 en el ámbito del sector público.  
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TERCERO.- IMPACTO PRESUPUESTARIO 


 
En la Memoria se afirma que “La norma tiene incidencia en el gasto público puesto 


que la agencia ha de dotarse presupuestariamente de los medios necesarios para su 


funcionamiento siguiendo criterios de economía, eficiencia y eficacia”. 


 


A continuación se describen los siguientes impactos por un total de 1.515.225 euros 


desglosados del siguiente modo: 


 


a) De capítulo 1, por importe de 1.110.225 euros, a valorar por la Dirección General 


de Recursos Humanos. 


 


b) De capítulo 2, gastos corrientes, por importe de 190.000 euros (70.000 alquiler 


oficina, 100.000 consultorías, 20.000 otros gastos corrientes). 


 


c) De capítulo 6, inversiones, por importe de 215.000 euros (10.000 para mobiliario, 


5.000 para ordenadores y equipos de proceso de datos, 200.000 para software 


específico). 


 


A la vista de la documentación remitida la Dirección General de Presupuestos 


procedió a formular requerimiento solicitando las oportunas aclaraciones. La contestación 


a las mismas se efectúa en la nueva versión de la Memoria Abreviada de Impacto normativo 


del siguiente modo:  


 


1.- La Dirección General de Presupuestos observa que la creación de un nuevo ente 


debe ser analizada desde el punto de vista de las duplicidades cómo exige la Ley 


40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. No se alude en 


la memoria al órgano de la Comunidad que venía ejerciendo estas funciones y los 


medios humanos y materiales con los que cuenta. 


Si bien en la Memoria se alude a que se barajó como alternativa su integración 


dentro de la Administración General, se alude a que se descartó “por la necesidad 


de especialización del personal dedicado a la materia de seguridad, por la 


independencia necesaria para el desarrollo de las funciones que se le 


encomiendan y por las ventajas organizativas que supone una agencia que puede 


modelar su funcionamiento por reglamento interno, frente a una consejería que lo 


hace por decreto”.  
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La MAIN contesta que “al respecto señalar que en la memoria no se alude al 


órgano de la Comunidad de Madrid que venía ejerciendo estas funciones, pues 


no existe ningún órgano en la Comunidad de Madrid con tales funciones, la 


Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid tiene entre sus 


funciones la “seguridad, confidencialidad, integridad y disponibilidad de la 


información tratada, en su ámbito de responsabilidad” (art. 10 apartado TRES j) 


de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre de medidas fiscales y administrativas)”.  


 


2.- La Dirección General de Presupuestos observa que la denominación de la 


naturaleza jurídica del nuevo sujeto creado no se ajusta a la terminología de la 


Ley de Hacienda. Así, se afirma en el artículo 1 que “Se crea la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid (en lo sucesivo la Agencia), como 


entidad (SIC) de derecho público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, 


de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, con 


personalidad jurídica propia, que ejerce su actividad sujeta al ordenamiento 


jurídico privado, con plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines 


y con plena autonomía orgánica y funcional, adscrita a la consejería competente 


en materia de Ciberseguridad”. En este sentido hay que precisar que el citado 


artículo 6 habla de entes, no de entidades. 


 
La MAIN contesta que “se atiende la observación y se procede a redactar en el 


anteproyecto conforme a la terminología de la Ley de Hacienda”.  


 


3.- La Dirección General de Presupuestos observa que de la documentación recibida 


parece inferirse que nos encontramos ante un sujeto de presupuesto estimativo, 


en la medida en que afirma ajustar su actividad al derecho privado (apartado 1 del 


artículo 1). 


En la Memoria se advierte que no se deja constancia de los concretos 


subconceptos y programas de gasto que resultarían incrementados por las 


necesidades antes descritas. Sería necesario que la Consejería a la que se 


encuentra adscrita dote la oportuna aportación para la constitución de la Agencia 


de Ciberseguridad.  


 
La MAIN contesta que “las aportaciones por las que se financiaría la agencia 


vendrían reflejadas de una divisionaria del Concepto (890) "Aportaciones a entes 


públicos", la cual estaría reflejada en los presupuestos de la Consejería de 
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Administración Local y Digitalización en el programa (928M) Dirección General de 


Política Digital, por el importe total de su presupuesto estimativo”.  


 


4.- La Dirección General de Presupuestos observa que no se alude en el expediente 


a la posible financiación europea que se podría solicitar de acuerdo con lo 


contemplado en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.  


 
La MAIN contesta que “si bien es cierto que dentro del componente C11.13 


“Transformación digital modernización del MPTFP y de las C.C.A.A. y de las 


E.E.L.L.” existe una línea estratégica de ciberseguridad los fondos están 


destinados a finalidades distintas a las que se pretenden realizar por la Agencia y 


también está presente en el componente 15 “conectividad digital, impulso de la 


ciberseguridad y despliegue del 5G” de la política palanca de modernización y 


digitalización del tejido industrial y de la pyme, recuperación del turismo e impulso 


a una España nación emprendedora. Al no existir en la actualidad ningún 


compromiso de aportación para el objeto concreto que se tiene previsto ejecute la 


agencia, no se contempla en las previsiones iniciales, sin perjuicio que en un 


momento posterior se puedan incorporar al presupuesto de ingresos vía nuevos o 


mayores ingresos”.  


 


5.- La Dirección General de Presupuestos observa que debe suministrarse la 


información a que se refiere el apartado 39 de la Resolución de la Dirección 


General de Presupuestos, relativa a la Gestión Presupuestaria para el año 2022.  


 
La MAIN contesta que “al respecto señalar que la creación de la Agencia de 


Ciberseguridad no supone la necesidad de la formalización de ninguna operación 


de crédito ni a corto ni a largo plazo. Por lo que no supone incremento alguno del 


endeudamiento de la Comunidad de Madrid a efectos SEC”. 


 


De los cinco puntos antes expuestos queda pendiente todavía por aclarar: 


 


- Si la Agencia tendrá presupuesto estimativo o limitativo. La Agencia se afirma 


que funcionará en régimen de derecho privado, lo que indica que se trata de un 


presupuesto estimativo. Sin embargo, resulta confuso el apartado 2 del artículo 


11 que afirma que “el presupuesto de la Agencia formará parte de los 


presupuestos generales de la Comunidad de Madrid, consolidándose con los de 


la Administración de la Comunidad y sus organismos autónomos”. La 
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Comunidad de Madrid y sus organismos autónomos junto a los entes de 


presupuesto limitativo forman parte del consolidado de presupuesto limitativo. 


 


- Cómo se van a financiar las necesidades presupuestarias resultantes de la 


creación de la Agencia. Examinadas las contestaciones realizadas, esta 


Dirección General de Presupuestos considera que las necesidades 


presupuestarias asociadas a la creación del nuevo ente deben financiarse con 


las disponibilidades presupuestarias de la Sección 07 Administración Local y 


Digitalización, debiendo proponer las modificaciones presupuestarias 


pertinentes con alta y baja en la misma. 


 


CUARTO.- CONCLUSIÓN 


 


En atención a las consideraciones expuestas, este Centro Directivo, de conformidad 


a lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley 4/2021, de 23 de diciembre, de 


Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para 2022, informa favorablemente 


el Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad 


de Madrid, condicionado a que la dotación de las necesidades presupuestarias del 


nuevo ente se financien con las disponibilidades presupuestarias de la Sección 07 


Administración Local y Digitalización. 


 


EL DIRECTOR GENERAL DE PRESUPUESTOS  


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE LA CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL 


Y DIGITALIZACIÓN. 
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Comunidad de Madrid 


 


D  E  C  I  S  I  Ó  N 


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 d) de la Ley 1/1983 de 13 de diciembre, 
de Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid, y con el artículo 140 del 
Reglamento de la Asamblea de Madrid, el Consejo de Gobierno, a propuesta de la 
Consejería Administración Local y Digitalización, previa deliberación, en su reunión del día 
25 de mayo de 2022.   
 


 
ACUERDA 


 
 
Primero. – Aprobación del Proyecto de Ley.  
 
Aprobar el Proyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de 
Madrid, y se ordena su remisión a la Asamblea de Madrid.  
 
Segundo. – Remisión a la Asamblea de Madrid.  
 
Ordenar su remisión a la Asamblea de Madrid para su tramitación por el procedimiento legislativo 
común. 


 
Madrid, 08 de junio de 2022. 


 
EL CONSEJERO DE ADMINISTRACION 


LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
 
 
 
 


Fdo.: Carlos Izquierdo Torres 


                 LA PRESIDENTA  
DE LA COMUNIDAD DE MADRID, 


 
 
 
 


Fdo.: Isabel Díaz Ayuso 
  


  REFERENCIA 


 


 


  N.º Y AÑO DEL EXPEDIENTE 


2022 
 


ACUERDO DEL CONSEJO DE GOBIERNO, DE 08 DE JUNIO DE 2022, POR EL QUE SE 
APRUEBA EL PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE 
CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID, Y SE ORDENA SU REMISIÓN A 
LA ASAMBLEA DE MADRID. 


 


                               ADMINISTRACIÓN  LOCAL Y 


DIGITALIZACIÓN 


 


CONSEJERÍA DE 
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Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de 


Madrid. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


I 


El uso cotidiano de las tecnologías de la información y la comunicación (en adelante TIC) y el 


tratamiento que dichas tecnologías realizan de la información las convierten en elementos 


esenciales para el actual desarrollo económico y la convivencia social. El desarrollo de la 


digitalización de la sociedad requiere de un marco de confianza en los ciudadanos en la 


relación a través de medios electrónicos. 


En el ámbito de las Administraciones Públicas, la consagración del derecho del ciudadano a 


comunicarse con ellas a través de medios electrónicos comporta una obligación correlativa de 


las mismas, como es la de crear las condiciones necesarias para optimizar el correcto 


funcionamiento de las infraestructuras esenciales en su relación con los ciudadanos. 


Sin embargo, varios retos y amenazas afectan al desarrollo de la sociedad de la información 


y ponen en peligro su seguridad. La interrelación y dependencia de las infraestructuras y los 


servicios de comunicaciones hacen que su protección ante ciberamenazas se haya convertido 


en un pilar básico. 


Para dar respuesta a estas necesidades, es preciso un organismo que, en el ámbito de 


competencias de la Comunidad de Madrid, vele por el cumplimiento de las funciones del 


servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una cultura de la ciberseguridad que 


incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas de información en la Comunidad 


de Madrid, incluyendo las Administraciones Públicas y empresas, PYMES y ciudadanos, en la 


estricta medida en que sea necesario para la relación por medios electrónicos con la 


Administración. Sus funciones deben basarse en la implantación de medidas de prevención, 


detección y respuesta sobre la infraestructura pública y sus servicios, así como en la 


coordinación con los proveedores privados de servicios de la sociedad de la información para 


la consecución de sus objetivos, desarrollando así una política pública de ciberseguridad. 


La Consejería de Administración Local y Digitalización tiene encomendadas las materias de 


digitalización y transformación digital, tal y como indica el artículo 1.2.b del Decreto 198/2021, 


de 3 de agosto, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la 


citada Consejería.  


La seguridad de la información en general y la ciberseguridad en particular son concebidas 


como una parte intrínseca a la digitalización. Así el programa Europa Digital 2021-2027 


estructura uno de sus ejes para conseguir la digitalización europea en la promoción de la 


ciberseguridad. De la misma forma, la Agenda España Digital 2025 establece como el cuarto 


de sus ejes de actuación "Reforzar la capacidad española en ciberseguridad".   


Nos encontramos, por tanto, ante una materia transversal que complementa y da soporte a 


muchas otras iniciativas y competencias de los distintos organismos de la Comunidad de 


Madrid, sin que deba entenderse esta función como una intromisión sino como un refuerzo y 


una acción de gobierno coordinada.  Por ello, la Agencia de Ciberseguridad ha de tener 


presente la imprescindible coordinación necesaria entre todas las unidades que trabajan en 
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conexión con y desde las redes de comunicaciones, así como también es necesaria la 


coordinación con otras unidades y organismos muy especialmente con aquellos competentes 


en los distintos ámbitos de la seguridad física y de las personas. 


La existencia de una Agencia de Ciberseguridad no exime a todas las entidades y organismos, 


dentro del ámbito de actuación de ésta, de su responsabilidad de vigilancia y aplicación de 


medidas de ciberseguridad propias a sus sistemas y peculiaridades. En este sentido, el objeto 


definido en el articulado se centra en dirigir y coordinar y no en implementar, operar o ejecutar 


funciones que seguirán siendo responsabilidad de cada uno de los organismos.   


Consecuentemente, será misión de la Agencia de Ciberseguridad proponer al Consejo de 


Gobierno la política global de seguridad de la información de la Comunidad de Madrid en la 


que, siguiendo la propuesta de las Guías CCN-STIC, se definirá la organización de la 


ciberseguridad y su estructura normativa, que cada organismo responsable de sistemas de 


información y redes electrónicas de comunicaciones desarrollará mediante políticas de 


seguridad relacionadas con los aspectos específicos de su competencia y que, a su vez, se 


desarrollarán en normas concretas (planes) para cada uno de los sistemas que gestionen.  


Así pues, la presente ley tiene como finalidad la creación de un ente de derecho público, la 


Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, con personalidad jurídica propia, 


sometida, con carácter general al derecho privado salvo en el ejercicio de potestades 


administrativas que se sujetará al derecho público, a la que se otorguen entre otras funciones 


las de asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia de 


ciberseguridad y proponer la política global de seguridad de la información de la Comunidad 


de Madrid; proponer y promover el uso de soluciones y servicios de ciberseguridad destinados 


a la prevención, detección y respuesta, ante las amenazas contra la seguridad de las redes y 


sistemas en su ámbito de actuación; fomentar el emprendimiento del ecosistema empresarial 


de ciberseguridad, como herramienta pilar del crecimiento industrial y económico; y coordinar 


con organismos público-privados, infraestructuras críticas y entidades locales de la 


Comunidad de Madrid, en la medida en que se relacionen con la Administración por medios 


electrónicos, en aras a la consecución de los objetivos especificados en las políticas de 


ciberseguridad. 


En definitiva, se trata de dotar a la Comunidad de Madrid de un organismo que actúe como 


catalizador de una cultura de ciberseguridad que genere un clima de confianza y seguridad 


que contribuya al desarrollo de la economía y la sociedad digital. 


En esta línea, la Unión Europea aprobó el Reglamento (UE) n.º 2021/694 del Parlamento 


Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2021 por el que se establece el Programa Europa 


Digital y por el que se deroga la Decisión (UE) 2015/2240, en el que se prevé que la 


ciberseguridad debe ser un pilar fundamental en el desarrollo de políticas públicas que debe 


hacer frente a las amenazas y riesgos que provienen del aumento exponencial de las 


conexiones y el intercambio masivo de todo tipo de datos en las redes de comunicación y 


computación. 


Del mismo modo, la Estrategia de Seguridad Nacional 2021, aprobada el 28 de diciembre por 


el Consejo de Ministros, establece como una de las prioridades la puesta en marcha de una 


plataforma nacional de notificación y seguimiento de ciberincidentes. Este proyecto, liderado 


por el CCN-CERT que coordina el Grupo de Trabajo de Seguridad de la Conferencia Sectorial 


de Administración electrónica, es al que la Agencia de Ciberseguridad se incorporará como 


punto de contacto autonómico.  
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La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, incluye a la 


seguridad entre los principios de actuación de las Administraciones Públicas y recoge el 


Esquema Nacional de Seguridad (en adelante ENS), de aplicación a todo el sector público, 


que ofrece un planteamiento común de principios, requisitos y medidas de seguridad.  


El ENS proporciona al sector público en España un planteamiento común de seguridad para 


la protección de la información que maneja y los servicios que presta; impulsa la gestión 


continuada de la seguridad, imprescindible para la transformación digital en un contexto de 


ciberamenazas; a la vez que facilita la cooperación y proporciona un conjunto de requisitos 


uniforme a la Industria, constituyendo también un referente de buenas prácticas. 


Mediante la creación de esta Agencia de Ciberseguridad, se dota a esta Administración de un 


ente encargado de ayudar y cooperar en el cumplimiento del Esquema Nacional de Seguridad, 


en los términos previstos en el artículo 156 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 


La presente regulación se lleva a cabo en ejercicio de las competencias asumidas por la 


Comunidad de Madrid en su Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley Orgánica 3/1983, de 


25 de febrero. Concretamente, el artículo 26.1.1 le atribuye competencias exclusivas en 


materia de organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno y el 


artículo 26.1.3 le atribuye el procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la 


organización propia. Al mismo tiempo, el artículo 7, además de reconocer a los ciudadanos de 


Madrid como titulares de los derechos y deberes fundamentales establecidos en la 


Constitución, señala que los poderes públicos madrileños asumen, en el marco de sus 


competencias, entre otros principios rectores de su política, la promoción de las condiciones 


necesarias para el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos y la igualdad 


de los individuos y los grupos en que se integran. 


En relación con el ejercicio de estas competencias, conviene recordar que, como ha señalado 


el Tribunal Constitucional en su sentencia 142/2018, de 20 de diciembre, que resolvió el 


recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la Ley 15/2017, de 25 de julio, de la Agencia 


de Ciberseguridad de Cataluña, la ciberseguridad no es un concepto o materia reconducible 


a un único título competencial y, puede, identificarse con la seguridad nacional o con la 


seguridad pública cuando se trata de la protección ordinaria de las redes y las infraestructuras 


de telecomunicaciones, pero también puede proyectarse sobre otros planos, como es el caso 


de la administración electrónica, que abarca la organización de medios y previsión de medidas 


de protección de la Administración y, por extensión, la protección de los derechos de los 


ciudadanos cuando se relacionan con aquella por medios electrónicos.  


 


Por último, la Agencia será una herramienta para el cumplimiento de la misión de la 


Comunidad de Madrid de asistencia a los municipios y asegurar la prestación de los servicios 


públicos de competencia municipal en todo el territorio de la provincia tal y como está 


establecido en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. 


II 


La Ley consta de una parte expositiva, catorce artículos distribuidos en cuatro capítulos, una 


disposición adicional, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 
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El Capítulo I establece la creación, naturaleza y régimen jurídico de la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid y define su ámbito de aplicación, objeto y 


funciones. 


El Capítulo II define la estructura orgánica y las funciones de los órganos de la Agencia, así 


como aquellas que corresponden al consejero delegado como órgano de dirección y 


administración de esta. 


El Capítulo III establece el régimen de contratación y de personal de la Agencia. 


El Capítulo IV establece el régimen económico y financiero. 


La disposición adicional establece que, en el supuesto de disolución o extinción, el personal 


de la Agencia se integrará en las condiciones fijadas en la Ley de Presupuestos Generales de 


la Comunidad de cada año. 


La disposición derogatoria procede a derogar cuantas disposiciones de igual o inferior rango 


se opongan a lo establecido en esta ley. 


Las disposiciones finales primera y segunda habilitan a los órganos correspondientes de la 


Comunidad de Madrid para realizar las modificaciones presupuestarias oportunas y para el 


desarrollo reglamentario de esta ley. 


La disposición final tercera establece la fecha de entrada en vigor, que será la del día de su 


publicación. 


III 


Este anteproyecto de ley, se ajusta a los principios de buena regulación recogidos en el 


artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 


las Administraciones Públicas, y el artículo 2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo 


de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las 


disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid. 


En particular, los principios de necesidad y eficacia están garantizados por el interés general 


que subyace a esta regulación, como son fomentar la seguridad en las relaciones telemáticas, 


mejorar la protección de los usuarios de las tecnologías de información y comunicación y 


fomentar el crecimiento económico por medio de la digitalización y la innovación. 


En virtud del principio de proporcionalidad, se contiene la regulación imprescindible para 


cumplir el interés general mencionado y el principio de seguridad jurídica queda 


salvaguardado dada la coherencia de su contenido con el conjunto del ordenamiento jurídico 


español y comunitario. 


En aplicación del principio de transparencia, se ha dado participación en su elaboración a los 


ciudadanos y sectores afectados mediante la celebración de los trámites de consulta pública 


previa y de audiencia e información públicas y, una vez aprobada la propuesta, será 


objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid y en su Portal de 


Transparencia. 
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El principio de eficiencia queda garantizado ya que no se imponen cargas administrativas y el 


anteproyecto se supedita a los principios de estabilidad presupuestaria y de sostenibilidad 


financiera, habiéndose cuantificado y valorado sus efectos en los gatos públicos. 


CAPÍTULO I 


Disposiciones generales 


Artículo 1. Creación, naturaleza jurídica y régimen jurídico. 


1. Se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid (en lo sucesivo la 


Agencia), como Ente de Derecho Público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 


8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, con personalidad 


jurídica propia, plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y con plena 


autonomía orgánica y funcional, adscrita a la consejería competente en materia de 


digitalización.  


2. La Agencia se rige por la normativa contenida en la presente ley, por las demás leyes y 


disposiciones que se dicten para su desarrollo y ejecución así como por las demás 


disposiciones del ordenamiento jurídico que le resulten aplicables en atención a su naturaleza.  


3. La actividad de la Agencia se ajusta, con carácter general, a las normas del ordenamiento 


jurídico privado, sin perjuicio de su sujeción al Derecho público en el ejercicio de potestades 


administrativas. 


4. Las resoluciones dictadas en el ejercicio de estas potestades por los órganos de gobierno 


de la Agencia pondrán fin a la vía administrativa, y contra las mismas podrá interponerse 


recurso de reposición o recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa en los términos 


previstos por las Leyes. 


Artículo 2.  Ámbito de actuación. 


1. La Agencia ejercerá sus funciones y competencias en el ámbito de la Administración 


General e institucional de la Comunidad de Madrid con exclusión de las empresas públicas 


autonómicas con forma de sociedad mercantil, en coordinación con la  Agencia para la 


Administración Digital de la Comunidad de Madrid y la Agencia de Seguridad y Emergencias 


Madrid 112 para el ámbito de sus competencias y con todas aquellas entidades y organismos 


de la Administración General e Institucional de la Comunidad de Madrid con competencias en 


materia de tecnologías de la información y de las comunicaciones. 


En el ámbito de las empresas, PYMES y ciudadanos de la Comunidad de Madrid, la Agencia 


ejercerá sus funciones y competencias en la estricta medida en que sea necesario para la 


relación con la Administración por medios electrónicos, conforme a lo establecido en la Ley 


39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 


Públicas. 


2. En relación con la Asamblea de Madrid, con pleno respeto a su autonomía parlamentaria, 


la Cámara de Cuentas de la Comunidad de Madrid y las empresas públicas autonómicas, con 


forma de sociedad mercantil, la Agencia podrá ejercer sus funciones, previa formalización del 


instrumento jurídico adecuado, siempre y cuando las disponibilidades presupuestarias de la 


Agencia lo permitan o se contemple la financiación en el mismo. 
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3. La Agencia, prestará sus servicios a las entidades locales de menos de 20.000 habitantes, 


de conformidad con el artículo 36 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 


Régimen Local, en el ámbito de la administración electrónica. 


Además, podrá prestar servicios propios de sus funciones al resto de entidades locales o a 


otras Administraciones Públicas del ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, en la medida 


en que se relacionen con ella por medios electrónicos, mediante convenio o contrato según 


los casos. 


4. La Agencia podrá realizar, para el mejor cumplimiento de sus fines, cuantas actividades de 


naturaleza mercantil o industrial estén relacionadas con su objeto. 


Artículo 3. Objeto y funciones. 


1. La Agencia tiene como objeto dirigir y coordinar la ciberseguridad y apoyar e impulsar la 


capacitación en ciberseguridad y el desarrollo digital seguro de la Región, en el ámbito de 


actuación fijado en el artículo anterior y con arreglo al marco de competencias 


constitucionalmente establecido. 


2. La Agencia tiene por función definir y velar por la ejecución de las políticas públicas en 


materia de ciberseguridad, y en particular: 


a) Asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia de 


ciberseguridad que contemple la Administración y el sector público autonómico definido en el 


artículo 2.1, la colaboración con las entidades locales, y el apoyo al entorno empresarial y a la 


ciudadanía de la Comunidad de Madrid. 


b) Proponer al Consejo de Gobierno, la política global de seguridad de la información para 


la Administración General e institucional de la Comunidad de Madrid. 


c) Constituir y gestionar el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes de Ciberseguridad) 


de referencia de la Comunidad de Madrid, ejerciendo las funciones de alerta temprana y de 


ayuda en la respuesta ante amenazas, vulnerabilidades, ataques e incidentes de seguridad, 


en colaboración con el resto de CSIRT nacionales e internacionales. 


d) Coordinarse con organismos públicos o privados, infraestructuras críticas y entidades 


locales de la Comunidad de Madrid, así como con todos aquellos que se relacionen con la 


Administración por medios electrónicos, para impulsar los planes específicos de actuación, 


elaborados por cada uno de ellos, para la consecución de los objetivos marcados en las 


políticas de ciberseguridad. 


e) Participar y representar a la Comunidad de Madrid en foros, asociaciones, y eventos 


especializados en ciberseguridad. 


f) Proponer y promover el uso de soluciones y servicios de ciberseguridad destinados a 


la prevención, detección y respuesta, ante las amenazas contra la seguridad de las redes y 


sistemas en su ámbito de actuación. 


g) Impulsar las actividades de difusión, formación y concienciación en materia de 


ciberseguridad adecuadas a los diferentes colectivos destinatarios, poniendo especial énfasis 


en la reducción de la brecha digital. 
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h) Impulsar un clima de confianza y seguridad que contribuya al desarrollo de la economía 


y la sociedad digital en la Comunidad de Madrid. 


i) Fomentar el emprendimiento del ecosistema empresarial de ciberseguridad como 


herramienta pilar del crecimiento industrial y económico. 


j) Promover ayudas que fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la 


ciberseguridad en las empresas y PYMES madrileñas, en la estricta medida en que se 


relacionen con la Administración por medios electrónicos. 


CAPÍTULO II 


Estructura orgánica 


Artículo 4. Órganos de la Agencia.  


Los órganos de gobierno de la Agencia son: 


a) El presidente del Consejo de Administración. 


b) El Consejo de Administración. 


c) El consejero delegado de la Agencia. 


La Agencia contará con un Comité de Seguridad de la Información cuya estructura, funciones 


y régimen de funcionamiento se establecerá por Acuerdo del Consejo de Administración, a 


propuesta de la consejería competente en materia de digitalización. 


Artículo 5. Presidencia. 


1. Ostentará la presidencia de la Agencia la persona titular de la consejería competente en 


materia de digitalización. 


2. Son atribuciones del presidente de la Agencia: 


a) La representación institucional del Ente. 


b) Suscribir en nombre de la Agencia los convenios y demás instrumentos de colaboración, 


de acuerdo con las funciones específicas de la Agencia, dentro de sus competencias. 


c) Impulsar las actividades de la Agencia. 


d) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo de 


Administración y fijar el orden del día, teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones y 


sugerencias de los demás miembros formuladas con la antelación suficiente. 


e) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los debates y suspenderlos por causas 


justificadas. 


f) Dirimir, con su voto, los empates a efectos de la adopción de acuerdos. 


g) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del Consejo de Administración. 


h) Desempeñar el resto de competencias que pueda atribuirle el ordenamiento jurídico. 
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i) Controlar la actuación del Consejero-Delegado, conforme a la normativa aplicable. 


j) Cualesquiera otras funciones que pudieran serle delegadas. 


Artículo 6. El Consejo de Administración. 


1. El Consejo de Administración de la Agencia, está integrado por los miembros siguientes: 


a) El presidente de la Agencia. 


b) Un vicepresidente, que será la persona titular de la viceconsejería competente en 


materia de digitalización. 


c) Vocales: 


1) El consejero delegado de la Agencia. 


2) La persona titular de la viceconsejería competente en materia de seguridad y 


emergencias. 


3) La persona titular de la dirección general con competencias en materia de digitalización. 


4) El consejero delegado de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de 


Madrid.  


5) La persona titular de la dirección de IMDEA Networks Institute. 


6) La persona titular de la dirección general competente en sistemas de información y 


equipamientos sanitarios del Servicio Madrileño de Salud. 


7) La persona titular de la dirección general competente en innovación. 


8) La persona titular de la dirección general competente en promoción económica. 


9) La persona titular de la dirección general competente en administración local. 


10)  La persona titular de la dirección general competente en materia de cooperación con 


el Estado. 


d) Secretario. La persona titular de la secretaría general técnica con competencias en 


materia de digitalización. 


2. En caso de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal, la persona titular de la 


presidencia será sustituida por la persona titular de la vicepresidencia; la persona titular de la 


vicepresidencia será sustituida por el Consejero Delegado de la Agencia; y las personas 


titulares de las vocalías serán sustituidas por personas titulares de órganos directivos de su 


respectiva consejería con rango mínimo de director general, designadas por la persona titular 


de la consejería respectiva o, en su caso, por quien designe la Agencia para la Administración 


Digital de la Comunidad de Madrid  o IMDEA Networks Institute. 


3. El Consejo de Administración aprobará un reglamento de funcionamiento interno del mismo 


en el que se fijará el régimen de sesiones y de acuerdos, así como las funciones del secretario. 
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Igualmente podrá aprobar la constitución de comisiones o grupos de trabajo para materias y 


asuntos determinados, con la composición y funciones que el mismo determine. 


4. Las funciones del Consejo de Administración son:  


a) Determinar los objetivos de seguridad de la información para la Administración de la 


Comunidad de Madrid, dotando de los medios y apoyo necesario para su consecución 


mediante la propuesta de la política global de seguridad de la información para la 


Administración General e institucional de la Comunidad de Madrid. 


b) Aprobar el Plan Estratégico de la Agencia a propuesta del consejero delegado. 


c) Aprobar el Plan de difusión, formación y concienciación en materia de ciberseguridad para 


la Región de Madrid a propuesta del Consejero Delegado. 


d) Aprobar la memoria anual de actividad correspondiente al año inmediatamente anterior a 


propuesta del Consejero Delegado. 


e) Aprobar un marco de directrices y normas técnicas de seguridad de cumplimiento obligatorio 


para la Administración de la Comunidad de Madrid y para los organismos y entidades 


vinculados o dependientes. 


f) Informar preceptivamente en los procedimientos de elaboración de disposiciones normativas 


tramitadas por la Administración de la Comunidad de Madrid en materia de ciberseguridad y 


gobernanza de las tecnologías de la información y la comunicación. 


g) Aprobar las instrucciones y criterios para garantizar la coordinación, la cooperación y el 


intercambio de información sobre ciberincidentes e inteligencia de ciberamenazas entre el 


sector público, el sector privado y los organismos internacionales competentes, fomentando 


la prevención y la alerta temprana. 


h) Aprobar las actividades de difusión, formación y concienciación en materia de 


ciberseguridad. 


i) Aprobar el informe anual de evaluación de la Estrategia de ciberseguridad de la Comunidad 


de Madrid, donde figurará el grado de ejecución y cumplimiento de sus objetivos. 


j) Promover e impulsar las ayudas que fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la 


ciberseguridad en las empresas y pymes madrileñas. Esta función podrá ser delegada en el 


Consejero Delegado de la Agencia. 


k) Aprobar el anteproyecto de presupuesto de la Agencia, que se integrará en los 


Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid. 


l) Aprobar la estructura y el organigrama de la Agencia hasta el siguiente nivel organizativo al 


del Consejero-Delegado, a propuesta de éste, y previo informe favorable de la Consejería 


competente en materia de Hacienda. 


5. Los miembros del Consejo de Administración de la Agencia no tienen derecho a recibir 


indemnización, dieta o compensación alguna por asistir a las reuniones de este órgano. 


Artículo 7.  El consejero delegado de la Agencia.   
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1. El consejero delegado será nombrado y, en su caso, cesado mediante decreto del Gobierno 


de la Comunidad de Madrid, a iniciativa y propuesta del presidente del Consejo de 


Administración de la Agencia. 


2. El consejero delegado de la Agencia es el máximo órgano directivo de esta y le corresponde, 


sin perjuicio de las competencias del Consejo de Administración, la dirección ordinaria de la 


Agencia, la adopción de las medidas necesarias para la ejecución de las decisiones del 


Consejo de Administración y en particular: 


a) Formular y elevar al Consejo de Administración el Plan Estratégico de la Agencia. 


b)  Potenciar y apoyar las actividades de prevención, detección y respuesta del CSIRT, así 


como la coordinación con la red de CSIRT. 


c) Formular y elevar al Consejo de Administración el Plan de difusión, formación y 


concienciación en materia de ciberseguridad para la Región de Madrid. 


d) Elaborar el informe anual de evaluación de la estrategia global de seguridad de la 


información de la Comunidad de Madrid, donde figurará el grado de ejecución y cumplimiento 


de sus objetivos. 


e) Elaborar el Libro Blanco de la ciberseguridad sobre el mercado de la ciberseguridad en 


Madrid. 


f) Proponer líneas de colaboración en el ámbito de la ciberseguridad con los entes locales de 


Madrid. 


g) Formular y elevar al Consejo de Administración la propuesta de memoria anual de actividad 


correspondiente al año inmediatamente anterior, en la cual se informará también sobre el 


seguimiento del plan plurianual de actuación. 


h) Participar en los foros nacionales e internacionales en materia de ciberseguridad.  


i) Formular y elevar al Consejo de Administración el borrador del anteproyecto de 


presupuestos anual de la Agencia. 


j) Actuar como órgano de contratación de la Agencia y celebrar en su nombre los contratos y 


encargos de ejecución relativos a los asuntos propios de la misma. 


k) Autorizar los gastos, efectuar las disposiciones, contraer obligaciones y ordenar pagos, 


conforme a la normativa aplicable y salvo en los casos reservados por ley a la competencia 


del Consejo de Gobierno o de la consejería a que se halle adscrita la Agencia. 


l) Ejercer las competencias en materia de gestión del personal adscrito a la Agencia, excepto 


de aquellas competencias que correspondan a la consejería competente en la materia de 


gestión de recursos humanos. 


m) Proponer a la consejería competente en hacienda la propuesta de plantilla presupuestaria, 


así como sus modificaciones, para su aprobación. 
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n) Establecer los requisitos y características de las pruebas para acceder a los puestos de 


trabajo, así como su convocatoria, gestión y resolución, en el marco de la legislación en 


materia de selección de personal que sea de aplicación. 


o) Ejercer todas las competencias en materia de personal y todas las facultades referentes a 


su dirección y gestión, en particular respecto a negociación colectiva, retribuciones, jornada 


de trabajo, régimen disciplinario, contratación y cese del personal dependiente de la Agencia, 


con arreglo a la legislación laboral y al convenio colectivo de aplicación. 


p) Proponer al presidente del Consejo de Administración la oferta de empleo público de la 


Agencia. 


q) Todas aquellas funciones que el Consejo de Administración le encomiende en el ámbito de 


actuación de la Agencia. 


CAPÍTULO III 


Régimen de personal y de contratación 


Artículo 8. Régimen de personal. 


1. El personal de la Agencia de Ciberseguridad tendrá naturaleza laboral y se regirá por el 


convenio colectivo que resulte de aplicación, por la Ley 1/1984, de 19 de enero, Reguladora 


de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, por la Ley 1/1986, de 10 de 


abril, de la Función Pública de la Comunidad de Madrid y por la legislación laboral, sin perjuicio 


de la adscripción de personal funcionario para el ejercicio de potestades administrativas. 


2. La Agencia tendrá plena autonomía de gestión de su personal para el más ágil y eficaz 


cumplimiento de sus fines y objetivos, dentro del marco legislativo y presupuestario aplicable. 


3. La contratación del personal se regirá, igualmente, por el convenio colectivo y la normativa 


laboral que resulte de aplicación. Los procesos selectivos se realizarán mediante convocatoria 


pública y seguirán en su convocatoria, métodos de selección y procedimiento de resolución, 


los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como los de publicidad y celeridad. 


Artículo 9. Régimen de contratación.  


El régimen de contratación de la Agencia será el establecido para las Administraciones 


Públicas en la legislación de contratos del sector público. A estos efectos, la Agencia tiene el 


carácter de poder adjudicador con la consideración de Administración Pública, en virtud de los 


apartados 1.j), 2.b) y 3.d) del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 


Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del 


Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. 


            


 


 


CAPÍTULO IV 


Régimen económico y financiero 
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Artículo 10. Patrimonio. 


1. El patrimonio de la Agencia estará constituido por el conjunto de sus bienes y derechos, 


cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel en virtud del cual le 


hayan sido atribuidos. 


2. El régimen jurídico del patrimonio de la Agencia se adecuará a la legislación básica sobre 


el patrimonio de las Administraciones Públicas y a la legislación autonómica sobre el 


patrimonio de la Comunidad de Madrid. 


3. Corresponde, en todo caso, a la Agencia la titularidad sobre todo bien afecto o necesario 


para la prestación de los servicios que tiene encomendados en su ámbito de actuación, sin 


perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior. 


Artículo 11. Financiación. 


La Agencia se financiará con cargo a los siguientes recursos: 


a) Las aportaciones consignadas en los Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid. 


b) Donaciones y cualquier otra aportación voluntaria de entidades y particulares. 


c) Los ingresos públicos dimanantes de su actividad. 


d) Las subvenciones y los ingresos que obtenga como consecuencia de convenios con entes 


públicos o privados o de aportaciones realizadas a título gratuito. 


e) Cualquier otro recurso no previsto en los apartados anteriores y que legítimamente pueda 


corresponderle. 


Artículo 12. Régimen presupuestario. 


1. La Agencia deberá realizar anualmente un anteproyecto de presupuestos, con la estructura 


que señale la consejería con competencias en materia de hacienda, y lo remitirá a ésta para 


su elevación al acuerdo del Consejo de Gobierno y posterior remisión a la Asamblea de 


Madrid.  


2. La Agencia tendrá un presupuesto estimativo, que formará parte de los presupuestos 


generales de la Comunidad de Madrid, consolidándose con los de la Administración de la 


Comunidad y sus organismos autónomos. 


Artículo 13. Contabilidad y control económico financiero. 


1. La Agencia queda sujeta al régimen de contabilidad pública de la Comunidad de Madrid en 


los términos establecidos en el Título VI de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre. 


2. La Intervención General de la Comunidad de Madrid ejercerá el control financiero de 


carácter permanente sobre el aspecto económico-financiero de la actividad de la Agencia, de 


conformidad con lo prevenido en el artículo 17 de la citada Ley 9/1990, de 8 de noviembre, 


excepto en la gestión de la actividad subvencional, que se sujetará al ejercicio de la función 


interventora según lo determinado en la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la 


Comunidad de Madrid. 
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Artículo 14. Tesorería. 


1. La Agencia contará con tesorería propia. 


2. Constituyen la tesorería de la Agencia todos sus recursos financieros, ya sean dinero, 


valores o créditos. 


3. El régimen de funcionamiento de la tesorería de la Agencia deberá someterse a las 


disposiciones que sobre gestión financiera establezca la consejería competente en materia de 


hacienda. 


4. La Tesorería General ejercerá de caja de depósitos de la Agencia.  


Disposición adicional única. Extinción y disolución.  


En el supuesto de disolución o extinción, el personal se integrará en las condiciones fijadas 


en la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad de cada año. 


Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 


Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido 


en la presente ley. 


Disposición final primera. Modificaciones presupuestarias. 


Se habilita al titular de la consejería de competente en materia de hacienda para realizar las 


modificaciones presupuestarias necesarias para la aplicación de la presente ley. 


Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo.  


 1. Se habilita al Gobierno de la Comunidad de Madrid para adoptar las medidas necesarias 


para el desarrollo y ejecución de la presente ley.   


2. El Gobierno de la Comunidad de Madrid llevará a cabo las modificaciones reglamentarias 


que sean necesarias con el fin de garantizar la composición del Consejo de Administración de 


la Agencia. 


Disposición final tercera. Entrada en vigor. 


La presente ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la 


Comunidad de Madrid. 
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 En relación al Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, remitido con fecha 10 de marzo de 
2022 junto su correspondiente Memoria de Análisis de Impacto Normativo (MAIN), 
este Centro Directivo, desde la perspectiva de las competencias que le atribuye el 
artículo 9.1 del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, 
por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, 
Hacienda y Empleo, manifiesta lo siguiente: 
 


I. Objeto, justificación y contenido 


1.1.     Objeto. 


 
De acuerdo con lo dispuesto en la MAIN, este anteproyecto tiene como objeto  


“regular la creación, composición y funciones de la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid, con el fin de dotar a la Comunidad Autónoma, en el ámbito 
de sus competencias, de un organismo que vele por el cumplimiento de las 
funciones del servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una cultura de 
la ciberseguridad que incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas 
de información en la C.A. de Madrid, incluyendo las administraciones públicas y 
entes locales, y colaborando y apoyando a empresas, PYMES y ciudadanos.”  


 


1.2.     Justificación. 


 


Tanto la exposición de motivos del anteproyecto, como la MAIN, justifican esta 
propuesta normativa en la necesaria implantación de medidas de prevención, 
detección y respuesta sobre la infraestructura pública y sus servicios ante las 
ciberamenazas en el ámbito de competencias de la Comunidad de Madrid al no 
existir en la actualidad un organismo de estas características en el ámbito 
autonómico. 
 


1.3.     Contenido.  


 
 El anteproyecto de ley consta de una parte expositiva, trece artículos 
distribuidos en cuatro capítulos, una disposición derogatoria y tres disposiciones 
finales.  
 


El Capítulo I establece la creación de la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid y define su ámbito de aplicación, objetivo y 
competencias.  
 
El Capítulo II se define la estructura orgánica y las funciones de los órganos 
de la Agencia, así como aquellas que corresponden al consejero delegado 
como órgano de dirección y administración de ésta.  
 
El capítulo III establece el régimen de contratación y de personal. 
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El Capítulo IV establece el régimen económico y financiero de la Agencia.  
 
Las disposiciones finales primera y segunda habilitan a los órganos 
correspondientes de la Comunidad de Madrid para realizar las 
modificaciones presupuestarias oportunas y para el desarrollo reglamentario 
de esta Ley.  
 
La disposición final tercera establece la fecha de entrada en vigor, que será 
la del día de su publicación. 
 


  
II. Observación de índole formal    


 


 Conforme a las Directrices de técnica normativa aprobadas por Resolución 
de 28 de julio de 2005, de la Subsecretaría, por la que se da publicidad al Acuerdo 
del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, de aplicación con carácter 
subsidiario en esta Administración, y en concreto la número 19, se señala que 
debería sustituirse el término “objetivo” por “objeto” en los apartados uno y dos del 
artículo 3 del Anteproyecto “. 


  
 


III. Observaciones generales 
 


3.1. Observaciones en materia de estructura orgánica. 


 Desde el punto de vista de la estructura orgánica de la Comunidad de Madrid, 
se considera necesario que en el proyecto normativo se establezca la adscripción 
de la Agencia que se pretende crear, a la Consejería competente por razón de la 
materia, que en la actualidad sería la consejería competente en materia de 
digitalización, lo que implica además la modificación de la estructura orgánica de 
dicha Consejería, para incluir entre su Administración Institucional la Agencia, así 
como también para especificar en la parte correspondiente de su articulado alguna 
referencia a la competencia de la Consejería en materia de Ciberseguridad.  


El artículo 5 del anteproyecto, referido al “Consejo de Administración”, 
establece entre los vocales del mismo a “Las personas titulares de las direcciones 
generales o viceconsejerías con competencias en las materias correspondientes a 
los objetivos de la Agencia.” Este concepto resulta indeterminado tanto desde el 
punto de vista de las materias competencia de la Agencia, como desde el punto de 
vista del número de vocales designados por este supuesto, por lo que se sugiere 
que se concreten las materias, y el número mínimo y máximo de los mismos.  
 


3.2.     Observaciones en materia de competencias. 


3.2.1 En el artículo 28 de la del anteproyecto de Ley de Medidas Urgentes para 
el Impulso de la Actividad Económica y la Modernización de la Administración 
de la Comunidad de Madrid, actualmente en tramitación, se prevé la 
modificación del artículo 10 de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de Medidas 
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Fiscales y Administrativas, por el que se modifica el punto tres, relativo a las 
competencias de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de 
Madrid, para introducir, entre otras, las siguientes: 


“a) La dirección, planificación, impulso, desarrollo y ejecución de planes y 
proyectos de tecnología, de comunicación electrónica y de seguridad de la 
información de la Administración General e Institucional de la Comunidad de 
Madrid, garantizando la interoperabilidad, escalabilidad, compatibilidad, 
suministro e intercambio de información. 


d) La adquisición, el diseño, desarrollo, implantación, mantenimiento, gestión 
y evolución de la infraestructura tecnológica, sistemas de información y de 
comunicaciones electrónicas y seguridad de la información de titularidad de la 
Agencia, así como la ejecución de las actuaciones para su consolidación y 
racionalización, incluyéndose en particular el puesto de trabajo, las 
infraestructuras de almacenamiento, los centros de procesos de datos, incluido 
el uso de nubes públicas y privadas de la Comunidad de Madrid y el archivo 
electrónico único de los expedientes y documentos electrónicos. 


j) Elaboración y aprobación de las políticas de seguridad de los sistemas de 
información y comunicación electrónicas de titularidad de la Agencia y la 
gestión de los recursos comunes para la prevención, detección y respuesta a 
los incidentes y amenazas de ciberseguridad en el ámbito de sus funciones.” 


Por lo tanto, se aprecia un solapamiento competencial entre ambas Agencias 
que habrá de resolverse previamente y, en todo caso, tal como señala una de 
las consultas recogidas en la MAIN, debería señalarse al menos en la citada 
memoria la futura relación entre esta nueva Agencia y Madrid Digital. 


3.2.2. Entre las competencias del Consejo de Administración establecidas 
en el artículo 5.5 del anteproyecto, competencia que se repite en la exposición 
de motivos, figura “la aprobación de la Política de Seguridad para la 
Administración General e institucional de la Comunidad de Madrid” que podría 
considerarse una acción de gobierno por lo que no parece que pueda ser 
asumida por la Agencia. 
 
A mayor abundamiento y sobre la misma cuestión, existe en la exposición de 
motivos una contradicción, pues al final del párrafo quinto de la misma, se 
establece como objetivo de la Agencia el desarrollo de una Política Pública de 
Seguridad y en el párrafo siguiente se cita como uno de sus objetivos la 
aprobación de la citada Política de Seguridad de la Comunidad de Madrid. 
 
3.2.3. En cuanto a las competencias del Consejero Delegado en relación con 
el Consejo de Administración que se fijan en los apartados 1, 4 y 8 del artículo 
6 del Anteproyecto, sobre formulación y elevación de propuestas al Consejo 
de Administración, sólo la recogida en el apartado 1 tiene su reflejo correlativo, 
regulando la aprobación de dicha propuesta, en el artículo 5.5.b), en el caso 
de las del 4 y 8, no se prevé la correlativa competencia de aprobación por parte 
del Consejo de Administración. En este sentido, se considera necesario 
corregir dicha incongruencia reformulando la redacción de las funciones de 
ambos órganos. 
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3.3. Observaciones respecto al régimen de personal. 


El Artículo 7 del Anteproyecto, “Régimen de personal”, establece en sus 
apartados primero y segundo que: 


  


“1. El personal de la Agencia estará integrado por personal laboral y, 
excepcionalmente, por aquellos empleados públicos provenientes del 
Organismo Público Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de 
Madrid.  


2. El personal laboral de la Agencia se regirá por la legislación laboral y por el 
convenio colectivo para el personal laboral de la Comunidad de Madrid.  


El personal funcionario de la Agencia se regirá por las normas que les son 
propias a este tipo de personal.” 


 


Al respecto, cabe señalar que dicha redacción resulta confusa al establecer, 
por un lado, que el personal de la Agencia será fundamentalmente laboral y, 
excepcionalmente, “empleados públicos provenientes del Organismo Público 
Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid” dado que el 
término “empleados públicos” engloba tanto personal laboral como funcionario y en 
el último párrafo se hace referencia al personal funcionario de la Agencia, lo que 
resulta erróneo. 


Por tanto, deberá aclararse dicha redacción, especificando que el personal 
de la Agencia será laboral y funcionario, o solo uno de ellos, si es esa la intención, 
y parte de él será adscrito desde Agencia para la Administración Digital de la 
Comunidad de Madrid. 


En relación con el personal integrado, deberá indicarse que éste se seguirá 
rigiendo por las disposiciones legales que le sean aplicables atendiendo a su 
procedencia y a su vinculación jurídica, respetándosele todas las condiciones, 
derechos y obligaciones adquiridas hasta ese momento. En este sentido, y dado que 
parte del personal que se prevé que se integrará procedería de la Agencia para la 
Administración Digital de la Comunidad de Madrid, se ha de tener en cuenta que 
ésta posee un Convenio Colectivo propio distinto del de la Comunidad de Madrid.  


A fin de clarificar la organización y el régimen jurídico del personal que 
formará parte de la Agencia, se indica lo siguiente: 


a) Se ha de regular en apartado independiente el personal del que 
estará formada la Agencia, indicando la naturaleza jurídica del mismo: 
personal funcionario, en su caso, personal laboral de la Comunidad de 
Madrid, y personal de nueva incorporación, debiendo señalarse 
expresamente la naturaleza de este último. 


b) En relación con el personal de nuevo ingreso, funcionario y laboral 
debe reseñarse que la Agencia se ajustará a la legislación aplicable en los 
procesos de selección de personal, provisión de puestos de trabajo y de 
asignación de responsables a las distintas unidades o servicios. Por lo tanto, 
deberá matizarse lo dispuesto al respecto en el apartado quinto y sexto del 
art. 7 del Anteproyecto ya que el régimen de acceso a los puestos de trabajo 
está legalmente tasado tanto en el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
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octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público (TREBEP) como en el Convenio Colectivo Único para 
el Personal Laboral de la Administración de la Comunidad de Madrid (2021-
2024), por lo que la provisión de los mismos deberá realizarse por los cauces 
normalizados y legalmente previstos con independencia de que la Agencia 
pueda determinar los perfiles y requisitos de los puestos concretos e 
intervenir en la planificación de las pruebas selectivas. 


c) Deberá preverse la inclusión del personal de la nueva Agencia en 
el ámbito de aplicación del convenio colectivo para el personal laboral de la 
Administración de la Comunidad de Madrid, mediante la realización de los 
trámites y actuaciones necesarias para la modificación del artículo 1.2 del 
mencionado Convenio. 


Asimismo, se considera necesario la solicitud de informe de la 
Dirección General de Función Pública, así como que tal circunstancia se haga 
constar  tanto en la ficha del resumen ejecutivo, como en el propio texto de 
la MAIN, en el punto 5.2. 


 


IV. Incidencia en Capítulo 1 “gastos de personal”  


La Memoria que acompaña al Anteproyecto establece un impacto presupuestario 
en Capítulo 1 de 1.110.225 euros.  


 
Al respecto, se formulan las siguientes observaciones: 


 Se considera necesaria tanto la correcta descripción del vínculo jurídico como 
el desglose por categorías y número de puesto del importe de 885.631,00 
euros por salarios recogido en la MAIN pues: 


- No se indica ni la naturaleza ni las retribuciones concretas del puesto de 
Director (Consejero delegado) de la Agencia, que deberá crearse. 
- No se indica, respecto a los puestos de Subdirector General, la 
cuantificación de los mismos. 
- En cuanto los 17 puestos restantes, entre titulados superiores (7), 
ingenieros (5), consultores (2), administrativos (2) y secretaria (1), debe 
concretarse su naturaleza y nivel salarial. 
 


 No obstante, la categoría de los 7 titulados superiores no son necesarias, 
dado que en el vigente Convenio Colectivo únicamente debe precisarse el 
nivel salarial. Las denominaciones que se citan, referentes a Consultores de 
Sistemas de Información, 3 Ingenieros de Desarrollo y 2 Ingenieros de 
Sistemas, no son propias del Convenio Comunidad de Madrid aunque sí lo 
son del Convenio específico de Madrid Digital. Dado que según el articulado 
del anteproyecto de ley a este personal le resultará de aplicación el Convenio 
Colectivo de la Comunidad de Madrid, las categorías de estos puestos deben 
ajustarse a las del Convenio de la Comunidad de Madrid y no a las del 
Convenio de Madrid Digital. 
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 No se explica por qué los costes sociales previstos por importe de 194.402,00 
se corresponden con el 21.93% de los salarios estimados, dado que si se 
trata de funcionarios se calcula a este respecto el 25% y si son laborales, el 
30%. En consecuencia, la estimación de los costes sociales está 
infrapresupuestada. 
 


 En el apartado “Otros Gastos Sociales” deberá detallarse a qué finalidad se 
destina el importe de 30.192 euros, si a transporte u otra modalidad de acción 
social. 
 
Finalmente, en la MAIN se señala  que la propuesta de creación de puestos 
de trabajo es la inicial, haciendo referencia a una posterior. En este sentido 
y por razones de disponibilidad y planificación presupuestaria es necesario 
abordar el proyecto de creación de la Agencia de una forma completa, por lo 
que deberá ampliarse la MAIN también este aspecto. 
  


V. Conclusión 


En virtud de lo expuesto, este Centro Directivo no puede emitir informe hasta 
que no sea emitida una nueva MAIN que contenga las observaciones y 
requerimientos planteados en los apartados III y IV de este informe. 


 


 


 


 


 


 


LA DIRECTORA GENERAL DE RECURSOS HUMANOS 
 


 


 


 


 


 


 


SUBDIRECCIÓN GENERAL DE RÉGIMEN JURÍDICO Y DESARROLLO NORMATIVO 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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En relación con el Proyecto de Decreto por el que se modifica el Decreto 


198/2021, de 3 de agosto, por el que se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Administración Local y Digitalización remitido el 7 de abril de 2022, 
junto con la nueva  Memoria de Análisis de Impacto Normativa requerida, de fecha 18 
de abril, este Centro Directivo, desde la perspectiva de las competencias que le 
atribuye el artículo 9 del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de 
Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 
Economía, Hacienda y Empleo, informa lo siguiente: 


 
 
I. Objeto, fin y antecedentes de la norma 
 
El proyecto de Decreto, de fecha 7 de abril, tiene por objeto, de acuerdo con lo 


dispuesto en la MAIN que lo acompaña, modificar el Decreto de estructura orgánica 
de la Consejería Administración Local y Digitalización para, por un lado, “incluir en el 
Decreto de estructura orgánica de la Consejería la referencia expresa de la seguridad 
de la información y la ciberseguridad como competencia atribuida a la misma” y, por 
otro, establecer “que la redacción de proyecto, ejecución y sus servicios asociados, 
correspondientes a las obras supramunicipales del Programa de Inversión Regional 
de la Dirección General de Inversiones y Desarrollo Local, serán realizados por la 
empresa pública con forma de sociedad mercantil Obras de Madrid Gestión e 
Infraestructuras, M.P. S.A”. 


 
Esta modificación se traduce en la nueva redacción del art. 4.1.a) y art. 8.a) del 


Decreto 198/2021, de 3 de agosto, por el que se establece la estructura orgánica de 
la Consejería de Administración Local y Digitalización. 


 
El actual proyecto de Decreto tiene como antecedentes dos versiones 


anteriores, de fechas 31 de marzo y 4 de abril de 2022, habiendo sido informado por 
este Centro Directivo el actual proyecto, con MAIN de 7 de abril, con fecha 12 de abril 
de 2022. 


 
 
II. Contenido  
 
El Proyecto de Decreto consta de un artículo único estructurado en dos 


apartados, uno por cada modificación propuesta, una disposición derogatoria única y 
tres disposiciones finales. 


 
 


III. Observaciones de contenido 
 


3.1 Por lo que se refiere a la modificación del artículo 4 del proyecto de Decreto, 
ha de reseñarse lo siguiente: 
 


El proyecto de modificación de Decreto consiste en incorporar a las 
competencias atribuidas a la Dirección General de Política Digital, además del 
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“impulso” de la Estrategia de Digitalización de la Comunidad de Madrid, las relativas 
a ciberseguridad, al añadir, en el apartado a) del artículo 4, la competencia de 
“promover y fomentar la seguridad de la información y la ciberseguridad.” 


 
A la mención expresa de la ciberseguridad como competencia de la Comunidad 


de Madrid, ya se refería el informe de esta Dirección General de fecha 16 de marzo 
de 2022, relativo al Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid en el que se objetaba, en relación a la 
misma, la inexistencia de competencias en materia de ciberseguridad de la Consejería 
de Administración Local y Digitalización. Por lo que tanto, la modificación de redacción 
propuesta en 7 de abril, como las de fechas 31 de marzo y 4 de abril de 2022, parecen 
pretender salvar dicha objeción. 


 
Al respecto, se remite al informe de este Centro Directivo de 5 de abril de 2022, 


relativo a la versión anterior de este proyecto de Decreto, y se reiteran las 
observaciones entonces realizadas y, en concreto, lo siguiente: 


 
1. En cuanto a la competencia en materia de ciberseguridad: 


 
1.1 Por lo que respecta a la inclusión de la competencia en ciberseguridad 
entre las de la Dirección General de Política Digital. 
 
Se hace referencia a lo dispuesto sobre esta cuestión en la Sentencia 
142/2018, de 20 de diciembre de 2018 que resuelve el Recurso de 
inconstitucionalidad 5284-2017 interpuesto por el Presidente del Gobierno 
respecto de la Ley 15/2017, de 25 de julio, de la Agencia de Ciberseguridad 
de Cataluña, sobre competencias en materia de telecomunicaciones, 
defensa y seguridad pública, en cuanto a que es aconsejable que se 
incorpore de forma expresa en la exposición de motivos y en el articulado, 
la relación de esta competencia con la normativa básica estatal en esta 
materia. 


 
1.2   Por otra parte, este Centro Directivo considera que no puede obviarse, 
en relación con la puesta en marcha de los dos proyectos pretendidos por 
la Consejería solicitante, esto es, la atribución de la competencia en materia 
de ciberseguridad a la Dirección General de Política Digital, y la aprobación 
del Anteproyecto de Ley de la Agencia de Ciberseguridad, la necesaria 
delimitación competencial entre la Dirección General de Política Digital, la 
nueva Agencia, y la ya existente Madrid Digital, así como la justificación de 
coexistencia entre dichos órganos por lo que en el texto sería necesario 
establecer una salvedad en el artículo 4.1, letra a) que hiciera referencia a 
la competencia, sin perjuicio de las competencias que en materia de 
Ciberseguridad puedan ostentar otros órganos de la Comunidad de Madrid. 


 
2. En cuanto a la atribución de competencias a la mercantil Obras de Madrid, 


Gestión e Infraestructuras M.P., S.A., ha de reseñarse lo siguiente: 
 
En la MAIN, se hace referencia al informe de la Abogacía General, de 28 
de marzo, al que se remite esta Dirección General referente a la posibilidad 
de transferencia de la competencia a Obras de Madrid, sobre la gestión de 
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CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA Y 
EMPLEO 


la ejecución de las actuaciones supramunicipales incluidas en el programa  
 
de Inversión Regional.   
 


 
IV. Incidencia en Capítulo 1 “gastos de personal” 


 


La modificación del artículo 4 del Decreto de estructura viene en parte motivada 
por la creación de la Agencia de Ciberseguridad sobre cuyo anteproyecto de ley se 
encuentra en tramitación. 


 
En la MAIN de fecha 18 de abril de 2022 se estima que la creación de la Agencia 


tendrá una incidencia estimada en gastos de personal de 1.178.225 €, derivado de la 
creación de determinados puestos de trabajo, cuyo desglose por puesto y coste total, 
deberá hacerse constar en la MAIN del proyecto de ley de creación de la Agencia de 
Ciberseguridad, al objeto de ser informado. 


 
 
V. Conclusión 
 
A la vista de lo anterior, sin perjuicio del informe sobre la incidencia en gastos 


de personal que pueda derivarse del anteproyecto de ley de creación de la Agencia 
de Ciberseguridad, desde la perspectiva de las competencias de esta Dirección 
General, se informa favorablemente el presente proyecto de Decreto por el que se 
modifica el Decreto 198/2021, de 3 de agosto, por el que se establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Administración Local y Digitalización. 


 
 


LA DIRECTORA GENERAL DE RECURSOS HUMANOS 
 
 


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ILMA. SRA. SECRETARIA GENERAL TÉCNICA DE LA CONSEJERÍA DE 
ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN  
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CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA Y EMPLEO 


Dirección General de Recursos Humanos 


 
 En relación al Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, remitido con fecha 22 de abril de 
2022 junto su correspondiente Memoria de Análisis de Impacto Normativo (MAIN), 
este Centro Directivo, desde la perspectiva de las competencias que le atribuye el 
artículo 9.1 del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, 
por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, 
Hacienda y Empleo, manifiesta lo siguiente: 
 


I. Objeto y antecedentes. 


1.1.     Objeto. 


 
De acuerdo con lo dispuesto en la MAIN, este anteproyecto tiene como objeto  


“regular la creación, composición y funciones de la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid, con el fin de dotar a la Comunidad Autónoma, en el ámbito 
de sus competencias, de un organismo que vele por el cumplimiento de las 
funciones del servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una cultura de 
la ciberseguridad que incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas 
de información en la C.A. de Madrid, incluyendo las administraciones públicas y 
entes locales, y colaborando y apoyando a empresas, PYMES y ciudadanos.”  


 


1.2.     Antecedentes 


 


El actual anteproyecto de Ley tiene como antecedente una primera versión, de 
fecha 10 de marzo, que fue informada por este Centro Directivo con fecha 16 de 
marzo de 2022 y una segunda versión, de fecha 8 de abril de 2022, sobre la que 
esta Dirección General emitió requerimiento de subsanación. 


 


II.      Contenido.  


 
 El anteproyecto de ley consta de una parte expositiva, trece artículos 
distribuidos en cuatro capítulos, una disposición derogatoria y tres disposiciones 
finales.  
 


El Capítulo I establece la creación de la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid y define su ámbito de aplicación, objetivo y 
competencias.  
 
El Capítulo II se define la estructura orgánica y las funciones de los órganos 
de la Agencia, así como aquellas que corresponden al consejero delegado 
como órgano de dirección y administración de ésta.  
 
El capítulo III establece el régimen de contratación y de personal. 
 
El Capítulo IV establece el régimen económico y financiero de la Agencia.  
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CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA Y EMPLEO 


Dirección General de Recursos Humanos 


 
Las disposiciones finales primera y segunda habilitan a los órganos 
correspondientes de la Comunidad de Madrid para realizar las 
modificaciones presupuestarias oportunas y para el desarrollo reglamentario 
de esta Ley.  
 
La disposición final tercera establece la fecha de entrada en vigor, que será 
la del día de su publicación. 
 


  
III. Observaciones generales 


 


3.1. Delimitación competencial en materia de ciberseguridad entre la 
Administración General del Estado y la Comunidad de Madrid. 


Se reiteran las observaciones realizadas por este centro directivo en el 
informe de fecha 16 de marzo 2022. 


3.2     Delimitación competencial en materia de ciberseguridad entre el Consejo de 


Gobierno de la Comunidad de Madrid, la Consejería de Administración Local y 


Digitalización (Dirección General de Política Digital) y la Agencia Madrid Digital 


respecto de la futura Agencia de Ciberseguridad. 


 Se reiteran asimismo las observaciones realizadas en el informe emitido por 


este centro directivo el 16 de marzo de 2022 en el que se concluía: 


-  Que la competencia atribuida por el artículo 5.5 del anteproyecto al Consejo 
de Administración, competencia que se repite en la exposición de motivos, 
figura “la aprobación de la Política de Seguridad para la Administración 
General e institucional de la Comunidad de Madrid”, podría considerarse una 
acción de gobierno por lo que no parece que pueda ser asumida por la 
Agencia.  


- Que, a tenor de lo dispuesto en el ya citado informe de 16 de marzo de 2022, 
debería ser analizado el posible solapamiento competencial entre ambas 
Agencias que habría de resolverse y, en todo caso, tal como señala una de 
las consultas recogidas en la MAIN, debería señalarse al menos en la citada 
memoria la futura relación entre esta nueva Agencia y Madrid Digital. 


- Del mismo modo que en el caso anterior debería delimitarse el ámbito 
competencial de la nueva Agencia y la Dirección General de Política Digita, 
que también ostenta competencias en la materia. 


3.3 Observaciones respecto al régimen de personal. 


En relación con el personal laboral del que se nutrirá la nueva Agencia, se 
señala lo siguiente:  


- En el artículo 5. 5 del proyecto de ley, entre las competencias del Consejo 
de Administración se deberá incluir: 
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CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA Y EMPLEO 


Dirección General de Recursos Humanos 


 La aprobación del anteproyecto de presupuesto de la Agencia, que 
se integrará en los Presupuestos Generales de la Comunidad de 
Madrid. 


 La aprobación de la estructura y el organigrama de la Agencia hasta 
el siguiente nivel organizativo al del Consejero-Delegado, a propuesta 
de éste, y previo informe favorable de la Consejería competente en 
materia de Hacienda. 


- En artículo 6. 2 del proyecto de ley, entre las competencias del Consejero 
Delegado se deberá incluir: 


 Proponer a la Consejería de Hacienda la propuesta de plantilla 
presupuestaria, así como sus modificaciones, para su aprobación. 


  Establecer los requisitos y características de las pruebas para 
acceder a los puestos de trabajo, así como su convocatoria, gestión y 
resolución, en el marco de la legislación en materia de selección de 
personal que sea de aplicación. 


 Ejercer todas las competencias en materia de personal y todas las 
facultades referentes a su dirección y gestión, en particular respecto 
a negociación colectiva, retribuciones, jornada de trabajo, régimen 
disciplinario, contratación y cese del personal dependiente de la 
Agencia, con arreglo a la legislación laboral y al convenio colectivo de 
aplicación. 


- En el artículo 69 de la Ley 1/1984, de 19 de enero, reguladora de la 
Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, se establece que en la ley 
de creación de los entes con personalidad pública y régimen de actuación de 
derecho privado, se deben regular las condiciones de su extinción y disolución. A 
tales efectos, se debería incorporar un artículo 14 “Extinción y disolución de la 
Agencia” al menos en lo que respecta a los recursos humanos, señalando que en el 
supuesto de disolución o extinción, el personal se integrará en las condiciones 
fijadas en la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad de cada año. 


 
 


IV. Incidencia en “gastos de personal”  
 
 


La Memoria que acompaña al Anteproyecto establece un impacto presupuestario 
en Capítulo 1 de 1.178.225 € euros. De acuerdo con la misma, la puesta en marcha 
de la Agencia implicaría un incremento del gasto por importe de 1.178.225 €, 
derivado de la creación de un puesto de Dirección (alto cargo) y 14 puestos 
laborales, en el Capítulo 2 la propuesta implica unos gastos corrientes de 190.000 
euros y respecto a Capítulo 6 se prevé una Inversión de 215.000€. 


 
No obstante, se desconoce el convenio colectivo de aplicación, y por lo tanto, las 


tablas salariales a considerar, por lo que no es posible emitir una valoración exacta 
sobre la propuesta de gasto efectuada, que la propia MAIN califica de estimativa. 
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CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA Y EMPLEO 


Dirección General de Recursos Humanos 


V. Conclusión 
 


En virtud de lo expuesto, este Centro Directivo, desde el punto de sus 
competencias, emite informe favorable al Anteproyecto de Ley por la que se crea la 
Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, condicionado a la atención 
de las observaciones realizadas en materia de recursos humanos en el apartado 
3.3. 


 


 


 


 


 


 


LA DIRECTORA GENERAL DE RECURSOS HUMANOS 
 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


SUBDIRECCIÓN GENERAL DE RÉGIMEN JURÍDICO Y DESARROLLO NORMATIVO 
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Consejería de Economía, Hacienda y Empleo 
Intervención General 


 
 
 
Se recibe, procedente de la Secretaría General Técnica de la Consejería de 
Administración Local y Digitalización, anteproyecto de Ley de creación de la 
Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, solicitando informe de 
esta Intervención General, de conformidad al artículo 34.j) del Decreto 234/2021, 
de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la 
estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo. 
 
Igualmente se indica que, dado que se ha declarado su tramitación urgente, el 
plazo máximo para la emisión del informe es de tres días hábiles. 
 
Se remite junto a la solicitud de informe, el texto del anteproyecto de Ley, la 
Memoria de Impacto normativo (MAIN), y la Orden por la que se declara la 
tramitación urgente del anteproyecto. 
 
En su tramitación se han seguido los trámites y solicitado todos los informes 
requeridos por el Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, 
por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid. 
 
Del análisis de la MAIN, se observa que la Secretaría General Técnica de la 
Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, indica entre sus observaciones 
que resulta necesario el informe preceptivo de la Intervención General que ahora 
se solicita, cuya solicitud no se recoge en la Memoria de Análisis de Impacto 
Normativo. 
 
Por todo ello, se emite el siguiente informe con el alcance solicitado: 
 
 
INFORME SOBRE LA INCIDENCIA, EN CONTABILIDAD NACIONAL, DE LA 
CREACIÓN DE LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID 
 
 
El Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que 
se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y 
Empleo relaciona, en su artículo 34, las competencias de la Intervención 
General. 


El apartado j) del citado artículo atribuye, a la Intervención General, la función de 
informar, sobre la incidencia en contabilidad nacional y en el cumplimiento del 
objetivo de estabilidad presupuestaria, de la creación de sujetos que formen 
parte del sector público así como de cualquier negocio jurídico promovido por la 
Comunidad, cualquiera que sea su calificación, que suponga la creación y 
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explotación de infraestructuras o activos que, con criterios de contabilidad 
nacional, sean susceptibles de calificarse como bienes públicos y en todo caso 
de los calificados como concesiones de obras y concesiones de servicios sin 
perjuicio de las competencias atribuidas a este respecto a otros órganos 
directivos de la Comunidad de Madrid, así como a otros organismos de ámbito 
nacional o autonómico.  


El presente informe se emite en ejercicio de las competencias del citado artículo 
34.j) del Decreto 234/2021, solicitado con carácter previo a la creación de la 
Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, mediante Anteproyecto 
de Ley para su creación, por tramitación de urgencia. 


 


Normativa: 


Reglamento (UE) nº 549/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de 
mayo de 2013, relativo al Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales 
de la Unión Europea. 


 


Documentación recibida: 


· Orden 55/2022, de 4 de marzo, de la Consejería de Administración Local 
y Digitalización, por la que se declara la tramitación urgente del 
anteproyecto de “Ley de creación de la Agencia de Ciberseguridad”. 


· Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de 
la Comunidad de Madrid. 


· Memoria extendida del análisis de impacto normativo del anteproyecto de 
ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de 
Madrid. 


 


Aspectos relevantes: 


Para la redacción de las conclusiones del informe, se pone atención en los 
siguientes aspectos: 


· La Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid (en lo sucesivo, la 
Agencia), se crea como ente de Derecho Público de los previstos en el 
artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda 
de la Comunidad de Madrid, con personalidad jurídica propia, plena 
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capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y con autonomía 
orgánica y funcional.  


· Ámbito de actuación:  
La Agencia ejercerá sus funciones y competencias en el ámbito de la 
Administración General e Institucional de la Comunidad de Madrid con 
exclusión de las empresas públicas autonómicas con forma de Sociedad 
Mercantil, así como órgano de apoyo a empresas, PYMES y ciudadanos de 
la Comunidad de Madrid en coordinación con la Agencia de Seguridad y 
Emergencias Madrid 112 para el ámbito de sus competencias.  
Respecto de las empresas públicas autonómicas, con forma de Sociedad 
Mercantil, la Asamblea legislativa de la Comunidad de Madrid y la Cámara de 
Cuentas de la Comunidad de Madrid, la Agencia podrá ejercer sus funciones 
públicas, previa formalización del instrumento jurídico adecuado, siempre y 
cuando las disponibilidades presupuestarias de la Agencia lo permitan o se 
contemple la financiación en el mismo.  
La Agencia podrá prestar servicios propios de sus funciones a entidades 
locales o a otras Administraciones Públicas del ámbito territorial de la 
Comunidad de Madrid, mediante convenio o contrato según los casos.  
La Agencia podrá realizar, para el mejor cumplimiento de sus fines, así como 
para el mejor logro de estos, cuantas actividades de naturaleza mercantil o 
industrial estén relacionadas con su objeto.  


 
 


· Objeto y competencias:  
 


1. La Agencia tiene como objeto dirigir y coordinar la ciberseguridad en 
la Administración de la Comunidad de Madrid y asistir y colaborar con 
las entidades locales, especialmente con las de menor capacidad 
técnica y económica, en el ámbito de la seguridad de los sistemas de 
información y de las redes electrónicas de su competencia, y apoyar e 
impulsar la capacitación en ciberseguridad y el desarrollo digital 
seguro de la Región, de sus ciudadanos y empresas, especialmente 
de las PYMES.  


2. La Agencia tiene por objetivo definir y velar por la ejecución de las 
políticas públicas en materia de ciberseguridad, y en particular:  


a) Asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo 
de su estrategia de ciberseguridad que contemple la administración y 
el sector público autonómico, la colaboración con las entidades 
locales, y el apoyo al entorno empresarial y a la ciudadanía de la 
Comunidad de Madrid.  


b) Aprobar la política global de seguridad de la información para la 
Administración General e institucional de la Comunidad de Madrid.  
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Consejería de Economía, Hacienda y Empleo 
Intervención General 


c) Llevar a cabo la realización de auditorías en el ámbito de la 
ciberseguridad dentro del área de actuación de la Agencia.  


d) Velar por el cumplimiento normativo en materia de ciberseguridad, 
en especial del Esquema Nacional de Seguridad, de infraestructuras 
críticas y brechas de seguridad con un enfoque prioritario basado en 
el riesgo y la protección de datos de carácter personal.  


e) Constituir y gestionar el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes 
de Ciberseguridad) de referencia de la Comunidad de Madrid, 
ejerciendo las funciones de alerta temprana y de ayuda en la respuesta 
ante amenazas, vulnerabilidades, ataques e incidentes de seguridad, 
en colaboración con el resto de CSIRT nacionales e internacionales.  


f) Coordinarse con organismos públicos o privados, infraestructuras 
críticas y entidades locales de la Comunidad de Madrid, así como con 
todos aquellos que se considere necesario, para impulsar los planes 
específicos de actuación, elaborados por cada uno de ellos, para la 
consecución de los objetivos marcados en las políticas de 
ciberseguridad.  


g) Participar y representar a la Comunidad de Madrid en foros, 
asociaciones, y eventos especializados en ciberseguridad.  


h) Proponer y promover el uso de soluciones y servicios de 
ciberseguridad destinados a la prevención, detección y respuesta, ante 
las amenazas contra la seguridad de las redes y sistemas en su ámbito 
de actuación.  


i) Impulsar las actividades de difusión, formación y concienciación en 
materia de ciberseguridad adecuadas a los diferentes colectivos 
destinatarios, poniendo especial énfasis en la reducción de la brecha 
digital.  


j) Impulsar un clima de confianza y seguridad que contribuya al 
desarrollo de la economía y la sociedad digital en la Comunidad de 
Madrid.  


k) Fomentar el emprendimiento del ecosistema empresarial de 
ciberseguridad como herramienta pilar del crecimiento industrial y 
económico.  
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Consejería de Economía, Hacienda y Empleo 
Intervención General 


l) Promover ayudas que fomenten e impulsen el desarrollo e 
implantación de la ciberseguridad en las empresas y PYMES 
madrileñas.  


· Los órganos de gobierno de la Agencia son: El Presidente del Consejo de 
Administración, el Consejo de Administración y el Consejero-Delegado de la 
Agencia.  
Su Consejo de Administración está integrado por un Presidente, un 
Vicepresidente, diez vocales y un secretario. Sus miembros, se designan en 
virtud de la titularidad de los cargos que ostentan en la Comunidad de Madrid.  
El Consejero Delegado será nombrado a iniciativa y propuesta del presidente 
del Consejo de Administración de la Agencia, siendo el máximo órgano 
directivo de la Agencia y le corresponde la representación legal ordinaria de 
la Agencia y la adopción de las medidas para la ejecución de las decisiones 
del Consejo de Administración. 


 
· Para la prestación de los servicios encomendados se le dotará de medios 


materiales y personales. Asimismo, se le reconoce capacidad para contratar. 
 


· La Agencia se financiará con cargo a los siguientes recursos:  
a) Las aportaciones consignadas en los Presupuestos Generales de la 


Comunidad de Madrid.  
b) Donaciones y cualquier otra aportación voluntaria de entidades y 


particulares.  
c) Los ingresos públicos dimanantes de su actividad.  
d) Las subvenciones y los ingresos que obtenga como consecuencia de 


conciertos o convenios con entes públicos o privados o de aportaciones 
realizadas a título gratuito.  


e) Cualquier otro recurso no previsto en los apartados anteriores y que 
legítimamente pueda corresponderle 


 


Análisis: 


De los puntos anteriores, se desprende que la Agencia en proceso de creación, 
con criterios de contabilidad nacional, cumple con las características propias de 
una unidad institucional. Además, debido a la potestad de la Comunidad de 
Madrid para determinar su política o programa de actuación a través de su 
capacidad para designar a los miembros que integran su Consejo de 
Administración, tiene garantizado el control sobre ella y, por tanto, será calificada 
como unidad institucional pública dependiente de la Comunidad de Madrid.  
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Consejería de Economía, Hacienda y Empleo 
Intervención General 


Respecto a su calificación como unidad de mercado o no de mercado, se señala, 
en primer lugar, que, en el ejercicio de sus objetivos y competencias, tiene como 
destinatario principal la propia Administración de la Comunidad de Madrid y las 
unidades integrantes del sector publico autonómico. Estas actividades no 
pueden calificarse como de mercado, sino como actividades auxiliares de una 
Administración Pública. Por otro lado, en la relación de ingresos que constituyen 
su fuente de financiación, los únicos con posibilidad de proceder del mercado 
son los ingresos públicos dimanantes de su actividad. Si estos llegaran a 
producirse, y en una cuantía significativa podría plantearse analizar el criterio del 
50%, en base a una previsión de ingresos y gastos a medio plazo. No obstante, 
en la documentación disponible sólo se hace referencia a los ingresos del primer 
ejercicio, y estos proceden únicamente de la dotación presupuestaria de la 
Comunidad de Madrid, por lo que, en este informe no puede tomarse en 
consideración la existencia de ingresos de mercado significativos. 


 


Conclusiones provisionales: 


· La Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, en 
creación, con criterios de contabilidad nacional, de acuerdo con la 
documentación aportada, y con los condicionantes señalados, 
formaría parte del sector de administraciones públicas de la 
Comunidad de Madrid. 
 


· La incidencia de sus operaciones repercutiría directamente en la 
capacidad o necesidad de financiación y la deuda de la Comunidad de 
Madrid, así como, sus empleos incidirían sobre los gastos 
computables de regla de gasto. 


No obstante, el órgano competente para establecer la delimitación institucional 
de las unidades y su asignación a sectores de contabilidad nacional, es el Comité 
Técnico de Cuentas Nacionales, creado en la Disposición Adicional Primera de 
la Ley Orgánica 6/2013, de 14 de noviembre, (integrado por representantes de 
la IGAE, INE y Banco de España) y, por tanto, esta conclusión está supeditada 
a la que manifieste el Comité, comunicado anual o puntualmente por la 
Intervención General de la Administración del Estado. En este sentido, es preciso 
remitir a la IGAE, para su estudio y clasificación de la Agencia en alguno de los 
anexos de su comunicado anual, la norma de creación, complementando el 
envío con sus Estatutos, en su caso, e información anualizada a medio plazo 
(tres o cuatro años) sobre las cifras estimadas y naturaleza de sus ingresos, 
gastos e inversiones, precisando los recursos procedentes de los Presupuestos 
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Consejería de Economía, Hacienda y Empleo 
Intervención General 


Generales de la Comunidad de Madrid y de sus unidades dependientes. Por ello, 
se solicita la remisión de esa documentación a esta Intervención General, en el 
momento procedimental de creación de esta entidad, a fin de darle traslado del 
mismo al Comité Técnico de Cuentas Nacionales. 


 


 
 
 


LA INTERVENTORA GENERAL 
 
 
  
 
 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


ILMA SECRETARIA GENERAL TÉCNICA 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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Dirección General de Tributos 
CONSEJERÍA DE ECONOMÍA,  


HACIENDA Y EMPLEO 


Paseo General Martínez Campos, 30 
28010 Madrid  
Tel.: +34 915 803 336 
dgtributos@madrid.org 


Observaciones 


En relación con el Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid. 


 


Visto el Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid remitido por la Consejería de Administración Local y Digitalización, 
a través de la Secretaría General Técnica de Economía, Hacienda y Empleo el pasado 11 
de marzo, así como la Memoria de Análisis de Impacto Normativo que lo acompaña, 
firmada el 7 de marzo, se efectúan la siguiente observación: 


 


Única: Debe suprimirse la referencia a "tasas" en el apartado c) del artículo 10 del 
anteproyecto y sustituirse la redacción dicho precepto por la siguiente: 


"c) Los ingresos públicos dimanantes de su actividad".  


Si bien la Memoria de Análisis del Impacto Normativo que acompaña al 
anteproyecto no contiene ninguna referencia a ingresos de cualquier naturaleza, la 
justificación de esta observación se basa en que, de acuerdo con lo previsto en el apartado 
1 del artículo 1 del anteproyecto, y en cuanto a la naturaleza jurídica de la nueva entidad, 
se dice que se trataría de una "entidad de derecho público de los (sic) previstos en el 
artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la 
Comunidad de Madrid (…)  que ejerce su actividad sujeta al ordenamiento jurídico privado 
(...). A mayor abundamiento, al apartado 3 del mismo artículo prevé que la actividad de la 
Agencia se ajustará, con carácter general, en sus relaciones externas, "a las normas del 
ordenamiento jurídico privado, salvo los actos que implican el ejercicio de 
potestades administrativas, que se someten al derecho administrativo". 


Sin perjuicio de lo que se acaba de señalar, el establecimiento de tasas (en su 
condición de tributos) y de sus elementos esenciales está reservado a la ley (art. 11, 
apartados 1 y 2 del Texto Refundido de la Ley de Tasas y Precios Públicos de la 
Comunidad de Madrid, aprobado por Decreto legislativo 1/2002, de 24 de octubre). 


Madrid, a la fecha de la firma 


EL DIRECTOR GENERAL DE TRIBUTOS 
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Dirección General de Política Financiera 
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CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA 
 Y EMPLEO 


 
 


 
 


1 
División de Actuación Jurídica 
juridica.tesoreria@madrid.org 
 


 


Referencia: Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad 
de la Comunidad de Madrid. 
 
 


 
1. Se ha recibido en esta Dirección General, remitido por parte de la Secretaría 


General Técnica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, Anteproyecto de 
ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, para 
conocimiento y observaciones.  


 
2. Conforme al artículo 1.1. del Anteproyecto, se crea la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, como entidad de derecho público de las 
previstas en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la 
Hacienda de la Comunidad de Madrid, con personalidad jurídica propia, que ejerce su 
actividad sujeta al ordenamiento jurídico privado, con plena capacidad de obrar para 
el cumplimiento de sus fines y con plena autonomía orgánica y funcional, adscrita a la 
consejería competente en materia de Ciberseguridad. 


 
Tras la creación de la entidad, el anteproyecto de texto legal presentado define, 


en su capítulo I, el ámbito de aplicación, objetivo y competencias de la Agencia. El 
Capítulo II define la estructura orgánica y las funciones de los órganos de la Agencia, 
así como aquellas que corresponden al consejero delegado como órgano de dirección 
y administración de esta. El Capítulo III establece el régimen de contratación y de 
personal del ente. Asimismo, el Capítulo IV establece su régimen económico y 
financiero. 


 
3. Analizado el Anteproyecto de Ley de referencia y la documentación que le 


acompaña, esta Dirección General de Política Financiera y Tesorería en el ámbito de 
las atribuciones y competencias descritas en el articulo 5 del Decreto 234/2021, de 10 
de noviembre, del Consejo de Gobierno, por la que se establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, manifiesta lo siguiente: 


 
- El artículo 13 del Anteproyecto, incluido en el capítulo IV, regula la tesorería 


del nuevo ente, la cual se constituye como “propia” y, por tanto, diferenciada respecto 
a la Tesorería General de la Comunidad de Madrid. Este señalamiento en el artículo 
deberia reflejarse como apartado primero numerado. 


 
- Se dice en el apartado 2 del artículo 13 del Anteproyecto: "Las funciones 


correspondientes a la tesorería de la Agencia deberán cumplir las políticas e 
instrucciones sobre gestión financiera que establezca la consejería con competencias 
en materia de Hacienda". Sería más preciso que la diccion literal del precepto fuera 
como la siguiente: "El régimen de funcionamiento de la tesorería de la Agencia deberá 
someterse a las disposiciones que sobre gestión financiera establezca la consejería 
competente en materia de Hacienda". Ello en consonancia con los términos descritos 
en el artículo 109.2 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda 
de la Comunidad de Madrid y teniendo en cuenta que “Las funciones 
correspondientes a la Tesorería..” es un concepto objetivo-competencial y que el 
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División de Actuación Jurídica 
juridica.tesoreria@madrid.org 
 


cumplimiento de unas determindas normas se predica respecto al ejercicio, régimen 
de funcionamiento, desarrollo de gestión que se haga respecto de esas funciones. 


 
 
 
 


EL DIRECTOR GENERAL DE POLITICA FINANCIERA 
Y TESORERÍA 


 
 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 
CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA Y EMPLEO 
SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA 
SUBDIRECCIÓN GENERAL DE RÉGIMEN JURÍDICO Y DESARROLLO NORMATIVO 
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HACIENDA Y EMPLEO 


1 


OBSERVACIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PATRIMONIO Y 
CONTRATACIÓN AL ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA LA 
AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID 


 


En el estudio del Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad 
de la Comunidad de Madrid sólo se han observado ciertas cuestiones que tengan 
relación con las competencias de este centro directivo y que se recogen a continuación. 


En lo que se refiere o afecta a la contratación pública, se observa lo siguiente: 
 


• Según el artículo 1.1 del anteproyecto, la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid se crea “como entidad de derecho público de los previstos 
en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda 
de la Comunidad de Madrid” (LRHCM); sin embargo, el artículo 6 de la LRHCM 
se refiere al resto de Entes del sector público de la Comunidad no incluidos en los 
artículos anteriores y su artículo 5.1.b), a las empresas públicas con forma de 
entidad de derecho público. 


 
Como no se trata de una empresa pública, ya que no se va a financiar 
mayoritariamente con ingresos de mercado, la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid debería crearse “como un ente público de los previstos en 
el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de 
la Comunidad de Madrid”. 


 
• Según el artículo 8 del anteproyecto, “la contratación de la Agencia se rige por la 


normativa vigente en materia de contratos de las administraciones públicas”; sin 
embargo, la normativa actual en materia de contratos no se aplica exclusivamente 
a las administraciones públicas, sino a todas las entidades que forman parte del 
sector público, aunque en distinta medida según el tipo de entidad. 


 
En cuanto al segundo párrafo del mismo artículo 8, a la Agencia no le resultan 
aplicables los apartados 1.c) y 2.a) del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público. Sí que es una entidad de derecho 
público cuya financiación no procede mayoritariamente de ingresos de mercado, 
por lo que, a efectos de contratación tiene la consideración de poder adjudicador 
que tiene el carácter de Administración Pública, con base en el artículo 3.2.b).  
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Por tanto, se propone la siguiente redacción para el artículo 8: 
 
“Artículo 8. Régimen de contratación. 
 
El régimen de contratación de la Agencia será el establecido para las 
administraciones públicas en la legislación de contratos del sector público. 
 


A estos efectos, la Agencia tiene el carácter de poder adjudicador con la 
consideración de administración pública, en virtud de los apartados 1.j), 2.b) y 3.a) 
del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014.” 


 


Madrid, a fecha firma 
EL DIRECTOR GENERAL DE  PATRIMONIO Y CONTRATACIÓN 


 


 


 


 


 


 


 
 


 


 


 


 


 


 


 


 
SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE LA CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, 
HACIENDA Y EMPLEO 
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Dirección General de Función Pública  
CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, 


HACIENDA Y EMPLEO 


En contestación a su solicitud de informe respecto al borrador del “Proyecto de Ley 


por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunicad de Madrid”, por lo 


que al ámbito de las competencias propias en materia de personal de este Centro 


Directivo se refiere, cabe realizar las siguientes observaciones en cuanto a su artículo 


7, “Régimen de personal”: 


1. En primer lugar, en cuanto al apartado 1 del artículo 7, en el que se determina 


el tipo de personal que puede formar parte de la nueva Agencia de 


Ciberseguridad, cabe señalar que tratándose ésta de un ente de derecho 


público –conforme se recoge en el propio artículo 1 del proyecto-, de los 


previstos en el artículo 6 de la ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la 


Hacienda Pública de la Comunidad de Madrid, es necesario recoger la 


posibilidad de que también preste sus servicios personal funcionario junto con 


el personal laboral. 


En este sentido, cabe recordar que el artículo 9.2 del Texto Refundido del 


Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP), recoge con carácter de norma 


básica, una reserva de funciones solo para aquella categoría de empleados 


públicos que sean “funcionarios”, para ejercer las funciones “que impliquen la 


participación directa o indirecta en el ejercicio de potestades públicas o en la 


salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones 


Públicas en los términos que en la ley de desarrollo de cada Administración 


Pública se establezca”. 


Por lo tanto, se deberá recoger expresamente esta posibilidad en dicho 


apartado 1 en coherencia, además, con la redacción dada en el proyecto al 


segundo párrafo del apartado 2, en el que se prevé que al personal funcionario 


se le aplicará su propio régimen jurídico. 


Por otra parte, se propone por considerarse como mejora de técnica normativa 


suprimir en el apartado 1, la previsión de que podrá formar parte de la Agencia 


el personal laboral de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad 
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de Madrid e incorporarlo, en su caso, como una disposición transitoria donde 


tendría mejor encuadre, dado el carácter excepcional y temporal de lo previsto 


en la misma.  


2. Por lo que se refiere al apartado 2 del artículo 7, mediante Ley no se puede –en 


ningún caso- determinar qué Convenio Colectivo se le va aplicar al personal 


laboral de una entidad de derecho público, se trata de una materia que no 


puede ser objeto de regulación por una norma de esta naturaleza. 


En este sentido, cabe señalar que el artículo 32 del TREBEP, “Negociación 


colectiva, representación y participación del personal laboral”, recoge con el 


siguiente tenor literal: 


“1. La negociación colectiva, representación y participación de los empleados 


públicos con contrato laboral se regirá por la legislación laboral, sin perjuicio de 


los preceptos de este capítulo que expresamente les son de aplicación.” 


Así mismo, de acuerdo con el artículo 83.1 del Texto Refundido del Estatuto de 


los Trabajadores (TRET), los convenios colectivos tendrán el ámbito de 


aplicación que las partes acuerden, lo que introduce una libertad para su 


fijación. La Administración puede acordar la unidad de negociación, aplicando 


las reglas de legitimación negocial previstas en el artículo 87 del precitado texto 


legal, de tal forma que los sujetos negociadores serán aquellos que reúnen la 


legitimación correspondiente (comités de empresa o representaciones 


sindicales). 


Por otra parte, el artículo 1 del Convenio Colectivo de personal laboral de la 


Comunidad de Madrid, al que se refiere el precepto, prevé lo siguiente en 


cuanto a su ámbito de aplicación: 
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“ Artículo 1. Ámbito de aplicación. 


1. El presente convenio colectivo será de aplicación al personal sujeto a una 


relación jurídica laboral ordinaria por cuenta ajena con la Administración de la 


Comunidad de Madrid o sus organismos autónomos. 


2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, se incluye asimismo en el 


ámbito de aplicación de este convenio colectivo el personal laboral dependiente 


de: 


a) La Agencia Madrileña para la Tutela de Adultos. 


b) El Servicio Madrileño de Salud, salvo aquellas entidades dependientes del 


mismo que tengan personalidad jurídica propia. 


c) La empresa pública Obras de Madrid, Gestión de Obras e Infraestructuras 


S.A. 


3. Este convenio se extiende a todos los órganos, unidades, servicios y centros 


dependientes de la Administración de la Comunidad de Madrid, de los 


organismos autónomos, de los entes públicos y de la empresa pública previstos 


en los dos apartados anteriores, cualquiera que sea su denominación o carácter 


concretos.” 


En resumen, vía la aprobación de esta ley no se puede establecer con carácter 


unilateral y en contra de la legislación básica, en materia de negociación 


colectiva, que al personal laboral de la Agencia de Ciberseguridad le resultará 


de aplicación el Convenio Colectivo de personal laboral de la Comunidad de 


Madrid, obviando no solo a los sujetos legitimados para negociar, en el ámbito 


de la Agencia de Ciberseguridad, sino también a los del propio Convenio 


Colectivo, donde tal y como se recoge en su artículo 1 no se podría encontrar 


contemplado, en ningún caso, este nuevo ente público. 
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Conforme a lo que antecede, sería suficiente recoger en dicho precepto una 


fórmula genérica, en el sentido de que el personal laboral se regirá por la 


normativa en materia de función pública, la legislación laboral y el convenio 


colectivo que le resulte de aplicación. 


 


 


LA DIRECTORA GENERAL DE FUNCIÓN PÚBLICA 


 


 


Fdo.: Mª José Esteban Raposo. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA. 


CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA Y EMPLEO. 
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INFORME  EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, DEL ANTEPROYECTO DE LEY POR 


LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD Y PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER 


PERSONAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID. 


 


 


El 17 de marzo de 2022 desde la Subdirección General de Régimen Jurídico y Desarrollo Normativo 


de la Secretaría General Técnica, se ha dado traslado a la Delegación de Protección de Datos, del 


Proyecto de Acuerdo del Consejo de Gobierno arriba referenciado, para su adecuación a la 


normativa vigente en materia de protección de datos personales1. 


Una vez analizado su contenido, se aprecia que en su Exposición de motivos no se recoge de manera 


específica la protección de datos personales, por lo que se propone introducir los siguientes párrafos 


en el preámbulo, al inicio del mismo, dada la singular importancia de ésta materia que  es objeto 


incluso, de regulacion Constitucional y, de una normativa comunitaria espeficica de obligado 


cumplimiento para todos los estados miembros de la Union: 


“La protección de datos de carácter personal se configura  en nuestra Constitución 


como un derecho de carácter fundamental en el artículo 18.4 de nuestra Carta 


Magna, por el que se garantiza a todos los ciudadanos el control sobre sus datos, su 


uso y su destino, para evitar que se produzca el tráfico ilícito de los mismos o que 


éste lesivo para su dignidad y sus derechos. La configuración como un auténtico 


derecho fundamental otorga una serie de facultades al ciudadano para ejercer sus 


derechos de tal forma que se garantiza así que sus datos personales sean usados 


unicamente para fines lícitos según  doctrina consolidada al respecto por el Tribunal 


Supremo. 


La Unión Europea, ha reconocido igualmente su importancia hasta tal punto que ha 


elaborado una norma común para todos los Estados miembros de la Unión, 


aprobando el 27 de abril de 2016 el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 


Europeo y del Consejo, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 


respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos. 


Este hito supone que, al tratarse de un Reglamento, sus prescripciones son de directa 


aplicación al ordenamiento jurídico de los Estados miembros y a sus respectivas 


Administraciones Públicas, incluyendose por tanto  las administraciones públicas de las 


Comunidades autónomas a las que se compele a su cumplimiento. 


                                                           
1 En particular, el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección 
de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se 
deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos –RGPD-) y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
protección de datos personales y garantía de los derechos digitales. 
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En cuanto al articulado, se recomienda realizar las siguientes modificaciones: 


1º.- Se recomienda añadir en todo el texto la protección de datos de carácter personal al 


termino ciberseguridad, puesto que la propia definición de este último en el marco normativo 


europeo y nacional  no contempla estrictamente la protección de datos de carácter personal, 


siendo esta última una materia regulada en la Constitución Española en su artículo 18.4 como 


un derecho fundamental. 


2º.- En el apartado 2 del artículo 2, se recomienda suprimir el inciso “y sin perjuicio de la 


disponibilidad presupuestaria de la Agencia.”m pues parecen sus términos contradictorios con 


el texto que le precede referido a la necesidad de una “previa formalización del instrumento 


jurídico adecuado” cuyo servicio por parte de la Agencia sería objeto de una prestación 


económica y no un pago por parte de la misma. 


3º.- En el apartado 1 del artículo 3, se propone introducir una aproximación al término 


ciberseguridad en los términos expresados en el Real Decreto 1008/2017, de 1 de diciembre, 


por el que se aprueba la Estrategia de Seguridad Nacional 2017, añadiendo para ello el siguiente 


texto al final de dicho apartado: 


“A estos efectos se considera que la ciberseguridad tiene por objeto garantizar un uso 


seguro de las redes y los sistemas de información y comunicación a través del 


fortalecimiento de las capacidades de prevención, detección y respuesta a los 


ciberataques, potenciando y adoptando medidas específicas para contribuir a un 


ciberespacio seguro y fiable, según los términos expresados en el Real Decreto 


1008/2017, de 1 de diciembre, por el que se aprueba la Estrategia de Seguridad Nacional 


2017” 


4º.- En el apartado 2.b) del artículo 3, y dado que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 


del Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad 


en el ámbito de la Administración Electrónica, la política de seguridad será aprobada por el 


titular del órgano superior correspondiente, y según el artículo 1 de la Ley 1/1983, de 13 de 


diciembre, del Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid, los órganos superiores 


de gobierno y administración de la Comunidad de Madrid son el Presidente, el Consejo de 


Gobierno y los Consejeros, se propone modificar su redacción, de modo que pase a ser la 


siguiente:  


“Elaborar la propuesta de Política de Seguridad para la Administración General e 


institucional de la Comunidad de Madrid para su aprobación por el órgano superior 


correspondiente de la Comunidad de Madrid.” 
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5º.- En el apartado 2.d) del artículo 3 se propone modificar la redacción por entenderse que el 


cumplimiento normativo se extiende a los tres términos referidos en el párrafo: Esquema 


Nacional de Seguridad, infraestructuras críticas y brechas de seguridad. De este modo el 


contenido de dicho apartado pasaría a ser: 


“d) Velar por el cumplimiento normativo en materia de ciberseguridad y protección de 


datos de carácter personal , en especial en lo relativo al Esquema Nacional de Seguridad, 


a las infraestructuras críticas y a las brechas de seguridad que afecten la protección de 


datos de carácter personal.” 


6º.- Se propone añadir al final del apartado 3 del artículo 4 como otro órgano, el Comité de 


Protección de Datos de la Comunidad de Madrid. Asimismo, se propone añadir el siguiente 


texto tras el penúltimo párrafo de dicho artículo: 


“La Agencia contará con un Comité de Protección de Datos que dirija y coordine la 


política de protección de datos personales en la Administración General e Institucional 


de la Comunidad de Madrid, de conformidad con la normativa en vigor en la materia.” 


7º.- Por idénticos motivos que los señalados en el punto 4º del presente informe, se propone 


modificar la redacción del apartado 5.a) del artículo 5, dado que de acuerdo con lo dispuesto 


en el artículo 11 del Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema 


Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica, la política de seguridad 


será aprobada por el titular del órgano superior correspondiente, y según el artículo 1 de la Ley 


1/1983, de 13 de diciembre, del Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid, los 


órganos superiores de gobierno y administración de la Comunidad de Madrid son el Presidente, 


el Consejo de Gobierno y los Consejeros, por lo que se propone modificar su redacción, de modo 


que pase a ser la siguiente: 


“a) Determinar los objetivos de seguridad de la información para la Administración de la 


Comunidad de Madrid, dotando de los medios y apoyo necesario para su consecución 


mediante la elaboración de una propuesta de Política de Seguridad para la 


Administración General e institucional de la Comunidad de Madrid  para su aprobación 


por el órgano superior competente de la Comunidad de Madrid.” 


 


8º.- En el apartado 5.d) del artículo 5, se establece como función del Consejo de Administración: 


“Informar preceptivamente  en los procedimientos de elaboración de disposiciones normativas”. 


Parece un elemento extraño a la tecnica normativa facultar a una agencia para que emita informes 


preceptivo en el procedimiento de elaboración de normas de carácter general de la Comunidad de 


Madrid. 
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9º.- En el apartado 1 del artículo 7 se recomienda introducir el inciso “y su sector público 


institucional” al final del mismo, pues no parece adecuado delimitar el personal que puede acceder 


a la Agencia a un determinado colectivo específico perteneciente a su vez a otra Agencia con 


exclusión del personal regulado en el EBEP. 


 


 


 


EL DELEGADO 


DE PROTECCIÓN DE DATOS 
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Viceconsejería de Interior y  
Dirección de la Agencia de  


Seguridad y Emergencias Madrid 112 
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA,  


JUSTICIA E INTERIOR 
 


Paseo del Río, 1 
28223 Pozuelo de Alarcón 
 


Observaciones al Anteproyecto de Ley por el que se crea la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid. 


En contestación a la petición de observaciones del Anteproyecto de Ley por el que 
se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, de conformidad 
con lo establecido en el artículos 4.3 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del 
Consejo de Gobierno por el que se regula y simplifica el procedimiento de 
elaboración de las disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad 
de Madrid, esta Viceconsejería formula las siguientes observaciones: 


1. A lo largo de todo el anteproyecto se menciona el término «Seguridad», sin 
ningún adjetivo que concrete la referencia que parece querer efectuar a la 
«Ciberseguridad» o seguridad en los sistemas informáticos o cualquier otra 
que lo delimite. Así por ejemplo se menciona, en los artículos 3.2.b), 3.2.e): 


«2. La Agencia tiene por objetivo definir y velar por la ejecución de las 
políticas públicas en materia de ciberseguridad, y en particular: 
b) Aprobar de la Política de Seguridad para la Administración General e 
institucional de la Comunidad de Madrid. 
(…) 
e) Constituir y gestionar el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes de 
Ciberseguridad) de referencia de la Comunidad de Madrid, ejerciendo las 
funciones de alerta temprana y de ayuda en la respuesta ante amenazas, 
vulnerabilidades, ataques e incidentes de seguridad, en colaboración con el 
resto de CSIRT nacionales e internacionales.» 


Se sugiere revisar el anteproyecto y completar la referencia para evitar su 
confusión con la competencia de seguridad atribuida a la Viceconsejería de 
Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 
en el artículo 21.1.b del Decreto 191/2021, de 3 de agosto, del Consejo de 
Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 
Presidencia, Justicia e Interior, a cuyo tenor: 


«1. Corresponde a la Viceconsejería de Interior y Dirección de la Agencia de 
Seguridad y Emergencias Madrid 112 ejecutar, bajo la dirección del titular de 
la Consejería, la acción del Gobierno en las materias relacionadas en el 
artículo 1.3.c) de este Decreto, además de ejercer las competencias 
previstas en el artículo 44 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, respecto de 
los centros directivos adscritos a la misma. 
En particular, le corresponde el impulso, coordinación, apoyo y supervisión 
de las actividades que competen a la Consejería en materia de: 
a) Coordinación de los servicios operativos pertenecientes a la Comunidad 
de Madrid con competencias en materia de seguridad, atención y gestión de 
emergencias. 
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(…) 
b) Seguridad y política interior.» 


Asimismo, también deben de tenerse en cuenta las competencias atribuidas 
a la Dirección General de Seguridad, Protección Civil y Formación, del 
artículo 22.1. del Decreto 191/2021, de 3 de agosto, del Consejo de 
Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 
Presidencia, Justicia e Interior. 


2. El artículo 3 del anteproyecto pretende determinar el objeto y las 
competencias del ente que se crea: 


«1. La Agencia tiene como objetivo dirigir y coordinar la ciberseguridad en la 
Administración de la Comunidad de Madrid y las entidades locales, en el 
ámbito de la seguridad de los sistemas de información y de las redes 
electrónicas de su competencia, y apoyar e impulsar la capacitación en 
ciberseguridad y el desarrollo digital seguro de la Región, de sus ciudadanos 
y empresas, especialmente de las PYMES». 


Respecto de este primer apartado, convendría distinguir y utilizar con 
precisión la distinción entre «objeto» y «objetivo» dado el carácter general 
del primero y accesorio del segundo. 


Se considera, no obstante, adecuado el objeto señalado en la medida en que 
se relaciona con «la seguridad de los sistemas de información y de las redes 
electrónicas de su competencia, y apoyar e impulsar la capacitación en 
ciberseguridad y el desarrollo digital seguro», si bien, se establecen en este 
apartado, así como otros a lo largo del texto, competencias de coordinación 
o supervisión en materia de ciberseguridad respecto de las entidades locales 
que podrían colisionar con la autonomía local si se establecen desde la 
imposición normativa. 


El apartado segundo, a pesar de titularse como dedicado a las competencias 
aborda de nuevo «objetivos». 


En la redacción actual, por tanto, no se establecen de forma clara cuáles son 
las competencias que asume, dado que el apartado primero establece su 
objeto y el segundo menciona los objetivos a los que en teoría serviría el 
ente, por lo que se sugiere revisar la redacción de este apartado y hacer un 
relación de competencias del ente a crear que facilite un listado claro de 
competencias que, a su vez, permita la conexión y compatibilidad con el 
resto de competencias , en particular las relativas a Seguridad en general de 
la Viceconsejería de Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y 
Emergencias Madrid 112. 
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En este sentido, se recuerda que el artículo 21.1.q del Decreto 191/2021, de 
3 de agosto, atribuye competencia a la Viceconsejería de Seguridad y 
Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 en el: 
«Seguimiento y participación en el procedimiento de intervención, medidas 
preventivas, formación y planes de actuación ante ciberataques que 
comprometan la seguridad de infraestructuras críticas sin perjuicio de las 
atribuciones de la Agencia para la Administración Digital de Madrid.». 


Dicha competencia no se encuentra referenciada en el anteproyecto cuando 
se hace referencia a la ciberseguridad, siendo más garantista con el ejercicio 
de las competencias la inclusión de fórmulas tales como «sin perjuicio de», 
o «con salvaguarda» de las competencias de otros órganos, por lo que se 
sugiere revisar el artículo 3, con el fin de reflejar que hay otro órgano de la 
Comunidad de Madrid que tiene competencias en el objeto del ente que se 
pretende crear y con las que hay que asegurar la debida compatibilidad.  


Algunas de las competencias señaladas en este caso ya lo son de esta 
Viceconsejería de Seguridad y Dirección de la Agencia de Seguridad y 
Emergencias Madrid 112 y otras podrán ejercerse “sin perjuicio de las 
competencias de la de Seguridad y Dirección de la Agencia de Seguridad y 
Emergencias Madrid 112”. 


Con el ánimo de contribuir a clarificar dichas competencias coincidentes, se 
relacionan los artículos del proyecto que entran en conflicto respecto del 
artículo 21.1.q supracitado: «Seguimiento y participación en el procedimiento 
de intervención (3.2.d del anteproyecto), medidas preventivas (3.2.h del 
anteproyecto), formación (artículo 3.1 y 3.2.i del anteproyecto ) y planes de 
actuación ante ciberataques (3.2.d del anteproyecto) que comprometan la 
seguridad de infraestructuras críticas (artículo 3.2.c del anteproyecto), sin 
perjuicio de las atribuciones de la Agencia para la Administración Digital de 
Madrid.» 


Convendría resolver dichos solapamientos en el sentido de proponer la 
modificación del anteproyecto de Agencia de Ciberseguridad.  


Sí que se considera acertado el ámbito de competencias asignado al ente 
que se propone en la exposición de motivos, proponiendo una revisión de 
las competencias propuestas a la luz de dicho inciso: «Para dar respuesta a 
estas necesidades, es preciso un organismo que, en el ámbito de 
competencias de la Comunidad de Madrid, vele por el cumplimiento de las 
funciones del servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una 
cultura de la ciberseguridad que incremente el nivel de seguridad de las 
redes y los sistemas de información en la Comunidad de Madrid, incluyendo 
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las administraciones públicas y entes locales, y colaborando y apoyando a 
empresas, PYMES y ciudadanos. Sus funciones deben basarse en la 
implantación de medidas de prevención, detección y respuesta sobre la 
infraestructura pública y sus servicios, así como en la coordinación con los 
proveedores privados de servicios de la sociedad de la información para la 
consecución de sus objetivos, desarrollando así una política pública de 
ciberseguridad». 


Así mismo, convendría explicar de forma más concreta dichas competencias 
y su relación con el resto de órganos de la Comunidad de Madrid en la 
memoria. 


3. En el mismo artículo 3, apartado segundo, las letras a y b parecen estar 
relacionadas en orden inverso, por cuanto la teoría general de la 
planificación estratégica considera la política ha de preceder a la estrategia, 
no siendo en ningún caso, términos equivalentes.  


En este sentido se sugiere revisar estas dos letras y la atribución de la 
aprobación de la política de ciberseguridad a un ente, en lugar del Consejo 
de Gobierno, y clarificar la referencia en plural a las políticas públicas en 
materia de ciberseguridad, dado que en el anteproyecto no se menciona 
ninguna distinta de la política pública de ciberseguridad.   


4. El artículo 3.2.d menciona como objetivo, el velar por el cumplimento de la 
normativa de infraestructuras críticas. 


En este sentido y dado que las infraestructuras críticas tienen una vertiente 
física por cuanto radican en un edificio o instalación, sería recomendable 
deslindar la competencia del ente que se propone crear en cuanto a la 
vertiente de actuación en redes y sistemas de información,  y no de la 
instalación física que podría afectar  a las competencias de seguridad, por 
ser sujeto de un plan de actuación, plan de seguridad o incluso de un plan 
de protección civil, que pudieran entrar dentro de las competencia asignadas 
por el Decreto 191/2021, de 3 de agosto, en su artículo 22.  


5. El artículo 5 relativo al consejo de administración del ente, en la letra c). 2º 
menciona como vocales a las personas titulares de las direcciones generales 
o viceconsejerías con “competencias en las materias correspondientes a los 
objetivos de la Agencia”.  


En primer lugar, se recomienda invertir los términos de la relación 
anteponiendo las viceconsejerías a las direcciones generales dado la 
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naturaleza y carácter que les da la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, del 
Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid. 


En segundo lugar, sobre la referencia a los objetivos del ente que se 
pretende crear, se remite a lo argumentado más arriba en relación a la 
imprecisión de este término y la necesidad de identificar qué competencias 
o funciones desarrollaría para poder correlacionarlo con competencias que 
se pudieran ver afectadas. No existe una competencia en «materias de 
objetivos» así definidas en los decretos de estructura correspondientes. Las 
competencias son claras en su redacción y son, precisamente, los Decretos 
de estructuras los que dan garantía jurídica de su ejercicio a los órganos que 
la ostentan. El término por tanto no es preciso jurídicamente y no debería 
vincularse a un alto cargo determinado ya que este sólo puede referenciarse 
en lo establecido en los Decretos de estructura por los motivos antedichos. 


En tercer lugar, no se fija un número de vocales por lo que resulta 
indeterminado y esto afectaría a los procesos de validez de las convocatorias 
y de las tomas de decisiones mediante las correspondientes mayorías y 
quórums. 


Estas cuestiones, tampoco cuentan con el debido reflejo en la memoria, y 
sería adecuado que se contemplaran.  


6. Por último, dado el carácter de la competencia asignado a la Viceconsejería 
de Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 
112, sería recomendable introducir como vocal a la Viceconsejería con 
competencia en materia de seguridad.  


EN POZUELO DE ALARCÓN, A FECHA DE FIRMA. 
EL VICECONSEJERO DE INTERIOR Y DIRECTOR DE LA AGENCIA  


DE SEGURIDAD Y EMERGENCIAS MADRID 112 
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Viceconsejería de Administración Local y Digitalización 


 
CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 


 


 


RESOLUCIÓN DEL VICECONSEJERO DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y 


DIGITALIZACIÓN, ACORDANDO LA APERTURA DEL TRÁMITE DE CONSULTA 


PÚBLICA SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE CREACIÓN DE LA AGENCIA 


DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID. 


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de  las  Administraciones  Públicas, y en el artículo 60 


de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia de la Comunidad de Madrid, en el 


procedimiento de elaboración de normas con rango de ley o reglamentarias se ha de 


sustanciar una  consulta  pública, a través del portal web del departamento competente, con  


carácter previo a la elaboración del texto, en la que se recabará la opinión de los sujetos  


potencialmente afectados por la futura norma y de las organizaciones más representativas, 


acerca de los  problemas  que  se  pretenden solucionar  con  la  nueva norma,  la  necesidad  


y oportunidad  de  su  aprobación, los objetivos y las posibles soluciones alternativas 


regulatorias y no regulatorias. 


De acuerdo con lo previsto en el artículo 5 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo 


de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las 


disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid, en el caso de   


anteproyectos de normas con rango de ley, la publicación en el Portal de Transparencia de la 


Comunidad de Madrid se llevará a cabo por la consejería proponente previo acuerdo del 


Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid. 


En cumplimiento de lo anterior y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 


52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el 


procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter general en la 


Comunidad de Madrid. 


RESUELVO 


Someter a consulta pública previa el anteproyecto de Ley de Creación de la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, durante un plazo de 15 días hábiles a partir de la 


publicación de la consulta en Portal de Transparencia de la Comunidad de Madrid. 


 


EL VICECONSEJERO DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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Comunidad de Madrid 
 


Dirección General de Seguridad, Protección Civil  
y Formación 


CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 
 
 
INFORME DE LA SUBDIRECCIÓN GENERAL DE PROTECCION CIVIL EN RELACIÓN CON 
EL ANTEPROYECTECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE 
CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID 
 
 
Recibida el 10 de marzo de 2022 en la Subdirección General de Protección Civil de la 
Comunidad de Madrid la solicitud de informe y la documentación relativa al 
Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad 
de Madrid, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 del Decreto 52/2021, de 
24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter general en 
la Comunidad de Madrid, se señalan la siguientes observaciones:  
 
PRIMERO. El Decreto 198/2021, de 3 de agosto, del Consejo de Gobierno, por el que se 
establece la estructura orgánica de la Consejería de Administración Local y 
Digitalización, no se incluye las competencias relativas a la Ciberseguridad. 
 
SEGUNDO. El artículo 21.1 q) del Decreto 191/2021, de 3 de agosto, del Consejo de 
Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 
Presidencia, Justicia e Interior, recoge entre las competencia de la Viceconsejería de 
Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, el  
“Seguimiento y participación en el procedimiento de intervención, medidas preventivas, 
formación y planes de actuación ante ciberataques que comprometan la seguridad de 
infraestructuras críticas, sin perjuicio de las atribuciones de la Agencia para la 
Administración Digital de Madrid.” 
 
Por lo tanto, la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, tiene competencias 
en materia de ciberseguridad en la Comunidad de Madrid. En concreto, lo relativo a 
ciberataques y a la elaboración de los planes de actuación ante ciberataques que 
comprometan la seguridad de infraestructuras críticas. 
 
Además, el artículo 22 del Decreto 191/2021, de 3 de agosto,  incluye dentro de las 
competencias de la Dirección General de Seguridad, Protección Civil y Formación, en 
materia de seguridad: b) La elaboración de planes de seguridad integral de los edificios 
e instalaciones donde se desarrollen actividades propias de la administración de la 
Comunidad de Madrid, sin perjuicio de las competencias de la Dirección General de 
Emergencias en la materia 
c) La coordinación y la supervisión del control de seguridad en los edificios donde se 
desarrollen actividades propias de la administración de la Comunidad de Madrid, y en 
especial las labores de seguridad incluidas en el marco del convenio de colaboración 
con el Ministerio del Interior en materia de vigilancia y protección de edificios e 
instalaciones autonómicas, desarrolladas por el Cuerpo de la Guardia Civil 
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2. En materia de protección civil: 
a) La elaboración e implantación de planes territoriales, específicos y sectoriales en 
materia de protección civil, incluyendo la elaboración del inventario de riesgos 
potenciales. 
g) La gestión de los recursos logísticos disponibles para la atención de emergencias y 
catástrofes, así como la elaboración del catálogo de recursos movilizables en casos de 
emergencia. 
 
De este modo, la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, a través de la 
Dirección General de Seguridad, Protección Civil y Formación, tiene competencias en la 
elaboración de planes de seguridad integral de edificios e instalaciones de la 
Comunidad de Madrid, así como la coordinación y supervisión del control de 
seguridad, incluyendo la seguridad informática, sin perjuicio de las competencias del 
Ministerio de Interior. Asimismo en materia de protección civil es el competente para 
la elaboración e implementación de los planes de protección civil, incluidos los planes 
de actuación de ciberseguridad y la gestión y coordinación de los recursos para la 
atención a las emergencias y catástrofes. 
 
El Anteproyecto de ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid, no refiere en todo el texto a la Agencia de Seguridad y 
Emergencias Madrid 112, ni en relación con las competencias, ni en la gestión de 
recursos movilizables, ni en la elaboración de planes de actuación, ni en la 
coordinación con otros organismos en caso de ciberataques, ni en la presencia de 
responsables de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 en su estructura 
organizativa, ni en el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes de Ciberseguridad) ni en 
el Comité de Seguridad de la Información  . 
 
Se propone: 


- Incluir en el artículo 2. Ámbito de actuación, referencia a la Agencia de 
Seguridad y Emergencias Madrid 112, reconociendo las competencias en 
ciberataques y la necesidad de coordinación en la respuesta. 


- Incluir en el artículo 3.  Objeto y competencias, en el apartado 1 como en el “sin 
perjuicio de las competencias de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 
112” 


- En el artículo 3.  Objeto y competencias apartado 2 e), prever la participación en 
el CSIRT de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 


- En el artículo 3.  Objeto y competencias apartado 2 f), delimitación de las 
competencias de la Agencia de Ciberseguridad, puesto que es la Agencia de 
Seguridad y Emergencias Madrid 112, la competente para la elaboración, 
implementación y coordinación de los planes de actuación en caso de 
ciberataques. 


- En el Artículo 4. Órganos de la Agencia, prever la participación en el Comité de 
Seguridad de la Información de responsables de la Agencia de Seguridad y 
Emergencias Madrid 112. 


- En el Artículo 5. Consejo de Administración, incluir específicamente al Director 
de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112. 
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TERCERO. Por otro lado, cabe señalar, la necesaria participación de la Agencia de 
Seguridad y Emergencia Madrid 112 en la elaboración de los instrumentos normativos 
en materia de ciberseguridad, tales como, la Estrategia de ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid y el Libro Blanco de Ciberseguridad.  
 
CUARTO. Por último, se solicita que en la MAIN, en el apartado 2.4. relativo a las 
alternativas contempladas, se analice la posibilidad de crear un departamento que 
gestione esta materia dentro de la Agencia de Seguridad y Emergencias 112, por varios 
motivos: 
 


1- El motivo principal que se alude para descartar la posibilidad de atribuir estas 
funciones a un organismo de la comunidad, es que no existe un cuerpo de 
funcionarios especializados en seguridad en tecnologías de la información y la 
comunicación y tampoco resulta aconsejable su creación dado el escaso 
número de efectivos necesarios y el nicho concreto de actuación de este 
equipo de trabajo.  Por ello, estará formada por personal laboral contratado al 
efecto, según se explica en la propia MAIN. 
 
No parece motivo suficiente, puesto que si se crease un departamento 
especializado dentro de un organismo también se le podría dotar con personal 
laboral contratado al efecto. 


 
2- El organismo competente en la gestión de la seguridad y emergencias de la 


Comunidad de Madrid, es la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, 
que, como ya se ha señalado, según  el artículo 21.1 q) del Decreto 191/2021, 
de 3 de agosto, del Consejo de Gobierno, tiene competencia en el  
“Seguimiento y participación en el procedimiento de intervención, medidas 
preventivas, formación y planes de actuación ante ciberataques que 
comprometan la seguridad de infraestructuras críticas, sin perjuicio de las 
atribuciones de la Agencia para la Administración Digital de Madrid.”  
 
Este departamento podría contar con participación en cuanto a su 
responsabilidades y competencias tanto de la Consejería de Administración 
Local y Digitalización, la  Agencia para la Administración Digital de Madrid como 
de la Consejería de Presidencia, Justicia e Interior. 


 
3- En cumplimiento de los principios de eficacia, eficiencia y economía, de no 


proliferación de organismos institucionales y una mayor coordinación y gestión 
integral de la seguridad y emergencias de las instituciones propias de la 
Comunidad de Madrid. 


 
En Pozuelo de Alarcón, a fecha de firma 


 
 
 


Fdo.: Luis Miguel Torres Hernández 
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Delegación de Protección de Datos 
Secretaría General Técnica 


CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, 
JUSTICIA E INTERIOR 


DIRIGIDO A:  Subdirección General de Régimen Jurídico y Desarrollo Normativo 


DE:  Delegada de Protección de Datos 


 


ASUNTO:  OBSERVACIONES AL “ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE SE 
CREA LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID” REALIZADO POR LA DELEGACIÓN DE PROTECCIÓN DE 
DATOS DE LA CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA JUSTICIA E 
INTERIOR. 


 


Con fecha 9 de marzo de 2021 se ha recibido en esta Delegación de Protección de Datos 
Personales correo electrónico solicitando que se formulasen, en su caso, las 
observaciones que se considerasen oportunas al texto del “Anteproyecto de Ley por la 
que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid ” que se adjuntaba. 


Las observaciones al Anteproyecto son las siguientes: 


1. En el anteproyecto se hace referencia en varias ocasiones a la “Política de Seguridad” 
de la Comunidad de Madrid: 


- Párrafo quinto de la Exposición de motivos: “…aprobar la Política de Seguridad 
de la Comunidad de Madrid”. 


- Artículo 3.2.b): “Aprobar de la Política de Seguridad para la Administración 
General e Institucional de la Comunidad de Madrid” 


- Artículo 5.5.a): “ Determinar los objetivos de seguridad de la información para la 
Administración de la Comunidad de Madrid, dotando de medios y apoyo necesario 
para su consecución mediante la aprobación de la Política de Seguridad para la 
Administración General e Institucional de la Comunidad de Madrid.” 


La política de seguridad a la que se refiere el anteproyecto es la de “seguridad de la 
información”, tal y como se recoge en el artículo 3.1 “La Agencia tiene como objetivo dirigir 
y coordinar la ciberseguridad en la Administración de la Comunidad de Madrid y en las 
entidades locales, en el ámbito de la seguridad de los sistemas de información y de las 
redes electrónicas de su competencia…” e igualmente  queda recogido en el art.4.3: “La 
Agencia contará con un Comité de Seguridad de la Información que dirija y coordine la 
seguridad de la información en la Administración General e Institucional de la Comunidad 
de Madrid, de conformidad con la política de seguridad de la información de la Comunidad 
de Madrid”.   


Por ello se debería detallar, tal y como lo han hecho otras Administraciones, que la 
“Política de Seguridad” lo es “de la información” al objeto de no confundirla con otras 
políticas como pueden ser “política de seguridad ciudadana”, “política de seguridad y 
salud en el trabajo”, “política de seguridad alimentaria” etc. 


Por tanto se sugiere sustituir los artículos citados por lo siguiente: 
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- Párrafo quinto de la Exposición de motivos: “…aprobar la Política de Seguridad 
de la Información de la Comunidad de Madrid”. 


- Artículo 3.2.b): “Aprobar de la Política de Seguridad de la Información para la 
Administración General e Institucional de la Comunidad de Madrid” 


- Artículo 5.5.a): “Determinar los objetivos de seguridad de la información para la 
Administración de la Comunidad de Madrid, dotando de medios y apoyo necesario 
para su consecución mediante la aprobación de la Política de Seguridad de la 
Información para la Administración General e Institucional de la Comunidad de 
Madrid.” 


 


2. En el artículo 5.a) se sugiere sustituir: 


“El presidente, cargo que corresponde a la persona titular de la consejería competente en 
materia de Política Digital.” 


por lo siguiente: 


“El presidente, cargo que corresponde a la persona titular de la consejería competente en 
materia de digitalización.” 


Tal y como ya viene recogido en el último párrafo del art. 4, puede ser más adecuado 
hacer referencia a “competente en materia de digitalización” que a “competente en 
Política Digital” puesto que las denominaciones de las consejerías pueden cambiar. 


 


3. En el artículo 6 se sugiere sustituir: 


“El Consejero Delegado será nombrado y, en su caso, cesado mediante decreto del 
Gobierno de la Comunidad de Madrid, a propuesta del consejero competente en materia 
de digitalización, a iniciativa del Presidente del Consejo de Administración de la Agencia.” 


por lo siguiente: 


“El Consejero Delegado será nombrado y, en su caso, cesado mediante decreto del 
Gobierno de la Comunidad de Madrid, a iniciativa y propuesta del consejero competente 
en materia de digitalización.” 


Dado que el Presidente del Consejo de Administración de la Agencia es, según el art.5.a) 
el titular de la consejería competente en materia de Política Digital, no tiene sentido 
diferenciar puesto que recae en la misma persona la propuesta y la iniciativa. 


 


3. En el artículo 7 se sugiere sustituir:  
 
“El personal de la Agencia estará integrado por personal laboral y, excepcionalmente, por 
aquellos empleados públicos provenientes del Organismo Público Agencia para la 
Administración Digital de la Comunidad de Madrid. 
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2. El personal laboral de la Agencia se regirá por la legislación laboral y por el convenio 
colectivo para el personal laboral de la Comunidad de Madrid. 
El personal funcionario de la Agencia se regirá por las normas que les son propias a este 
tipo de personal.” 
 
por lo siguiente:  
 
“El personal de la Agencia estará integrado por personal laboral y funcionario. 
Excepcionalmente, por aquellos empleados públicos provenientes del Organismo Público 
Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid. 
2. El personal laboral de la Agencia se regirá por la legislación laboral y por el convenio 
colectivo para el personal laboral de la Comunidad de Madrid. 
El personal funcionario de la Agencia se regirá por las normas que les son propias a este 
tipo de personal.” 
 
Según queda redactado en el primer párrafo parece que el personal de la Agencia será 
solo laboral puesto que así lo es también con carácter general el de Madrid Digital, pero 
del último párrafo se deduce que el personal de la Agencia también será funcionario, por 
lo que faltaría aludir a él en el primer párrafo. 
 
Observaciones a la MAIN: 
 
 En el último párrafo del punto 5.1.1 Consulta pública, se incluye una aportación realizada 
por un ciudadano, donde dice: 
 
- “Por último, desde una perspectiva no ya de ciudadano sino de empleado de Madrid 
Digital, no se indica nada sobre la relación entre esta nueva Agencia y Madrid Digital y 
cómo quedarían las competencias de cada uno”. Este apartado se contempla en el 
artículo 3, apartado 2, letra d y en la disposición adicional única.” 
 
Respecto a esto se observa que la cuestión de competencias que se plantea en la 
aportación del ciudadano no queda recogida en ese art. 3.2.d) ni en la disposición 
adicional única puesto que el anteproyecto enviado no tiene disposición adicional. 
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RESOLUCIÓN DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE POLÍTICA DIGITAL POR LA 


QUE SE SOMETE AL TRÁMITE DE AUDIENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICAS 


EL ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE 


CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID. 


 


La Dirección General de Política Digital ha iniciado la tramitación del 


«Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la 


Comunidad de Madrid». 


 


De acuerdo con el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, por 


considerar que la norma pudiera  afectar a los derechos e intereses legítimos de 


las personas, el centro directivo competente publicará el texto en el Portal de 


Transparencia con el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y 


recabar cuantas aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o        


entidades. 


 


El artículo 9 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por 


el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones 


normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid, señala que durante 


la tramitación del procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter 


general, se sustanciará el trámite de audiencia e información públicas 


contemplado en el artículo 60.2 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de 


Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid, que se practicará 


a través del Portal de Transparencia de la Comunidad de Madrid, en el apartado 


correspondiente «audiencia e información pública», por la Secretaria General 


Técnica, previa resolución del titular del centro directivo u organismo a quien 


corresponda la iniciativa, de forma que todos los potenciales destinatarios de la 


norma tengan la posibilidad de emitir su opinión, poniendo a su disposición los 


documentos necesarios, claros, concisos y con toda la información precisa. 
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En su virtud y en uso de las competencias conferidas por las disposiciones 


vigentes, RESUELVO 


 


Primero. Someter al trámite de audiencia e información públicas el 


«Anteproyecto de Ley  por la que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la 


Comunidad de Madrid», a fin de que los ciudadanos o cualesquiera otras 


personas y entidades potencialmente afectadas, puedan presentar las 


alegaciones y aportaciones que se estimen pertinentes en el plazo de 7 días 


hábiles a contar desde el primer día hábil siguiente a la publicación de la presente 


resolución en el Portal de Transparencia de la Comunidad de Madrid. 


 


Segundo. Las alegaciones y aportaciones podrán realizarse a través del 


formulario habilitado al efecto en el apartado antes citado del Portal de 


Transparencia de la Comunidad de Madrid, y presentarse telemáticamente a 


través del mismo, en cuyo caso deberá indicarse en el formulario, como 


destinatario, a la Dirección General de Política Digital de la Consejería de 


Administración Local y Digitalización. El formulario podrá presentarse también a 


través de los restantes medios previstos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, 


de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas. 


 


En Madrid, a la fecha de firma. 


       El Director General de Política Digital 
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INFORME DE LA SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE LA CONSEJERIA DE 


ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN SOBRE EL ANTEPROYECTO 


DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA 


COMUNIDAD DE MADRID. 


 


 


Este informe se emite de conformidad con el artículo 8 del Decreto 52/2021, de 24 


de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el 


procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter general 


en la Comunidad de Madrid. 


 


I. ÁMBITO COMPETENCIAL  


 


La presente regulación se lleva a cabo en ejercicio de las competencias asumidas 


por la Comunidad de Madrid en su Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley 


Orgánica 3/1983, de 25 de febrero. Concretamente, el artículo 26.1.1 le atribuye 


competencias exclusivas en materia de organización, régimen y funcionamiento 


de sus instituciones de autogobierno y el artículo 26.1.3 le atribuye el 


procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización 


propia. Al mismo tiempo, el artículo 7, además de reconocer a los ciudadanos de 


Madrid como titulares de los derechos y deberes fundamentales establecidos en 


la Constitución, señala que los poderes públicos madrileños asumen, en el marco 


de sus competencias, entre otros principios rectores de su política, la promoción 


de las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los derechos y libertades 


de los ciudadanos y la igualdad de los individuos y los grupos en que se integran. 


 


Además, la Comunidad de Madrid tiene, entre otras misiones, la de asistencia a 


los municipios y asegurar la prestación de los servicios públicos de competencia 


municipal en todo el territorio de la provincia tal y como se establece en la Ley 


7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. 


 


De conformidad con el artículo 15 del citado Estatuto, la Asamblea de la 


Comunidad de Madrid ejercerá la potestad legislativa en las materias de 


competencia exclusiva de la Comunidad de Madrid recogidas en el artículo 26 del 


Estatuto, correspondiendo la iniciativa legislativa, entre otros, al Gobierno. En 


línea con lo anterior, el artículo 21.d) de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, del 


Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de Madrid, establece 


que corresponde al Consejo de Gobierno aprobar los proyectos de Ley para su 


remisión a la Asamblea.  
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Finalmente, cabe señalar que, la Consejería de Administración Local y 


Digitalización tiene encomendadas las materias de digitalización y transformación 


digital, tal como indica el artículo 1.2 b) del Decreto 198/2021, de 3 de agosto, del 


Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la citada 


Consejería, y dentro de ella, la elaboración y tramitación del anteproyecto objeto 


de este informe, se ha realizado por la Dirección General de Política Digital. 


 


II. OBJETO 


 


El anteproyecto de Ley tiene como finalidad la creación de un ente de derecho 


público, la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, con 


personalidad jurídica propia, sometida al derecho privado, a la que se otorgan 


entre otras funciones, las de asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en 


el desarrollo de su estrategia de ciberseguridad y aprobar la política global de 


seguridad de la información de la Comunidad de Madrid; proponer y promover el 


uso de soluciones y servicios de ciberseguridad destinados a la prevención, 


detección y respuesta, ante las amenazas contra la seguridad de las redes y 


sistemas en su ámbito de actuación; fomentar el emprendimiento del ecosistema 


empresarial de ciberseguridad, como herramienta pilar del crecimiento industrial y 


económico; y coordinar con organismos público-privados, infraestructuras críticas 


y entidades locales de la Comunidad de Madrid, en aras a la consecución de los 


objetivos especificados en las políticas de ciberseguridad. 


 


Se trata de dotar a la Comunidad de Madrid de un organismo que actúe como 


catalizador de una cultura de ciberseguridad que genere un clima de confianza y 


seguridad que contribuya al desarrollo de la economía y la sociedad digital. 


 


III. ESTRUCTURA  


 


El anteproyecto de Ley consta de una parte expositiva (Exposición de motivos) y 


una parte dispositiva integrada por catorce artículos distribuidos en cuatro 


capítulos, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 


 


El Capítulo I establece la creación de la Agencia de Ciberseguridad de la 


Comunidad de Madrid y define su ámbito de aplicación, objeto y competencias. 


 


El Capítulo II define la estructura orgánica y las funciones de los órganos de la 


Agencia, así como aquellas que corresponden al Consejero Delegado como 


órgano de dirección y administración de esta. 


 


 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
09


99
88


58
71


08
58


55
89


58
85







 
Comunidad 


de Madrid 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL  
Y DIGITALIZACIÓN  


 


 


  
 


3 


 


El Capítulo III establece el régimen de personal y de contratación de la Agencia. 


 


El Capítulo IV establece el régimen económico y financiero. 


 


La disposición derogatoria procede a derogar cuantas disposiciones de igual o 


inferior rango se opongan a lo establecido en la ley. 


 


Las disposiciones finales primera y segunda habilitan a los órganos 


correspondientes de la Comunidad de Madrid para realizar las modificaciones 


presupuestarias oportunas y para el desarrollo reglamentario de la ley. 


 


La disposición final tercera establece la fecha de entrada en vigor, que será la del 


día de su publicación. 


 


IV. NATURALEZA JURÍDICA Y RANGO NORMATIVO.  


 


En cuanto a la naturaleza jurídica del anteproyecto de Ley, presenta los 


caracteres propios de una disposición de carácter general, ya que se dicta con 


vocación de permanencia, innova el ordenamiento jurídico y se dirige a una 


pluralidad indeterminada de destinatarios.  


 


En relación con el rango normativo, dado que en el anteproyecto tiene por objeto 


la creación de un ente de derecho público, es el requerido para ello. 


 


Por lo tanto, la naturaleza jurídica y el rango normativo son los adecuados.  


 


V- TRAMITACIÓN 


 


La tramitación del presente anteproyecto de Ley se rige por el mencionado 


Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula 


y simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de 


carácter general en la Comunidad de Madrid. 


 


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5 del Decreto 52/2021, el artículo 133 


de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 


las Administraciones Públicas, y el artículo 60 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, 


de Transparencia de la Comunidad de Madrid,  se ha  realizado  una  consulta  


pública a  través  del Portal  de Transparencia de la Comunidad de Madrid 


durante un plazo de quince días (del 1 de octubre al 22 de octubre de 2021),  a  


fin  de  recabar  la  opinión  de  los  sujetos  potencialmente afectados por la futura 


norma y de las organizaciones más representativas. 
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El expediente se acompaña de la memoria extendida del análisis de impacto 


normativo exigida por el artículo 7 del citado Decreto 52/2021. 


 


Asimismo, cuenta con los siguientes informes: 


 


- Informe de la Dirección General de Presupuestos de 11 de abril de 2022. 


 


- Informes de la Dirección General de Recursos Humanos de 16 de marzo, 18 de 


abril y 22 de abril de 2022. 


 


- Informe de la Intervención General de la Consejería de Economía, Hacienda y 


Empleo de 12 de abril de 2022. 


 


- Informe de coordinación y calidad normativa de la Secretaría General Técnica de 


la Consejería de Presidencia, Justicia e Interior, de fecha 17 de marzo de 2022, 


de conformidad con lo establecido en el artículo 8.4 del Decreto 52/2021, de 24 de 


marzo. 


 


- Informe de impacto por razón de género de la Dirección General de Igualdad, de 


fecha 11 de marzo de 2022, de acuerdo con el artículo 19 de la Ley Orgánica 


3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 


 


- Informe de impacto en materia de familia, infancia y adolescencia, de la 


Dirección General de Infancia, Familias y Fomento de Natalidad, de fecha 14 de 


marzo de 2022, de acuerdo a lo indicado en la disposición adicional décima de la 


Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección de las Familias Numerosas y en 


el artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 


Jurídica del Menor. 


 


- Informe de impacto por razón de orientación sexual e identidad y expresión de 


género, de la Dirección General de Igualdad, de fecha 11 de marzo de 2022, en 


virtud de lo previsto en el artículo 45 de la Ley 2/2016, de 29 de marzo, de 


Identidad y Expresión de Género e Igualdad Social y no Discriminación de la 


Comunidad de Madrid y en el artículo 21 de la Ley 3/2016, de 22 de julio, de 


Protección Integral contra la LGTBIfobia y la Discriminación por Razón de 


Orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de Madrid. 


 


Se ha procedido a circular el proyecto entre las distintas Secretarías Generales 


Técnicas, de conformidad con lo previsto en el artículo 4.3 del Decreto 52/2021, 


de 24 de marzo. Han formulado observaciones todas las Secretarías Generales 
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Técnicas, a excepción de las Consejerías de Transportes e Infraestructuras y 


Cultura, Turismo y Deporte. 


La contestación a las observaciones contenidas en los informes se encuentra 


detallada en la memoria de análisis de impacto normativo. 


 


En cumplimiento de lo establecido en el artículo 133.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 


octubre y en el artículo 9 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, y puesto que el 


anteproyecto de Ley afecta a intereses legítimos de las personas, se sometió, a 


través del Portal de Transparencia de la Comunidad de Madrid, al 


correspondiente trámite de audiencia e información pública, para recabar las 


posibles opiniones de los ciudadanos afectados sobre su texto. 


 


Publicado en el Portal de Transparencia el trámite de audiencia e información 


pública, el plazo para formular alegaciones ha estado abierto desde el día 27 de 


abril hasta el 6 de mayo de 2022 y, por tanto, durante un periodo de 7 días 


hábiles, plazo reducido en virtud de la Orden de 4 de marzo de 2022 que declaró 


la tramitación de urgencia. En este trámite no se recibieron alegaciones. 


 


Se va a solicitar informe de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid, de 


conformidad con el artículo 4.1 a) de la Ley 3/1999, de 30 de marzo, de 


Ordenación de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid. 


 


Por último, el proyecto no será informado por la Comisión Jurídica Asesora de la 


Comunidad de Madrid, al no resultar preceptivo para los anteproyectos de ley de 


conformidad con el artículo 5.3 de la Ley 7/2015, de 28 de diciembre, de 


Supresión del Consejo Consultivo. 


 


En virtud de todo lo expuesto, se considera que, desde el punto de vista 


procedimental, en la tramitación del anteproyecto se han cumplido los trámites 


preceptivos establecidos en la normativa de aplicación. 


 


En conclusión, el contenido del anteproyecto de Ley se estima adecuado a la 


legalidad y responde al objetivo del mismo, siendo coherente con el ordenamiento 


jurídico, estatal y autonómico. 


  


Firmado electrónicamente en Madrid, por la Secretaria General Técnica 


María Teresa Regalado Sonseca 
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ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


A.G.: 34/2022    
S.G.C.: 88/2022 
S.J.: 82/2022 


 


 Se ha recibido en esta Abogacía General una solicitud de Informe, cursada 


con carácter urgente por la Secretaría General Técnica de la Consejería de 


Administración Local y Digitalización, en relación con el Anteproyecto de Ley por la 
que se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid. 


 


A la vista de los antecedentes remitidos, en cumplimiento del artículo 4.1.a) de 


la Ley 3/1999, de 30 de marzo, de Ordenación de los Servicios Jurídicos de la 


Comunidad de Madrid, en relación con el artículo 12.2 del Decreto 105/2018, de 19 de 


junio, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Reglamento de la Abogacía 


General de la Comunidad de Madrid, tenemos el honor de emitir el siguiente  


 


 
INFORME 


 
ANTECEDENTES DE HECHO 


 
Único.- La Secretaría General Técnica de la Consejería de Administración 


Local y Digitalización ha dirigido a esta Abogacía General una petición de Informe en 


relación con el Anteproyecto de Ley referenciado.  


 


A la petición le acompaña la siguiente documentación:  


 


- El señalado Anteproyecto de Ley.  


 


- Memoria del Análisis de Impacto Normativo del Anteproyecto, suscrita por el 


Ilmo. Sr. Director General de Política Digital el 9 de mayo de 2022, junto a una versión 


anterior de la misma fechada el 26 de abril de 2022.   
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ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


- Resolución de 22 de septiembre de 2021 del Viceconsejero de Administración 


Local y Digitalización, por la que se somete el Anteproyecto de Ley al trámite de 


consulta pública previa por un plazo de quince días hábiles desde su publicación en el 


Portal de Transparencia de la Comunidad de Madrid. 


 


- Orden 55/2022, de 4 de marzo, de la Consejería de Administración Local y 


Digitalización, por la que se declara la tramitación urgente del Anteproyecto de Ley.  


 


- Informe 26/2022, de 17 de marzo, de coordinación y calidad normativa de la 


Secretaría General Técnica de la Consejería de Presidencia, Justicia e Interior.  


 


- Observaciones formuladas al Anteproyecto de Ley por las siguientes 


Consejerías: 


.- Consejería de Economía, Hacienda y Empleo el 16 de marzo de 2022, 


.- Consejería de Educación, Universidades, Ciencia y Portavocía el 15 


de marzo de 2022, 


.- Consejería de Medio Ambiente, Vivienda y Agricultura el 14 de marzo 


de 2022, 


.- Consejería de Familia, Juventud y Política Social el 16 de marzo de 


2022, 


 .- Consejería de Sanidad el 16 de marzo de 2022. 


 


- Comunicaciones remitidas por las Secretarías Generales Técnicas de las 


Consejerías de Cultura, Turismo y Deporte el 10 de marzo de 2022, y de Transportes 


e Infraestructuras el 15 de marzo de 2022, en las que manifiestan su voluntad de no 


formular observaciones al Anteproyecto de Ley. 


 


- Comunicación de la Consejería de Presidencia, Justicia e Interior de fecha 15 


de marzo de 2022, en la que manifiesta que se remiten los informes realizados por la 


Viceconsejería de Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias 


Madrid 112, por la Dirección General de Seguridad, Protección Civil y Formación, así 


como por la Delegada de Protección de Datos de dicha Consejería. 
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ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


- Informe emitido por el Ilmo. Sr. Director General de Presupuestos de la 


Consejería de Economía, Hacienda y Empleo el día 11 de abril de 2022 de 


conformidad con la Disposición Adicional Primera de la Ley 4/2021, de 23 de 


diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para 2022. 


 


- Informe emitido por la Ilma. Sra. Directora General de Recursos Humanos de 


la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo el día 16 de marzo de 2022 de 


conformidad con el artículo 9.1 del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del 


Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería 


de Economía, Hacienda y Empleo. 


 


- Segundo Informe, sin firma, de la Dirección General de Recursos Humanos 


de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, emitido de conformidad con el 


artículo 9.1 del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por 


el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y 


Empleo. 


 


- Informe emitido por la Ilma. Sra. Interventora General de la Comunidad de 


Madrid el día 12 de abril de 2022 de conformidad con el artículo 34.j) del Decreto 


234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la 


estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo. 


 


- Informe emitido por el Ilmo. Sr. Director General de Tributos de la Consejería 


de Economía, Hacienda y Empleo el día 14 de marzo de 2022.  


 


- Informe emitido por el Ilmo. Sr. Director General de Política Financiera y 


Tesorería de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo el día 14 de marzo de 


2022. 


 


- Informe emitido por el Ilmo. Sr. Director General de Patrimonio y Contratación 


de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo el día 14 de marzo de 2022.  
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ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


- Informe emitido por la Ilma. Sra. Directora General de Función Pública de la 


Consejería de Economía, Hacienda y Empleo el día 14 de marzo de 2022. 


 


- Informe en materia de protección de datos personales emitido por el 


Delegado de protección de datos de la Consejería de Familia, Juventud y Política 


Social el día 18 de marzo de 2022. 


 


- Informe emitido por el Excmo. Sr. Viceconsejero de Interior y Director de la 


Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 el día 14 de marzo de 2022. 


 


- Informe de la Subdirección General de Protección Civil de la Consejería de 


Presidencia, Justicia e Interior de fecha 15 de marzo de 2022. 


 


- Informe en materia de protección de datos personales emitido por la 


Delegada de protección de datos de la Consejería de Presidencia, Justicia e Interior 


de fecha 14 de marzo de 2022. 


 


- Informe de impacto en materia de familia, infancia y adolescencia, elaborado 


el 14 de marzo de 2022 por la Dirección General de Infancia, Familia y Fomento de la 


Natalidad (Consejería de Familia, Juventud y Política Social).  


 


- Informes de impacto por razón de género y por razón de orientación sexual e 


identidad y expresión de género, elaborados el 11 de marzo de 2022 por la Dirección 


General de Igualdad (Consejería de Familia, Juventud y Política Social).  


 


- Resolución de 26 de abril de 2022, de la Dirección General de Política Digital 


de la Consejería de Administración Local y Digitalización, por la que se somete el 


Anteproyecto de Ley al trámite de audiencia e información pública por un plazo de 


siete días hábiles desde el siguiente a su publicación en el Portal de Transparencia de 


la Comunidad de Madrid.  


 


- Informe de legalidad, elaborado por la Secretaría General Técnica de la 


Consejería de Administración Local y Digitalización el 9 de mayo de 2022.  
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ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 


 
Primera.- Finalidad y contenido del Anteproyecto.  
 


El Anteproyecto de Ley sometido a Informe tiene por objeto la creación de la 


Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid (en adelante, la Agencia), 


como un ente de Derecho Público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 


8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid (Ley 9/1990, 


en lo sucesivo). 


 


El texto proyectado se compone de una parte expositiva y otra dispositiva, 


integrada ésta última por catorce artículos, una disposición derogatoria y tres 


disposiciones finales. 


 


 


Segunda.- Ámbito competencial. 
 


La ciberseguridad se ha definido por la Unión Internacional de 


Telecomunicaciones como el “conjunto de herramientas, políticas, conceptos de 


seguridad, salvaguardas de seguridad, directrices, métodos de gestión de riesgos, 


acciones, formación, prácticas idóneas, seguros y tecnologías que pueden utilizarse 


para proteger los activos de la organización y los usuarios en el ciberentorno” 


(Recomendación de la Unión Internacional de Telecomunicaciones UIT-T X.1205). Por 


su parte, en la Directiva (UE) 2016/1148, de 6 de julio, del Parlamento Europeo y del 


Consejo, se define la seguridad de las redes y sistemas de información como “la 


capacidad de las redes y sistemas de información de resistir, con un nivel determinado 


de fiabilidad, toda acción que comprometa la disponibilidad, autenticidad, integridad o 


confidencialidad de los datos almacenados, transmitidos o tratados, o los servicios 


correspondientes ofrecidos por tales redes y sistemas de información accesibles a 


través de ellos” (art. 4.2).  
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ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


I.- La Constitución Española (en lo sucesivo, CE), en su artículo 149.1.29ª, 


atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de “Seguridad pública, sin 


perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en 


la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que 


disponga una ley orgánica”. Dentro de dicha competencia se incardina la relativa a 


ciberseguridad, en conexión con las competencias estatales en materia de defensa 


(149.1.4ª) y telecomunicaciones (149.1.21ª). 


 


En un examen preliminar sobre el alcance de esta competencia estatal, a 


propósito de la posible inconstitucionalidad de la Ley 15/2017, de 25 de julio, de la 


Agencia de Ciberseguridad de Cataluña, el Consejo de Estado, en su Dictamen de 26 


de octubre de 2017, afirma: 
 


“La STC 184/2016, antes citada, reproduciendo parte del contenido de la STC 84/2014, 


recuerda que "es doctrina consolidada de este Tribunal que la seguridad pública es una 


competencia exclusiva del Estado ex art. 149.1.29 CE y solamente se encuentra 


limitada por las competencias que las Comunidades Autónomas hayan asumido 


respecto a la creación de su propia policía (por todas, STC 148/2000, FJ 5), de forma 


que corresponderán al Estado, además de los servicios policiales que en todo caso han 


quedado reservados a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, las restantes 


potestades o facultades administrativas que, siendo relevantes para la seguridad 


pública, no sean sin embargo propias ni inherentes de las funciones o servicios 


policiales, según han sido definidos por la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de 


Seguridad y por la Ley Orgánica a que se remite el art. 104.2 CE (...)”. 


A la luz de esta doctrina jurisprudencial, ha de concluirse que la competencia normativa 


en materia de seguridad pública y, por ende, en materia de ciberseguridad como 


ámbito incardinado en este título competencial, corresponde al Estado con carácter 


exclusivo”. 


 


Como resultado del posterior recurso de inconstitucionalidad planteado contra 


la Ley 15/2017 citada, el Tribunal Constitucional lleva a cabo un análisis más profundo 


sobre el contenido de esta competencia estatal en su Sentencia 142/2018, de 20 de 


diciembre, en la que se lee: 
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ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


“La ciberseguridad, como sinónimo de la seguridad en la red, es una actividad que se 


integra en la seguridad pública, así como en las telecomunicaciones. A partir de su 


conceptuación como conjunto de mecanismos dirigidos a la protección de las 


infraestructuras informáticas y de la información digital que albergan, fácilmente se 


infiere que, en tanto que dedicada a la seguridad de las tecnologías de la información, 
presenta un componente tuitivo que se proyecta específicamente sobre el concreto 


ámbito de la protección de las redes y sistemas de información que utilizan los 


ciudadanos, empresas y administraciones públicas. El uso cotidiano de las tecnologías 


de la información y la comunicación ha provocado que se conviertan en un elemento 


esencial para el desarrollo económico y las relaciones sociales. No obstante, es 


también un hecho constatado que las amenazas a la seguridad de la red comportan un 


riesgo que afecta a los ámbitos más diversos, por cuanto pueden afectar a la 


disponibilidad, integridad y confidencialidad de la información. 


En el ATC 29/2018, de 20 de marzo, FJ 5, ya se constató la conexión existente entre 


ciberseguridad y seguridad nacional «incluida como dice expresamente la Ley 36/2015, 


en los títulos competenciales de las materias 4 y 29 del artículo 149.1 CE» (STC 


184/2016, FJ 3), pues la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de seguridad nacional, 


identifica en su artículo 10 la ciberseguridad como uno de los «ámbitos de especial 


interés de la seguridad nacional... que requieren una atención específica, por resultar 


básicos para preservar los derechos y libertades, así como el bienestar de los 


ciudadanos, y para garantizar el suministro de los servicios y recursos esenciales». 


También la Ley 8/2011, de 28 abril, de medidas para la protección de las 


infraestructuras críticas, dictada al amparo de la competencia atribuida al Estado en 


virtud del artículo 149.1.29 CE, hace referencia a la ciberseguridad. El artículo 2 de 


esta Ley define las infraestructuras estratégicas como «las instalaciones, redes, 


sistemas y equipos físicos y de tecnología de la información sobre las que descansa el 


funcionamiento de los servicios esenciales». Tales servicios esenciales son los 


necesarios para el mantenimiento de las funciones sociales básicas, la salud, la 


seguridad, el bienestar social y económico de los ciudadanos, o el eficaz 


funcionamiento de las instituciones del Estado y las Administraciones públicas. La Ley 


8/2011 también define las infraestructuras críticas como aquellas de las infraestructuras 


estratégicas «cuyo funcionamiento es indispensable y no permite soluciones 


alternativas, por lo que su perturbación o destrucción tendría un grave impacto sobre 


los servicios esenciales» (…). 


A mayor abundamiento, el mantenimiento de la ciberseguridad es una de las funciones 


propias del Centro Nacional de Inteligencia, según establece el artículo 4 b) de la Ley 


11/2002, de 6 de mayo, reguladora del Centro Nacional de Inteligencia. Además, la 
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ciberseguridad es uno de sus objetivos, conforme a la estrategia de seguridad nacional 


2017, aprobada por Real Decreto 1008/2017, de 1 de diciembre, a fin de «garantizar un 


uso seguro de las redes y los sistemas de información y comunicación a través del 


fortalecimiento de las capacidades de prevención, detección y respuesta a los 


ciberataques, potenciando y adoptando medidas específicas para contribuir a un 


ciberespacio seguro y fiable».  


(…) Esta relación entre ciberseguridad y seguridad nacional se confirma en la Orden 


PCI/ 870/2018, de 3 de agosto, por la que se publica el acuerdo del Consejo de 


Seguridad Nacional, por el que se aprueba el procedimiento para la elaboración de una 


nueva estrategia de ciberseguridad nacional que sustituya a la actualmente vigente. 


(…) Dicha estrategia es el marco de referencia de un modelo integrado basado en la 


implicación, coordinación y armonización de todos los actores y recursos del Estado, 


en la colaboración público-privada, y en la participación de la ciudadanía. Según se 


afirma, es el documento estratégico que sirve de fundamento al Gobierno de España 


para desarrollar las previsiones de la estrategia de seguridad nacional en materia de 


protección del ciberespacio con el fin de implantar de forma coherente y estructurada 


acciones de prevención, defensa, detección, respuesta y recuperación frente a las 


ciberamenazas. (…) 


Finalmente, ha de aludirse al Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de 


seguridad de las redes y sistemas de información, que transpone al ordenamiento 


jurídico español la Directiva (UE) 2016/1148 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 


6 de julio de 2016, relativa a las medidas destinadas a garantizar un elevado nivel 


común de seguridad de las redes y sistemas de información en la Unión. Esta norma 


tiene por objeto regular la seguridad de las redes y sistemas de información utilizados 


para la provisión de los servicios esenciales y de los servicios digitales y establecer un 


sistema de notificación de incidentes. Además establece un marco institucional para su 


aplicación y la coordinación entre autoridades competentes y con los órganos de 


cooperación relevantes en el ámbito comunitario. (…) 


Atendiendo a lo que se ha expuesto, puede concluirse que la ciberseguridad se incluye 


en materias de competencia estatal en cuanto, al referirse a las necesarias acciones de 


prevención, detección y respuesta frente a las ciberamenazas, afecta a cuestiones 


relacionadas con la seguridad pública y la defensa, las infraestructuras, redes y 


sistemas y el régimen general de telecomunicaciones.  
(…) La competencia exclusiva del Estado en materia de seguridad pública no admite 


más excepción que la que derive de la creación de las policías autónomas» (STC 


104/1989, de 8 de junio, FJ 3). Es pues doctrina consolidada de este Tribunal que la 


seguridad pública es una competencia exclusiva del Estado ex artículo 149.1.29 CE y 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


94
74


50
00


53
13


01
05


74
85


Ref: 03/559070.9/22







  
 
 
 
 
 


 
9 


 
 


ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


solamente se encuentra limitada por las competencias que las Comunidades 


Autónomas hayan asumido respecto a la creación de su propia policía (por todas, STC 


148/2000, de 1 de junio, FJ 5)” (el subrayado es nuestro). 
 


Sin embargo, afirma también el Alto Tribunal en la misma sentencia que la 


“ciberseguridad no es un concepto o materia reconducible a un único título 


competencial. Puede, como allí se recalca, identificarse con la seguridad nacional o 


con la seguridad pública cuando se trata de la protección ordinaria de las redes y las 


infraestructuras de telecomunicaciones. Pero también puede proyectarse sobre otros 


planos, como es el caso de la administración electrónica, que abarca la organización 


de medios y previsión de medidas de protección de la administración y, por extensión, 


la protección de los derechos de los ciudadanos cuando se relacionan con la 


administración por medios electrónicos. 


 
Tal y como ha quedado expuesto, la Ley catalana tiene por objeto la creación 


de una Agencia de Ciberseguridad como entidad de derecho público de la 


Administración de la Generalitat (art. 1) a la que corresponde «garantizar la 


ciberseguridad en el territorio de Cataluña, entendida como la seguridad de las redes 


de comunicaciones electrónicas y de los sistemas de información» (art. 2.1). Dicha 


creación pretende ampararse, según precisa la exposición de motivos de la Ley 


15/2017, en la competencia exclusiva de la Generalitat de Cataluña en materia de 


organización de su Administración, así como en la competencia ejecutiva en materia 


de comunicaciones electrónicas y en la competencia exclusiva en materia de comercio 


[arts. 150, 140.7 y 121.1 a) del Estatuto de Autonomía de Cataluña (EAC)]. Se 


constata así que no existe, en este caso, título competencial autonómico alguno 


específicamente referido a la ciberseguridad, sobre la que se proyectan las funciones 


encomendadas a la Agencia. En lo que respecta al encuadramiento material de la 


norma, a efectos de resolver la impugnación planteada, debe partirse del carácter 


transversal e interconectado de las tecnologías de la información y las comunicaciones 


y de su conceptuación como conjunto de mecanismos dirigidos a la protección de las 


infraestructuras informáticas y de la información digital que albergan los sistemas 


interconectados. Componente tuitivo al que se ha aludido ya y que determina que las 


cuestiones discutidas en el presente recurso deban resolverse a partir de su 
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encuadramiento material en el ámbito de la seguridad pública en relación con las 


telecomunicaciones y la seguridad nacional. El Abogado del Estado no ha 


cuestionado, antes al contrario, que las diferentes administraciones públicas son 


competentes para la adopción de medidas de autoprotección en relación con sus 


infraestructuras y la seguridad de las tecnologías de la información y la comunicación, 


por lo que esta dimensión de la ciberseguridad no se ve aquí concernida. En 


consecuencia, lo que hay que determinar es si la Ley 15/2017, en aquellos de sus 


preceptos sobre los que el recurso ha proporcionado una adecuada fundamentación 


de la impugnación, ha pretendido regular la ciberseguridad como un ámbito material 


relacionado con la seguridad pública, que es lo que el recurso denuncia, o bien se 


trata de una regulación que persigue dar una respuesta adecuada a las amenazas que 


puedan afectar a las redes de comunicación electrónica y sistemas de información de 


las Administraciones públicas de Cataluña” (el subrayado es nuestro). 


 


Sobre la base de lo expuesto, el TC descartó la inconstitucionalidad de 


aquellos preceptos de la Ley 15/2017 catalana cuya finalidad fuese la adopción de 


medidas de autoprotección de sus infraestructuras y la seguridad de las tecnologías 


de la información y la comunicación, a fin de dar una respuesta adecuada a las 


amenazas que pudiesen afectar a las redes de comunicación electrónica y sistemas 


de información dentro del ámbito de la Administración catalana. 


 


Ya el Consejo de Estado, en el Dictamen citado ut supra, había admitido 


expresamente la posibilidad de que las Comunidades Autónomas pudiesen “al amparo 


de las competencias que sus respectivos Estatutos de Autonomía les reconocen, 


adoptar determinadas medidas que coadyuven a garantizar la protección de sus 


infraestructuras y la seguridad de las tecnologías de la información y la comunicación 


(TIC)”, enmarcando esta actuación en sus competencias en materia de  


autoorganización. 


 


En conclusión, de conformidad con lo expuesto, la ciberseguridad, como 


ámbito material relacionado con la seguridad pública, es competencia exclusiva del 


Estado. 
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Ello no impide, sin embargo, que las Comunidades Autónomas puedan, al 


amparo de sus competencias organizativas, adoptar medidas tendentes a proteger la 


seguridad de sus propias infraestructuras, siempre que ello se circunscriba a las 


materias incluidas en su ámbito de actuación, sin interferir  en aspectos sustantivos del 


régimen jurídico de esta materia, más allá de lo permitido por el Estado, pues, como 


afirma el TC en su Sentencia 142/2018, “las propias normas estatales que ya se han 


mencionado presuponen facultades autonómicas en ámbitos relacionados con la 


ciberseguridad, así, por ejemplo, artículos 5 d), 10 y 15 de la Ley 8/2011 y artículos 6, 


11, 27.3 y disposición adicional tercera de la Ley 36/2015”. 


 


 


II.- La Comunidad de Madrid, en su Estatuto de Autonomía, aprobado por Ley 


Orgánica 3/1983, de 25 de febrero (EA, en adelante), asume competencia exclusiva 


en materia de “organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de 


autogobierno” (art. 26.1.1) y en materia de “procedimiento administrativo derivado de 


las especialidades de la organización propia” (art. 26.1.3).  


 


La creación en sí del nuevo ente responde a la capacidad autorganizativa de la 


Comunidad de Madrid, que halla su fundamento en el artículo 26.1.1 del EA, en 


relación con la regla 1ª del artículo 148.1 de la CE. 


 


Cumple recordar, en esta sede, que el Tribunal Constitucional ha reconocido la 


competencia relativa a la libre organización de la propia administración autonómica 


como “algo inherente a la autonomía” (STC 50/1999, de 6 de abril) y ha afirmado que 


la “potestad auto organizativa de las Comunidades Autónomas constituye una 


manifestación central del principio de autonomía” (STC 251/2006, de 25 de julio).  


 


Concretamente, la precitada Sentencia 50/1999, de 6 de abril establece:  
 
“Respecto de la competencia relativa a la libre organización de la propia Administración 


autonómica, que con carácter de competencia exclusiva alegan las dos Comunidades 


Autónomas, debe advertirse que esta competencia, que efectivamente ha sido 


reconocida por este Tribunal en diversas ocasiones como algo inherente a la 


autonomía (STC 227/1988, fundamento jurídico 24) en tanto que competencia 
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exclusiva tiene como único contenido la potestad para crear, modificar y suprimir los 


órganos, unidades administrativas o entidades que configuran las respectivas 


Administraciones autonómicas o dependen de ellas (SSTC 35/1982, 165/1986, 13/1988 


y 227/1988). Hemos declarado que «conformar libremente la estructura orgánica de su 


aparato administrativo» (STC 165/1986, fundamento jurídico 6º), establecer cuáles son 


«los órganos e instituciones» que configuran las respectivas Administraciones (STC 


35/1982, fundamenta jurídico 2º), son decisiones que corresponden únicamente a las 


Comunidades Autónomas y, en consecuencia, el Estado debe abstenerse de cualquier 


intervención en este ámbito (STC 227/1988 y «a sensu contrario» STC 13/1988)” (el 


subrayado es nuestro). 
 


La Memoria del análisis de impacto normativo que consta en el expediente 


justifica la creación de la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid en 


los siguientes términos: 


 
“En el ámbito de las Administraciones Públicas, la consagración del derecho del 


 ciudadano a comunicarse con ellas a través de medios electrónicos comporta una 


 obligación correlativa de las mismas, como es la de crear las condiciones necesarias 


 para optimizar el correcto funcionamiento de las infraestructuras esenciales en su 


 relación con los ciudadanos. 


 


Sin embargo, varios retos y amenazas afectan al desarrollo de la sociedad de la 


 información y ponen en peligro su seguridad. La interrelación y dependencia de las 


 infraestructuras y los servicios de comunicaciones hacen que su protección ante 


 ciberamenazas se haya convertido en un pilar básico. 


 


Para dar respuesta a estas necesidades, es preciso un organismo que, en el ámbito de 


 competencias de la Comunidad de Madrid, vele por el cumplimiento de las funciones 


 del servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una cultura de la 


 ciberseguridad que incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas de 


 información en la Comunidad de Madrid, incluyendo las Administraciones Públicas y 


 entes locales, y colaborando y apoyando a empresas, PYMES y ciudadanos”. 
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Tercera.- Tramitación del Anteproyecto de Ley. 
 


El artículo 15.2 del EA atribuye la iniciativa legislativa al Gobierno, en los 


términos que se establezcan en el Reglamento de la Asamblea. Por su parte, el 


artículo 21.d) de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Administración de 


la Comunidad de Madrid (en lo sucesivo, Ley 1/1983), determina que corresponde al 


mismo “aprobar los proyectos de Ley para su remisión a la Asamblea”.  


 


La concreta iniciativa para la elaboración y tramitación del Anteproyecto se 


ejerce en este caso por la Consejería de Administración Local y Digitalización, a la que 


compete, a través de la Dirección General de Política Digital, la “definición, 


coordinación e impulso de la estrategia de digitalización de la Comunidad de Madrid y 


promover y fomentar la seguridad de la información y la ciberseguridad” (artículo 4.1.a) 


del Decreto 198/2021, de 3 de agosto, por el que se establece la estructura orgánica 


de la Consejería de Administración Local y Digitalización), añadiendo el artículo 31 de 


la Ley 1/1983, que “los Consejeros, como miembros del Consejo de Gobierno, 


participan en la dirección de la política de la Comunidad de Madrid y en cuanto tales 


tendrán las siguientes atribuciones: (…) b) Proponer y presentar al Consejo de 


Gobierno los anteproyectos de Ley y proyectos de Decreto, relativos a las cuestiones 


atribuidas a su Consejería y refrendar estos últimos una vez aprobados”. 


 


En el análisis de la tramitación de este Anteproyecto servirá como parámetro el 


Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y 


simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter 


general en la Comunidad de Madrid (Decreto 52/2021, en lo sucesivo), aplicable a los 


procedimientos de elaboración y tramitación de los anteproyectos de normas con 


rango de ley (art. 1.2).  


 


La revisión de la documentación obrante en el expediente permitirá verificar el 


cumplimiento de los trámites enumerados en el Decreto 52/2021 en los términos que 


se exponen a continuación.  
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Urge subrayar, prima facie, que, mediante la Orden de 4 de marzo de 2022, del 


Consejero de Administración Local y Digitalización, se declaró la tramitación urgente 


del Anteproyecto.  


 


A propósito de este aspecto, la precitada Orden explica: “Los ciberataques y 


ciberamenazas constituyen en estos últimos años una de las preocupaciones 


principales, la Unión Europea establece en el Programa Marco Europa Digital 21-27 


que la ciberseguridad debe ser un pilar fundamental en el desarrollo de políticas 


públicas que debe hacer frente a las amenazas y riesgos que provienen del aumento 


exponencial de las conexiones y el intercambio masivo de todo tipo de datos en las 


redes de comunicación y computación. Disponer de capacidades de ciberseguridad 


que puedan proteger y defender a las organizaciones públicas y privadas es ya una 


realidad y una necesidad incuestionable en aras de garantizar la continuidad del 


servicio y de evitar robos y fugas de información sensible, incluidos datos personales 


de categoría especial e información de propiedad intelectual.  


 


El final de la década no solo pasará a la historia por la crisis sanitaria global; 


2020 también fue el año que más incidentes de seguridad se produjeron y más 


digitalización forzosa de negocios, sistemas educativos, sanitarios, etc., irrupción del 


teletrabajo, y, en consecuencia, aumento de la exposición y presencia masiva en 


Internet de todo tipo de trámites y operaciones de ciudadanos, empresas y 


administraciones públicas. La proliferación de cambios en tiempo récord ha dado alas 


a todo tipo de actores hostiles (ciber-atacantes) nacionales e internacionales, 


brindándoles nuevas y numerosas oportunidades de actuar. De hecho, durante todo el 


2020, el CCN-CERT dependiente del CNI, Ministerio de Defensa, detectó 82.530 


incidentes, casi el doble que el año anterior.  


 


Esta tendencia ha continuado durante el pasado 2021, y a falta de conocer en 


detalle los números, hay que recordar que se han producido ataques muy graves en 


España, entre los que podemos destacar, los ataques al SEPE, al Ministerio de 


Trabajo, y los que han padecido multitud de ayuntamientos, todos ellos con pérdida de 


servicio durante semanas e impacto en el servicio durante meses.  
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En lo que llevamos de 2022, la situación no ha parado de agravarse, los 


ciberataques se utilizan como un arma y una estrategia más de desestabilización de la 


sociedad, situación que empieza ser habitual en el contexto de alerta crítica en 


términos de ciberseguridad en el que vivimos. Estos ataques pueden extenderse al 


resto de Europa, incluida España, y provocar indisponibilidades muy graves en los 


servicios públicos vitales para los ciudadanos, destacando especialmente los que se 


prestan en el ámbito sanitario y en cualquiera de las infraestructuras críticas 


designadas por el Estado.  


 


La Comunidad de Madrid no es ajena a esta situación, y lleva tiempo 


reforzando sus capacidades de ciberseguridad, especialmente de protección y 


prevención ante ciberataques e incidentes de seguridad de su propia Administración 


Pública, lo que incluye la información y servicios digitales de todo su sector público. 


 


Para dar respuesta a estas necesidades, es preciso un organismo que, en el 


ámbito de competencias de la Comunidad de Madrid, defina y vele por la ejecución de 


las políticas públicas en materia de ciberseguridad y permita impulsar una cultura de la 


ciberseguridad que incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas de 


información en la Comunidad de Madrid, incluyendo las administraciones públicas y 


entes locales, colaborando y apoyando a empresas, PYMES y ciudadanos”.  


 


Recordamos, en esta sede, que el Consejo de Estado ya alertó en su Dictamen 


779/2009, de 21 de mayo, sobre el uso prudente que había de hacerse de las 


declaraciones de urgencia, especialmente en asuntos en los que, por su especial 


complejidad y envergadura, puede “padecer más la calidad que el Consejo de Estado 


se esfuerza en mantener en sus dictámenes.” Y es que “es característica de la 


Administración consultiva clásica la de operar con sosiego y reflexión, en un proceso 


no siempre rápido de maduración, que puede quedar frustrado si se trasladan al 


Consejo de Estado, en demasía, las exigencias y apremios propios de la 


Administración activa”.  


 


La tramitación por vía de urgencia del Anteproyecto de Ley no ha impedido, sin 


embargo, que el Anteproyecto sea sometido a consulta pública previa, de acuerdo con 
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el artículo 4.2.a) del Decreto 52/2021, habiéndo sido incorporado al expediente el 


Acuerdo del Consejo de Gobierno que la autoriza, conforme a lo señalado por el 


artículo 5.1 del mismo Decreto. 


 


En otro orden de cuestiones, observamos que consta en el expediente la 


MAIN, elaborada por la Consejería de Administración Local y Digitalización, cuya 


versión extendida se ajusta, en términos generales, a lo previsto en el artículo 7 del 


Decreto 52/2021.  


 


Se aprecia, no obstante, que la última versión de la MAIN no incorpora una 


referencia a la evaluación “ex post” en los términos previstos en el artículo 7.4 e) del 


Decreto 52/2021, por lo que debería incorporarse alguna mención a este extremo en la 


misma.  


 


En adición, deberá incorporarse a la ficha de resumen ejecutivo de la MAIN una 


alusión al trámite de consulta previa, así como actualizarse la descripción que dicha 


MAIN hace de la tramitación en su apartado 5.2, especificando qué trámites se han 


realizado ya, puesto que, conforme al artículo 7.5 del Decreto 52/2021, “el centro 


directivo competente para la realización de la memoria actualizará el contenido de la 


misma con las novedades significativas que se produzcan a lo largo del procedimiento 


de tramitación, en especial, la descripción de la tramitación y consulta”.   


 


Como viene refiriendo la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de 


Madrid a propósito de las normas reglamentarias que informa (doctrina que resulta 


perfectamente extrapolable a los anteproyectos de ley), la actualización de la MAIN 


permitirá comprobar que, de hecho, los diversos trámites del procedimiento han 


resultado útiles y no un mero formalismo de cara a la depuración progresiva de la 


norma proyectada, esto es, que el documento de referencia “responde a la naturaleza 


que le otorga su normativa reguladora como un proceso continuo”. Así, por todos, en 


su Dictamen 8/2021, de 12 de enero.  


 


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 del Decreto 52/2021, durante 


el procedimiento de elaboración de la norma, el centro directivo proponente recabará 
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los informes y dictámenes que resulten preceptivos, así como los estudios y consultas 


que estime convenientes, debiendo justificar los informes facultativos que se soliciten, 


en su caso.  


 


Entre los informes preceptivos incorporados al expediente, pueden 


mencionarse los siguientes:  


 


- Informe de coordinación y calidad normativa de la Secretaría General Técnica 


de Presidencia, Justicia e Interior, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 8.4 del 


Decreto 52/2021 y 26.3.a) del Decreto 191/2021, de 3 de agosto, del Consejo de 


Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 


Presidencia, Justicia e Interior.  


 


- Informe de impacto por razón de género, elaborado por la Dirección General 


de Igualdad (Consejería de Familia, Juventud y Política Social) al amparo del artículo 


19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 


hombres.  


 


- Informe de impacto por razón de orientación sexual, identidad y expresión de 


género, elaborado por la Dirección General de Igualdad (Consejería de Familia, 


Juventud y Política Social) de acuerdo con el artículo 21 de la Ley 3/2016, de 22 de 


julio, de Protección Integral contra la LGTBifobia y la Discriminación por Razón de 


Orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de Madrid, y el artículo 45 de la Ley 


2/2016, de 29 de marzo, de Identidad y Expresión de Género e Igualdad Social y no 


Discriminación de Madrid.  


 


- Informe de impacto en la infancia, adolescencia y la familia, elaborado por la 


Dirección General de Infancia, Familia y Fomento de la Natalidad (Consejería de 


Familia, Juventud y Política Social) conforme al artículo 22 quinquies de la Ley 


Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor y de modificación 


del Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil, y la Disposición final décima de la Ley 


40/2003, de 18 noviembre, de Protección a las Familias Numerosas.  
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Por otro lado, se ha recabado informe de la Dirección General de 


Presupuestos, la Dirección General de Recursos Humanos, la Dirección General de 


Tributos, la Dirección General de Política Financiera y Tesorería, la Dirección General 


de Patrimonio y Contratación, y la Dirección General de Función Pública, todas de la 


Consejería de Economía, Hacienda y Empleo; de la Intervención General de la 


Comunidad de Madrid; de los Delegados de protección de datos de la Consejería de 


Familia, Juventud y Política Social y de la Consejería de Presidencia, Justicia e 


Interior; de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112; y de la Subdirección 


General de Protección Civil de la Consejería de Presidencia, Justicia e Interior. 


 


Además, el Anteproyecto y la MAIN se comunicaron a las Secretarías 


Generales Técnicas de cada Consejería para su conocimiento y, en su caso, 


realización de las observaciones oportunas en cuanto a su adecuación al orden 


competencial y de atribuciones establecido en los diferentes decretos de estructura 


(art. 4.3 del Decreto 52/2021). Han presentado observaciones las Consejerías que se 


relacionan en los antecedentes del presente Informe.  


 


Mediante Resolución de 26 de abril de 2022 de la Dirección General de Política 


Digital de la Consejería de Administración Local y Digitalización, se sometió el 


Anteproyecto de Ley al trámite de audiencia e información pública por un plazo de 


siete días hábiles desde el siguiente a su publicación en el Portal de Transparencia de 


la Comunidad de Madrid, conforme prevé el artículo 9 del Decreto 52/2021.  


 


Finalmente, se aporta el preceptivo informe de legalidad elaborado por la 


Secretaría General Técnica de la Consejería proponente (art. 4.2.e) y 8.5 del Decreto 


52/2021), firmado el 9 de mayo de 2022 por la Ilma. Sra. Secretaria General Técnica 


de la Consejería de Administración Local y Digitalización. 


 


 


Cuarta.- Examen del contenido normativo del Anteproyecto.  
 


Analizaremos, a continuación, el contenido del Anteproyecto de Ley, tanto 


desde una perspectiva material como formal, ateniéndonos, en este último aspecto, a 
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las Directrices de Técnica Normativa aprobadas por el Acuerdo del Consejo de 


Ministros de 22 de julio de 2005 (en adelante, las “Directrices”), que resultan aplicables 


en la Comunidad de Madrid “por su carácter normalizador respecto de la técnica 


aplicable al procedimiento para el ejercicio de la iniciativa legislativa y de la potestad 


reglamentaria del Consejo de Gobierno”, según fuera señalado por la Comisión 


Jurídica Asesora de la Comunidad en su Dictamen 488/2021, de 5 de octubre. 


 


Como se ha comentado antes, el Anteproyecto de Ley examinado consta de un 


título, una parte expositiva, denominada “Exposición de Motivos” conforme establece 


la Directriz 11ª, seguida de una parte dispositiva, integrada por catorce artículos, una 


disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 


 


La denominación del título cumple con las previsiones de las Directrices 5ª a 


9ª. 


 


La Exposición de Motivos del Anteproyecto describe el contenido del texto y 


sus antecedentes, identifica su finalidad y resume su concreto alcance, habiendo sido 


estructurada en tres apartados. Cumple, de ese modo, la función que le atribuyen las 


Directrices 11ª y 12ª. Además, se justifica la adecuación del Anteproyecto a los 


principios de buena regulación en los términos prescritos por el artículo 2.1 del 


Decreto 52/2021. Sin embargo, la denominación debe ir en mayúscula, conforme a la 


Directriz 11ª. 


 


Asimismo, dentro de esta Exposición de Motivos, debería hacerse referencia, 


en el párrafo décimo, al sometimiento de la Agencia al derecho administrativo cuando 


ejerza potestades públicas. 


  


En el apartado II, donde dice trece artículos, debe decir catorce artículos. 


Dentro del mismo apartado, en la descripción del Capítulo I, habría que referirse 


también a la naturaleza y régimen jurídico. 


 


Finalmente, en la descripción del principio de necesidad y eficacia, la 


Exposición de Motivos indica que “en particular, los principios de necesidad y eficacia 
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están garantizados por el interés general que subyace a esta regulación, como son 


fomentar la seguridad en las relaciones telemáticas, mejorar la protección de los 
usuarios de las tecnologías de información y comunicación y fomentar el 


crecimiento económico por medio de la digitalización y la innovación”. Debe advertirse, 


como ya dijimos al tratar el tema competencial, que la actuación de la Agencia debe 


realizarse en el estricto ámbito competencial en el que puede operar, conforme al 


sistema constitucional de distribución de competencias: la administración digital y, en 


la medida en que se relacionen con la Administración por medios electrónicos, las 


relaciones con los administrados. Convendría, por ello, incluir alguna precisión en este 


sentido. 


 


 


Dentro de la parte dispositiva, haremos referencia a aquellos preceptos que 


sean merecedores de alguna observación de índole jurídica. 


 


- El artículo 1 presenta la siguiente redacción: 


 
“1. Se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid (en los sucesivo 


la Agencia), como ente de Derecho Público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 


9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, 


con personalidad jurídica propia, que ejerce su actividad sujeta al ordenamiento jurídico 


privado, plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y con plena 


autonomía orgánica y funcional, adscrita a la Consejería competente en materia de 


digitalización.  


2. La Agencia se rige por la presente ley y por las demás leyes y disposiciones que se 


dicten para su desarrollo y ejecución.  


3. La actividad de la Agencia se ajusta, con carácter general, en sus relaciones 


externas, a las normas del ordenamiento jurídico privado, salvo los actos que implican 


el ejercicio de potestades administrativas, que se someten al derecho administrativo; 


siendo de aplicación la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 


Común, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y la 


Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y Participación de la Comunidad de 


Madrid.  


4. Las resoluciones dictadas en el ejercicio de estas potestades por los órganos de 


gobierno de la Agencia pondrán fin a la vía administrativa, y contra las mismas podrá 
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interponerse recurso de reposición o recurso ante la jurisdicción contencioso-


administrativa en los términos previstos por las Leyes”. 
 


Las referencias que el apartado 2 hace al régimen jurídico de la Agencia 


resultan algo imprecisas, puesto que de su redacción parece desprenderse que sólo 


se rige por su Ley de creación y las disposiciones que se dicten en su desarrollo.  


 


A este respecto, conviene recordar que el artículo 6 de la ya citada Ley 9/1990, 


referido a la tipología de entes entre los que se incluye a la Agencia, establece que “El 


resto de Entes del sector público de la Comunidad no incluidos en los artículos 


anteriores se regirá por su normativa específica. 


En todo caso, se aplicarán a los citados Entes las disposiciones de la presente 


Ley que expresamente se refieran a los mismos y, con carácter supletorio, las relativas 


a materias no reguladas en sus normas específicas”. 


 


De acuerdo con ello, y en aras de una mayor claridad, convendría reformular la 


redacción de este apartado a fin de acomodar el régimen jurídico de la Agencia a lo 


señalado en este precepto. 


En adición, el apartado 3 del artículo 1 proyectado establece que “la actividad 


de la Agencia se ajusta, con carácter general, en sus relaciones externas, a las 


normas del ordenamiento jurídico privado, salvo los actos que implican el ejercicio de 


potestades administrativas, que se someten al derecho administrativo; siendo de 


aplicación la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común, la 


Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y la Ley 


10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y Participación de la Comunidad de Madrid”. 


La alusión que se hace al carácter externo de las relaciones de la Agencia para 


justificar la aplicación del Derecho privado resulta confusa. Se sugiere sustituirla por la 


siguiente redacción:  


 
“La Agencia se sujetará con carácter general al Derecho privado, sin perjuicio de su 


sujeción al Derecho público en el ejercicio de potestades administrativas”. 
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- El artículo 2 contempla el ámbito de actuación de la Agencia. 


 


En relación con el primer apartado, en el que se configura a la Agencia como 


“órgano de apoyo a empresas, PYMES y ciudadanos de la Comunidad de Madrid”, 


debemos reiterar lo ya advertido por el TC en su STC 142/2018 sobre la necesidad de 


que la actuación de la Agencia quede circunscrita a su ámbito de competencia 


material, persiguiendo medidas de autoprotección de la Administración digital 


madrileña y, en la medida en que se relacionan con ella por medios electrónicos, de 


sus administrados. Así, la STC mencionada declaró inconstitucional el siguiente inciso 


resaltado del artículo 2.3 de la Ley catalana 15/2017: 


 
“3. La Agencia de Ciberseguridad de Cataluña, en la ejecución de los objetivos a que 


se refiere el apartado 2, puede ejercer sus funciones con relación a las personas 
físicas o jurídicas situadas en Cataluña y establecer la colaboración necesaria con 


los prestadores de servicios de la sociedad de la información y de comunicaciones 


electrónicas que actúen o tengan infraestructura en Cataluña”. 
 


Las razones para proclamar inconstitucional dicho inciso se exponen en la 


sentencia como sigue: 


 
“Nuevamente la referencia incondicionada a las personas físicas y jurídicas evidencia 


una pretensión de Generalitat en la actuación de la Agencia que supera las 


atribuciones autonómicas en esta materia. Es, así, contraria al orden competencial por 


cuanto no se limita a objetivos relacionados con la necesidad de proteger las redes y 


sistemas de información propios y los de los particulares y de otras administraciones 


que se relacionan por medios electrónicos con la Administración”. 
 


Procede revisar la redacción del apartado, para conferirle mayor claridad en el 


sentido indicado. 


 


Esta consideración tiene carácter esencial. 


 


Por otra parte, la práctica totalidad de los centros directivos que han informado 


el Anteproyecto han puesto de manifiesto la conveniencia de hacer referencia, no sólo 
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a la coordinación con la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, sino 


también con la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid.  


 


Sobre esta cuestión, la MAIN afirma: 


 
“No existe un solapamiento de funciones de las dos Agencias. Por un lado la Agencia 


para la Administración Digital, como titular de los sistemas de información de la 


Comunidad de Madrid, en virtud de la competencia que tiene atribuida, en exclusiva, 


para su adquisición y desarrollo, incluidas las redes electrónicas, ha de 


responsabilizarse de la seguridad de la información y datos que se tratan en las 


mismas y desde esa exclusiva perspectiva le corresponde la definición, planificación y 


ejecución de proyectos y servicios relacionados con la ciberseguridad, es decir, la 


Agencia para la Administración Digital es responsable de la ciberseguridad de los 


sistemas de información y de redes electrónicas de su titularidad.  


Por otro lado, la Agencia para la Ciberseguridad tiene por objetivo coordinar, impulsar y 


supervisar la ciberseguridad en la Administración, atendiendo a los diferentes entes, 


órganos y organismos, titulares de sistemas de información y redes, de ahí la 


necesidad de crear una Agencia coordinadora de toda la Administración que requiere 


de un importante impulso dada la transformación y digitalización a la que se enfrenta la 


Comunidad de Madrid, siendo importante que la existencia de un entidad que supervise 


la dirección y planificación de los órganos, organismos y entidades de la Comunidad de 


Madrid, con funciones en ciberseguridad”.  
 


 El artículo 2.1 del Anteproyecto señala que la Agencia para la Ciberseguridad 


ejerce sus funciones y competencias en el ámbito de la Administración General e 


Institucional de la Comunidad de Madrid con exclusión de las empresas públicas 


autonómicas con forma de sociedad mercantil -aspecto éste último cuya motivación 


debería explicarse-. 


 


La Agencia para la Administración Digital tiene, de conformidad con el artículo 


10.Uno de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas, 


naturaleza de ente público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, por lo que 


quedaría incardinada en el ámbito de actuación de la primera.  
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A su vez, el apartado Tres del artículo 10 de la misma Ley 7/2005 atribuye a la 


Agencia para la Administración Digital, entre otras funciones, la de “j) La seguridad, 


confidencialidad, integridad y disponibilidad de la información tratada, en su ámbito de 


responsabilidad”.  


 


En adición, se encuentra actualmente en tramitación una modificación de esta 


Agencia a través del Proyecto de Ley de Medidas urgentes para el impulso de la 


actividad económica y la modernización de la Administración de la Comunidad de 


Madrid, que, de aprobarse, conferirá al artículo 10 citado ut supra la siguiente 


redacción: 


 
“1. La Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid se configura 


como ente público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de 


noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, con personalidad 


jurídica propia, plena capacidad jurídica y de obrar y autonomía de gestión, que tiene 


por objeto la definición, planificación y ejecución de proyectos y servicios relacionados 


con tecnologías de la información, comunicaciones electrónicas y ciberseguridad, 


garantizando la interoperabilidad, escalabilidad, compatibilidad, suministro e 


intercambio de información, en el ámbito de actuación definido en el apartado dos de 


este artículo”. 


 


El referido apartado Dos, señala, a su vez, que: 


 
“1. La Agencia de Informática y Comunicaciones de la Comunidad de Madrid (ahora 


denominada Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid) 


ejercerá sus funciones, en el ámbito de la Administración General y sus Organismos 


Autónomos, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente. 


2. Dichas funciones se ejercerán además respecto de las empresas públicas y demás 


entes públicos para la implementación de los productos y servicios declarados como de 


uso uniforme y exclusivo en toda la Comunidad de Madrid; y para la implantación de 


los servicios y sistemas de información corporativos o institucionales, de aplicación en 


toda la Comunidad de Madrid. (…)” 


 


A la vista de lo anterior, esta Abogacía General considera igualmente 


recomendable hacer alusión a la coordinación con la Agencia para la Administración 
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Digital en el Anteproyecto, toda vez que parece resultar que su ámbito material de 


actuación podría coincidir, siquiera parcialmente, con el de la nueva Agencia para la 


Ciberseguridad. 


 


Convendría, por otro lado, que la MAIN ahondase en las razones por las que 


no se considera, como alternativa, la posibilidad de ampliar y reforzar las 


competencias de la Agencia Madrileña para la Administración Digital, evitando así la 


creación de un nuevo ente, tal y como apunta el informe elaborado por la Secretaría 


General Técnica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo que figura en el 


expediente.  


 


En lo que atañe a los apartados 2 y 3 de este artículo 1, observamos que su 


redacción adolece de cierta imprecisión, pues no puede determinarse con claridad el 


sentido y alcance de las expresiones “podrá ejercer sus funciones públicas” y “podrá 


prestar servicios propios de sus funciones”. 


 


Esta indeterminación pudiera motivar el surgimiento de dudas en cuanto a si 


las previsiones incorporadas en estos apartados resultan realmente conciliables con la 


doctrina constitucional previamente expuesta, relativa al alcance de las competencias 


autonómicas en materia de ciberseguridad. 


 


Traemos a colación, en esta sede, la interpretación conforme que es llevada al 


fallo de la STC 142/2018, de continua cita, que permite sustentar la constitucionalidad 


de las funciones que el artículo 2.2 de la Ley 15/2017, de 25 de julio, atribuye a la 


Agencia de Ciberseguridad de Cataluña, “entendido en el sentido de que el objetivo 


que persigue la Agencia se relaciona con la necesidad de proteger las redes y 


sistemas de información de la Administración de la Generalidad y de su sector público 


y los de los particulares y otras administraciones públicas que se relacionan por 


medios electrónicos con dicha administración”.  


 


De acuerdo con ello, debería explicitarse en la MAIN que la regulación 


proyectada descansa sobre tal premisa. Al tiempo, debería reformularse el precepto 


examinado a fin de clarificar tal aspecto. 
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Esta consideración tiene carácter esencial 


 


Esta misma cautela resulta predicable de algunas de las disposiciones 


contenidas en el artículo 3 del Anteproyecto, en los términos que abordaremos 


seguidamente. 


 


En fin, en sede de técnica normativa, deberá sustituirse las mayúsculas de 


“Sociedad Mercantil” de los apartados 1 y 2 por minúsculas; la forma correcta de citar 


la Asamblea es “Asamblea de Madrid”, conforme al Capítulo I del Título I del EA; y, en 


último término, dentro del apartado 4, se advierte que “para el mejor cumplimiento de 


sus fines” y “para el mejor logro de estos” son expresiones redundantes. 


 


 


- El artículo 3 se ha rubricado “Objeto y competencias”; sin embargo, al 


describir su contenido, el apartado 1 se refiere al “objeto de la Agencia”, mientras que 


el apartado 2 fija sus “objetivos”. No se entiende esta distinción entre objeto y objetivo. 


La RAE define el objeto como “el fin o intento a que se dirige o encamina una acción u 


operación”, mientras que, dentro de las acepciones de “objetivo”, se encuentra la de 


“objeto”. Se recomienda sustituir la referencia a objetivos por funciones, modificando 


en este sentido la rúbrica del precepto. 


 


Por otro lado, el apartado 1 indica que la Agencia tiene como objeto “dirigir y 


coordinar la ciberseguridad en la Administración de la Comunidad de Madrid”, 


mientras que el apartado 2 señala que “la Agencia tiene por objetivo definir y velar por 


la ejecución de las políticas públicas en materia de ciberseguridad”. Como puede 


comprobarse, la coincidencia entre ambos apartados no es plena.  


 


Debe traerse a colación, en este punto, la Exposición de Motivos del 


Anteproyecto, en la que se afirma que “el objeto definido en el articulado se centra en 


dirigir y coordinar y no en implementar, operar o ejecutar funciones que seguirán 


siendo responsabilidad de cada uno de los organismos”.  
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Asimismo, debe ponerse en relación este precepto con las competencias 


estatales exclusivas en materia de ciberseguridad, en los términos expuestos en la 


Consideración Jurídica Segunda de este Informe. Por lo tanto, la actuación de la 


Agencia debe realizarse, dentro de su ámbito material de competencia y conforme a 


las normas dictadas por el Estado.  


 


Así, deberá precisarse que la actuación de la Agencia expresada en el 


apartado 1, lo es a los solos efectos de llevar a cabo las funciones del apartado 2, de 


tal forma que, en todo caso, las actuaciones del ente se limiten al ámbito constitucional 


en el que puede operar de forma legítima: la administración electrónica de la 


Comunidad de Madrid, en los términos que venimos detallando. 


 


Esta consideración tiene carácter esencial. 


 


También, en este artículo, sería aconsejable hacer referencia al ejercicio de las 


competencias de la Agencia teniendo en cuenta las de la Agencia de Seguridad y 


Emergencias Madrid 112 y las de la Agencia para la Administración Digital de la 


Comunidad de Madrid, conforme a lo expuesto ut supra. 


 


Entrando a analizar algunas de las funciones de la Agencia descritas por el 


apartado 2, la letra a) consagra la de “asesorar al Gobierno de la Comunidad de 


Madrid en el desarrollo de su estrategia de ciberseguridad que contemple la 


administración y el sector público autonómico (…)” se recomienda precisar que, a los 


efectos de esta Ley, dentro del sector público autonómico no se encuentran las 


sociedades mercantiles, conforme a lo señalado por el artículo 2.1 del Anteproyecto. 


 


En segundo lugar, la letra b) atribuye a la Agencia la función de “aprobar la 


política global de seguridad de la información para la Administración General e 


institucional de la Comunidad de Madrid”.  


 


El artículo 11.1 del Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el 


Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica 


señalaba que “todos los órganos superiores de las Administraciones públicas deberán 
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disponer formalmente de su política de seguridad que articule la gestión continuada de 


la seguridad, que será aprobada por el titular del órgano superior correspondiente”. Al 


amparo de este precepto, parecía lógico concluir que la política de seguridad debía ser 


aprobada por alguno de los órganos superiores de la Comunidad de Madrid que, 


según el artículo 1.1 de la Ley 1/1983, son “el Presidente, el Consejo de Gobierno y 


los Consejeros”. 


 


El Real Decreto 3/2010, sin embargo, ha sido derogado por el Real Decreto 


311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad –


dictado por el Estado al amparo de sus competencias exclusivas y, por tanto, de 


directa aplicación en todas las Administraciones Públicas- cuyo artículo 12, después 


de definir la política de seguridad de la información como “el conjunto de directrices 


que rigen la forma en que una organización gestiona y protege la información que trata 


y los servicios que presta”, señala, en su apartado 2, “cada administración pública 


contará con una política de seguridad formalmente aprobada por el órgano 


competente. Asimismo, cada órgano o entidad con personalidad jurídica propia 


comprendido en el ámbito subjetivo del artículo 2 deberá contar con una política de 


seguridad formalmente aprobada por el órgano competente”. Añade a continuación 


que “No obstante, la totalidad o una parte de los sujetos de un sector público 


institucional podrán quedar incluidos en el ámbito subjetivo de la política de seguridad 


aprobada por la Administración con la que guarden relación de vinculación, 


dependencia o adscripción, cuando así lo determinen los órganos competentes en el 


ejercicio de las potestades de organización”.  


 


Si bien corresponde a la Comunidad de Madrid definir el órgano competente 


para aprobar las políticas de seguridad, no parece que el precepto transcrito permita 


que un ente público institucional apruebe una única política global para toda la 


Administración en los términos señalados en la citada letra b) que ocupa nuestro 


estudio. 


 


Asimismo debe recordarse que el artículo 22.1 del Estatuto de Autonomía  


configura al Gobierno de la Comunidad de Madrid como el órgano de dirección 


política. 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


94
74


50
00


53
13


01
05


74
85


Ref: 03/559070.9/22







  
 
 
 
 
 


 
29 


 
 


ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


 


Se aprecia, además, que tal previsión puede entrañar cierta contradicción con 


lo señalado en la letra a) que, recordemos, atribuye a la Agencia la función de 


“asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia de 


ciberseguridad que contemple la administración y el sector público autonómico (…)”. 


 


En orden a dotar al texto de la debida coherencia y claridad, debe 


reconsiderarse, en consecuencia, tal aspecto. 


 


Esta Consideración tiene carácter esencial 


 


Dentro de la letra f), la alusión que se hace a la coordinación “con todos 


aquellos que se considere necesario” resulta excesivamente genérica; se reitera que 


la actuación de la Agencia debe limitarse a su ámbito propio competencial. 


 


Finalmente, por lo que respecta a la funciones de “promover ayudas que 


fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la ciberseguridad en las 


empresas y PYMES madrileñas” (apartado l), debe significarse que “la subvención no 


es un concepto que delimite competencias” (SSTC 39/1982 y 179/1985), de modo que 


el solo hecho de financiar no puede erigirse en núcleo que atraiga hacia sí toda 


competencia sobre los variados aspectos a que pueda dar lugar la actividad de 


financiación (SSTC 39/1982, 144/1985, 179/1985 y 146/1986). En consecuencia, la 


delimitación del régimen de distribución de competencias entre el Estado y las 


Comunidades Autónomas debe realizarse con sujeción a las competencias que 


incidan en la materia concreta sobre la que verse la subvención. Por lo tanto, las 


eventuales ayudas deberían responder al título competencial en virtud del cual la 


Administración madrileña puede actuar en materia de ciberseguridad: medidas de 


protección de sus infraestructuras y redes relacionadas con su administración digital y, 


en la medida en que se relacionen con ella por medios electrónicos, las relaciones con 


los administrados. Esta última observación también sería predicable de los apartados 


j) y k). 
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- En el artículo 4 se relacionan los órganos de la Agencia: el Presidente del 


Consejo de Administración, el Consejo de Administración y el Consejero-Delegado de 


la Agencia. También se alude a la existencia de un Comité de Seguridad de la 


Información. 


 


Se recomienda regular la forma concreta en que se desarrollará este Comité de 


Seguridad de la Información: su naturaleza, instrumento para la determinación de su 


estructura, funciones (...). 


 


Cabe advertir, en este punto, que la figura del Presidente del Consejo de 


Administración no es objeto de regulación específica en la norma proyectada, a 


diferencia de lo que ocurre con el Consejo de Administración y el Consejero-Delegado, 


que se regulan en los artículos 5 y 6 respectivamente. Por razones de completud de la 


norma, debería incorporarse un artículo dedicado a su figura y funciones. 


 


 


- El artículo 5, relativo al Consejo de Administración, comienza afirmando que 


“el Consejo de Administración, cuya composición se perseguirá que sea paritaria…”.  


 


Si atendemos a los miembros de este Consejo de Administración, podemos 


comprobar como todos y cada uno de los cargos son nominales o, si se quiere, natos: 


una vez que una persona se convierte en titular de un puesto de los que dan lugar a 


ser miembro de este Consejo, será esa persona y no otra la que se convierta en 


miembro del Consejo de Administración de la Agencia para la Ciberseguridad; en 


consecuencia, no es posible, desde la Agencia, perseguir la paridad en la composición 


del Consejo: si la mayoría de titulares de los cargos que llevan aparejada la 


participación en este Consejo son, v.gr., hombres, no será posible alterar su 


composición.  


 


Por otro lado, sería recomendable hacer constar expresamente en este artículo 


las funciones del Presidente y del Vicepresidente, igual que se hace con las del 


Consejero Delegado.  
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Dentro del apartado 3, se recomienda precisar la forma de aplicar el último 


inciso “designadas por la persona titular de la consejería respectiva o por quien 


designe el Consejo de Administración”, en aras del principio de seguridad jurídica.  


 


En cuanto al apartado 5, pudiera entenderse que las funciones contempladas 


en los apartados c) (“aprobar el Plan de difusión, formación y concienciación en 


materia de ciberseguridad para la Región de Madrid a propuesta del Consejero 


Delegado”), h) (“Aprobar las actividades de difusión, formación y concienciación en 


materia de ciberseguridad”) y j) (“Promover e impulsar las ayudas que fomenten e 


impulsen el desarrollo e implantación de la ciberseguridad en las empresas y pymes 


madrileñas”) desbordan, con su amplia redacción, los márgenes en que la 


ciberseguridad se entiende integrada en las competencias autonómicas, por lo que se 


hace necesaria una mayor precisión en su enunciado, en coherencia con lo que 


venimos señalando en el presente informe. 


 


Esta Consideración tiene carácter esencial 


 


Finalmente, se recomienda unificar la terminología entre la consignada como 


letra k) y la correlativa del artículo 6.2.j). 


 


 


- El artículo 6 regula la figura del Consejero Delegado.  


 


Llama la atención que se atribuya al mismo la representación legal ordinaria de 


la Agencia, cuando es costumbre atribuir tal función al Presidente del ente en cuestión, 


que también suele serlo del Consejo de Administración (vid. en este sentido el 


apartado Siete del artículo 10 de la Ley 7/2005, que regula la Agencia para la 


Administración Digital de la Comunidad de Madrid). 


 


De otra parte, y por lo que respecta a las funciones que se le confieren en el 


apartado 2, recordamos que las mismas solo pueden ser entendidas en el marco 


delimitado por las competencias autonómicas en materia de ciberseguridad, por lo que 


procede nuevamente precisar tal extremo, evitando redacciones genéricas que 
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puedan inducir a confusión, como es el caso de las funciones descritas en los 


apartados d) y f). 


 


 


- El artículo 7 presenta la siguiente redacción: 


 
“1. El personal de la Agencia de Ciberseguridad tendrá naturaleza laboral y se regirá 


por el convenio colectivo que resulte de aplicación, por la Ley 1/1984, de 19 de enero, 


Reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, por la Ley 


1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la Comunidad de Madrid y por la 


legislación laboral. 


2. La Agencia tendrá plena autonomía de gestión de su personal para el más ágil y 


eficaz cumplimiento de sus fines y objetivos, dentro del marco legislativo y 


presupuestario aplicable. 


3. La contratación del personal se regirá, igualmente, por el convenio colectivo y la 


normativa laboral que resulte de aplicación. Los procesos selectivos se realizarán 


mediante convocatoria pública y seguirán en su convocatoria, métodos de selección y 


procedimiento de resolución, los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como 


los de publicidad y celeridad”. 
 


 En un primer momento, el Anteproyecto preveía que el personal de la Agencia 


fuese tanto de naturaleza laboral como funcionarial, previsión que, por razones que se 


desconocen, ha sido suprimida, definiendo la totalidad del personal del nuevo ente 


como de naturaleza laboral.  


 


 En este punto, debemos traer a colación nuevamente el artículo 1.3 del 


Anteproyecto, el cual –sin perjuicio de las observaciones efectuadas por esta 


Abogacía- señala que “la actividad de la Agencia se ajusta, con carácter general, en 


sus relaciones externas, a las normas del ordenamiento jurídico privado, salvo los 


actos que implican el ejercicio de potestades administrativas, que se someten al 


derecho administrativo”. 


 


El artículo 9.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que 


se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (en 
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lo sucesivo, TREBEP), dispone que “en todo caso, el ejercicio de las funciones que 


impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas 


o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones 


Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos 


que en la ley de desarrollo de cada Administración Pública se establezca”.  


 


Aunque no existe una definición legal de potestad pública, se suele entender 


como una prerrogativa o poder exorbitante otorgada, legalmente, al titular de un 


órgano administrativo, para el cumplimiento de los intereses generales. Por tanto, el 


ejercicio de la potestad produce efectos jurídicos sobre los administrados, 


constituyendo, modificando o extinguiendo, relaciones jurídicas de forma unilateral. 


 


Sobre esta reserva de funciones públicas en favor de los funcionarios, la 


Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 29 de enero de 2019, haciéndose eco, a su 


vez, de la Sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 24 de 


febrero de 2016, secunda esta idea de que las funciones que impliquen la 


participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o en la 


salvaguarda de los intereses generales deben corresponder exclusivamente a 


personal funcionario de acuerdo con la legislación aplicable en materia de función 


pública (artículo 9.2 del EBEP), añadiendo que “no basta con que los actos finales 


sean dictados y firmados por el Presidente de la Agencia (en referencia a la Agencia 


de Innovación y Desarrollo de Andalucía, cuya modificación estatutaria se impugna) 


que en este caso correspondería al Viceconsejero u órganos directivos que tienen 


expresamente atribuida la potestad administrativa, pues esa toma de decisión debe ir 


precedida de la instrucción de un procedimiento que incumbe exclusivamente a los 


funcionarios”.  


 


La Dirección General de Función Pública ha reparado en este aspecto y, así, 


en el informe de 14 de marzo de 2022 que figura en el expediente remitido señala:  


 
“(…) en cuanto al apartado 1 del artículo 7, en el que se determina el tipo de personal 


que puede formar parte de la nueva Agencia de Ciberseguridad, cabe señalar que 


tratándose ésta de un ente de derecho público -conforme se recoge en el propio 


artículo 1 del proyecto-, de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de 
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noviembre, Reguladora de la Hacienda Pública de la Comunidad de Madrid, es 


necesario recoger la posibilidad de que también preste sus servicios personal 


funcionario junto a personal laboral.  


 


En este sentido, cabe recordar que el artículo 9.2 del Texto Refundido de la Ley del 


Estatuto Básico del Empleado Público (TRLEBEP), recoge con carácter de norma 


básica, una reserva de funciones solo para aquella categoría de empleados públicos 


que sean “funcionarios”, para ejercer las funciones “que impliquen la participación 


directa o indirecta en el ejercicio de potestades públicas o en la salvaguardia de los 


intereses generales del Estado y de las Administraciones públicas en los términos que 


en la ley de desarrollo de cada Administración pública se establezca”.  


 


En contestación a esta observación la MAIN se limita a indicar: “No se atiende, 


el personal de la Agencia de Ciberseguridad se regirá por la legislación laboral y por el 


convenio colectivo que resulte de aplicación”. 


 


Consideramos tal respuesta del todo punto insuficiente en aras a garantizar el 


cumplimiento de la premisa legal contenida en el referido artículo 9.2 del TREBEP. 


 


En definitiva, si bien no cabe apreciar su vulneración en tanto el Anteproyecto 


no atribuye, de modo expreso, potestades administrativas al personal laboral, tampoco 


incorpora éste previsión alguna que permita salvaguardar que el desempeño de 


funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de 


potestades públicas (que el artículo 1.3 del Anteproyecto reconoce a la Agencia) 


corresponda al personal funcionario. 


 


Deberá, por ello, revisarse este aspecto, de modo que se garantice que, en 


ningún caso, sea personal laboral el que lleve a cabo el ejercicio de potestades 


administrativas reservadas legalmente a los funcionarios públicos.  


 


Esta consideración tiene carácter esencial 


 


A título meramente ejemplificativo, puede traerse a colación lo prevenido en el 


artículo 9.1 de la Ley 15/2017, de 25 de julio, que regula la Agencia de Ciberseguridad 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


94
74


50
00


53
13


01
05


74
85


Ref: 03/559070.9/22







  
 
 
 
 
 


 
35 


 
 


ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


de Cataluña, el cual prescribe: “El personal de la Agencia de Ciberseguridad de 


Cataluña se rige por el derecho laboral, sin perjuicio de la adscripción de personal 


funcionario para el ejercicio de potestades administrativas”. 


 


 


- El artículo 8 dispone lo siguiente: 


 
“El régimen de contratación de la Agencia será el establecido para las Administraciones 


Públicas en la legislación de contratos del sector público. A estos efectos, la Agencia 


tiene el carácter de poder adjudicador con la consideración de Administración Pública, 


en virtud de los apartados 1.j), 2.b) y 3.a) del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de 


noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 


jurídico español las directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 


2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014”. 
 


En este precepto, la referencia hecha al artículo 3.a) de la Ley 9/2017 debe ser 


sustituida por el artículo 3.d), que es el que se refiere a las “demás entidades con 


personalidad jurídica propia distintas de las expresadas en las letras anteriores que 


hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general 


que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos que 


deban considerarse poder adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3, 


bien financien mayoritariamente su actividad; bien controlen su gestión; o bien 


nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección 


o vigilancia”. 


 


 


- El artículo 9 se refiere al patrimonio de la Agencia, señalando: 


 
“1. El patrimonio de la Agencia estará constituido por el conjunto de sus bienes y 


derechos, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel en 


virtud del cual le hayan sido atribuidos. 


2. El régimen jurídico del patrimonio de la Agencia se adecuará a la legislación básica 


sobre el patrimonio de las Administraciones Públicas y a la legislación autonómica 


sobre el patrimonio de la Comunidad de Madrid. 
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3. Corresponde, en todo caso, a la Agencia la titularidad sobre todo bien afecto o 


necesario para la prestación de los servicios que tiene encomendados en su ámbito de 


actuación, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior”. 
 


El artículo 64.1 de la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la 


Comunidad de Madrid refiere que:  


 
“Los Organismos Autónomos, Entidades de Derecho público y Entes Públicos, además 


de ostentar la titularidad sobre su patrimonio propio, podrán tener adscritos bienes del 


Patrimonio de la Comunidad de Madrid, conforme a lo dispuesto en la presente Ley. 


Asimismo, el Gobierno, a propuesta del Consejero de Presidencia y Hacienda, podrá 


transferir a dichos Organismos y Entidades la titularidad de bienes patrimoniales y de 


dominio público en las condiciones previstas en el artículo 24 y en el apartado 2 del 


artículo 39.”  


 


En consonancia, el artículo 24.4 de la misma Ley 3/2001 dispone que “la 


adscripción transfiere las facultades de uso, administración, conservación y defensa 


no reservados por la presente Ley a otros órganos, pero nunca su titularidad”; sin 


perjuicio de la posibilidad contenida en el apartado 5 del mismo precepto:  


 
“El Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería de Hacienda, podrá transferir la 


titularidad de los bienes y derechos reales de dominio público, de la Administración de 


la Comunidad de Madrid a sus organismos autónomos, entidades de derecho público y 


demás entes públicos, cuando resulte necesario para el cumplimiento de sus objetivos. 


En estos casos, cuando los bienes dejen de ser necesarios para los fines de esas 


entidades, revertirá a la Administración de la Comunidad de Madrid la titularidad de los 


mismos”.  


 


A la vista de este artículo, se recomienda explicar en la MAIN la redacción del 


artículo 9, toda vez que la literalidad actual permitiría entender que cualquier bien 


adscrito a la Agencia pasa a ser directamente de su titularidad (ex lege y sin 


intervención del Gobierno), apartándose así del régimen general contenido en la 


legislación sobre el patrimonio de la Comunidad de Madrid. Se recomienda, por 


razones de seguridad jurídica, aclarar también en el articulado ese extremo.  
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- Dentro del artículo 10.d), se desconoce a qué se refiere el texto cuando 


habla de “conciertos”. Se recomienda su revisión. 


 


 


- En el artículo 11, deberá citarse correctamente la Asamblea de Madrid, 


conforme a lo expuesto anteriormente. 


 


 


- La rúbrica del artículo 12, así como su contenido, deberá incluir una 


referencia a la contabilidad pública. De hecho, el Título VI de la Ley 9/1990, que se 


menciona en su primer apartado, se refiere a la misma. 


 


 


- Finalmente, observamos que el artículo 14, pese a su rúbrica, no aborda una 


regulación completa de la extinción y disolución de la Agencia, por lo que deberá 


completarse su regulación. Asimismo, deberá integrarse en un capítulo independiente, 


conforme a la Directriz 23ª, puesto que no responde a la materia del capítulo en el que 


se ha insertado. 


 


 


Por lo que respecta a la parte final, en la disposición derogatoria deberá 


incluirse un título, conforme a la Directriz 38ª. 


 


En adición, no alcanza a comprenderse el sentido del apartado 2 de la 


disposición final segunda, puesto que las denominaciones de los cargos de los 


miembros del Consejo de Administración son genéricas, por referencia al ámbito 


material de la competencia, y no por referencia a una consejería concreta. 


 


 


Una vez analizado el articulado, debemos, en último término, recomendar una 


revisión del texto, que adolece de erratas. Así, por ejemplo: 


 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


94
74


50
00


53
13


01
05


74
85


Ref: 03/559070.9/22







  
 
 
 
 
 


 
38 


 
 


ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID  
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, JUSTICIA E INTERIOR 


 


.- Dentro de la Exposición de Motivos, el último párrafo del primer apartado 


debe citar correctamente la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 


Régimen Local. 


 


.- En el artículo 1.1, donde dice “en los sucesivo”, debe decir “en lo sucesivo”. 


 


.- Existen incoherencias en cuanto a la forma de citar ciertos órganos: así, en 


ocasiones se habla de la consejería competente en materia de hacienda, mientras que 


en otras, se dice consejería competente en materia de Hacienda, y en otras, 


Consejería competente en materia de hacienda. Asimismo, a veces se habla del 


Consejero-Delegado, otras de Consejero Delegado y otras de consejero delegado; en 


el artículo 5.1.d), debe decirse “secretaria general técnica”. 


 


.- En la práctica totalidad del texto no se incluye espacios después de 


enumeraciones; sin embargo, dicho espacio sí se ha incorporado en la enumeración 


de las funciones del Consejero Delegado que se realiza por el artículo 6. 


 


.- Deberá unificarse el espaciado entre párrafos a continuación de cada punto y 


aparte. 


 


.- En la disposición derogatoria única, falta un punto al final de la frase. 


 


.- Dentro de la disposición final segunda, el apartado 1 debe señalar que “se 


habilita al Gobierno de la Comunidad de Madrid para adoptar…”. 


 


.- La denominación de los artículos deberá concluir con un punto, conforme a la 


Directriz 29ª. 


 


.- De acuerdo con la Directriz 32ª, las enumeraciones no deben ir sangradas, 


sino que tendrán el mismo margen que el resto del texto. 
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En virtud de todo lo expuesto, procede formular la siguiente 


 


  CONCLUSIÓN 
 


El Anteproyecto de Ley merece el parecer favorable de esta Abogacía General, 


sin perjuicio de las consideraciones de carácter esencial y demás observaciones 


consignadas en este Dictamen. 


 


Es cuanto se tiene el honor de informar. 


 


Madrid, a fecha de firma 
La Letrada-Jefe en la Consejería de  


Administración Local y Digitalización 


 


 


Cristina Recarte LLorens 


      


CONFORME 
EL ABOGADO GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID 
 


 


Luis Banciella Rodríguez-Miñón 
 
 
 
 
 
 
ILMA. SRA. SECRETARIA GENERAL TÉCNICA 
CONSEJERÍA DE ADMINISTRACION LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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1 FICHA DEL RESUMEN EJECUTIVO 


CONSEJERÍA/ÓRGANO 


PROPONENTE 


Consejería de Administración 


Local y Digitalización 


Fecha 


inicial 


Abril de 2022 


TÍTULO DE LA NORMA Anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid 


TIPO DE MEMORIA Extendida 


OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA 


SITUACIÓN QUE SE 


REGULA 


Creación de la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad 


de Madrid 


OBJETIVOS QUE SE 


PERSIGUEN 


Regular la creación, composición y funciones de la Agencia 


de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, con el fin de 


dotar a la Comunidad Autónoma, en el ámbito de sus 


competencias, de un organismo que vele por el cumplimiento 


de las funciones del servicio público de ciberseguridad y 


permita impulsar una cultura de la ciberseguridad que 


incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas 


de información en la Comunidad de Madrid, incluyendo las 


Administraciones Públicas, empresas, PYMES y ciudadanos, 


en la estricta medida en que sea necesario para la relación 


por medios electrónicos con la Administración. 


PRINCIPALES 


ALTERNATIVAS 


CONSIDERADAS 


Se analizó la posibilidad de atribuir estas funciones a un ente 


de la propia Comunidad de Madrid. Esta alternativa se 


descartó por la necesidad de especialización del personal 


dedicado a la materia de seguridad, por la independencia 


necesaria para el desarrollo de las funciones que se le 


encomiendan y por las ventajas organizativas que supone 


una agencia que puede modelar su funcionamiento por 


reglamento interno, frente a una consejería que lo hace por 


decreto. 
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CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO 


TIPO DE NORMA Ley 


ESTRUCTURA DE LA 


NORMA 


El anteproyecto de ley consta de una parte expositiva, 


catorce artículos distribuidos en cuatro capítulos, una 


disposición adicional, una derogatoria y tres disposiciones 


finales 


PLAN ANUAL 


NORMATIVO 


El anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid está recogido en 


el Plan Normativo para la XII Legislatura (2021-2023) 


aprobado por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 10 de 


noviembre de 2021 


INFORMES 


SOLICITADOS 


Durante la tramitación se han solicitado los siguientes 


informes preceptivos:  


Informe de Coordinación y Calidad Normativa 


Informe de impacto por razón de género 


Informe de impacto en la familia, infancia y adolescencia 


Informe de impacto en materia de orientación sexual 


Informe de la DG de Presupuestos 


Informe de la DG de Recursos Humanos 


Informe de la Intervención General 


Informe de la DG de Función Pública 


Informe de las Secretarías Generales Técnicas de las 


distintas consejerías 


Informe de la Secretaría General Técnica de la Consejería de 


Administración Local y Digitalización 


Informe de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid 
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TRÁMITE DE 


CONSULTA PÚBLICA 


Con carácter previo a la elaboración del presente 


anteproyecto y en aplicación del artículo 5 del Decreto 


52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, el 


artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y el artículo 


60 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia de la 


Comunidad de Madrid,  se ha  realizado  una  consulta  


pública a  través  del Portal  de Transparencia de la 


Comunidad de Madrid durante un plazo de quince días (del 


1 de octubre al 22 de octubre de 2021),  a  fin  de  recabar  la  


opinión  de  los  sujetos  potencialmente afectados por la 


futura norma y de las organizaciones más representativas. 


Finalizado el plazo de consulta, se han recibido una serie de 


aportaciones relacionadas con el acceso al borrador del texto 


y una aportación más a fondo realizada por D. Sergio López 


García. 


TRÁMITE DE 


AUDIENCIA / 


INFORMACIÓN 


PÚBLICA 


El anteproyecto de Ley, en virtud del artículo 105 a) de la 


Constitución Española, y según lo dispuesto en los artículos 


60.2 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de 


Participación de la Comunidad de Madrid y 9 del Decreto 


52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el 


que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de 


las disposiciones normativas de carácter general en la 


Comunidad de Madrid, fue publicado el 27 de abril de 2022 a 


través del Portal de Transparencia, con objeto de dar 


audiencia por plazo de 7 días hábiles a los ciudadanos 


afectados y obtener cuantas aportaciones adicionales 


puedan hacerse por otras personas o entidades. 


Mediante Orden de 4 de marzo de 2022 del Consejero de 


Administración Local y Digitalización se ha ordenado su 


tramitación de urgencia, reduciendo su plazo de duración a 


siete días hábiles. 


No se han presentado alegaciones. 


ANÁLISIS DE IMPACTOS 
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ADECUACIÓN AL 


ORDEN DE 


COMPETENCIAS 


Esta regulación se lleva a cabo en ejercicio de las 


competencias asumidas por la Comunidad de Madrid en su 


Estatuto de Autonomía. Concretamente, el artículo 26.1.1 le 


atribuye competencias exclusivas en materia de 


organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones 


de autogobierno; y el artículo 26.1.3 le atribuye el 


procedimiento administrativo derivado de las especialidades 


de la organización propia. Al mismo tiempo, el artículo 7 del 


Estatuto de Autonomía, además de reconocer a los 


ciudadanos de Madrid como titulares de los derechos y 


deberes fundamentales establecidos en la Constitución, 


señala que los poderes públicos madrileños asumen, en el 


marco de sus competencias, entre otros principios rectores 


de su política, la promoción de las condiciones necesarias 


para el libre ejercicio de los derechos y libertades de los 


ciudadanos y la igualdad de los individuos y los grupos en 


que se integran. 


 


 


 


 


 


 


IMPACTO ECONÓMICO 


Y PRESUPUESTARIO 


Efectos sobre la 


economía en general 


La norma tiene un efecto indirecto 


positivo sobre la economía al 


establecer un marco de confianza 


y seguridad en las transacciones y 


comunicaciones electrónicas al 


tiempo que se fomenta el 


emprendimiento del ecosistema 


empresarial de ciberseguridad, 


como herramienta pilar del 


crecimiento industrial y económico. 


En relación con la 


competencia 


La norma tiene efectos positivos en 


la competencia al promover la 


seguridad en las relaciones 


electrónicas. Además, puede 


contribuir a la aparición y 


crecimiento de los agentes 


vinculados al mercado de la 


ciberseguridad. 


Desde el punto de vista 


de las cargas 


administrativas 


La norma no tiene impacto desde 


el punto de vista de las cargas 


administrativas 
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Desde el punto de vista 


de los presupuestos de 


la Comunidad de 


Madrid 


La norma tiene incidencia en el 


gasto público puesto que la 


agencia ha de dotarse 


presupuestariamente de los 


medios necesarios para su 


funcionamiento siguiendo criterios 


de economía, eficiencia y eficacia. 


Se estima un gasto el primer año 


de  funcionamiento de la agencia 


de 1.583.225 €. 


IMPACTO DE GÉNERO La norma NO tiene impacto de género 


IMPACTO EN MATERIA 


DE FAMILIA 


La norma tiene un impacto positivo en materia de familia, 


infancia y adolescencia al promover la cultura de la 


ciberseguridad, la concienciación en el uso responsable y la 


protección de las redes de comunicación. 


IMPACTO EN LA 


UNIDAD DE MERCADO 


La norma NO tiene impacto en la unidad de mercado 


OTROS IMPACTOS La norma NO presenta otros impactos 


 


2 OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA  


 


2.1 Motivación 


El uso cotidiano de las tecnologías de la información y la comunicación (en adelante TIC) y el 


tratamiento que dichas tecnologías realizan de la información las convierten en elementos 


esenciales para el actual desarrollo económico y la convivencia social. El desarrollo de la 


digitalización de la sociedad requiere de un marco de confianza en los ciudadanos en la 


relación a través de medios electrónicos. 


En el ámbito de las Administraciones Públicas, la consagración del derecho del ciudadano a 


comunicarse con ellas a través de medios electrónicos comporta una obligación correlativa de 


las mismas, como es la de crear las condiciones necesarias para optimizar el correcto 


funcionamiento de las infraestructuras esenciales en su relación con los ciudadanos. 
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Sin embargo, varios retos y amenazas afectan al desarrollo de la sociedad de la información 


y ponen en peligro su seguridad. La interrelación y dependencia de las infraestructuras y los 


servicios de comunicaciones hacen que su protección ante ciberamenazas se haya convertido 


en un pilar básico. 


Para dar respuesta a estas necesidades, es preciso un organismo que, en el ámbito de 


competencias de la Comunidad de Madrid, vele por el cumplimiento de las funciones del 


servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una cultura de la ciberseguridad que 


incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas de información en la Comunidad 


de Madrid, incluyendo las Administraciones Públicas y empresas, PYMES y ciudadanos, en 


la estricta medida en que sea necesario para la relación por medios electrónicos con la 


Administración. Sus funciones deben basarse en la implantación de medidas de prevención, 


detección y respuesta sobre la infraestructura pública y sus servicios, así como en la 


coordinación con los proveedores privados de servicios de la sociedad de la información para 


la consecución de sus objetivos, desarrollando así una política pública de ciberseguridad. 


La Consejería de Administración Local y Digitalización tiene encomendadas las materias de 


digitalización y transformación digital, tal y como indica el artículo 1.2.b del Decreto 198/2021, 


de 3 de agosto, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la 


citada Consejería.  


La seguridad de la información en general y la ciberseguridad en particular son concebidas 


como una parte intrínseca a la digitalización. Así el programa Europa Digital 2021-2027 


estructura uno de sus ejes para conseguir la digitalización europea en la promoción de la 


ciberseguridad. De la misma forma, la Agenda España Digital 2025 establece como el cuarto 


de sus ejes de actuación "Reforzar la capacidad española en ciberseguridad".   


Nos encontramos, por tanto, ante una materia transversal que complementa y da soporte a 


muchas otras iniciativas y competencias de los distintos organismos de la Comunidad de 


Madrid, sin que deba entenderse esta función como una injerencia sino como un refuerzo y 


una acción de gobierno coordinada.  Por ello, la Agencia de Ciberseguridad ha de tener 


presente la imprescindible coordinación necesaria entre todas las unidades que trabajan en 


conexión con y desde las redes de comunicaciones, así como también es necesaria la 


coordinación con otras unidades y organismos muy especialmente con aquellos competentes 


en los distintos ámbitos de la seguridad física y de las personas. 


La existencia de una Agencia de Ciberseguridad no exime a las entidades y organismos, 


dentro del ámbito de actuación de ésta, de su responsabilidad de vigilancia y aplicación de 


medidas de ciberseguridad propias a sus sistemas y peculiaridades. En este sentido, el objeto 


definido en el articulado se centra en dirigir y coordinar y no en implementar, operar o ejecutar 


funciones que seguirán siendo responsabilidad de cada uno de los organismos.   


2.2 Objetivos 


Será misión de la Agencia de Ciberseguridad proponer al Consejo de Gobierno la política 


global de seguridad de la Información de la Comunidad de Madrid en la que, siguiendo la 


propuesta de las Guías CCN-STIC, se definirá la organización de la ciberseguridad y su 


estructura normativa, que cada organismo responsable de sistemas de información y redes 


electrónicas de comunicaciones desarrollará mediante políticas de seguridad relacionadas 
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con los aspectos específicos de su competencia y que, a su vez, desarrollarán en normas 


concretas (planes) para cada uno de los sistemas que gestionen.  


Así pues, la ley tiene como finalidad la creación de un ente de derecho público, la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, con personalidad jurídica propia, sometida, con 


carácter general al derecho privado, a la que se otorguen entre otras funciones las de asesorar 


al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia de ciberseguridad y 


proponer la política global de seguridad de la información de la Comunidad de Madrid; 


proponer y promover el uso de soluciones y servicios de ciberseguridad destinados a la 


prevención, detección y respuesta, ante las amenazas contra la seguridad de las redes y 


sistemas en su ámbito de actuación; fomentar el emprendimiento del ecosistema empresarial 


de ciberseguridad, como herramienta pilar del crecimiento industrial y económico; y coordinar 


con organismos público-privados, infraestructuras críticas y entidades locales de la 


Comunidad de Madrid, en la medida en que se relacionen con la Administración por medios 


electrónicos, en aras a la consecución de los objetivos especificados en las políticas de 


ciberseguridad. 


Se trata de dotar a la Comunidad de Madrid de un organismo que actúe como catalizador de 


una cultura de ciberseguridad que genere un clima de confianza y seguridad que contribuya 


al desarrollo de la economía y la sociedad digital. 


En esta línea, la Unión Europea aprobó el Reglamento (UE) n.º 2021/694 del Parlamento 


Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2021 por el que se establece el Programa Europa 


Digital y por el que se deroga la Decisión (UE) 2015/2240, en el que se prevé que la 


ciberseguridad debe ser un pilar fundamental en el desarrollo de políticas públicas que debe 


hacer frente a las amenazas y riesgos que provienen del aumento exponencial de las 


conexiones y el intercambio masivo de todo tipo de datos en las redes de comunicación y 


computación. 


Del mismo modo, la Estrategia de Seguridad Nacional 2021, aprobada el 28 de diciembre por 


el Consejo de Ministros, establece como una de las prioridades la puesta en marcha de una 


plataforma nacional de notificación y seguimiento de ciberincidentes. Este proyecto, liderado 


por el CCN-CERT que coordina el Grupo de Trabajo de Seguridad de la Conferencia Sectorial 


de Administración electrónica, es al que la Agencia de Ciberseguridad se incorporará como 


punto de contacto autonómico.  


La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, incluye a la 


seguridad entre los principios de actuación de las Administraciones Públicas y recoge el 


Esquema Nacional de Seguridad (en adelante ENS), de aplicación a todo el sector público, 


que ofrece un planteamiento común de principios, requisitos y medidas de seguridad.  


El ENS proporciona al sector público en España un planteamiento común de seguridad para 


la protección de la información que maneja y los servicios que presta; impulsa la gestión 


continuada de la seguridad, imprescindible para la transformación digital en un contexto de 


ciberamenazas; a la vez que facilita la cooperación y proporciona un conjunto de requisitos 


uniforme a la Industria, constituyendo también un referente de buenas prácticas. 
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Mediante la creación de esta Agencia de Ciberseguridad, se dota a esta Administración de un 


ente encargado de ayudar y cooperar en el cumplimiento del Esquema Nacional de Seguridad, 


en los términos previstos en el artículo 156 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. 


Por último, la Agencia será una herramienta para el cumplimiento de la misión de la 


Comunidad de Madrid de asistencia a los municipios y asegurar la prestación de los servicios 


públicos de competencia municipal en todo el territorio de la provincia tal y como está 


establecido en la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. 


2.3 Adecuación a los principios de buena regulación 


Este anteproyecto de ley, se ajusta a los principios de buena regulación recogidos en el 


artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 


las Administraciones Públicas, y el artículo 2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del 


Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las 


disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid. 


En particular, los principios de necesidad y eficacia están garantizados por el interés general 


que subyace a esta regulación, como son fomentar la seguridad en las relaciones telemáticas, 


mejorar la protección de los usuarios de las tecnologías de información y comunicación y 


fomentar el crecimiento económico por medio de la digitalización y la innovación. 


En virtud del principio de proporcionalidad, se contiene la regulación imprescindible para 


cumplir el interés general mencionado y el principio de seguridad jurídica queda 


salvaguardado dada la coherencia de su contenido con el conjunto del ordenamiento jurídico 


español y comunitario. 


En aplicación del principio de transparencia, se ha dado participación en su elaboración a los 


ciudadanos y sectores afectados mediante la celebración de los trámites de consulta pública 


previa y de audiencia e información públicas y, una vez aprobada la propuesta, será objeto de 


publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid y en su Portal de Transparencia. 


El principio de eficiencia queda garantizado ya que no se imponen cargas administrativas y el 


anteproyecto se supedita a los principios de estabilidad presupuestaria y de sostenibilidad 


financiera, habiéndose cuantificado y valorado sus efectos en los gatos públicos. 


2.4 Alternativas contempladas 


Se analizó la posibilidad de atribuir estas funciones a un organismo de la propia Comunidad 


de Madrid en cuyo caso esta Ley resultaría innecesaria.  


Esta alternativa se descartó por la necesidad de especialización del personal dedicado a la 


materia de seguridad. En la relación de puestos de trabajo de la Comunidad de Madrid no 


existe un cuerpo de funcionarios especializados en seguridad en tecnologías de la información 


y la comunicación y tampoco resulta aconsejable su creación dado el escaso número de 


efectivos necesarios y el nicho concreto de actuación de este equipo de trabajo. 


La constitución de una agencia como organismo con personalidad jurídica propia dotará a 


esta de la independencia necesaria para el desarrollo de las funciones que se le encomiendan 


y de una mayor flexibilidad a la hora de modelar su funcionamiento en un entorno tan dinámico 


y cambiante como es el de las tecnologías. 
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Se descartó también la posibilidad de ampliar las funciones de la Agencia para la 


Administración Digital con las nuevas funciones que asumirá la Agencia de Ciberseguridad 


puesto que no existe un solapamiento de funciones entre las dos Agencias. Por un lado la 


Agencia para la Administración Digital, como titular de los sistemas de información de la 


Comunidad de Madrid, en virtud de la competencia que tiene atribuida, en exclusiva, para su 


adquisición y desarrollo, incluidas las redes electrónicas, ha de responsabilizarse de la 


seguridad de la información y datos que se tratan en las mismas y desde esa exclusiva 


perspectiva le corresponde la definición, planificación y ejecución de proyectos y servicios 


relacionados con la ciberseguridad, es decir, la Agencia para la Administración Digital es 


responsable de la ciberseguridad de los sistemas de información y de redes electrónicas de 


su titularidad.  


En la misma situación se encuentran otros organismos de la Comunidad de Madrid con 


competencias en materia de tecnologías de la información y las comunicaciones como los 


existentes en Sanidad, Educación o la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112. 


A lo anterior hay que añadir que el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, en su 


sesión de veinticinco de mayo de dos mil veintidós, a propuesta del Consejero de Presidencia, 


Justicia e Interior, aprobó el proyecto de Ley de creación del Sistema Integrado de Protección 


Civil y Emergencias de la Comunidad de Madrid, así como su remisión a la Asamblea de 


Madrid, siendo la finalidad de la misma, dotar a la Comunidad de Madrid de una norma con 


rango de ley que integre el ámbito de la protección civil y emergencias en su territorio, mejore 


la coordinación y organización de los servicios que intervienen en las emergencias y le permita 


dotarse de una sistemática que se integre con éxito y coherencia en el Sistema Nacional de 


Protección Civil.  


Por su parte, la Agencia para la Ciberseguridad nace con el objetivo de coordinar, impulsar y 


supervisar la ciberseguridad en la Administración, atendiendo a los diferentes entes, órganos 


y organismos, titulares de sistemas de información y redes, de ahí la necesidad de crear una 


Agencia coordinadora de toda la Administración que requiere de un importante impulso dada 


la transformación y digitalización a la que se enfrenta la Comunidad de Madrid. 


La existencia de una Agencia de Ciberseguridad no exime a todas las entidades y organismos, 


dentro del ámbito de actuación de ésta, de su responsabilidad de vigilancia y aplicación de 


medidas de ciberseguridad propias a sus sistemas y peculiaridades. En este sentido, el objeto 


definido en el articulado se centra en dirigir y coordinar y no en implementar, operar o ejecutar 


funciones que seguirán siendo responsabilidad de cada uno de los organismos. 


3 CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO  


3.1 Contenido. 


El anteproyecto de ley consta de una parte expositiva, catorce artículos distribuidos en cuatro 


capítulos, una disposición adicional, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.  


El Capítulo I establece la creación, naturaleza y régimen jurídico de la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid y define su ámbito de aplicación, objeto y 


funciones. 
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El Capítulo II define la estructura orgánica y las funciones de los órganos de la Agencia, así 


como aquellas que corresponden al Consejero Delegado como órgano de dirección y 


administración de esta. 


El Capítulo III establece el régimen de contratación y de personal  


El Capítulo IV establece el régimen económico y financiero de la Agencia. 


La disposición adicional única establece que, en el supuesto de disolución o extinción, el 


personal de la Agencia se integrará en las condiciones fijadas en la Ley de Presupuestos 


Generales de la Comunidad de cada año. 


La disposición derogatoria única señala que quedan derogadas cuantas disposiciones de igual 


o inferior rango se opongan a lo establecido en el anteproyecto de ley. 


Las disposiciones finales primera y segunda habilitan a los órganos correspondientes de la 


Comunidad de Madrid para realizar las modificaciones presupuestarias oportunas y para el 


desarrollo reglamentario de esta ley. 


La disposición final tercera establece la fecha de entrada en vigor, que será la del día de su 


publicación. 


3.2 Análisis jurídico  


La creación de una Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid responde a la 


necesidad de contar con referentes regionales claros que promuevan el fortalecimiento de la 


ciberseguridad y aumenten la confianza en la digitalización. 


La iniciativa está alineada con los ejes 4, reforzar la capacidad española en ciberseguridad, y 


9, transitar hacia una economía del dato, garantizando la seguridad y privacidad y 


aprovechando las oportunidades que ofrece la Inteligencia Artificial, definidos en la agenda 


España Digital 2025. 


Asimismo, los objetivos de la Agencia planteada coinciden con el Plan de Recuperación, 


Transformación y Resiliencia cuyo Componente 15, Conectividad Digital, impulso de la 


ciberseguridad y despliegue del 5G, incluye una línea de inversión centrada en el 


fortalecimiento de las capacidades de ciberseguridad de ciudadanos, pymes y profesionales, 


el impulso del ecosistema del sector ciberseguridad y el aumento de la visibilidad de España 


como actor clave internacional en materia de ciberseguridad, complementario del 


Componente 11 en el ámbito del sector público. 


El alineamiento de la propuesta con las políticas europeas también es claro y manifiesto, baste 


señalar como la Unión Europea establece en el Programa Marco Europa Digital 21-27 que la 


ciberseguridad debe ser un pilar fundamental en el desarrollo de políticas públicas que deben 


hacer frente a las amenazas y riesgos que provienen del aumento exponencial de las 


conexiones y el intercambio masivo de todo tipo de datos en las redes de comunicación y 


computación. 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


03
81


30
97


53
20


07
07


56
19







 
 
 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 


 


pág. 13 


 


4 ADECUACIÓN DE LA NORMA AL ORDEN DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS  


Esta regulación se lleva a cabo en ejercicio de las competencias asumidas por la Comunidad 


de Madrid en su Estatuto de Autonomía. Concretamente, el artículo 26.1.1 le atribuye 


competencias exclusivas en materia de organización, régimen y funcionamiento de sus 


instituciones de autogobierno; el artículo 26.1.3 le atribuye el procedimiento administrativo 


derivado de las especialidades de la organización propia. Al mismo tiempo, el artículo 7 


además de reconocer a los ciudadanos de Madrid como titulares de los derechos y deberes 


fundamentales establecidos en la Constitución, señala que los poderes públicos madrileños 


asumen, en el marco de sus competencias, entre otros principios rectores de su política, la 


promoción de las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los derechos y libertades 


de los ciudadanos y la igualdad de los individuos y los grupos en que se integran.  


En relación con el ejercicio de estas competencias, conviene recordar que, como ha señalado 
el Tribunal Constitucional en su sentencia 142/2018, de 20 de diciembre, que resolvió el 
recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la Ley 15/2017, de 25 de julio, de la Agencia 
de Ciberseguridad de Cataluña, la ciberseguridad no es un concepto o materia reconducible 
a un único título competencial y, puede, identificarse con la seguridad nacional o con la 
seguridad pública cuando se trata de la protección ordinaria de las redes y las infraestructuras 
de telecomunicaciones, pero también puede proyectarse sobre otros planos, como es el caso 
de la administración electrónica, que abarca la organización de medios y previsión de medidas 
de protección de la administración y, por extensión, la protección de los derechos de los 
ciudadanos cuando se relacionan con la administración por medios electrónicos.  
 


Por tanto, con el debido respeto al orden competencial constitucional, el objeto y funciones 


que persigue la Agencia se relacionan con la necesidad de proteger las redes y sistemas de 


información de la Administración de la Comunidad de Madrid y de su sector público y los de 


los particulares y otras Administraciones públicas que se relacionan por medios electrónicos 


con dicha Administración. 


En consecuencia y, a la vista de lo expuesto debe considerarse que el anteproyecto de Ley 


se ajusta al orden constitucional de distribución de competencias. 


5 DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN  


5.1 Consulta pública 


Con carácter previo a la elaboración del presente anteproyecto y en aplicación del artículo 5 


del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y 


simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter general 


en la Comunidad de Madrid, el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y el artículo 60 de la 


Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia de la Comunidad de Madrid,  se ha  realizado  


una  consulta  pública a  través  del Portal  de Transparencia de la Comunidad de Madrid 


durante un plazo de quince días (del 1 de octubre al 22 de octubre de 2021),  a  fin  de  recabar  


la  opinión  de  los  sujetos  potencialmente afectados por la futura norma y de las 


organizaciones más representativas. 


Finalizado el plazo de consulta, se han recibido una serie de aportaciones relacionadas con 


el acceso al borrador del texto, cuestión que será posible en el trámite de audiencia e 
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información pública, y una aportación más a fondo realizada por D. Sergio López García en el 


que plantea:  


- “Una referencia expresa (si es así, claro) a que lo que se quiere crear es un CSIRT 


(Computer Security Incident Response Team) de la Comunidad de Madrid, de forma 


similar al que tienen otras comunidades (se puede ver en https://www.csirt.es, por 


ejemplo, lo tienen Galicia y la Comunidad Valenciana)”.  


Este considerando se ha tenido en cuenta en el apartado 2e) del artículo 3 del borrador. 


- “Incluir, aunque sea a alto nivel, los servicios que se prevé que preste la Agencia, que 


en el caso de los CSIRT está bastante estandarizado”.  


Esta cuestión ha sido contemplada en el texto del anteproyecto. 


- “Dado que específicamente la Agencia colaborará con otros CSIRTs de ámbito 


nacional (destacan el CCN/CERT, e INCIBE) y el resto de los CSIRT autonómicos y 


privados, extender la parte de objetivos donde indica 'participar y representar a la 


Comunidad de Madrid en foros, asociaciones y eventos especializados en materia de 


ciberseguridad' a la colaboración en la gestión de incidentes que realiza un CSIRT”. 


 Este planteamiento tiene reflejo en el apartado 2e) del artículo 3 del anteproyecto. 


- “Por último, y desde una perspectiva no ya de ciudadano sino de empleado de Madrid 


Digital, no se indica nada sobre la relación entre esta nueva Agencia y Madrid Digital 


y como quedarían las competencias de cada uno”.  


Se atiende en esta Memoria a la observación. 


5.2 Informes preceptivos 


A lo largo de la tramitación se han solicitado los siguientes informes preceptivos:   


 Informe de la Dirección General de Presupuestos de 11 de abril de 2022. 


 Informes de la Dirección General de Recursos Humanos de 16 de marzo, 18 de abril 


y 22 de abril de 2022. 


 Informe de la Intervención General de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo 


de 12 de abril de 2022. 


 Informe de coordinación y calidad normativa de la Secretaría General Técnica de la 


Consejería de Presidencia, Justicia e Interior, de fecha 17 de marzo de 2022, de 


conformidad con lo establecido en el artículo 8.4 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo. 


 Informe de impacto por razón de género de la Dirección General de Igualdad, de fecha 


11 de marzo de 2022, de acuerdo con el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 


de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 


 Informe de impacto en materia de familia, infancia y adolescencia, de la Dirección 


General de Infancia, Familias y Fomento de Natalidad, de fecha 14 de marzo de 2022, 


de acuerdo a lo indicado en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 


de noviembre, de Protección de las Familias Numerosas y en el artículo 22 quinquies 


de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. 
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 Informe de impacto por razón de orientación sexual e identidad y expresión de género, 


de la Dirección General de Igualdad, de fecha 11 de marzo de 2022, en virtud de lo 


previsto en el artículo 45 de la Ley 2/2016, de 29 de marzo, de Identidad y Expresión 


de Género e Igualdad Social y no Discriminación de la Comunidad de Madrid y en el 


artículo 21 de la Ley 3/2016, de 22 de julio, de Protección Integral contra la LGTBIfobia 


y la Discriminación por Razón de Orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de 


Madrid. 


 Se ha procedido a circular el proyecto entre las distintas Secretarías Generales 


Técnicas, de conformidad con lo previsto en el artículo 4.3 del Decreto 52/2021, de 24 


de marzo. Han formulado observaciones todas las Secretarías Generales Técnicas, a 


excepción de las Consejerías de Transportes e Infraestructuras y Cultura, Turismo y 


Deporte. 


A raíz de los acontecimientos acaecidos durante estos últimos años en forma de incremento 


del número de ciberataques a infraestructuras de comunicaciones y servicios de 


Administraciones Públicas, empresas y ciudadanos en el uso de internet, se hace urgente 


dotar a la Comunidad de Madrid de un organismo, que, en el ámbito de sus competencias, 


vele por el cumplimiento de las funciones del servicio público de ciberseguridad, a la mayor 


brevedad posible. Por ello, mediante Orden de 4 de marzo de 2022 del Consejero de 


Administración Local y Digitalización se ha ordenado su tramitación por vía de urgencia, 


reduciendo el trámite de información pública en su duración a siete días hábiles.  


6 ANÁLISIS DE IMPACTOS  


6.1 Impacto en la economía, la competencia y la unidad de mercado 


La norma tiene un efecto indirecto positivo sobre la economía al establecer un marco de 


confianza y seguridad en las transacciones y comunicaciones electrónicas al tiempo que se 


fomenta el emprendimiento del ecosistema empresarial de ciberseguridad, como herramienta 


pilar del crecimiento industrial y económico. 


6.2 Impacto en las cargas administrativas 


La norma no tiene impacto desde el punto de vista de las cargas administrativas puesto que 


no impone ningún trámite ni obligación específica nueva.  


6.3 Impacto en los presupuestos de la Comunidad de Madrid 


La norma tiene incidencia en el gasto público puesto que la agencia ha de dotarse 


presupuestariamente de los medios necesarios para su funcionamiento siguiendo criterios de 


economía, eficiencia y eficacia. 


El presupuesto previsto asciende a 1.583.225 €, siendo una estimación anticipada de los 


gastos que se consideran necesarios, en cuanto a la incidencia en el Capítulo 1 del 


Presupuesto de Gastos de la Comunidad de Madrid, la propuesta implica un incremento del 


gasto por importe de 1.178.225 €, derivado de la creación de un puesto de Dirección (alto 


cargo) y 14 puestos laborales, en el Capítulo 2 la propuesta implica unos gastos corrientes de 


190.000 euros  y respecto a Capítulo 6 se prevé una Inversión de 215.000€. 


El personal laboral de la agencia se regirá por la normativa en materia de función pública, la 


legislación laboral y el convenio que resulte de aplicación. 
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Por asimilación, se ha partido para su cálculo de la base de que las retribuciones de los perfiles 


de la nueva agencia podrían tener unas retribuciones similares a las del convenio específico 


de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid (Madrid Digital), 


siendo elaborado con salarios medios según el convenio de Madrid Digital. Los cálculos 


incluyen los costes sociales correspondientes a las retribuciones asignadas a los respectivos 


perfiles retributivos.  


Los puestos de trabajo presupuestados son los necesarios para permitir el funcionamiento de 


la agencia, del Consejero Delegado (alto cargo) dependerán dos Subdirecciones; una de 


servicios corporativos para la gestión de la actividad administrativa, contable, de 


aprovisionamiento, contratación, recursos humanos y otras funciones de análoga naturaleza 


y, en general, todas aquellas que estén relacionadas con los elementos corporativos de la 


agencia y otra de servicios operativos para ejecutar la prestación de las actuaciones y 


servicios que lleve a cabo la Agencia de Ciberseguridad para cumplir sus finalidades y otras 


funciones de análoga naturaleza. 


Capítulo Importe Distribución 


Capítulo 1 Personal 1.178.225 € 


 Salarios: 933.631€ 


 S.S. Empresa: 214.402 € 


 Otros Gastos Sociales 


30.192 €: 


 Abono o plus 


transporte 


 Servicio médico de 


empresa y 


reconocimiento 


médico anual a los 


trabajadores 


 Dotación en 


materia de 


formación interna 


recogida en CC. 


 


 


 


1 puesto de Dirección (alto 


cargo). Total, retribución: 


96.135 € 


2 puestos de Subdirección 


General: total, retribución 


puesto: 80.292 € 


2 puestos de Consultores/as de 


sistemas de información. Total, 


retribuciones por puesto. 


70.873 €. 


3 Ingenieros/as de Desarrollo. 


Total, retribuciones por puesto. 


70.873 € 


2 Ingenieros/as de Sistemas. 


Total, retribuciones por puesto. 


70.873 € 


2 puestos Técnicos/as 


Administrativos y de Gestión. 


Total, retribuciones por puesto: 


49.871 € 


2 puestos administrativos: Total 


retribuciones por puesto: 


24.000 € 


1 Secretario/a Total 


retribuciones: 33.059 € 
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Capítulo 2                     


Gastos corrientes 


190.000€ 70.000€ Alquiler oficina 


100.000€ Consultorías etc. 


20.000€ otros gastos corrientes 


(servicios, transporte, 


promoción y comunicación, 


etc.) 


Capítulo 6 Inversión. 215.000€ 10.000€ Mobiliario y 5.000€ 


Ordenadores y equipos de 


proceso de datos 


200.000€ Software específico, 


etc. 


Total 1.583.225 €  


6.4 Impacto de género 


Analizado el texto del anteproyecto desde la perspectiva de género, de conformidad con lo 


dispuesto en los artículos 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 


efectiva entre mujeres y hombres, y 26.3.f) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 


Gobierno, se concluye que el impacto por razón de género del anteproyecto es nulo. 


6.5 Impacto en materia de familia, infancia y adolescencia o por razón de 


orientación sexual, identidad o expresión de género 


Tras solicitar los preceptivos informes, se informó que, examinado el contenido de dicha 


norma, se estima que dicho proyecto es susceptible de generar un impacto positivo en materia 


de familia, infancia y adolescencia, al promover la cultura de la ciberseguridad, la 


concienciación en el uso responsable y la protección de las redes de comunicación y nulo por 


razón de orientación sexual, identidad o expresión de género. 


7.  OBSERVACIONES PRESENTADAS 


Dirección General de Recursos Humanos 


Informe de 16 de marzo 


- Se considera necesario que en el proyecto normativo se establezca la 
adscripción de la Agencia que se pretende crear, a la Consejería competente por razón 
de la materia.  
 


Se atiende la observación indicando que la Agencia estará adscrita a la 
consejería competente en materia de digitalización. 
 


- El artículo 5 del anteproyecto, referido al “Consejo de Administración”, se 
sugiere que se concreten las materias, y el número mínimo y máximo de los mismos.  
 


Se atiende la observación correspondiente al artículo 5 concretando las 
competencias y estableciendo el número de miembros. 


- Se aprecia un solapamiento competencial entre ambas Agencias que habrá de 
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resolverse previamente y, en todo caso, tal como señala una de las consultas recogidas 
en la MAIN, debería señalarse al menos en la citada memoria la futura relación entre 
esta nueva Agencia y Madrid Digital. 


Al respecto indicar que las funciones atribuidas en el artículo 3.2 a la Agencia 
de Ciberseguridad no son coincidentes con las atribuidas a la Agencia para la 
Administración Digital ni en su ley actual ni en la modificación prevista en el artículo 28 
del anteproyecto de Ley de Medidas Urgentes para el Impulso de la Actividad 
Económica y la Modernización de la Administración de la Comunidad de Madrid; por 
tanto, no existe un solapamiento de funciones atribuidas a ambas Agencias. 


 - Entre las competencias del Consejo de Administración establecidas en 
el artículo 5.5 del anteproyecto, competencia que se repite en la exposición          de motivos, 
figura “la aprobación de la Política de Seguridad para la Administración General e 
institucional de la Comunidad de Madrid” que podría considerarse una acción de 
gobierno por lo que no parece que pueda ser asumida por la Agencia. 
A mayor abundamiento y sobre la misma cuestión, existe en la exposición de motivos 
una contradicción, pues al final del párrafo quinto de la misma, se establece como 
objetivo de la Agencia el desarrollo de una política pública de seguridad y en el párrafo 
siguiente se cita como uno de sus objetivos la aprobación de la citada política de 
seguridad de la Comunidad de Madrid. 
 


Se realiza una nueva redacción tanto de la exposición de motivos como de las 
competencias recogidas en el citado artículo. 
 


- En cuanto a las competencias del Consejero Delegado en relación con Consejo 
de Administración se considera necesario                      reformular la redacción de las funciones de 
ambos órganos previstas en el apartado 4 y 8 del artículo 6.  
 


Se procede a su modificación y nueva redacción 
 


- Se sugiere que se aclare la redacción del artículo 7 del anteproyecto, “Régimen 
de personal”, especificando que el personal de la Agencia será laboral y funcionario, o 
solo uno de ellos, si es esa la intención, y parte de él será adscrito desde Agencia para la 
Administración Digital de la Comunidad de Madrid. En relación con el personal integrado, 
se sugiere que se indique que se seguirá rigiendo por las disposiciones legales que le 
sean aplicables atendiendo a su procedencia y a su vinculación jurídica, respetándosele 
todas las condiciones, derechos y obligaciones adquiridas hasta ese momento.  
 


Se atiende y se redacta especificando que el personal laboral de la agencia se 
regirá por la normativa en materia de función pública, la legislación laboral y el convenio 
que resulte de aplicación. 


       - En relación a los procesos de selección de personal, provisión de puestos de 
trabajo y de asignación de responsables a las distintas unidades o servicios, se sugiere 
que se matice lo previsto en el apartado quinto y sexto del art. 7 del anteproyecto, ya 
que el régimen de acceso a los puestos de trabajo  está legalmente tasado tanto en el 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP) como en el 
Convenio Colectivo Único para el Personal Laboral de la Administración de la 
Comunidad de Madrid (2021- 2024), por lo que la provisión de los mismos deberá 
realizarse por los cauces  normalizados y legalmente previstos con independencia de 
que la Agencia pueda determinar los perfiles y requisitos de los puestos concretos e 
intervenir en la planificación de las pruebas selectivas. 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


03
81


30
97


53
20


07
07


56
19







 
 
 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 


 


pág. 19 


 


        Se acepta la observación y se suprime este apartado. 


      - Se sugiere que se prevea la inclusión del personal de la nueva Agencia en el 
ámbito de aplicación del convenio colectivo para el personal laboral de la Administración 
de la Comunidad de Madrid, mediante la realización de los trámites y actuaciones 
necesarias para la modificación del artículo 1.2 del mencionado Convenio.  


             Al respecto señalar que se ha procedido a redactar el régimen jurídico del 
personal atendiendo el informe emitido por la Dirección General de Función Pública, 
indicando que el personal laboral de la Agencia se regirá por la normativa en materia 
de función pública, la legislación laboral y el convenio que resulte de aplicación. 


- Asimismo, se considera necesario la solicitud de informe de la Dirección 
General de Función Pública, así como que tal circunstancia se haga          constar tanto en la 
ficha del resumen ejecutivo, como en el propio texto de la MAIN, en el punto 5.2. 


  Dicho informe fue solicitado junto con el resto de informes preceptivos 
habiéndose emitido e incorporado tanto en la ficha del resumen ejecutivo, como en el 
propio texto de la MAIN, en el punto 5.2. 
 


- La Memoria que acompaña al anteproyecto establece un impacto presupuestario               en 
Capítulo 1 de 1.110.225 euros. Al respecto, se formulan las siguientes observaciones: 


 


 Se considera necesaria tanto la correcta descripción del vínculo jurídico como   el 
desglose por categorías y número de puesto del importe de 885.631,00 euros 
por salarios recogido en la MAIN. 
 
  Se atiende la observación y se procede a la descripción del vínculo 
jurídico y desglose por categorías y número de puestos. 


 


 No obstante, las categorías de los 7 titulados superiores no son necesarias, 
dado que en el vigente Convenio Colectivo únicamente debe precisarse el nivel 
salarial. Las denominaciones que se citan, referentes a Consultores de 
Sistemas de Información, 3 Ingenieros de Desarrollo y 2 Ingenieros de 
Sistemas, no son propias del Convenio Comunidad de Madrid, aunque sí lo 
son del Convenio específico de Madrid Digital. Dado que según el articulado 
del anteproyecto de ley a este personal le resultará de aplicación el Convenio 
Colectivo de la Comunidad de Madrid, las categorías de estos puestos deben   
ajustarse a las del Convenio de la Comunidad de Madrid y no a las del 
Convenio de Madrid Digital. 
 
  No se acepta, la Agencia estará integrada por personal laboral de la 
Comunidad de Madrid. El personal laboral de la Agencia se regirá por la 
normativa en materia de función pública, la legislación laboral y el convenio 
que resulte de aplicación. Por asimilación se ha partido para su cálculo de la 
base de que las retribuciones de los perfiles de la nueva agencia podrían tener 
unas retribuciones similares a las del convenio específico de Madrid Digital, 
siendo elaborado con salarios medios según Convenio Madrid Digital.  


 


 No se explica por qué los costes sociales previstos por importe de 194.402,00   
se corresponden con el 21.93% de los salarios estimados, dado que si se trata 
de funcionarios se calcula a este respecto el 25% y si son laborales, el 30%. 
En consecuencia, la estimación de los costes sociales está   infra 
presupuestada. 
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  El porcentaje aplicado para el cálculo de Seguridad Social es correcto, 
dado que es necesario tener en cuenta que a partir de la base máxima no se 
cotiza 


 


 En el apartado “Otros Gastos Sociales” deberá detallarse a qué finalidad se 
destina el importe de 30.192 euros, si a transporte u otra modalidad de acción 
social. 


  Se acepta y se procede a detallar. 


 
Finalmente, en la MAIN se señala que la propuesta de creación de puestos de 
trabajo es la inicial, haciendo referencia a una posterior. En este sentido y por 
razones de disponibilidad y planificación presupuestaria es necesario abordar 
el proyecto de creación de la Agencia de una forma completa, por lo que deberá 
ampliarse la MAIN también este aspecto. 
 


  Se acepta la observación. 
 
Informe de 22 de abril 
 


-Delimitación competencial en materia de ciberseguridad entre la Administración 
General del Estado y la Comunidad de Madrid. Se reiteran las observaciones realizadas 
por este centro directivo en el informe de fecha 16 de marzo 2022. 
  
Será misión de la Agencia de Ciberseguridad proponer la política global de seguridad 
de la Información de la Comunidad de Madrid en la que, siguiendo la propuesta de las 
Guías CCN-STIC, se definirá la organización de la ciberseguridad y su estructura 
normativa, que cada organismo responsable de sistemas de información y redes 
electrónicas de comunicaciones desarrollará mediante políticas de seguridad 
relacionadas con los aspectos específicos de su competencia y que, a su vez, se 
desarrollarán en normas concretas (planes) para cada uno de los sistemas que 
gestionen.  
La Agencia de Ciberseguridad ha de tener presente la imprescindible coordinación 
necesaria entre todas las unidades que trabajan en conexión con y desde las redes de 
comunicaciones, así como también es necesaria la coordinación con otras unidades y 
organismos muy especialmente con aquellos competentes en los distintos ámbitos de 
la seguridad física y de las personas, nos encontramos ante una materia transversal 
que complementa y da soporte a muchas otras iniciativas y competencias de los 
distintos organismos de la Comunidad de Madrid, sin que deba entenderse esta función 
como una intromisión sino como un refuerzo y una acción de gobierno coordinada.   
La existencia de una Agencia de Ciberseguridad no exime a todas las entidades y 
organismos, dentro del ámbito de actuación de ésta, de su responsabilidad de vigilancia 
y aplicación de medidas de ciberseguridad propias a sus sistemas y peculiaridades. En 
este sentido, el objeto definido en el articulado se centra en dirigir y coordinar y no en 
implementar, operar o ejecutar funciones que seguirán siendo responsabilidad de cada 
uno de los organismos.   
 


-Delimitación competencial en materia de ciberseguridad entre el Consejo de 
Gobierno de la Comunidad de Madrid, la Consejería de Administración Local y 
Digitalización (Dirección General de Política Digital) y la Agencia Madrid Digital respecto 
de la futura Agencia de Ciberseguridad. Se reiteran asimismo las observaciones 
realizadas en el informe emitido por este centro directivo el 16 de marzo de 2022 en el 
que se concluía: 
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-Que la competencia atribuida por el artículo 5.5 del anteproyecto al Consejo de 
Administración, competencia que se repite en la exposición de motivos, figura “la 
aprobación de la Política de Seguridad para la Administración General e institucional de 
la Comunidad de Madrid”, podría considerarse una acción de gobierno por lo que no 
parece que pueda ser asumida por la Agencia. 
 


Se ha modificado la redacción.  
 


-Que, a tenor de lo dispuesto en el ya citado informe de 16 de marzo de 2022, debería 
ser analizado el posible solapamiento competencial entre ambas Agencias que habría 
de resolverse y, en todo caso, tal como señala una de las consultas recogidas en la 
MAIN, debería señalarse al menos en la citada memoria la futura relación entre esta 
nueva Agencia y Madrid Digital. 
 


Al respecto, señalar que no existe un solapamiento de funciones de las dos 
Agencias. Por un lado la Agencia para la Administración Digital, como titular de los 
sistemas de información de la Comunidad de Madrid, en virtud de la competencia que 
tiene atribuida, en exclusiva, para su adquisición y desarrollo, incluidas las redes 
electrónicas, ha de responsabilizarse de la seguridad de la información y datos que se 
tratan en las mismas y desde esa exclusiva perspectiva le corresponde la definición, 
planificación y ejecución de proyectos y servicios relacionados con la ciberseguridad, 
es decir, la Agencia para la Administración Digital es responsable de la ciberseguridad 
de los sistemas de información y de redes electrónicas de su titularidad. 
Por otro lado, la Agencia para la Ciberseguridad tiene por objetivo coordinar, impulsar 
y supervisar la ciberseguridad en la Administración, atendiendo a los diferentes entes, 
órganos y organismos, titulares de sistemas de información y redes, de ahí la necesidad 
de crear una Agencia coordinadora de toda la Administración que requiere de un 
importante impulso dada la transformación y digitalización a la que se enfrenta la 
Comunidad de Madrid, siendo importante que la existencia de un entidad que supervise  
la dirección y planificación de los órganos, organismos y entidades de la Comunidad de 
Madrid, con funciones en ciberseguridad. Por otro lado y por lo que a la relación con el 
Estado en esta materia se refiere, en concreto con el Centro Criptológico Nacional 
Computer Emergency Response Team, también conocido por su sigla CCN–CERT, la 
preferencia es la simplificación de interlocutores, esto es, la reducción de número de 
los mismos, siendo más productiva la cotidiana relación con las Comunidades 
Autónomas a través de una Agencia de Ciberseguridad, sin perjuicio de tener que 
mantener relación puntual con otros Centros Directivos, Organismos, etc. relacionados 
con la ciberseguridad. 
 
-Del mismo modo que en el caso anterior debería delimitarse el ámbito competencial 
de la nueva Agencia y la Dirección General de Política Digital, que también ostenta 
competencias en la materia. 
 
El anteproyecto de ley que se tramita tiene como finalidad la creación de un ente de 
derecho público, la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, con 
personalidad jurídica propia, a la que se otorguen entre otras funciones las de asesorar 
al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia de 
ciberseguridad y proponer la política global de seguridad de la información de la 
Comunidad de Madrid; proponer y promover el uso de soluciones y servicios de 
ciberseguridad destinados a la prevención, detección y respuesta, ante las amenazas 
contra la seguridad de las redes y sistemas en su ámbito de actuación; fomentar el 
emprendimiento del ecosistema empresarial de ciberseguridad, como herramienta pilar 
del crecimiento industrial y económico; y coordinar con organismos público-privados, 
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infraestructuras críticas y entidades locales de la Comunidad de Madrid, que se 


relacionen con la Administración por medios electrónicos en aras a la consecución de 
los objetivos especificados en las políticas de ciberseguridad. 
 
Se ha procedido a modificar el Decreto 198/2021, de 3 de agosto, del Consejo de 
Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 
Administración Local y Digitalización. 
 


-En relación con el personal laboral del que se nutrirá la nueva Agencia, se 
señala lo siguiente: 
- En el artículo 5. 5 del proyecto de ley, entre las competencias del Consejo de 
Administración se deberá incluir: 
 • La aprobación del anteproyecto de presupuesto de la Agencia, que se integrará 
en los Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid. 
• La aprobación de la estructura y el organigrama de la Agencia hasta el siguiente 
nivel organizativo al del Consejero-Delegado, a propuesta de éste, y previo informe 
favorable de la Consejería competente en materia de Hacienda. 
- En artículo 6. 2 del proyecto de ley, entre las competencias del Consejero 
Delegado se deberá incluir: 
• Proponer a la Consejería de Hacienda la propuesta de plantilla presupuestaria, así 
como sus modificaciones, para su aprobación. 
• Establecer los requisitos y características de las pruebas para acceder a los puestos 
de trabajo, así como su convocatoria, gestión y resolución, en el marco de la legislación 
en materia de selección de personal que sea de aplicación. 
• Ejercer todas las competencias en materia de personal y todas las facultades 
referentes a su dirección y gestión, en particular respecto a negociación colectiva, 
retribuciones, jornada de trabajo, régimen disciplinario, contratación y cese del personal 
dependiente de la Agencia, con arreglo a la legislación laboral y al convenio colectivo 
de aplicación. 
 
 Se aceptan las observaciones y se proceden a incluir las competencias. 
 


- En el artículo 69 de la Ley 1/1984, de 19 de enero, reguladora de la 
Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, se establece que, en la ley de 
creación de los entes con personalidad pública y régimen de actuación de derecho 
privado, se deben regular las condiciones de su extinción y disolución. A tales efectos, 
se debería incorporar un artículo 14 “Extinción y disolución de la Agencia” al menos en 
lo que respecta a los recursos humanos, señalando que, en el supuesto de disolución 
o extinción, el personal se integrará en las condiciones fijadas en la Ley de 
Presupuestos Generales de la Comunidad de cada año. 
 
 Se acepta la observación y se incorpora una disposición adicional. 
 


-La Memoria que acompaña al Anteproyecto establece un impacto 
presupuestario en Capítulo 1 de 1.178.225 € euros. De acuerdo con la misma, la puesta 
en marcha de la Agencia implicaría un incremento del gasto por importe de 1.178.225 
€, derivado de la creación de un puesto de Dirección (alto cargo) y 14 puestos laborales, 
en el Capítulo 2 la propuesta implica unos gastos corrientes de 190.000 euros y 
respecto a Capítulo 6 se prevé una Inversión de 215.000€. 
No obstante, se desconoce el convenio colectivo de aplicación, y, por lo tanto, las tablas 
salariales a considerar, por lo que no es posible emitir una valoración exacta sobre la 
propuesta de gasto efectuada, que la propia MAIN califica de estimativa. 
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El personal laboral de la agencia se regirá por la normativa en materia de función 
pública, la legislación laboral y el convenio que resulte de aplicación. Por asimilación, 
se ha partido para su cálculo de la base de que las retribuciones de los perfiles de la 
nueva agencia podrían tener unas retribuciones similares a las del convenio específico 
de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid (Madrid Digital), 
siendo elaborado con salarios medios según el convenio de Madrid Digital. Los cálculos 
incluyen los costes sociales correspondientes a las retribuciones asignadas a los 
respectivos perfiles retributivos. 
Los puestos de trabajo presupuestados son los necesarios para permitir el 
funcionamiento de la agencia, del Consejero Delegado (alto cargo) dependerán dos 
Subdirecciones; una de servicios corporativos para la gestión de la actividad 
administrativa, contable, de aprovisionamiento, contratación, recursos humanos y otras 
funciones de análoga naturaleza y, en general, todas aquellas que estén relacionadas 
con los elementos corporativos de la agencia y otra de servicios operativos para 
ejecutar la prestación de las actuaciones y servicios que lleve a cabo la Agencia de 
Ciberseguridad para cumplir sus finalidades y otras funciones de análoga naturaleza. 


 


Dirección General de Presupuestos. 


- La creación de un nuevo ente debe ser analizada desde el punto de vista de 
las duplicidades cómo exige la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público. No se alude en la memoria al órgano de la Comunidad que venía 
ejerciendo estas funciones y los medios humanos y materiales con los que cuenta.  


Si bien en la Memoria se alude a que se barajó como alternativa su integración dentro 
de la Administración General, se alude a que se descartó “por la necesidad de 
especialización del personal dedicado a la materia de seguridad, por la independencia 
necesaria para el desarrollo de las funciones que se le encomiendan y por las ventajas 
organizativas que supone una agencia que puede modelar su funcionamiento por 
reglamento interno, frente a una consejería que lo hace por decreto”.  


Al respecto, señalar que en la memoria no se alude al órgano de la Comunidad 
de Madrid que venía ejerciendo estas funciones, pues no existe ningún órgano en la 
Comunidad de Madrid con tales funciones, la Agencia para la Administración Digital de 
la Comunidad de Madrid tiene entre sus funciones la “seguridad, confidencialidad, 
integridad y disponibilidad de la información tratada, en su ámbito de responsabilidad” 
(art. 10 apartado TRES j) de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre de medidas fiscales y 
administrativas). 


- La denominación de la naturaleza jurídica del nuevo sujeto creado no se ajusta 
a la terminología de la Ley de Hacienda. Así, se afirma en el artículo 1 que “Se crea la 
Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid (en los sucesivo la Agencia), 
como entidad (SIC) de derecho público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, 
de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, con 
personalidad jurídica propia, que ejerce su actividad sujeta al ordenamiento jurídico 
privado, con plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y con plena 
autonomía orgánica y funcional, adscrita a la consejería competente en materia de 
Ciberseguridad”. En este sentido hay que precisar que el citado artículo 6 habla de 
entes, no de entidades.  


Se atiende la observación y se procede a redactar en el anteproyecto conforme 
a la terminología de la Ley de Hacienda.  


- De la documentación recibida parece inferirse que nos encontramos ante un 
sujeto de presupuesto estimativo, en la medida en que afirma ajustar su actividad al 
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derecho privado (apartado 1 del artículo 1). 


En la Memoria se advierte que no se deja constancia de los concretos subconceptos y 
programas de gasto que resultarían incrementados por las necesidades antes descritas. 
Sería necesario que la Consejería a la que se encuentra adscrita dote la oportuna 
aportación para la constitución de la Agencia de Ciberseguridad.  


Las aportaciones por las que se financiaría la agencia vendrían reflejadas de 
una divisionaria del Concepto (890) "Aportaciones a entes públicos", la cual estaría 
reflejada en los presupuestos de la Consejería de Administración Local y Digitalización 
en el programa (928M) Dirección General de Política Digital, por el importe total de su 
presupuesto estimativo. 


- No se alude en el expediente a la posible financiación europea que se podría 
solicitar de acuerdo con lo contemplado en el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. Se advierte que la ciberseguridad se halla presente en el componente 15 
“Conectividad digital, impulso de la ciberseguridad y despliegue del 5G” de la Política 
Palanca “V Modernización y Digitalización del tejido industrial y de la pyme, 
recuperación del turismo e impulso a una España nación emprendedora”.  


También se advierte que se contempla la financiación de actuaciones de ciberseguridad 
en la Resolución de 13 de diciembre de 2021, de la Secretaría de Estado de Función 
Pública, por la que se publica el Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Administración 
Pública, por el que se formaliza el criterio de distribución correspondiente a la inversión 
3 del componente 11 destinada a la transformación digital y modernización de las 
comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, para los ejercicios 2021, 2022 y 2023, así 
como el reparto resultante del crédito asignado en el año 2021 por el Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia.  


Si bien es cierto que dentro del componente C11.13 “Transformación digital 
modernización del MPTFP y de las C.C.A.A. y de las E.E.L.L.” existe una línea 
estratégica de ciberseguridad los fondos están destinados a finalidades distintas a las 
que se pretenden realizar por la Agencia y también está presente en el componente 15 
“conectividad digital, impulso de la ciberseguridad y despliegue del 5G” de la política 
palanca de modernización y digitalización del tejido industrial y de la pyme, 
recuperación del turismo e impulso a una España nación emprendedora. Al no existir 
en la actualidad ningún compromiso de aportación para el objeto concreto que se tiene 
previsto ejecute la agencia, no se contempla en las previsiones iniciales, sin perjuicio 
que en un momento posterior se puedan incorporar al presupuesto de ingresos vía 
nuevos o mayores ingresos. 


- Debe suministrarse la información a que se refiere el apartado 39 de la 
Resolución de la Dirección General de Presupuestos, relativa a la Gestión 
Presupuestaria para el año 2022.  


Al respecto, señalar que la creación de la Agencia de Ciberseguridad no supone 
la necesidad de la formalización de ninguna operación de crédito ni a corto ni a largo 
plazo. Por lo que no supone incremento alguno del endeudamiento de la Comunidad 
de Madrid a efectos SEC. 


 


Informe de 11 de abril de 2022 


- La Agencia se afirma que funcionará en régimen de derecho privado, lo que 
indica que se trata de un presupuesto estimativo. Sin embargo, resulta confuso el 
apartado 2 del artículo11 que afirma que “el presupuesto de la Agencia formará parte 
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de los presupuestos generales de la Comunidad de Madrid, consolidándose con los de 
la Administración de la Comunidad y sus organismos autónomos”. La Comunidad de 
Madrid y sus organismos autónomos junto a los entes de presupuesto limitativo forman 
parte del consolidado de presupuesto limitativo. 


Se acepta la observación modificando el artículo 11.2 


-Cómo se van a financiar las necesidades presupuestarias resultantes de la 
creación de la Agencia. Examinadas las contestaciones realizadas, esta Dirección 
General de Presupuestos considera que las necesidades presupuestarias asociadas a 
la creación del nuevo ente deben financiarse con las disponibilidades presupuestarias 
de la Sección 07 Administración Local y Digitalización, debiendo proponer las 
modificaciones presupuestarias pertinentes con alta y baja en la misma.  


Se acepta la observación, la Agencia de Ciberseguridad se financiará con las 
disponibilidades presupuestarias de la Sección 07 Administración Local y Digitalización 
en el momento de su creación. 


 


Intervención General de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo. 


- La Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, en creación, con 
criterios de contabilidad nacional, de acuerdo con la documentación aportada, y con los 
condicionantes señalados, formaría parte del sector de administraciones públicas de la 
Comunidad de Madrid. 


La incidencia de sus operaciones repercutiría directamente en la capacidad o necesidad 
de financiación y la deuda de la Comunidad de Madrid, así como, sus empleos incidirían 
sobre los gastos computables de regla de gasto. 


No obstante, el órgano competente para establecer la delimitación institucional de las 
unidades y su asignación a sectores de contabilidad nacional, es el Comité Técnico de 
Cuentas Nacionales, creado en la Disposición Adicional Primera de la Ley Orgánica 
6/2013, de 14 de noviembre, (integrado por representantes de la IGAE, INE y Banco de 
España) y, por tanto, esta conclusión está supeditada a la que manifieste el Comité, 
comunicado anual o puntualmente por la Intervención General de la Administración del 
Estado. En este sentido, es preciso remitir a la IGAE, para su estudio y clasificación de 
la Agencia en alguno de los anexos de su comunicado anual, la norma de creación, 
complementando el envío con sus Estatutos, en su caso, e información anualizada a 
medio plazo (tres o cuatro años) sobre las cifras estimadas y naturaleza de sus 
ingresos, gastos e inversiones, precisando los recursos procedentes de los 
Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid y de sus unidades dependientes. 
Por ello, se solicita la remisión de esa documentación a esta Intervención General, en 
el momento procedimental de creación de esta entidad, a fin de darle traslado del mismo 
al Comité Técnico de Cuentas Nacionales 


   Se atiende la observación, la documentación indicada se remitirá a la 
Intervención General, en el momento procedimental de creación de la Agencia, a fin de 
darle traslado al Comité Técnico de Cuentas Nacionales. 


 
Consejería de Educación, Universidades, Ciencia y Portavocía 


- En relación con el artículo 3.l donde se incluye la competencia de la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid relativa a “fomentar el emprendimiento del 


ecosistema empresarial de ciberseguridad como herramienta pilar del crecimiento industrial y 


económico”, según la información trasladada por la Dirección General de Investigación e 
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Innovación Tecnológica de esta Consejería con fecha 15 de marzo, podría interferir en las 


competencias atribuidas a dicha Dirección General. 


Al respecto indicar que dada la transversalidad que supone la digitalización y por tanto 


la ciberseguridad, se debe entender el fomento del emprendimiento en el ámbito de la 


ciberseguridad y de la cultura de la ciberseguridad como una acción complementaria y de 


soporte en las competencias de la Consejería de Educación, Universidades, Ciencia y 


Portavocía. 


- Podría resultar oportuno contar con la colaboración y participación de “IMDEA 


Networks” en la futura Agencia de Ciberseguridad, dado el objeto y temática de la misma, y 


puesto que en la memoria que acompaña el anteproyecto de ley se hace referencia al impulso 


del despliegue del 5G. 


La futura Agencia de Ciberseguridad tiene previsto contar con la colaboración y 


participación de IMDEA Networks en el consejo de administración, artículo 5, c) 5). 


 Consejería de Medio Ambiente, Vivienda y Agricultura 


- Con el objeto de unificar la redacción de la Ley y hacer coincidente lo estipulado en 


los artículos 4 y 5 con la Exposición de Motivos y el artículo 3.2 b), se propone concretar en 


estos últimos que la política de seguridad a aprobar será la de “seguridad de la información”. 


Así se evita confundir con otro tipo de política de seguridad: ciudadana, medioambiental, 


alimentaria… y se sigue la terminología utilizada en el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, 


por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración 


Electrónica. 


Se acepta la observación y se procede a modificar el anteproyecto incluyendo el 


término “política global de seguridad de la información”. 


- Se propone incorporar, en coherencia con el propio art. 3.2 d), una referencia a la 


protección de datos personales en el artículo 6.2 en relación a la concreta competencia del 


Consejero Delegado de la Agencia que se indica a continuación: «Velar por que se cumpla la 


plena implantación del Esquema Nacional de Seguridad, del Sistema de Protección de las 


Infraestructuras Críticas, y el cumplimiento y armonización de la normativa sobre protección 


de infraestructuras críticas y servicios esenciales, con un enfoque prioritario basado en el 


riesgo y la protección de datos de carácter personal.» 


No se acepta. Esta competencia se ha suprimido. 


- No se ha dado respuesta con claridad a la observación formulada en fase de consulta 


pública por el ciudadano que indican en la Memoria de análisis de impacto normativo, ya que 


no se ha incorporado ninguna disposición adicional única, ni de la redacción dada al artículo 


3.2 d) se aclara la relación con la actual Agencia para la Administración Digital que tiene entre 


sus funciones la “seguridad, confidencialidad, integridad y disponibilidad de la información 


tratada, en su ámbito de responsabilidad” (art. 10 apartado TRES j) de la Ley 7/2005, de 23 


de diciembre de medidas fiscales y administrativas) 


Al respecto, indicar que las funciones atribuidas en el artículo 3.2 a la Agencia de 


Ciberseguridad no son coincidentes con las atribuidas a la Agencia para la Administración 


Digital ni en su ley actual ni en la modificación prevista en el artículo 28 del anteproyecto de 


Ley de Medidas Urgentes para el Impulso de la Actividad Económica y la Modernización de la 


Administración de la Comunidad de Madrid. No obstante, como se señala en la exposición de 
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motivos, la Agencia de Ciberseguridad ha de tener presente la imprescindible coordinación 


necesaria entre todas las unidades que trabajan en conexión con y desde las redes de 


comunicaciones, así como también es necesaria la coordinación con otras unidades y 


organismos muy especialmente con aquellos competentes en los distintos ámbitos de la 


seguridad física y de las personas 


 Consejería de Economía, Hacienda y Empleo 


- Se observa con carácter general en relación con su tramitación la necesidad de 


recabar los informes de la Dirección General de Recursos Humanos, de la Dirección General 


de Presupuestos y de la Intervención General, informe este último preceptivo con arreglo al 


artículo 34.j) del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que 


se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, y cuya 


solicitud no se recoge en la Memoria de Análisis de Impacto Normativo (en adelante MAIN). 


Al respecto de la observación, indicar que se ha procedido a solicitar todos los informes 


preceptivos. 


- El desarrollo por parte de la Dirección General de Promoción Económica e Industrial 


de programas para el fomento de la digitalización de la empresa madrileña pueden abarcar 


materias afectados por las competencias de esta nueva Agencia. Siendo así, cabe indicar que 


la competencia en el ámbito de la ciberseguridad de las empresas madrileñas es compartida 


entre diferentes unidades de la Administración Regional, ya que hay varios centros directivos 


que tienen atribuidas competencias en esta materia. 


Al respecto indicar que no se debe entender el fomento del emprendimiento en el 


ámbito de la ciberseguridad y de la cultura de la ciberseguridad como una interferencia en las 


competencias de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, sino como una acción 


complementaria y de contribución mediante el impulso 


- En el anteproyecto se hace referencia a la creación de la Agencia como órgano de 


apoyo y colaboración a empresas, PYMES y ciudadanos de la Comunidad de Madrid entre 


cuyas funciones se encuentra la de “Impulsar las actividades de difusión, formación y 


concienciación en materia de ciberseguridad adecuadas a los diferentes colectivos 


destinatarios, poniendo especial énfasis en la reducción de la brecha digital”. La Agencia tiene 


como objetivo, entre otros, el desarrollo digital seguro de la Región, de sus ciudadanos y 


empresas, especialmente de las PYMES. 


Por tanto, se entiende que estas funciones y objetivos en materia de apoyo e impulso a la 


capacitación en ciberseguridad y el desarrollo digital seguro de la Región están dirigidas a la 


ciudadanía en general, más relacionada con la promoción de la cultura de la ciberseguridad, 


la concienciación en el uso responsable y la protección de las redes de comunicación, por lo 


que no debería entrar en conflicto con la oferta formativa de la Dirección General, mucho más 


concreta para colectivos determinados. 


En cualquier caso, debería de ser complementaria a la de la Dirección General. 


No obstante, se debiera prever que las actividades de formación impulsadas desde esta nueva 


Agencia no entren en conflicto / duplicidad con la oferta formativa de la Dirección General de 


Formación. 


Como la propia observación dice, no hay una interferencia de competencias. Es una 


consideración a tener en cuenta en el desarrollo de la actividad de la Agencia. 
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- Sobre la (no) procedencia de la creación de un nuevo ente. 


Al respecto señalar que no existe un solapamiento de funciones de las dos Agencias. 


Por un lado la Agencia para la Administración Digital, como titular de los sistemas de 


información de la Comunidad de Madrid, en virtud de la competencia que tiene atribuida, en 


exclusiva, para su adquisición y desarrollo, incluidas las redes electrónicas, ha de 


responsabilizarse de la seguridad de la información y datos que se tratan en las mismas y 


desde esa exclusiva perspectiva le corresponde la definición, planificación y ejecución de 


proyectos y servicios relacionados con la ciberseguridad, es decir, la Agencia para la 


Administración Digital es responsable de la ciberseguridad de los sistemas de información y 


de redes electrónicas de su titularidad. 


Por otro lado, la Agencia para la Ciberseguridad tiene por objetivo coordinar, impulsar 


y supervisar la ciberseguridad en la Administración, atendiendo a los diferentes entes, órganos 


y organismos, titulares de sistemas de información y redes, de ahí la necesidad de crear una 


Agencia coordinadora de toda la Administración que requiere de un importante impulso dada 


la transformación y digitalización a la que se enfrenta la Comunidad de Madrid, siendo 


importante que la existencia de un entidad que supervise  la dirección y planificación de los 


órganos, organismos y entidades de la Comunidad de Madrid, con funciones en 


ciberseguridad. 


-En relación con la competencia, se plantea la duda sobre si la materia de 


ciberseguridad, debería incorporarse de manera expresa en el Decreto de estructura de la 


Consejería de Administración Local y Digitalización, puesto que actualmente no la contempla. 


La ciberseguridad es concebida como una parte intrínseca a la digitalización, no 


obstante, y para evitar las dudas surgidas se ha procedido a modificar el decreto de estructura 


de la Consejería de Administración Local y Digitalización para incluir expresamente la 


seguridad de la información y ciberseguridad (Decreto 21/2022, de 20 de abril). 


-Por otro lado, y teniendo en cuenta lo indicado en el apartado 4.1 del presente informe, 


sobre todo en relación a lo previsto en el artículo 23 del proyecto de Ley de medidas urgentes 


para el impulso de la actividad económica y la modernización de la Administración de la 


Comunidad de Madrid, podría valorarse la conveniencia de incluir en el texto alguna referencia 


a la relación entre la Agencia Madrid Digital y la que ahora se pretende crear. 


Al respecto de la observación, indicar que se ha incluido en la exposición de motivos 


referencia a la coordinación necesaria con las diferentes entidades y organismos. 


- En los artículos 4 y 5 del anteproyecto se remite por una parte a la consejería 


competente en materia de digitalización y por otra a la competente en materia de política 


digital, pero, al menos actualmente, y por su aparente similitud también en el futuro, ambas 


competencias residen en la misma consejería. Se sugiere homogeneizar la redacción en este 


punto. 


Se procede a su modificación. 


- En el artículo 5.1.b), se hace referencia a que el Consejo de Administración estará 


integrado por un vicepresidente, que será la persona titular de la Viceconsejería competente 


en materia de objetivos propios de la Agencia. Se sugiere que se simplifique y homogeneice 


el nombre de la competencia, además de numerar el primer apartado del artículo. 


  Se acepta y se corrige en el anteproyecto. 
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- En el artículo 5.2, se hace referencia a las personas que sustituirán a los miembros 


del Consejo de Administración, salvo en el caso del Consejero Delegado de Madrid Digital. 


Se atiende la observación indicando quién sustituye al Consejero Delegado. 


- En el artículo 6 se establece que el Consejero Delegado será nombrado y, en su 


caso, cesado mediante decreto del Gobierno de la Comunidad de Madrid, a propuesta del 


consejero competente en materia de digitalización, a iniciativa del Presidente del Consejo de 


Administración de la Agencia. No obstante, por una parte, de acuerdo al menos con el actual 


Decreto de estructura de la Consejería de Administración Local y Digitalización, esa 


Consejería es competente en materia de digitalización y bajo su superior dirección se 


encuentra la Dirección General de Política Digital y, por otra parte, de acuerdo con el artículo 


5 del anteproyecto, el presidente del Consejo de Administración es el consejero competente 


en materia de política digital. Por lo tanto, la iniciativa y la propuesta de nombramiento del 


Consejero Delegado recaen en la misma persona. 


 Se ha procedido a modificar, el consejero delegado será nombrado y, en su caso, 


cesado mediante decreto del Gobierno de la Comunidad de Madrid, a iniciativa y propuesta 


del presidente del Consejo de Administración de la Agencia. 


- En el apartado sobre impacto presupuestario existe una divergencia entre el importe 


recogido en la ficha del resumen ejecutivo en la página 5 (1.200.000 €) y el del cuadro de la 


página 12 (1.515.225 €). 


Se acepta y se procede a corregir. 


- En caso de la creación de la Agencia se prevé un coste en materia de personal de 


1.110.225 euros, pero no se indica qué sucedería con el personal de la Subdirección General 


de Ciberseguridad, Protección de Datos y Privacidad de la actual Agencia Madrileña para la 


Administración Digital, ya que la misma carecería ya de estas competencias. Parece que ese 


personal debería de ser transferido de la Agencia actual a la de nueva creación, lo que 


supondría un menor impacto en el coste de creación de puestos. 


Al respecto de la observación, señalar que las funciones atribuidas en el artículo 3.2 a 


la Agencia de Ciberseguridad no son coincidentes con las atribuidas a la Agencia para la 


Administración Digital ni en su ley actual ni en la modificación prevista en el artículo 28 del 


anteproyecto de Ley de Medidas Urgentes para el Impulso de la Actividad Económica y la 


Modernización de la Administración de la Comunidad de Madrid; por tanto, no existe un 


solapamiento de funciones atribuidas a ambas Agencias y por tanto tampoco con la 


Subdirección General de Ciberseguridad, Protección de Datos y Privacidad. 


- En la página 10, como respuesta a la relación entre la Agencia Madrid Digital y la que 


ahora se crea, se establece que se contempla en el artículo 3.2.d) y en la disposición adicional 


única, pero ni el artículo mencionado versa sobre esa cuestión ni existe ninguna disposición 


adicional en el anteproyecto de ley. 


Las funciones atribuidas en el artículo 3.2 a la Agencia de Ciberseguridad no son 


coincidentes con las atribuidas a la Agencia para la Administración Digital ni en su ley actual 


ni en la modificación prevista en el artículo 28 del anteproyecto de Ley de Medidas Urgentes 


para el Impulso de la Actividad Económica y la Modernización de la Administración de la 


Comunidad de Madrid. No obstante, como se señala en la exposición de motivos, la Agencia 


de Ciberseguridad ha de tener presente la imprescindible coordinación necesaria entre todas 


las unidades que trabajan en conexión con y desde las redes de comunicaciones, así como 
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también es necesaria la coordinación con otras unidades y organismos muy especialmente 


con aquellos competentes en los distintos ámbitos de la seguridad física y de las personas. 


Dirección General de Tributos 


Debe suprimirse la referencia a "tasas" en el apartado c) del artículo 10 del anteproyecto 


y sustituirse la redacción dicho precepto por la siguiente: 


"c) Los ingresos públicos dimanantes de su actividad". 


Se procede a modificar en el sentido de la observación. 


 Dirección General de Función Pública 


- En cuanto al apartado 1 del artículo 7, en el que se determina el tipo de personal que 


puede formar parte de la nueva Agencia de Ciberseguridad, cabe señalar que tratándose ésta 


de un ente de derecho público –conforme se recoge en el propio artículo 1 del proyecto-, de 


los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda 


Pública de la Comunidad de Madrid, es necesario recoger la posibilidad de que también preste 


sus servicios personal funcionario junto con el personal laboral. 


Se acepta. 


- Por lo que se refiere al apartado 2 del artículo 7, mediante Ley no se puede –en 


ningún caso- determinar qué Convenio Colectivo se le va aplicar al personal laboral de una 


entidad de derecho público, se trata de una materia que no puede ser objeto de regulación 


por una norma de esta naturaleza. 


Se atiende la observación y se redacta nuevamente el artículo 7. 


- Por otra parte, se propone por considerarse como mejora de técnica normativa 


suprimir en el apartado 1, la previsión de que podrá formar parte de la Agencia el personal 


laboral de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid e incorporarlo, 


en su caso, como una disposición transitoria donde tendría mejor encuadre, dado el carácter 


excepcional y temporal de lo previsto en la misma. 


 Al respecto de la observación, señalar que se ha procedido a suprimir esta previsión del 


anteproyecto. 


 Dirección General de Política Financiera y Tesorería 


-El artículo 13 del anteproyecto, incluido en el capítulo IV, regula la tesorería del nuevo 


ente, la cual se constituye como “propia” y, por tanto, diferenciada respecto a la Tesorería 


General de la Comunidad de Madrid. Este señalamiento en el artículo debería reflejarse como 


apartado primero numerado. 


  Se acepta y se procede a corregir. 


-Se dice en el apartado 2 del artículo 13 del anteproyecto: "Las funciones 


correspondientes a la tesorería de la Agencia deberán cumplir las políticas e instrucciones 


sobre gestión financiera que establezca la consejería con competencias en materia de 


Hacienda". Sería más preciso que la dicción literal del precepto fuera como la siguiente: "El 


régimen de funcionamiento de la tesorería de la Agencia deberá someterse a las disposiciones 


que sobre gestión financiera establezca la consejería competente en materia de Hacienda". 


Ello en consonancia con los términos descritos en el artículo 109.2 de la Ley 9/1990, de 8 de 
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noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y teniendo en cuenta que 


“Las funciones correspondientes a la Tesorería.” es un concepto objetivo-competencial y que 


el cumplimiento de unas determinadas normas se predica respecto al ejercicio, régimen de 


funcionamiento, desarrollo de gestión que se haga respecto de esas funciones. 


Se acepta y se procede a sustituir la redacción. 


- Artículo 13.2. "El régimen de funcionamiento de la tesorería de la Agencia deberá 


someterse a las disposiciones que sobre gestión financiera establezca la consejería 


competente en materia de Hacienda" 


      Se acepta y se procede a sustituir la redacción. 


Dirección General de Patrimonio y Contratación 


- Según el artículo 1.1 del anteproyecto, la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad 


de Madrid se crea “como entidad de derecho público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 


9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid” 


(LRHCM); sin embargo, el artículo 6 de la LRHCM se refiere al resto de Entes del sector 


público de la Comunidad no incluidos en los artículos anteriores y su artículo 5.1.b), a las 


empresas públicas con forma de entidad de derecho público. 


Como no se trata de una empresa pública, ya que no se va a financiar mayoritariamente con 


ingresos de mercado, la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid debería 


crearse “como un ente público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de 


noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid”. 


Se acepta y se corrige en el sentido de la observación 


- Se propone la siguiente redacción para el artículo 8: 


“Artículo 8. Régimen de contratación. El régimen de contratación de la Agencia será el 


establecido para las administraciones públicas en la legislación de contratos del sector 


público. A estos efectos, la Agencia tiene el carácter de poder adjudicador con la 


consideración de administración pública, en virtud de los apartados 1.j), 2.b) y 3.a) del artículo 


3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 


transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del Parlamento Europeo y del 


Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.” 


No se acepta. La Abogacía propone otra redacción.  


Consejería de Presidencia, Justicia e Interior 


Dirección General de Seguridad, Protección Civil y Formación 


- El Decreto 198/2021, de 3 de agosto, del Consejo de Gobierno, por el que se establece 


la estructura orgánica de la Consejería de Administración Local y Digitalización, no se incluye 


las competencias relativas a la Ciberseguridad. 


Al respecto indicar que la ciberseguridad es una parte intrínseca a la digitalización. Así, 


tanto el programa Europa Digital 2021-2027 como la Agenda España Digital 2025 estructuran 


uno de sus ejes para conseguir la digitalización europea en la promoción de la ciberseguridad. 


No obstante, se ha procedido a modificar el decreto de estructura de la Consejería de 


Administración Local y Digitalización incluyendo expresamente la competencia en 


ciberseguridad. 
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- Incluir en el artículo 2. Ámbito de actuación, referencia a la Agencia de Seguridad y 


Emergencias Madrid 112, reconociendo las competencias en ciberataques y la necesidad de 


coordinación en la respuesta. 


Se procede a incluir en el artículo 2 del borrador la referencia a la Agencia de Seguridad 


y Emergencias Madrid 112, la Agencia ejercerá sus funciones y competencias en coordinación 


con la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 para el ámbito de sus competencias. 


- Incluir en el artículo 3. Objeto y competencias, en el apartado 1 como en el “sin perjuicio 


de las competencias de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112”. 


No procede aceptar la observación, las competencias establecidas en el artículo 3.1 


del borrador del anteproyecto de Ley de la Agencia de Ciberseguridad no entran en conflicto 


con las de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, por lo que no procede la 


inclusión propuesta. Por otro lado, se contempla en el artículo 2.1 del borrador del mencionado 


anteproyecto que “La Agencia ejercerá sus funciones y competencias en el ámbito de la 


Administración General e institucional de la Comunidad de Madrid con exclusión de las 


empresas públicas autonómicas con forma de sociedad mercantil, en coordinación con la  


Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid y la Agencia de Seguridad 


y Emergencias Madrid 112 para el ámbito de sus competencias y con todas aquellas entidades 


y organismos de la Administración General e Institucional de la Comunidad de Madrid con 


competencias en materia de tecnologías de la información y de las comunicaciones.” 


- En el artículo 3. Objeto y competencias apartado 2 e), prever la participación en el 


CSIRT de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 


Al respecto señalar que el CSIRT desarrolla funciones técnicas y operativas orientadas 


a la prevención, la detección y la respuesta a incidentes de ciberseguridad. No se trata de un 


órgano de deliberación y participación, asimismo, el artículo 2.1 establece que la Agencia 


ejercerá sus funciones y competencias en coordinación con la Agencia de Seguridad y 


Emergencias Madrid 112 para el ámbito de sus competencias. 


- En el artículo 3. Objeto y competencias apartado 2 f), delimitación de las 


competencias de la Agencia de Ciberseguridad, puesto que es la Agencia de Seguridad y 


Emergencias Madrid 112, la competente para la elaboración, implementación y coordinación 


de los planes de actuación en caso de ciberataques. 


No se considera necesario dado que el artículo mencionado establece “la coordinación 


con organismos públicos o privados...” uno de cuyo organismo será la Viceconsejería de 


Seguridad y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112. Será misión 


de la Agencia de Ciberseguridad la propuesta de la Política Global de Seguridad de la 


Información de la Comunidad de Madrid en la que, siguiendo la propuesta de las Guías CCN-


STIC, se definirá la organización de la ciberseguridad y su estructura normativa, que cada 


organismo responsable de sistemas de información y redes electrónicas de comunicaciones 


desarrollará mediante políticas de seguridad relacionadas con los aspectos específicos de su 


competencia y que, a su vez, se desarrollarán en normas concretas (planes) para cuada uno 


de los sistemas que gestionen.  


- En el artículo 4. Órganos de la Agencia, prever la participación en el Comité de 


Seguridad de la Información de responsables de la Agencia de Seguridad y Emergencias 


Madrid 112. 
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  No se acepta la observación ya que la estructura y funcionamiento del Comité de 


Seguridad de la Información se desarrollarán tras la aprobación de la ley. 


- Por otro lado, cabe señalar, la necesaria participación de la Agencia de Seguridad y 


Emergencia Madrid 112 en la elaboración de los instrumentos normativos en materia de 


ciberseguridad, tales como, la Estrategia de ciberseguridad de la Comunidad de Madrid y el 


Libro Blanco de Ciberseguridad. 


Al respecto señalar que se ha establecido la participación de la Agencia de Seguridad 


y Emergencia Madrid 112 mediante la Viceconsejería competente en materia de seguridad y 


emergencias en el Consejo de Administración. 


-Por último, se solicita que, en la MAIN, en el apartado 2.4. relativo a las alternativas 


contempladas, se analice la posibilidad de crear un departamento que gestione esta materia 


dentro de la Agencia de Seguridad y Emergencias 112. 


Al respecto indicar que la Ciberseguridad es una materia trascendental en el proceso 


de digitalización de la Comunidad de Madrid y los daños de un ciberataque tienen 


consecuencias desastrosas que son necesarias atajar antes de que se produzcan, detectar 


en fase temprana y responder de la forma más rápida y eficaz posible. 


Este nivel de especialización aconseja seguir los modelos existentes en el mundo y, 


sin menoscabo de la necesaria colaboración, diferenciar orgánicamente la protección de la 


seguridad de la información de otras responsabilidades como la seguridad ciudadana o la 


seguridad laboral, por citar solo dos ejemplos.  


La Agencia para la Ciberseguridad tiene por objetivo coordinar, impulsar y supervisar 


la ciberseguridad en la Administración, atendiendo a los diferentes entes, órganos y 


organismos, titulares de sistemas de información y redes, de ahí la necesidad de crear una 


Agencia coordinadora de toda la Administración que requiere de un importante impulso dada 


la transformación y digitalización a la que se enfrenta la Comunidad de Madrid, siendo 


importante que la existencia de un entidad que supervise  la dirección y planificación de los 


órganos, organismos y entidades de la Comunidad de Madrid, con funciones en 


ciberseguridad. 


Delegada de Protección de Datos 


- Se debería detallar, tal y como lo han hecho otras Administraciones, que la “Política 


de Seguridad” lo es “de la información” al objeto de no confundirla con otras políticas como 


pueden ser “política de seguridad ciudadana”, “política de seguridad y salud en el trabajo”, 


“política de seguridad alimentaria” etc. 


Se acepta la observación y se procede a modificar mediante la inclusión del término 


“política global de seguridad de la información”. 


Agencia de Seguridad y Emergencias de Madrid 


- A lo largo de todo el anteproyecto se menciona el término «Seguridad» sin ningún 


adjetivo que concrete la referencia que parece querer efectuar a la «Ciberseguridad» o 


seguridad en los sistemas informáticos o cualquier otra que lo delimite. 


Se procede a incluir la terminología de seguridad de la información o ciberseguridad 


según corresponda. 
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- En el artículo 3, apartado segundo, las letras a y b parecen estar relacionadas en 


orden inverso, por cuanto la teoría general de la planificación estratégica considera la política 


ha de preceder a la estrategia, no siendo en ningún caso, términos equivalentes. 


En este sentido señalar que el término “estrategia” tiene diversos usos. En este 


contexto, debe entenderse como la determinación del propósito o misión y de los objetivos 


básicos a largo plazo de una entidad, así como la adopción de los cursos de acción y de la 


asignación de recursos necesarios para cumplirlos. 


Las políticas son enunciados o interpretaciones generales que orientan la toma de decisiones 


en una cierta materia. Su propósito es asegurar que las decisiones no rebasen ciertos límites. 


- En este sentido se sugiere revisar estas dos letras y la atribución de la aprobación de 


la política de ciberseguridad a un ente, en lugar del Consejo de Gobierno, y clarificar la 


referencia en plural a las políticas públicas en materia de ciberseguridad, dado que en el 


anteproyecto no se menciona ninguna distinta de la política pública de ciberseguridad. 


Como se indicará posteriormente, atendiendo al informe de la Abogacía, se procede a 


modificar el apartado 2.b). 


- El artículo 3.2.d menciona como objetivo, el velar por el cumplimento de la normativa 


de infraestructuras críticas. 


En este sentido y dado que las infraestructuras críticas tienen una vertiente física por cuanto 


radican en un edificio o instalación, sería recomendable deslindar la competencia del ente que 


se propone crear en cuanto a la vertiente de actuación en redes y sistemas de información, y 


no de la instalación física que podría afectar a las competencias de seguridad, por ser sujeto 


de un plan de actuación, plan de seguridad o incluso de un plan de protección civil, que 


pudieran entrar dentro de las competencias asignadas por el Decreto 191/2021, de 3 de 


agosto, en su artículo 22. 


  El artículo 3.2.d ya circunscribe su actuación al ámbito de la ciberseguridad en su frase 


inicial: “Velar por el cumplimiento normativo en materia de ciberseguridad…” no 


considerándose necesario deslindar. 


 No obstante, este apartado se ha suprimido del texto definitivo. 


- El artículo 5 relativo al Consejo de Administración del ente, menciona como vocales 


a las personas titulares de las direcciones generales o viceconsejerías con “competencias en 


las materias correspondientes a los objetivos de la Agencia”. 


Se recomienda invertir los términos de la relación anteponiendo las viceconsejerías a las 


direcciones generales dado la naturaleza y carácter que les da la Ley 1/1983, de 13 de 


diciembre, del Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid. 


Se ha procedido a redactar nuevamente el artículo 5 


- Sobre la referencia a los objetivos del ente que se pretende crear, se remite a lo 


argumentado más arriba en relación a la imprecisión de este término y la necesidad de 


identificar qué competencias o funciones desarrollaría para poder correlacionarlo con 


competencias que se pudieran ver afectadas. No existe una competencia en «materias de 


objetivos» así definidas en los decretos de estructura correspondientes. Las competencias 


son claras en su redacción y son, precisamente, los Decretos de estructuras los que dan 


garantía jurídica de su ejercicio a los órganos que la ostentan. El término por tanto no es 
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preciso jurídicamente y no debería vincularse a un alto cargo determinado ya que este sólo 


puede referenciarse en lo establecido en los Decretos de estructura por los motivos 


antedichos. 


Al respecto señalar que se ha modificado el Decreto de estructura de la Consejería de 


Administración Local y Digitalización para incluir expresamente la competencia en materia de 


ciberseguridad. 


-No se fija un número de vocales por lo que resulta indeterminado y esto afectaría a 


los procesos de validez de las convocatorias y de las tomas de decisiones mediante las 


correspondientes mayorías y quórums. 


Se atiende la observación indicando el número de miembros. 


- Por último, dado el carácter de la competencia asignada a la Viceconsejería de 


Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, sería 


recomendable introducir como vocal a la viceconsejería con competencia en materia de 


seguridad. 


Al respecto señalar que se integra en el Consejo de Administración la participación de 


la Agencia de Seguridad y Emergencia Madrid 112 mediante la viceconsejería competente en 


materia de seguridad y emergencias. 


Consejería de Familia, Juventud y Política Social 


- Se sugiere que, dentro del contenido de la MAIN, en el resumen ejecutivo, se haga 


referencia a la realización de la consulta pública, todo ello en consideración al contenido del 


apartado 5, Descripción de la tramitación, en el que se indica que se ha llevado a cabo la 


publicación de la consulta en el Portal de Transparencia. 


- Al evaluar el impacto de género que puede tener la norma, se concluye en la MAIN 


que la norma no tiene impacto de género, si bien parece que no se ha recabado aún el informe 


correspondiente, al afirmar, a continuación, que se solicitará a la Dirección General de 


Igualdad, siendo este el órgano que debe informar sobre este posible impacto. Esta 


consideración se hace igualmente extensiva a la valoración del impacto en materia de familia, 


infancia y adolescencia, que se dice en la MAIN ser positiva, siendo, en este caso, la Dirección 


General de Infancia, Familia y Fomento de la Natalidad la competente para valorar este 


impacto. 


- En relación con el apartado 3, CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO, de la MAIN, se 


sugiere que, al enumerar las partes en las que se organiza la disposición normativa, parte 


expositiva, capítulos y disposiciones finales, se incluya la referencia a la disposición 


derogatoria única que aparece, sin embargo, en el texto remitido. 


Se aceptan y se corrige el texto en el sentido de las observaciones. 


Delegado de protección de datos 


-Una vez analizado su contenido, se aprecia que en su Exposición de motivos no se 


recoge de manera específica la protección de datos personales, por lo que se propone 


introducir los siguientes párrafos en el preámbulo, al inicio del mismo, dada la singular 


importancia de ésta materia que es objeto incluso, de regulación constitucional y, de una 


normativa comunitaria especifica de obligado cumplimiento para todos los estados miembros 


de la Unión:  
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“La protección de datos de carácter personal se configura en nuestra Constitución 


como un derecho de carácter fundamental en el artículo 18.4 de nuestra Carta Magna, por el 


que se garantiza a todos los ciudadanos el control sobre sus datos, su uso y su destino, para 


evitar que se produzca el tráfico ilícito de los mismos o que éste lesivo para su dignidad y sus 


derechos. La configuración como un auténtico derecho fundamental otorga una serie de 


facultades al ciudadano para ejercer sus derechos de tal forma que se garantiza así que sus 


datos personales sean usados únicamente para fines lícitos según doctrina consolidada al 


respecto por el Tribunal Supremo.  


La Unión Europea, ha reconocido igualmente su importancia hasta tal punto que ha 


elaborado una norma común para todos los Estados miembros de la Unión, aprobando el 27 


de abril de 2016 el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo 


a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 


y a la libre circulación de estos datos. Este hito supone que, al tratarse de un Reglamento, sus 


prescripciones son de directa aplicación al ordenamiento jurídico de los Estados miembros y 


a sus respectivas Administraciones Públicas, incluyéndose por tanto las administraciones 


públicas de las Comunidades autónomas a las que se compele a su cumplimiento.” 


No se admite.  


- En cuanto al articulado, se recomienda realizar las siguientes modificaciones:  


- Se recomienda añadir en todo el texto la protección de datos de carácter personal al 


termino ciberseguridad, puesto que la propia definición de este último en el marco normativo 


europeo y nacional no contempla estrictamente la protección de datos de carácter personal, 


siendo esta última una materia regulada en la Constitución Española en su artículo 18.4 como 


un derecho fundamental.  


No procede. 


- En el apartado 2 del artículo 2, se recomienda suprimir el inciso “y sin perjuicio de la 


disponibilidad presupuestaria de la Agencia” pues parecen sus términos contradictorios con 


el texto que le precede referido a la necesidad de una “previa formalización del instrumento 


jurídico adecuado” cuyo servicio por parte de la Agencia sería objeto de una prestación 


económica y no un pago por parte de la misma.  


No se aprecia la contradicción que se indica. 


- En el apartado 1 del artículo 3, se propone introducir una aproximación al término 


ciberseguridad en los términos expresados en el Real Decreto 1008/2017, de 1 de diciembre, 


por el que se aprueba la Estrategia de Seguridad Nacional 2017, añadiendo para ello el 


siguiente texto al final de dicho apartado:  


“A estos efectos se considera que la ciberseguridad tiene por objeto garantizar un uso 


seguro de las redes y los sistemas de información y comunicación a través del fortalecimiento 


de las capacidades de prevención, detección y respuesta a los ciberataques, potenciando y 


adoptando medidas específicas para contribuir a un ciberespacio seguro y fiable, según los 


términos expresados en el Real Decreto 1008/2017, de 1 de diciembre, por el que se aprueba 


la Estrategia de Seguridad Nacional 2017”. 


No se admite, ya se incluye la referencia en la exposición de motivos a la Estrategia 


de Seguridad Nacional 2021, aprobada el 28 de diciembre por el Consejo de Ministros 
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.- En el apartado 2.b) del artículo 3, y dado que de acuerdo con lo dispuesto en el 


artículo 11 del Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional 


de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica, la política de seguridad será 


aprobada por el titular del órgano superior correspondiente, y según el artículo 1 de la Ley 


1/1983, de 13 de diciembre, del Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid, los 


órganos superiores de gobierno y administración de la Comunidad de Madrid son el 


Presidente, el Consejo de Gobierno y los Consejeros, se propone modificar su redacción, de 


modo que pase a ser la siguiente:  


“Elaborar la propuesta de Política de Seguridad para la Administración General e 


institucional de la Comunidad de Madrid para su aprobación por el órgano superior 


correspondiente de la Comunidad de Madrid.”  


Ya ha sido contestada esta observación. 


- En el apartado 2.d) del artículo 3 se propone modificar la redacción por entenderse 


que el cumplimiento normativo se extiende a los tres términos referidos en el párrafo: 


Esquema Nacional de Seguridad, infraestructuras críticas y brechas de seguridad. De este 


modo el contenido de dicho apartado pasaría a ser:  


“d) Velar por el cumplimiento normativo en materia de ciberseguridad y protección de 


datos de carácter personal, en especial en lo relativo al Esquema Nacional de Seguridad, a 


las infraestructuras críticas y a las brechas de seguridad que afecten la protección de datos 


de carácter personal.”  


No se admite. Este apartado se ha suprimido. 


- Se propone añadir al final del apartado 3 del artículo 4 como otro órgano, el Comité 


de Protección de Datos de la Comunidad de Madrid. Asimismo, se propone añadir el siguiente 


texto tras el penúltimo párrafo de dicho artículo:  


“La Agencia contará con un Comité de Protección de Datos que dirija y coordine la 


política de protección de datos personales en la Administración General e Institucional de la 


Comunidad de Madrid, de conformidad con la normativa en vigor en la materia.”  


No se admite. 


- Por idénticos motivos que los señalados en el punto 4º del presente informe, se 


propone modificar la redacción del apartado 5.a) del artículo 5, dado que de acuerdo con lo 


dispuesto en el artículo 11 del Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el 


Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica, la política de 


seguridad será aprobada por el titular del órgano superior correspondiente, y según el artículo 


1 de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, del Gobierno y Administración de la Comunidad de 


Madrid, los órganos superiores de gobierno y administración de la Comunidad de Madrid son 


el Presidente, el Consejo de Gobierno y los Consejeros, por lo que se propone modificar su 


redacción.  


Ya contestada en la MAIN. 


8º.- En el apartado 5.d) del artículo 5, se establece como función del Consejo de 


Administración: “Informar preceptivamente en los procedimientos de elaboración de 


disposiciones normativas”. Parece un elemento extraño a la técnica normativa facultar a una 
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agencia para que emita informes preceptivos en el procedimiento de elaboración de normas 


de carácter general de la Comunidad de Madrid.  


Respecto a esta observación indicar que la Gobernanza o Gobierno de TI es el 


alineamiento de las Tecnologías de la información y la comunicación (TI) con las estrategias 


de la organización, por tanto, es relevante el informe que se propone. 


9º.- En el apartado 1 del artículo 7 se recomienda introducir el inciso “y su sector 


público institucional” al final del mismo, pues no parece adecuado delimitar el personal que 


puede acceder a la Agencia a un determinado colectivo específico perteneciente a su vez a 


otra Agencia con exclusión del personal regulado en el EBEP. 


Se ha procedo a redactar de nuevo este apartado conforme al informe de la DG 


Función Pública. 


Consejería de Sanidad 


- En el artículo 10, relativo a la financiación, se señalan las subvenciones como 


recursos de la Agencia tanto en el apartado a) como en el apartado d), por lo que parecería 


conveniente que se recogieran únicamente en uno de los dos apartados.  


Se acepta y se corrige el artículo 10 en el sentido de la observación. 


- Se recomienda adaptar el texto del borrador a las Directrices de técnica normativa, 


establecidas mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, en cuanto a 


los títulos de los artículos y la subdivisión y consiguiente numeración de los artículos 4, 5, 6, 


7, 8, 10 y 13; asimismo señalar que el artículo 5 carece de apartado 1.  


Se procede a modificar el texto del borrador 


- En relación con el contenido de la Memoria de Análisis de Impacto Normativo:  


En primer lugar, no parece ser el último borrador elaborado o estar actualizado. El 


anteproyecto de ley que se acompaña no coincide en ciertos aspectos con lo recogido en la 


MAIN, como es el caso de la disposición adicional única que aparece en la página 10 de la 


MAIN, pero no en el anteproyecto (Si bien tampoco se recoge en la página 8 de la MAIN 


cuando hace referencia a la estructura de la norma). Algo similar ocurre en relación con el 


artículo 3.2.d) al que se hace referencia en la página 10 de la MAIN, que no parece 


corresponderse con lo recogido en este artículo en el anteproyecto.  


En la ficha de resumen ejecutivo, en el apartado de impacto económico y presupuestario se 


estima un gasto, el primer año, de 1.200.000€. Sin embargo, en el apartado 6.3 de la MAIN, 


en la tabla que desglosa el presupuesto estimado para el primer año de funcionamiento, se 


recoge un gasto total estimado de 1.515.225€. 


Se aceptan y se corrige el borrador 


Dirección General de Sistemas de Información y Equipamientos Sanitarios del 


Servicio Madrileño de Salud  


Se propone que en el artículo 3.2 e) sobre Objetivo y competencias, se incluyan dentro 


de la colaboración que se prevé con otras entidades, expresamente a estos CERT/CSIRT 


sectoriales y la necesaria participación y colaboración con los mismos. Para ello proponemos 


que quede redactado de la siguiente manera: 
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“e) Constituir y gestionar el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes de Ciberseguridad) de 


referencia de la Comunidad de Madrid, ejerciendo las funciones de alerta temprana y de ayuda 


en la respuesta ante amenazas, vulnerabilidades, ataques e incidentes de seguridad, en 


colaboración con el resto de CSIRT/CERT sectoriales de la Comunidad de Madrid, nacionales 


e internacionales”. 


Al respecto señalar que el CSIRT son las siglas de Computer Security Incident 


Response Team, Equipo de Respuesta ante Incidencias de Seguridad Informática y CERT 


son las siglas de Computer Emergency Response Team , Equipo de Respuesta ante 


incidencias, emergencias en Seguridad Informática. En ambos casos, las competencias, 


capacidades y funciones son las mismos. De hecho, el término CSIRT es el que se suele usar 


en Europa en lugar del término protegido CERT, que está registrado en EE. UU, como marca 


registrada por la  Carnegie Mellon University desde 1997.  


Por tanto, considerando que es lo mismo, debe usarse el término CSIRT que es el más 


general y el que se usa en la iniciativa CSIRT.es (https://csirt.es/index.php/es/) foro español 


de coordinación y colaboración entre los CSIRTs de ámbito nacional, entre los que se incluyen 


todos los CSIRTs constituidos por el CCN-CERT, AAPP de todo tipo, Fuerzas y Cuerpos de 


Seguridad del Estado, y empresas privadas. 


En consecuencia, la redacción actual recoge el término más general y adecuado, y en 


los CSIRTs nacionales están incluidos los sectoriales nacionales, como es el caso del CERT 


de la OSSI/SERMAS.  


- Se propone la inclusión en el anteproyecto de Ley, de una disposición adicional con 


el siguiente texto: “Las funciones relacionadas en el artículo 3.2 no se extenderán a las 


competencias específicas de la Consejería de Sanidad de la Comunidad de Madrid en cuanto 


a los sistemas de información que puedan tener efectos en la salud de los pacientes y en la 


actuación de los profesionales sanitarios”. 


El borrador del texto del anteproyecto de Ley de la Agencia de Ciberseguridad dice 


explícitamente en la Exposición de Motivos que “será misión de la Agencia de Ciberseguridad 


la propuesta de la política global de seguridad de la Información de la Comunidad de Madrid 


en la que, siguiendo la propuesta de las Guías CCN-STIC, se definirá la organización de la 


ciberseguridad y su estructura normativa, que cada organismo responsable de sistemas de 


información y redes electrónicas de comunicaciones desarrollará mediante políticas de 


seguridad relacionadas con los aspectos específicos de su competencia y que, a su vez, se 


desarrollarán en normas concretas (planes) para cada uno de los sistemas que gestionen”, 


por lo que está contemplado que la Consejería de Sanidad de la Comunidad de Madrid podrá 


desarrollar sus políticas y planes específicos para sus sistemas de información bajo la política 


global de seguridad de la Información de la Comunidad de Madrid aprobada. 


 


 


OFICINA DE CALIDAD NORMATIVA 


 


A)  Principios de buena regulación. 
 


- El artículo       2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, debe ser citado también como 
precepto de referencia a este respecto. 
Respecto del cumplimiento del principio de seguridad jurídica se sugiere que se adapte a los 
términos del artículo 2.4 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo. 
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El procedimiento de elaboración se adapta al decreto mencionado, debiendo eliminarse la 
referencia a la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que no resulta de 
aplicación supletoria en la Comunidad de Madrid, tras la aprobación del Decreto 52/2021, de 
24 de marzo. 
Respecto del cumplimiento del principio de transparencia, se sugiere mencionar la Ley 
10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid, y la 
celebración del trámite de audiencia e información públicas, cuya celebración se prevé en la 
MAIN. 
Por otro lado, y dado que el anteproyecto supone un aumento del gasto público, se sugiere, 
justificar el cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera, conforme a lo dispuesto en los artículos 129 de la LPAC y 2.8 del Decreto 52/2021, 
de 24 de marzo. 
Por si fuera de utilidad, se propone sustituir la redacción actual relativo al cumplimiento de los 
principios de buena regulación por la siguiente: 
Este anteproyecto de ley, se ajusta a los principios de buena regulación recogidos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, y el artículo 2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo 
de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid. 
“En particular, los principios de necesidad y eficacia están garantizados por el interés general 
que subyace a esta regulación, como son fomentar la seguridad en las     relaciones telemáticas, 
mejorar la protección de los usuarios de las tecnologías de información y comunicación y 
fomentar el crecimiento económico por medio de la digitalización y la innovación. 
En virtud del principio de proporcionalidad, se contiene la regulación imprescindible para 
cumplir el interés general mencionado y el principio de seguridad jurídica queda 
salvaguardado dada la coherencia de su contenido con el conjunto del ordenamiento jurídico 
español y comunitario. 
En aplicación del principio de transparencia, se ha dado participación en su elaboración a los 
ciudadanos y sectores afectados mediante la celebración de los trámites de consulta 
pública previa y de audiencia e información públicas y, una vez aprobada la propuesta, será 
objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid y en su Portal de 
Transparencia. 
El principio de eficiencia queda garantizado ya que no se imponen cargas administrativas y el 
anteproyecto se supedita a los principios de estabilidad presupuestaria y de sostenibilidad 
financiera, habiéndose cuantificado y valorado sus efectos en los gatos públicos.” 
 


Se aceptan las observaciones y se incorporan a la MAIN y al texto del anteproyecto. 
 


B) Calidad técnica 
 
En relación con la calidad técnica de la propuesta, se formulan las siguientes observaciones: 
 
Observaciones al conjunto del anteproyecto de Ley. 
 


-Se sugiere incluir tanto en la exposición de motivos como en la MAIN una justificación 
más amplia de los títulos competenciales en los que se basa el anteproyecto. En esta 
justificación, así como en la determinación del contenido del anteproyecto, se han de tener 
presentes las amplias competencias en la materia que, como se ha descrito, el Tribunal 
Constitucional atribuye al Estado, así como las limitaciones competenciales del EACM, que, 
a diferencia, por ejemplo, de Cataluña, no incluye competencias en materia de seguridad 
ciudadana ni para la constitución de una policía autonómica. El ámbito de la actuación 
prevalente de la Agencia, por ello, es el de la autoorganización de sus propias instituciones y 
la seguridad de sus sistemas informáticos, debiendo ponerse en relación con esta competencia 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


03
81


30
97


53
20


07
07


56
19







 
 
 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 


 


pág. 41 


 


todas las    actuaciones de la Agencia que tengan efectos ad extra. 
Además de la facultad autoorganizativa mencionado como prevalente, la agencia puede 
ejercer sus funciones en el ámbito de las administraciones locales tal como establece la Ley 
7/85 Reguladora de las Bases de Régimen Local (LRBRL) para asistencia a los municipios y 
para asegurar la prestación de los servicios públicos de competencia municipal en todo el 
territorio de la provincia. Por otra parte, la colaboración y apoyo al tejido empresarial de la 
Comunidad de Madrid no requiere un título competencial adicional. 


Se acepta la sugerencia y se incorpora a la MAIN y al texto del anteproyecto. 


- Ni en la MAIN ni en el texto normativo parece tenerse en cuenta competencias 
específicas que, en materia de ciberseguridad y otras relacionadas con este concepto, se 
encuentran atribuidas a otros entes y centros directivos de la Comunidad de Madrid. 
Se sugiere, por ello, delimitar con mayor claridad en el anteproyecto las competencias de la 
Agencia en los aspectos en los que confluyen o resultan concurrentes con otros organismos 
de la Comunidad de Madrid: en concreto, con la Agencia para la Administración Digital de la 
Comunidad de Madrid y con Viceconsejería de Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad 
y Emergencias Madrid 112. 
 


Al respecto indicar que las funciones atribuidas en el artículo 3.2 a la Agencia de 
Ciberseguridad no son coincidentes con las atribuidas a la Agencia para la Administración 
Digital ni en su ley actual ni en la modificación prevista en el artículo 28 del anteproyecto de 
Ley de Medidas Urgentes para el Impulso de la Actividad Económica y la Modernización de la 
Administración de la Comunidad de Madrid; por tanto, no existe un solapamiento de funciones 
atribuidas a ambas Agencias. 
 
La Ciberseguridad es una materia trascendental en el proceso de digitalización de la 
Comunidad de Madrid y los daños de un ciberataque tienen consecuencias desastrosas que 
son necesarias atajar antes de que se produzcan, detectar en fase temprana y responder de 
la forma más rápida y eficaz posible. 
Este nivel de especialización aconseja seguir los modelos existentes en el mundo y, sin 
menoscabo de la necesaria colaboración, diferenciar orgánicamente la protección de la 
seguridad de la información de otras responsabilidades como la seguridad ciudadana o la 
seguridad laboral, por citar solo dos ejemplos.  
La Agencia para la Ciberseguridad tiene por objetivo coordinar, impulsar y supervisar la 
ciberseguridad en la Administración, atendiendo a los diferentes entes, órganos y organismos, 
titulares de sistemas de información y redes, de ahí la necesidad de crear una Agencia 
coordinadora de toda la Administración que requiere de un importante impulso dada la 
transformación y digitalización a la que se enfrenta la Comunidad de Madrid, siendo 
importante que la existencia de un entidad que supervise  la dirección y planificación de los 
órganos, organismos y entidades de la Comunidad de Madrid, con funciones en 
ciberseguridad. 
 


- En los preceptos que regulan las competencias de los distintos órganos de la 
Agencia, se sugiere incluir cuál de ellos debe ejercer cada una de las competencias que se 
atribuyen con carácter general a este ente público en el artículo 3. Con ello quedaría resuelta 
la incertidumbre sobre quién debe ejercer alguna   de   las competencias enunciadas en 
dicho precepto, pero cuyo ejercicio no se atribuye a ninguno de sus órganos [por ejemplo, 
«llevar a cabo la realización de auditorías» [artículo 3.c)] o «Constituir y gestionar el CSIRT» 
[artículo 3.e)]. 
 


Al respecto señalar que no se ha considerado necesario incluir mediante Ley la 
estructura departamental. 
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-Se proponen modificaciones de redacción para adaptar el texto normativo a las 
Directrices de técnica normativa.  
 
 Se acepta la observación y se procede a adaptar el texto normativo a las Directrices 
de técnica normativa.  
 
Observaciones a la exposición de motivos, parte dispositiva y final del anteproyecto de Ley. 
 


-Respecto del contenido de la exposición de motivos, se sugiere que se valore, 
mencionar normativa de carácter básico aprobado por el Estado en esta materia, y la 
«Estrategia Nacional de Ciberseguridad 2019», 


 
No procede aceptar la observación, en la Exposición de Motivos se hace referencia a 


que se tienen en consideración ejes del programa Europa Digital 2021-2027 y, de la misma 
forma, el de la Agenda España Digital 2025. También el Reglamento (UE) n.º 2021/694 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2021 por el que se establece el Programa 
Europa Digital y por el que se deroga la Decisión (UE) 2015/2240, en el que se prevé que la 
ciberseguridad debe ser un pilar fundamental en el desarrollo de políticas públicas. 


 
Del mismo modo, la Estrategia de Seguridad Nacional 2021, aprobada el 28 de 


diciembre por el Consejo de Ministros, establece como una de las prioridades la puesta en 
marcha de una plataforma nacional de notificación y seguimiento de ciberincidentes. Este 
proyecto, liderado por el CCN-CERT que coordina el Grupo de Trabajo de Seguridad de la 
Conferencia Sectorial de Administración electrónica, es al que la Agencia de Ciberseguridad 
se incorporará como punto de contacto autonómico 


 
-Igualmente, se sugiere, que el último párrafo del apartado I de la exposición de 


motivos se ubique antes de la referencia a las competencias de la Comunidad de Madrid, junto 
con las referencias al Programa Marco Europa Digital, y en su caso otras referencias 
normativas o de otro tipo que se incluyan como antecedente o contexto en que la Comunidad 
crea su Agencia de Ciberseguridad. 
 
 Se procede a aceptar la observación 
 


-Parece apropiado modificar la redacción de la exposición de motivos: 
Del mismo modo, la Estrategia de Seguridad Nacional 2021, aprobada el 28 de diciembre por 
el Consejo de Ministros, establece como una de las prioridades la puesta en marcha de una 
plataforma nacional de notificación y seguimiento de ciberincidentes. Este proyecto, liderado 
por el CCN-CERT que coordina el Grupo de Trabajo de Seguridad de la Conferencia Sectorial 
de Administración electrónica, es al que la Agencia de Ciberseguridad se incorporará como 
punto de contacto autonómico.   


La Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, incluye a la 
seguridad entre los principios de actuación de las Administraciones Públicas y recoge el 
Esquema Nacional de Seguridad (en adelante ENS), de aplicación a todo el sector público, 
que ofrece un planteamiento común de principios, requisitos y medidas de seguridad.   


El ENS proporciona al sector público en España un planteamiento común de seguridad para 
la protección de la información que maneja y los servicios que presta; impulsa la gestión 
continuada de la seguridad, imprescindible para la transformación digital en un contexto de 
ciberamenazas; a la vez que facilita la cooperación y proporciona un conjunto de requisitos 
uniforme a la Industria, constituyendo también un referente de buenas prácticas. 
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Se sugiere que, tanto en el artículo 1 como en el resto del articulado del anteproyecto, se utilice 
un término que permita identificar sin confusión la consejería    de adscripción de la Agencia. 


 Se procede a aceptar la observación. 
 


-En al artículo 1.2, se sugiere valorar la supresión del inciso final relativo a la aplicación 
supletoria de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre. Y también se sugiere que se sustituya 
«Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid» por «Agencia» 


 
Se procede a aceptar la observación. 


 
-En el artículo 1.3 se sugiere que se añada la referencia a la Ley 10/2019, de 10 de 


abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid. 
 


Se procede a aceptar la observación. 
 


-En el artículo 2.1 se sugiere, conforme a lo observado en el punto 3.3.1. (i) de este 
informe, enfatizar que las competencias de la Agencia se ejercen, especialmente, dentro del 
ámbito de la propia organización de la Comunidad de Madrid. Se sugiere, en cualquier caso, 
revisar la puntuación de este precepto. 


 
Se procede a aceptar la observación. 


  
- En el artículo 2.2 se establece que: respecto de las empresas públicas autonómicas, 


con forma de Sociedad Mercantil, la Asamblea legislativa de la Comunidad de Madrid y la 
Cámara de Cuentas de la Comunidad de Madrid, la Agencia podrá ejercer sus funciones 
públicas, previa formalización del instrumento jurídico adecuado y sin perjuicio de la 
disponibilidad presupuestaria de la Agencia. 
Se sugiere revisar la redacción concretando a qué «funciones públicas» se refiere, y 
clarificando si la expresión «y sin perjuicio de la disponibilidad presupuestaria de la Agencia» 
se está refiriendo a que esta colaboración se realizará cuando a las disponibilidades 
presupuestarias de la Agencia lo permitan. 
 


 En este sentido se procede a redactar nuevamente el artículo 2.2:  


- En el apartado 3 de este mismo artículo 2 se sugiere concretar que las entidades 
locales a las que puede prestar sus servicios son las del ámbito territorial de la Comunidad de 
Madrid. 


 
Se acepta y se incluye en el borrador el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid.  


 
-El apartado 2 de la Agencia establece que: La Agencia tiene por objetivo definir y velar 


por la ejecución de las políticas públicas en materia de ciberseguridad, y en particular: 
Dado que el objetivo de la Agencia ya se define en su apartado 1 y el apartado 2 enumera las 
actividades para su consecución, se sugiere sustituir la redacción actual    por: 
Para el cumplimiento de su objetivo, la Agencia ejercerá en particular las siguientes 
competencias:” 
 


La redacción de este artículo ha sido modificada. 
 


-En la letra a) del artículo 3.2. se establece que corresponde a la Agencia: “Asesorar 
al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia de ciberseguridad 
que contemple la administración y el sector público autonómico, la colaboración con las 
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entidades locales, y el apoyo al entorno empresarial y a la ciudadanía de la Comunidad de 
Madrid.” 
Se sugiere eliminar el inciso final que se refiere a la «colaboración con las entidades   locales, 
y el apoyo al entorno empresarial y a la ciudadanía de la Comunidad de Madrid» ya que estas 
funciones se recogen, a su vez, en otras letras del artículo 2.2. 
 
  Al respecto señalar que no procede suprimir el inciso final al ser un aspecto que se 
quiere subrayar que esté presente en la estrategia del Gobierno en materia de ciberseguridad. 
Por otro lado, en el artículo 2.2 se hace referencia a empresas públicas autonómicas, con 
forma de Sociedad Mercantil, la Asamblea legislativa de la Comunidad de Madrid y la Cámara 
de Cuentas de la Comunidad de Madrid y no a las entidades locales, al entorno empresarial 
y a la ciudadanía de la Comunidad de Madrid, a las que sí se quiere hacer referencia en el 
artículo 2.3. 
 


-En la letra b) del artículo 3.2 se establece que corresponde a la Agencia: Aprobar de 
la Política de Seguridad para la Administración General e institucional de la Comunidad de 
Madrid. 
Se sugiere valorar la eliminación de esta competencia o su sustitución por la competencia 
para proponer la política de seguridad para la Administración General e Institucional de la 
Comunidad de Madrid. 
 


Se acepta, se procede a redactar nuevamente la exposición de motivos y el artículo.
  


-En la letra c) del artículo 3.2 se establece que corresponde a la Agencia: Llevar a 
cabo la realización de auditorías en el ámbito de la ciberseguridad. 
Se sugiere concretar en qué ámbito se realizarán estas auditorías, teniendo en cuenta que, 
de acuerdo con la sentencia del STC 142/2018, de 20 de diciembre, mencionada, las 
Comunidades Autónomas deben adoptar medidas en materia de ciberseguridad en tanto en 
cuanto se aplican a las relaciones que tiene con sus administrados y con otras 
administraciones, así como respecto de las infraestructuras tecnológicas, que pertenezcan a 
la estructura de la Administración de la Generalitat y a su sector público. 
 


Se ha suprimido este apartado. 


-En la letra e) del artículo 3.2 se establece que corresponde a la Agencia: 
e) Constituir y gestionar el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes de Ciberseguridad) de 
referencia de la Comunidad de Madrid, ejerciendo las funciones de alerta temprana y de ayuda 
en la respuesta ante amenazas, vulnerabilidades, ataques e incidentes de seguridad, en 
colaboración con el resto de CSIRT nacionales e internacionales. 
Se sugiere eliminar la referencia a este equipo entre las funciones de la Agencia, e incluirlo 
como un órgano de la misma, como se hace con el Comité de Seguridad de la Información en 
el artículo 4. 
 
  El concepto de CSIRT, pese a no haber unanimidad en la doctrina, se refiere a un 
conjunto de actuaciones relacionadas con la prevención, detección y respuesta a incidentes 
de seguridad que obviamente implica un equipo de personas, no se estima necesario su 
definición como órgano. Puede configurarse de múltiples formas en departamentos o como 
una estructura monolítica por lo que no debe ser objeto de regulación específica dentro de la 
Ley sino formando parte de los estatutos de funcionamiento. 
 


-En la letra d) del artículo 3.2 se sugiere corregir la redacción sustituyendo: (…) que 
afecten la protección de datos de carácter personal. 
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Por: 
d) (…) que afecten a la protección de datos de carácter personal. 


No se acepta. Se ha eliminado este apartado. 


-El artículo 4 establece los órganos de la Agencia. 
Respecto del Consejero Delegado, dadas las competencias que se le atribuyen en su     artículo 
6, se sugiere incluirlo entre los órganos de gobierno, a semejanza de cómo se hace en el caso 
de la Agencia para la Administración Digital. Se sugiere, adicionalmente, establecer sus 
competencias y mecanismo de nombramiento, aspectos cuya regulación ahora se omite. 
Por otro lado, se establece un Comité de Seguridad de la Información de la Comunidad de 
Madrid «que dirigirá y coordinará la seguridad de la información en la  Administración General 
e Institucional de la Comunidad de Madrid, de conformidad con la política de seguridad de la 
información de la Comunidad de Madrid y de la Agencia». 
En relación con este Comité, las funciones de dirección y coordinación que se le atribuyen 
parecen confundirse con la tarea principal de la Agencia, y solaparse además con las 
atribuidas al Consejo de Administración y el consejero delegado, cuyas funciones se pueden 
encuadrar en las tareas de dirigir y coordinar la seguridad de la información. 
Además, se sugiere revisar la redacción del inciso final, pues podría interpretarse conforme 
a la misma, que convivirán dos políticas de seguridad de la información: la de la Comunidad 
de Madrid y la de la Agencia. 
Adicionalmente, a efectos de adecuar la composición del artículo a las Directrices, en 
concreto a las reglas 26, que fija los criterios de redacción del artículo y 31, que establece 
las relativas a la división del artículo, se sugiere sustituir su organización actual por la 
siguiente: 
Artículo 4. Órganos de la Agencia. 
Los órganos de gobierno de la Agencia son: 
El Presidente del Consejo de Administración. 
El Consejo de Administración. 
El Consejero-Delegado de la Agencia. 
La Agencia contará con un Comité de Seguridad de la Información de la Comunidad     de Madrid 
que […]. 
La estructura y funcionamiento de este C o m i t é se desarrollará a propuesta de la 
consejería competente en materia de digitalización. 
 


Se acepta parcialmente y se procede a modificar el artículo 4. 
 


-El artículo 5 establece la composición y funciones del Consejo de Administración. Se 
sugiere, para respetar lo establecido en la regla 30 de las   Directrices, en relación a la unidad 
de contenido y extensión de artículos, subdividir su actual contenido en dos artículos, uno 
referido a la composición y otro a las funciones de este órgano. 
Su primer párrafo, en cualquier caso, habrá de numerarse como 1, para distinguirlo del resto 
de apartados del artículo. 
 


Se admite parcialmente. 
 


-Precisamente en este primer párrafo del artículo 5, se establece que el Consejo   de 
Administración «debe tener una composición paritaria». 
Se sugiere, especificarse en la MAIN la previsión legal, alcance y mecanismos de garantía de 
esta paridad, especialmente teniendo en cuenta que todos los miembros del consejo de 
administración lo son por ocupar unos cargos para los que no existe actualmente ninguna 
restricción de acceso por razón del género. Se sugiere por ello valorar la sustitución de «debe 
tener una composición paritaria» por «cuya composición se perseguirá que sea paritaria». 
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No se acepta la observación y se suprime la expresión, siguiendo el informe de la 
Abogacía. 
 


-Por otro lado, se observa que el titular de la presidencia del   Consejo   de 
Administración es el consejero competente en materia de «Política Digital». El  
vicepresidente, será la persona titular de la v iceconsejería competente en materia de 
objetivos propios de la Agencia. Sin embargo, el artículo 1.1 adscribe la Agencia a la 
consejería de competente en materia de Ciberseguridad y en el artículo 6 la propuesta del 
consejero delegado la efectúa el consejero competente en materia de digitalización. 
Se sugiere, como ya se ha mencionado antes, que, por razones de seguridad jurídica, se utilice 
un único título competencial que identifique con claridad la adscripción y composición de los 
órganos de la Agencia. 
 


 Se admite y se redacta en ese sentido 
 


-Respecto de los vocales, se establece que serán: 
Vocales: 
1º. El consejero delegado de la Agencia. 
2º. Las personas titulares de las direcciones generales o viceconsejerías con competencias 
en las materias correspondientes a los objetivos de la Agencia. 
3º. Los secretarios generales técnicos de las distintas consejerías. 
4º. El consejero delegado de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de 
Madrid. 
Las personas titulares de las direcciones generales o viceconsejerías con competencias en 
las materias correspondientes a los objetivos de la Agencia. 
3º. Los secretarios generales técnicos de las distintas consejerías. 
Respecto de «[l]as personas titulares de las direcciones generales o viceconsejerías con 
competencias en las materias correspondientes a los objetivos de la Agencia» se considera 
necesario concretar si todos deben ser directores generales o viceconsejeros, así como su 
número, consejerías de adscripción y forma de designación. 
 


Al respecto se ha procedido a modificar el texto del artículo.   
 


-En relación con las funciones del Consejo de Administración, el apartado 5.5. d)   le 
atribuye: Informar preceptivamente en los procedimientos de elaboración de disposiciones 
normativas tramitadas por la Administración de la Comunidad de Madrid en materia de 
ciberseguridad y gobernanza de las tecnologías de la información y la comunicación.  
Se sugiere revisar esta redacción, ya que el inciso final «y gobernanza de las tecnologías de 
la información y la comunicación» parece exceder de las funciones de la Agencia fijados en 
el concreto ámbito de la ciberseguridad. 
 


Respecto a esta observación indicar que la Gobernanza o Gobierno de TI es el 
alineamiento de las Tecnologías de la información y la comunicación (TI) con las estrategias 
de la organización, por tanto, es relevante el informe que se propone. 
 


-Y el apartado 5.6.j), le atribuye la función de: h) Aprobar las ayudas que fomenten e 
impulsen el desarrollo e implantación de la ciberseguridad en las empresas, pymes 
madrileñas. 
Se sugiere, también, revisar la redacción de esta función, ya que la competencia para aprobar las 
ayudas corresponde al consejero mediante orden, de conformidad con el artículo 6.4 de la Ley 
2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de Madrid y el artículo 10 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que constituye legislación básica 
del Estado, dictada al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 13.ª, 14.ª y 18.ª de la 
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Constitución Española. 
 


Se procede a redactar el artículo 5.6.j en el sentido indicado. 
 


-Por su parte, en el artículo 7.1 de la citada Ley 2/1995, de 8 de marzo, se establece: 
1. Son órganos competentes para conceder subvenciones, en el ejercicio de sus actividades: 
Los Consejeros en el ámbito de la Consejería correspondiente y de los órganos de gestión sin 
personalidad jurídica dependientes de ella. 
Los Consejos de Administración de los organismos autónomos en el ámbito del propio 
organismo y de los órganos de gestión sin personalidad jurídica dependientes del mismo, sin 
perjuicio de la facultad de delegación en los Gerentes de aquéllos. 
En los restantes entes, los órganos rectores de acuerdo con lo establecido por sus leyes de 
creación o normativa específica. Dichas competencias podrán ser objeto de delegación en los 
Gerentes o figuras análogas, en función de su peculiar estructura organizativa. 
Se sugiere, por ello, valorar establecer expresamente la competencia del Consejo de 
Administración para conceder subvenciones, así como la incluir, expresamente, la  
posibilidad de delegarla en el consejero delegado. 
 


Se admite y se redacta en este sentido 
 


-El artículo 6, regula la figura del Consejero Delegado de la Agencia. 
Para adaptarse a las reglas 26 y 31 de las Directrices, mencionadas anteriormente, se sugiere 
dividir el artículo en dos apartados y en el segundo las funciones se señalarán con letras 
minúsculas, ordenadas alfabéticamente: a), b), c). 
A estos efectos, se propone la siguiente redacción: 
El Consejero Delegado será nombrado y, en su caso, cesado mediante decreto del Gobierno 
de la Comunidad de Madrid, a propuesta del consejero competente en materia de 
digitalización, a iniciativa del Presidente del Consejo de Administración de la Agencia. 
El consejero delegado de la Agencia es el máximo órgano directivo de la Agencia y le 
corresponde, sin perjuicio de las competencias del Consejo de Administración, la dirección y 
representación legal ordinaria de la Agencia, la adopción de las medidas necesarias para la 
ejecución de las decisiones del Consejo de Administración y en particular: 


a) Formular y elevar al Consejo de Administración el Plan Estratégico de la Agencia. […]. 
 


Se acepta la observación. 
 


-Adicionalmente, se sugiere revisar la redacción del apartado 1 que establece que «[e]l 
Consejero Delegado será nombrado y, en su caso, cesado mediante decreto del   Gobierno de 
la Comunidad de Madrid, a propuesta del consejero competente en materia de digitalización, 
a iniciativa del Presidente del Consejo de Administración de la Agencia» ya que, con la 
redacción actual, la propuesta e iniciativa parecen corresponder a la misma persona, puesto 
que, conforme al artículo 5 del anteproyecto de ley, la presidencia del Consejo de 
Administración corresponde al titular de la consejería competente en materia de política 
digital, competencias ambas, digitalización y política digital, incluidas dentro del ámbito 
competencial de la Consejería de Administración Local y Digitalización. 


 
Se acepta y se redacta en consecuencia 


 
-Se sugiere, dado que el presidente es también un órgano de gobierno de la Agencia, 


incluir un artículo que recoja sus atribuciones, completando así este aspecto en relación con 
los tres órganos principales de la Agencia. 
 


 Se acepta. 
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-En el artículo 7 regula el régimen del personal, incluyendo en su apartado 1 una 


referencia al «Organismo Público» Agencia para la Administración Digital de la Comunidad 
de Madrid, debiendo eliminarse esta expresión pues de conformidad con el artículo 10 de la 
Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas, esta Agencia se 
configura, también, como un ente público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 
8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, con personalidad 
jurídica propia, plena capacidad jurídica y de obrar y autonomía de gestión. 
En el apartado 2, se señala que «El personal laboral de la Agencia se regirá por la legislación 
laboral y por el convenio colectivo para el personal laboral de la Comunidad de Madrid», 
sugiriéndose que se complete con la referencia al Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, al serle igualmente aplicable al personal de la Agencia, de conformidad con su 
artículo 2.d. 
 
 Se procede a redactar nuevamente 
 


-En el artículo 8 se regula el régimen de contratación, se sugiere sustituir la redacción.  
  
 Se acepta y sustituye redacción. 
 


-Respecto al patrimonio de la Agencia, se sugiere incluir en la MAIN una justificación 
de la compatibilidad entre el artículo 9.1 del anteproyecto y el artículo 2 de la Ley 3/2001, 
de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de Madrid.  


 
No procede aceptar la propuesta 


 
-El artículo 9.2 se sugiere revisar la redacción del artículo, eliminando el inciso final. 
 
Se acepta y se modifica el texto. 


 
-En el artículo 10, en lo relativa a la financiación, aparece duplicada la referencia a las 
subvenciones, por lo que se sugiere suprimir esta mención del apartado b). 
 


Se acepta y se incorpora al texto. 
 


-En el artículo 11.2, referido al régimen presupuestario, artículo 12, que se refiere al 
régimen de control económico financiero, de la disposición final primera y disposición final 
segunda:  se sugiere sustituir la redacción actual. 


 
Se acepta y se incorpora al texto. 


 
 
MEMORIA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO 
 
Contenido 
 


-Se sugiere sustituir el título. 
Sería necesario indicar la fecha. 
En los apartados 2.1 y 2.2 de objetivos, debería hacerse una correcta referencia a la 
Comunidad de Madrid, eliminado la expresión «en la C.A. de Madrid». 
En el apartado 2.3, que analiza la adecuación a los principios de buena regulación, nos 
remitimos a las observaciones realizadas al respecto en el apartado 3.2 de este informe.  
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Respecto de las principales alternativas consideradas, se sugiere reforzar los argumentos que 
justifican la creación de un ente específico e independiente para esta materia. Así como 
referirse a él como ente no como organismo, ya que así se configura en el anteproyecto de 
ley. 


 Se aceptan las observaciones y se incorporan al texto. 
 


-En el apartado 4 de la MAIN, dadas las competencias exclusivas del Estado en esta 
materia, se sugiere que se haga una   referencia a las mismas. 
 


Se acepta y se modifica la Exposición de Motivos.  
 


-El apartado 6 de la MAIN se refiere a los diferentes impactos: 
Se analiza su impacto presupuestario, en el apartado 6.3 de la MAIN, supone una inversión 
en los capítulos 1 Personal (1.110.225 €), 2 Gastos corrientes (190.000€) y 6 Inversión 
(215.000€) de un total de 1.515.225 €. El importe señalado en este apartado, no coincide con 
la cantidad de 1.200.000 euros reflejado en la ficha de resumen ejecutivo, por lo que se sugiere 
revisar este aspecto. 
 


Se modifica el texto y se corrige el error en la cuantía reflejada. 
 


-Se sugiere completar el análisis de estos impactos con la referencia al impacto por 
razón de la orientación sexual, identidad o expresión de género, así como indicar para 
todos los que se mencionan, la norma en virtud de la cual se solicitarán los informes 
correspondientes. 


 
Se acepta y se incorpora al texto. 


 
- Se sugiere señalar en la MAIN que el anteproyecto de Ley por el que se crea la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid está recogido en el Plan Normativo para la XII 
Legislatura (2021-2023) aprobado por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 10 de noviembre 
de 2021. 
 


 Se acepta y se incorpora al texto. 
 
Tramitación. 
 


-Se ha celebrado, el trámite de consulta pública previa, si bien no parece quedar 
reflejado la contestación a la aportación efectuada respecto a la relación entre esta nueva 
Agencia y Madrid Digital y las competencias que ambas ejercen, que no se reflejan, como 
indica la MAIN, ni en el artículo 3.2.d, ni en la disposición adicional única, que no existe. 


  
Se ha procedido a aceptar la observación. 


 
-Se sugiere señalar expresamente en este apartado de la MAIN si, conforme con lo 


establecido por el artículo 8.4 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, la solicitud de   informes 
preceptivos, incluido el informe de coordinación y calidad normativa, así como los estudios y 
consultas que se estiman convenientes, salvo el informe de la Abogacía General, se ha 
realizado de forma simultánea. 


 
 Se ha procedido a aceptar la observación 
 


-En la ficha del resumen ejecutivo se señala que el trámite de audiencia e información 
pública se realizará en virtud del artículo 105 a) de la Constitución Española, y según lo 
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dispuesto en los artículos 60.2 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de 
Participación de la Comunidad de Madrid y 9 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo. A tal efecto 
el artículo 9.2 del citado decreto señala: El plazo mínimo de esta audiencia e información 
públicas será de quince días hábiles, el cual podrá reducirse hasta un mínimo de siete días 
hábiles cuando razones excepcionales de interés público debidamente motivadas lo 
justifiquen, así como cuando se aplique la tramitación urgente de iniciativas normativas 
previsto en el artículo 11. De ello deberá dejarse constancia en la MAIN. 
 
 Se ha procedido a aceptar la observación 
 
-El proyecto contempla un nuevo gasto en los capítulos 1, 2 y 6 en los  presupuestos de la 
Comunidad de Madrid, siendo, efectivamente, preceptivos los informes de la Dirección 
General de Recursos Humanos y de la Dirección General de Presupuestos de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo de conformidad con los artículos 9 y 13.1.k) del Decreto 
234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la 
estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, respectivamente. 
Se sugiere hacer referencia expresa en este apartado de la MAIN a las normas que hacen 
preceptivo los informes. 
  


Se ha procedido a aceptar la observación. 
 


8. TRÁMITE DE AUDIENCIA E INFORMACIÓN PÚBLICA 
 


El anteproyecto de Ley, en virtud del artículo 105 a) de la Constitución Española, y 
según lo dispuesto en los artículos 60.2 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia 
y de Participación de la Comunidad de Madrid y 9 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, 
del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración 
de las disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid, fue 
publicado el 27 de abril de 2022 a través del Portal de Transparencia, con objeto de dar 
audiencia por plazo de 7 días hábiles a los ciudadanos afectados y obtener cuantas 
aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o entidades. 
 


Mediante Orden de 4 de marzo de 2022 del Consejero de Administración Local y 
Digitalización se ha ordenado su tramitación de urgencia, reduciendo su plazo de duración 
a siete días hábiles. 
 


No consta que se hayan presentado alegaciones.  
 
9. INFORME DE LA SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE LA CONSEJERÍA 
PROPONENTE E INFORME DE LA ABOGACÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID. 
 
El anteproyecto ha sido informado con fecha 9 de mayo de 2022 por la Secretaría General 
Técnica de la consejería proponente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 del 
Decreto 52/2021, de 24 de marzo. 
 
Posteriormente, en cumplimiento del artículo 4.1.a) de la Ley 3/1999, de 30 de marzo, de 
Ordenación de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de Madrid, en relación con el 
artículo 12.2 del Decreto 105/2018, de 19 de junio, del Consejo de Gobierno, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid,  se ha emitido 
informe de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid, con fecha 17 de mayo de 
2022. 
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En ese informe, la Abogacía General de la Comunidad de Madrid, emite un parecer  
favorable al anteproyecto de Ley sin perjuicio de las observaciones en relación con la 
necesaria ampliación de la MAIN y consideraciones y observaciones al texto del 
anteproyecto de Ley, que se recogen a continuación:  
 


- Se aprecia, que la última versión de la MAIN no incorpora una referencia a la 
evaluación “ex post” en los términos previstos en el artículo 7.4 e) del Decreto 52/2021, por 
lo que debería incorporarse alguna mención a este extremo en la misma. En adición, deberá 
incorporarse a la ficha de resumen ejecutivo de la MAIN una alusión al trámite de consulta 
previa, así como actualizarse la descripción que dicha MAIN hace de la tramitación en su 
apartado 5.2, especificando qué trámites se han realizado ya, puesto que, conforme al 
artículo 7.5 del Decreto 52/2021. 
 


Se han aceptado las observaciones modificando la MAIN. 
 


- La Exposición de Motivos del anteproyecto describe el contenido del texto y sus 
antecedentes, identifica su finalidad y resume su concreto alcance, habiendo sido 
estructurada en tres apartados. Cumple, de ese modo, la función que le atribuyen las 
Directrices 11ª y 12ª. Además, se justifica la adecuación del anteproyecto a los principios 
de buena regulación en los términos prescritos por el artículo 2.1 del Decreto 52/2021. Sin 
embargo, la denominación debe ir en mayúscula, conforme a la Directriz 11ª. Asimismo, 
dentro de esta Exposición de Motivos, debería hacerse referencia, en el párrafo décimo, al 
sometimiento de la Agencia al derecho administrativo cuando ejerza potestades públicas.   
 
 Se han aceptado las observaciones. 
 


-Finalmente, en la descripción del principio de necesidad y eficacia, la Exposición de 
Motivos indica que “en particular, los principios de necesidad y eficacia están garantizados 
por el interés general que subyace a esta regulación, como son fomentar la seguridad en las 
relaciones telemáticas, mejorar la protección de los usuarios de las tecnologías de información 
y comunicación y fomentar el crecimiento económico por medio de la digitalización y la 
innovación”. Debe advertirse, que la actuación de la Agencia debe realizarse en el estricto 
ámbito competencial en el que puede operar, conforme al sistema constitucional de 
distribución de competencias: la administración digital y, en la medida en que se relacionen 
con la Administración por medios electrónicos, las relaciones con los administrados. 
Convendría, por ello, incluir alguna precisión en este sentido. 
 
 No se acepta la observación, dado que ya se ha modificado la Exposición de Motivos 
en este sentido, no se aprecia necesario reiterar esta circunscripción al ámbito competencial 
una vez ya establecido. 
 


- El artículo 1: Las referencias que el apartado 2 hace al régimen jurídico de la Agencia 
resultan algo imprecisas, puesto que de su redacción parece desprenderse que sólo se rige 
por su Ley de creación y las disposiciones que se dicten en su desarrollo. 
A este respecto, conviene recordar que el artículo 6 de la Ley 9/1990, referido a la tipología 
de entes entre los que se incluye a la Agencia, establece que “El resto de Entes del sector 
público de la Comunidad no incluidos en los artículos anteriores se regirá por su normativa 
específica. En todo caso, se aplicarán a los citados Entes las disposiciones de la presente Ley 
que expresamente se refieran a los mismos y, con carácter supletorio, las relativas a materias 
no reguladas en sus normas específicas”. 
De acuerdo con ello, y en aras de una mayor claridad, convendría reformular la redacción de 
este apartado a fin de acomodar el régimen jurídico de la Agencia a lo señalado en este 
precepto. 
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En adición, el apartado 3 del artículo 1 proyectado establece que “la actividad de la Agencia 
se ajusta, con carácter general, en sus relaciones externas, a las normas del ordenamiento 
jurídico privado, salvo los actos que implican el ejercicio de potestades administrativas, que 
se someten al derecho administrativo; siendo de aplicación la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
de Procedimiento Administrativo Común, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público y la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y Participación 
de la Comunidad de Madrid”. 
La alusión que se hace al carácter externo de las relaciones de la Agencia para justificar la 
aplicación del Derecho privado resulta confusa. Se sugiere sustituirla por la siguiente 
redacción: 
“La Agencia se sujetará con carácter general al Derecho privado, sin perjuicio de su sujeción 
al Derecho público en el ejercicio de potestades administrativas”. 
 


Se han aceptado las observaciones modificando la redacción del artículo.  
 
- El artículo 2 contempla el ámbito de actuación de la Agencia. En relación con el primer 


apartado, en el que se configura a la Agencia como “órgano de apoyo a empresas, PYMES y 
ciudadanos de la Comunidad de Madrid”, debemos reiterar lo ya advertido por el TC en su 
STC 142/2018 sobre la necesidad de que la actuación de la Agencia quede circunscrita a su 
ámbito de competencia material, persiguiendo medidas de autoprotección de la 
Administración digital madrileña y, en la medida en que se relacionan con ella por medios 
electrónicos, de sus administrados. Así, la STC mencionada declaró inconstitucional el 
siguiente inciso resaltado del artículo 2.3 de la Ley catalana 15/2017: 
“3. La Agencia de Ciberseguridad de Cataluña, en la ejecución de los objetivos a que se refiere 
el apartado 2, puede ejercer sus funciones con relación a las personas físicas o jurídicas 
situadas en Cataluña y establecer la colaboración necesaria con los prestadores de servicios 
de la sociedad de la información y de comunicaciones electrónicas que actúen o tengan 
infraestructura en Cataluña”. 
Las razones para proclamar inconstitucional dicho inciso se exponen en la sentencia como 
sigue: “Nuevamente la referencia incondicionada a las personas físicas y jurídicas evidencia 
una pretensión de Generalitat en la actuación de la Agencia que supera las atribuciones 
autonómicas en esta materia. Es, así, contraria al orden competencial por cuanto no se limita 
a objetivos relacionados con la necesidad de proteger las redes y sistemas de información 
propios y los de los particulares y de otras administraciones que se relacionan por medios 
electrónicos con la Administración”. 
Procede revisar la redacción del apartado, para conferirle mayor claridad en el sentido 
indicado. 
Esta consideración tiene carácter esencial. 
  
Por otra parte, la práctica totalidad de los centros directivos que han informado el anteproyecto 
han puesto de manifiesto la conveniencia de hacer referencia, no sólo a la coordinación con 
la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112, sino también con la Agencia para la 
Administración Digital de la Comunidad de Madrid. 
Sobre esta cuestión, la MAIN afirma: “No existe un solapamiento de funciones de las dos 
Agencias. Por un lado la Agencia para la Administración Digital, como titular de los sistemas 
de información de la Comunidad de Madrid, en virtud de la competencia que tiene atribuida, 
en exclusiva, para su adquisición y desarrollo, incluidas las redes electrónicas, ha de 
responsabilizarse de la seguridad de la información y datos que se tratan en las mismas y 
desde esa exclusiva perspectiva le corresponde la definición, planificación y ejecución de 
proyectos y servicios relacionados con la ciberseguridad, es decir, la Agencia para la 
Administración Digital es responsable de la ciberseguridad de los sistemas de información y 
de redes electrónicas de su titularidad. 
Por otro lado, la Agencia para la Ciberseguridad tiene por objetivo coordinar, impulsar y 
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supervisar la ciberseguridad en la Administración, atendiendo a los diferentes entes, órganos 
y organismos, titulares de sistemas de información y redes, de ahí la necesidad de crear una 
Agencia coordinadora de toda la Administración que requiere de un importante impulso dada 
la transformación y digitalización a la que se enfrenta la Comunidad de Madrid, siendo 
importante que la existencia de un entidad que supervise la dirección y planificación de los 
órganos, organismos y entidades de la Comunidad de Madrid, con funciones en 
ciberseguridad”. 
El artículo 2.1 del anteproyecto señala que la Agencia para la Ciberseguridad ejerce sus 
funciones y competencias en el ámbito de la Administración General e Institucional de la 
Comunidad de Madrid con exclusión de las empresas públicas autonómicas con forma de 
sociedad mercantil -aspecto éste último cuya motivación debería explicarse-. 
La Agencia para la Administración Digital tiene, de conformidad con el artículo 10. Uno de la 
Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas, naturaleza de ente 
público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, por lo que quedaría incardinada en 
el ámbito de actuación de la primera. 
A su vez, el apartado Tres del artículo 10 de la misma Ley 7/2005 atribuye a la Agencia para 
la Administración Digital, entre otras funciones, la de “j) La seguridad, confidencialidad, 
integridad y disponibilidad de la información tratada, en su ámbito de responsabilidad”. 
En adición, se encuentra actualmente en tramitación una modificación de esta Agencia a 
través del Proyecto de Ley de Medidas urgentes para el impulso de la actividad económica y 
la modernización de la Administración de la Comunidad de Madrid, que, de aprobarse, 
conferirá al artículo 10 citado ut supra la siguiente redacción: 
“1. La Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid se configura como 
ente público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora 
de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, con personalidad jurídica propia, plena capacidad 
jurídica y de obrar y autonomía de gestión, que tiene por objeto la definición, planificación y 
ejecución de proyectos y servicios relacionados con tecnologías de la información, 
comunicaciones electrónicas y ciberseguridad, garantizando la interoperabilidad, 
escalabilidad, compatibilidad, suministro e intercambio de información, en el ámbito de 
actuación definido en el apartado dos de este artículo”. 
El referido apartado Dos, señala, a su vez, que: 
“1. La Agencia de Informática y Comunicaciones de la Comunidad de Madrid (ahora 
denominada Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid) ejercerá sus 
funciones, en el ámbito de la Administración General y sus Organismos Autónomos, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente. 
2. Dichas funciones se ejercerán además respecto de las empresas públicas y demás entes 
públicos para la implementación de los productos y servicios declarados como de uso 
uniforme y exclusivo en toda la Comunidad de Madrid; y para la implantación de los servicios 
y sistemas de información corporativos o institucionales, de aplicación en toda la Comunidad 
de Madrid. (…)” 
A la vista de lo anterior, esta Abogacía General considera igualmente recomendable hacer 
alusión a la coordinación con la Agencia para la Administración Digital en el anteproyecto, 
toda vez que parece resultar que su ámbito material de actuación podría coincidir, siquiera 
parcialmente, con el de la nueva Agencia para la Ciberseguridad. 
Convendría, por otro lado, que la MAIN ahondase en las razones por las que no se considera, 
como alternativa, la posibilidad de ampliar y reforzar las competencias de la Agencia Madrileña 
para la Administración Digital, evitando así la creación de un nuevo ente, tal y como apunta el 
informe elaborado por la Secretaría General Técnica de la Consejería de Economía, Hacienda 
y Empleo que figura en el expediente. 
 
En lo que atañe a los apartados 2 y 3 de este artículo, observamos que su redacción adolece 
de cierta imprecisión, pues no puede determinarse con claridad el sentido y alcance de las 
expresiones “podrá ejercer sus funciones públicas” y “podrá prestar servicios propios de sus 
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funciones”. 
Esta indeterminación pudiera motivar el surgimiento de dudas en cuanto a si las previsiones 
incorporadas en estos apartados resultan realmente conciliables con la doctrina constitucional 
previamente expuesta, relativa al alcance de las competencias autonómicas en materia de 
ciberseguridad. 
Traemos a colación, en esta sede, la interpretación conforme que es llevada al fallo de la STC 
142/2018, de continua cita, que permite sustentar la constitucionalidad de las funciones que 
el artículo 2.2 de la Ley 15/2017, de 25 de julio, atribuye a la Agencia de Ciberseguridad de 
Cataluña, “entendido en el sentido de que el objetivo que persigue la Agencia se relaciona 
con la necesidad de proteger las redes y sistemas de información de la Administración de la 
Generalidad y de su sector público y los de los particulares y otras administraciones públicas 
que se relacionan por medios electrónicos con dicha administración”. 
De acuerdo con ello, debería explicitarse en la MAIN que la regulación proyectada descansa 
sobre tal premisa. Al tiempo, debería reformularse el precepto examinado a fin de clarificar tal 
aspecto. 
Esta consideración tiene carácter esencial 
  
En fin, en sede de técnica normativa, deberá sustituirse las mayúsculas de “Sociedad 
Mercantil” de los apartados 1 y 2 por minúsculas; la forma correcta de citar la Asamblea es 
“Asamblea de Madrid”, conforme al Capítulo I del Título I del EA; y, en último término, dentro 
del apartado 4, se advierte que “para el mejor cumplimiento de sus fines” y “para el mejor logro 
de estos” son expresiones redundantes. 
 
 Se aceptan las observaciones formuladas, procediendo a modificar la MAIN y la 
redacción del artículo 2, salvo lo referido a las empresas públicas autonómicas.  
 
Al respecto, indicar que las funciones atribuidas en el artículo 3.2 a la Agencia de 
Ciberseguridad no son coincidentes con las atribuidas a la Agencia para la Administración 
Digital ni en su ley actual ni en la modificación prevista en el artículo 28 del Proyecto de Ley 
de Medidas Urgentes para el Impulso de la Actividad Económica y la Modernización de la 
Administración de la Comunidad de Madrid. No obstante, como se señala en la Exposición de 
Motivos, la Agencia de Ciberseguridad ha de tener presente la imprescindible coordinación 
necesaria entre todas las unidades que trabajan en conexión con y desde las redes de 
comunicaciones, así como también es necesaria la coordinación con otras unidades y 
organismos muy especialmente con aquellos competentes en los distintos ámbitos de la 
seguridad física y de las personas. 
 
Respecto a la observación referida a las empresas públicas autonómicas con forma de 
sociedad mercantil, procede señalar que el apartado 2 de este artículo ya prevé, que cuando 
se disponga de medios presupuestarios y organizativos, la Agencia podrá ejercer sus 
funciones respecto de aquellas, previa formalización del correspondiente instrumento jurídico.  


 
- El artículo 3 se ha rubricado “Objeto y competencias”; sin embargo, al describir su 


contenido, el apartado 1 se refiere al “objeto de la Agencia”, mientras que el apartado 2 fija 
sus “objetivos”. No se entiende esta distinción entre objeto y objetivo. La RAE define el objeto 
como “el fin o intento a que se dirige o encamina una acción u operación”, mientras que, dentro 
de las acepciones de “objetivo”, se encuentra la de “objeto”. Se recomienda sustituir la 
referencia a objetivos por funciones, modificando en este sentido la rúbrica del precepto. 
Por otro lado, el apartado 1 indica que la Agencia tiene como objeto “dirigir y coordinar la 
ciberseguridad en la Administración de la Comunidad de Madrid”, mientras que el apartado 2 
señala que “la Agencia tiene por objetivo definir y velar por la ejecución de las políticas 
públicas en materia de ciberseguridad”. Como puede comprobarse, la coincidencia entre 
ambos apartados no es plena. 
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Debe traerse a colación, en este punto, la Exposición de Motivos del anteproyecto, en la que 
se afirma que “el objeto definido en el articulado se centra en dirigir y coordinar y no en 
implementar, operar o ejecutar funciones que seguirán siendo responsabilidad de cada uno 
de los organismos”. 
Asimismo, debe ponerse en relación este precepto con las competencias estatales exclusivas 
en materia de ciberseguridad, en los términos expuestos en la Consideración Jurídica 
Segunda de este Informe. Por lo tanto, la actuación de la Agencia debe realizarse, dentro de 
su ámbito material de competencia y conforme a las normas dictadas por el Estado. 
Así, deberá precisarse que la actuación de la Agencia expresada en el apartado 1, lo es a los 
solos efectos de llevar a cabo las funciones del apartado 2, de tal forma que, en todo caso, 
las actuaciones del ente se limiten al ámbito constitucional en el que puede operar de forma 
legítima: la administración electrónica de la Comunidad de Madrid, en los términos que 
venimos detallando. 
Esta consideración tiene carácter esencial. 
 
También, en este artículo, sería aconsejable hacer referencia al ejercicio de las competencias 
de la Agencia teniendo en cuenta las de la Agencia de Seguridad y Emergencias Madrid 112 
y las de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid, conforme a lo 
expuesto ut supra. 
 
Entrando a analizar algunas de las funciones de la Agencia descritas por el apartado 2, la letra 
a) consagra la de “asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su 
estrategia de ciberseguridad que contemple la administración y el sector público autonómico 
(…)” se recomienda precisar que, a los efectos de esta Ley, dentro del sector público 
autonómico no se encuentran las sociedades mercantiles, conforme a lo señalado por el 
artículo 2.1 del anteproyecto. 
En segundo lugar, la letra b) atribuye a la Agencia la función de “aprobar la política global de 
seguridad de la información para la Administración General e institucional de la Comunidad 
de Madrid”. 
El artículo 11.1 del Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica señalaba que “todos los 
órganos superiores de las Administraciones públicas deberán disponer formalmente de su 
política de seguridad que articule la gestión continuada de la seguridad, que será aprobada 
por el titular del órgano superior correspondiente”. Al amparo de este precepto, parecía lógico 
concluir que la política de seguridad debía ser aprobada por alguno de los órganos superiores 
de la Comunidad de Madrid que, según el artículo 1.1 de la Ley 1/1983, son “el Presidente, el 
Consejo de Gobierno y los Consejeros”. 
El Real Decreto 3/2010, sin embargo, ha sido derogado por el Real Decreto 311/2022, de 3 
de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad – dictado por el Estado al 
amparo de sus competencias exclusivas y, por tanto, de directa aplicación en todas las 
Administraciones Públicas- cuyo artículo 12, después de definir la política de seguridad de la 
información como “el conjunto de directrices que rigen la forma en que una organización 
gestiona y protege la información que trata y los servicios que presta”, señala, en su apartado 
2, “cada administración pública contará con una política de seguridad formalmente aprobada 
por el órgano competente. Asimismo, cada órgano o entidad con personalidad jurídica propia 
comprendido en el ámbito subjetivo del artículo 2 deberá contar con una política de seguridad 
formalmente aprobada por el órgano competente”. Añade a continuación que “No obstante, la 
totalidad o una parte de los sujetos de un sector público institucional podrán quedar incluidos 
en el ámbito subjetivo de la política de seguridad aprobada por la Administración con la que 
guarden relación de vinculación, dependencia o adscripción, cuando así lo determinen los 
órganos competentes en el ejercicio de las potestades de organización”. 
Si bien corresponde a la Comunidad de Madrid definir el órgano competente para aprobar las 
políticas de seguridad, no parece que el precepto transcrito permita que un ente público 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


03
81


30
97


53
20


07
07


56
19







 
 
 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 


 


pág. 56 


 


institucional apruebe una única política global para toda la Administración en los términos 
señalados en la citada letra b) que ocupa nuestro estudio. 
Asimismo, debe recordarse que el artículo 22.1 del Estatuto de Autonomía configura al 
Gobierno de la Comunidad de Madrid como el órgano de dirección política. 
Se aprecia, además, que tal previsión puede entrañar cierta contradicción con lo señalado en 
la letra a) que, recordemos, atribuye a la Agencia la función de “asesorar al Gobierno de la 
Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia de ciberseguridad que contemple la 
administración y el sector público autonómico (…)”. 
En orden a dotar al texto de la debida coherencia y claridad, debe reconsiderarse, en 
consecuencia, tal aspecto. 
Esta Consideración tiene carácter esencial. 
 
Dentro de la letra f), la alusión que se hace a la coordinación “con todos aquellos que se 
considere necesario” resulta excesivamente genérica; se reitera que la actuación de la 
Agencia debe limitarse a su ámbito propio competencial. Finalmente, por lo que respecta a la 
funciones de “promover ayudas que fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la 
ciberseguridad en las empresas y PYMES madrileñas” (apartado l), debe significarse que “la 
subvención no es un concepto que delimite competencias” (SSTC 39/1982 y 179/1985), de 
modo que el solo hecho de financiar no puede erigirse en núcleo que atraiga hacia sí toda 
competencia sobre los variados aspectos a que pueda dar lugar la actividad de financiación 
(SSTC 39/1982, 144/1985, 179/1985 y 146/1986). En consecuencia, la delimitación del 
régimen de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas debe 
realizarse con sujeción a las competencias que incidan en la materia concreta sobre la que 
verse la subvención. Por lo tanto, las eventuales ayudas deberían responder al título 
competencial en virtud del cual la Administración madrileña puede actuar en materia de 
ciberseguridad: medidas de protección de sus infraestructuras y redes relacionadas con su 
administración digital y, en la medida en que se relacionen con ella por medios electrónicos, 
las relaciones con los administrados. Esta última observación también sería predicable de los 
apartados j) y k). 
 
 Atendiendo a las observaciones formuladas se procede a modificar la redacción del 
artículo 3.   
 
 Indicar, además, que “dirigir y coordinar la ciberseguridad en la Administración de la 
Comunidad de Madrid” y “definir y velar por la ejecución de las políticas públicas en materia 
de ciberseguridad” son funciones que se complementan. 
 


- En el artículo 4 se relacionan los órganos de la Agencia: el Presidente del Consejo 
de Administración, el Consejo de Administración y el Consejero-Delegado de la Agencia. 
También se alude a la existencia de un Comité de Seguridad de la Información. 
Se recomienda regular la forma concreta en que se desarrollará este Comité de Seguridad de 
la Información: su naturaleza, instrumento para la determinación de su estructura, funciones 
(...). 
  Se acepta y se modifica la redacción del artículo. 
 


- El artículo 5, relativo al Consejo de Administración, comienza afirmando que “el 
Consejo de Administración, cuya composición se perseguirá que sea paritaria…”. Si 
atendemos a los miembros de este Consejo de Administración, podemos comprobar como 
todos y cada uno de los cargos son nominales o, si se quiere, natos: una vez que una persona 
se convierte en titular de un puesto de los que dan lugar a ser miembro de este Consejo, será 
esa persona y no otra la que se convierta en miembro del Consejo de Administración de la 
Agencia para la Ciberseguridad; en consecuencia, no es posible, desde la Agencia, perseguir 
la paridad en la composición del Consejo: si la mayoría de titulares de los cargos que llevan 
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aparejada la participación en este Consejo son, v.gr., hombres, no será posible alterar su 
composición. 
Dentro del apartado 3, se recomienda precisar la forma de aplicar el último inciso “designadas 
por la persona titular de la consejería respectiva o por quien designe el Consejo de 
Administración”, en aras del principio de seguridad jurídica.  
 
En cuanto al apartado 5, pudiera entenderse que las funciones contempladas en los apartados 
c) (“aprobar el Plan de difusión, formación y concienciación en materia de ciberseguridad para 
la Región de Madrid a propuesta del Consejero Delegado”), h) (“Aprobar las actividades de 
difusión, formación y concienciación en materia de ciberseguridad”) y j) (“Promover e impulsar 
las ayudas que fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la ciberseguridad en las 
empresas y pymes madrileñas”) desbordan, con su amplia redacción, los márgenes en que la 
ciberseguridad se entiende integrada en las competencias autonómicas, por lo que se hace 
necesaria una mayor precisión en su enunciado, en coherencia con lo que venimos señalando 
en el presente informe. 
Esta Consideración tiene carácter esencial 
Finalmente, se recomienda unificar la terminología entre la consignada como letra k) y la 
correlativa del artículo 6.2.j). 
 


Se aceptan parcialmente las observaciones formuladas, modificando la redacción del 
artículo, salvo en lo referente al apartado 5, pues tras la nueva redacción del artículo 2, queda 
perfectamente definido el ámbito de actuación de la Agencia y de sus órganos. 
 


- El artículo 6 regula la figura del Consejero Delegado. Llama la atención que se 
atribuya al mismo la representación legal ordinaria de la Agencia, cuando es costumbre atribuir 
tal función al Presidente del ente en cuestión, que también suele serlo del Consejo de 
Administración. 


 
Se acepta la observación 


 
-De otra parte, y por lo que respecta a las funciones que se le confieren en el apartado 


2, recordamos que las mismas solo pueden ser entendidas en el marco delimitado por las 
competencias autonómicas en materia de ciberseguridad, por lo que procede nuevamente 
precisar tal extremo, evitando redacciones genéricas que puedan inducir a confusión, como 
es el caso de las funciones descritas en los apartados d) y f). 
 
- El artículo 7 presenta la siguiente redacción: “1. El personal de la Agencia de Ciberseguridad 
tendrá naturaleza laboral y se regirá por el convenio colectivo que resulte de aplicación, por 
la Ley 1/1984, de 19 de enero, Reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad 
de Madrid, por la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la Comunidad de Madrid 
y por la legislación laboral. 
2. La Agencia tendrá plena autonomía de gestión de su personal para el más ágil y eficaz 
cumplimiento de sus fines y objetivos, dentro del marco legislativo y presupuestario aplicable. 
3. La contratación del personal se regirá, igualmente, por el convenio colectivo y la normativa 
laboral que resulte de aplicación. Los procesos selectivos se realizarán mediante convocatoria 
pública y seguirán en su convocatoria, métodos de selección y procedimiento de resolución, 
los principios de igualdad, mérito y capacidad, así como los de publicidad y celeridad”. 
En un primer momento, el Anteproyecto preveía que el personal de la Agencia fuese tanto de 
naturaleza laboral como funcionarial, previsión que, por razones que se desconocen, ha sido 
suprimida, definiendo la totalidad del personal del nuevo ente como de naturaleza laboral. 
En este punto, debemos traer a colación nuevamente el artículo 1.3 del Anteproyecto, el cual 
–sin perjuicio de las observaciones efectuadas por esta Abogacía- señala que “la actividad de 
la Agencia se ajusta, con carácter general, en sus relaciones externas, a las normas del 
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ordenamiento jurídico privado, salvo los actos que implican el ejercicio de potestades 
administrativas, que se someten al derecho administrativo”. 
El artículo 9.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (en lo sucesivo, TREBEP), 
dispone que “en todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa 
o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses 
generales del Estado y de las Administraciones Públicas corresponden exclusivamente a los 
funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo de cada Administración 
Pública se establezca”. 
Aunque no existe una definición legal de potestad pública, se suele entender como una 
prerrogativa o poder exorbitante otorgada, legalmente, al titular de un órgano administrativo, 
para el cumplimiento de los intereses generales. Por tanto, el ejercicio de la potestad produce 
efectos jurídicos sobre los administrados, constituyendo, modificando o extinguiendo, 
relaciones jurídicas de forma unilateral. 
Sobre esta reserva de funciones públicas en favor de los funcionarios, la Sentencia del 
Tribunal Supremo de fecha 29 de enero de 2019, haciéndose eco, a su vez, de la Sentencia 
dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 24 de febrero de 2016, secunda 
esta idea de que las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio 
de las potestades públicas o en la salvaguarda de los intereses generales deben corresponder 
exclusivamente a personal funcionario de acuerdo con la legislación aplicable en materia de 
función pública (artículo 9.2 del EBEP), añadiendo que “no basta con que los actos finales 
sean dictados y firmados por el Presidente de la Agencia (en referencia a la Agencia de 
Innovación y Desarrollo de Andalucía, cuya modificación estatutaria se impugna) que en este 
caso correspondería al Viceconsejero u órganos directivos que tienen expresamente atribuida 
la potestad administrativa, pues esa toma de decisión debe ir precedida de la instrucción de 
un procedimiento que incumbe exclusivamente a los funcionarios”. 
La Dirección General de Función Pública ha reparado en este aspecto y, así, en el informe de 
14 de marzo de 2022 que figura en el expediente remitido señala: “(…) en cuanto al apartado 
1 del artículo 7, en el que se determina el tipo de personal que puede formar parte de la nueva 
Agencia de Ciberseguridad, cabe señalar que tratándose ésta de un ente de derecho público 
-conforme se recoge en el propio artículo 1 del proyecto-, de los previstos en el artículo 6 de 
la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda Pública de la Comunidad de 
Madrid, es necesario recoger la posibilidad de que también preste sus servicios personal 
funcionario junto a personal laboral. 
En este sentido, cabe recordar que el artículo 9.2 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público (TRLEBEP), recoge con carácter de norma básica, una reserva 
de funciones solo para aquella categoría de empleados públicos que sean “funcionarios”, para 
ejercer las funciones “que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de 
potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las 
Administraciones públicas en los términos que en la ley de desarrollo de cada Administración 
pública se establezca”. 
En contestación a esta observación la MAIN se limita a indicar: “No se atiende, el personal de 
la Agencia de Ciberseguridad se regirá por la legislación laboral y por el convenio colectivo 
que resulte de aplicación”. Consideramos tal respuesta del todo punto insuficiente en aras a 
garantizar el cumplimiento de la premisa legal contenida en el referido artículo 9.2 del 
TREBEP. 
En definitiva, si bien no cabe apreciar su vulneración en tanto el Anteproyecto no atribuye, de 
modo expreso, potestades administrativas al personal laboral, tampoco incorpora éste 
previsión alguna que permita salvaguardar que el desempeño de funciones que impliquen la 
participación directa o indirecta en el ejercicio de potestades públicas (que el artículo 1.3 del 
Anteproyecto reconoce a la Agencia) corresponda al personal funcionario. Deberá, por ello, 
revisarse este aspecto, de modo que se garantice que, en ningún caso, sea personal laboral 
el que lleve a cabo el ejercicio de potestades administrativas reservadas legalmente a los 
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funcionarios públicos. 
Esta consideración tiene carácter esencial 
 
A título meramente ejemplificativo, puede traerse a colación lo prevenido en el artículo 9.1 de 
la Ley 15/2017, de 25 de julio, que regula la Agencia de Ciberseguridad de Cataluña, el cual 
prescribe: “El personal de la Agencia de Ciberseguridad de Cataluña se rige por el derecho 
laboral, sin perjuicio de la adscripción de personal funcionario para el ejercicio de potestades 
administrativas”. 
 


Se acepta y se modifica la redacción del artículo. 
 


- El artículo 8 dispone lo siguiente: “El régimen de contratación de la Agencia será el 
establecido para las Administraciones Públicas en la legislación de contratos del sector 
público. A estos efectos, la Agencia tiene el carácter de poder adjudicador con la 
consideración de Administración Pública, en virtud de los apartados 1.j), 2.b) y 3.a) del artículo 
3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014”. En este precepto, la referencia 
hecha al artículo 3.a) de la Ley 9/2017 debe ser sustituida por el artículo 3.d), que es el que 
se refiere a las “demás entidades con personalidad jurídica propia distintas de las expresadas 
en las letras anteriores que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades 
de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios 
sujetos que deban considerarse poder adjudicador de acuerdo con los criterios de este 
apartado 3, bien financien mayoritariamente su actividad; bien controlen su gestión; o bien 
nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o 
vigilancia”. 


 
Se acepta y se modifica el texto. 


 
- El artículo 9 se refiere al patrimonio de la Agencia, señalando: “1. El patrimonio de la 


Agencia estará constituido por el conjunto de sus bienes y derechos, cualquiera que sea su 
naturaleza y el título de su adquisición o aquel en virtud del cual le hayan sido atribuidos. 
2. El régimen jurídico del patrimonio de la Agencia se adecuará a la legislación básica sobre 
el patrimonio de las Administraciones Públicas y a la legislación autonómica sobre el 
patrimonio de la Comunidad de Madrid. 
3. Corresponde, en todo caso, a la Agencia la titularidad sobre todo bien afecto o necesario 
para la prestación de los servicios que tiene encomendados en su ámbito de actuación, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior”. 
El artículo 64.1 de la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad de Madrid 
refiere que: “Los Organismos Autónomos, Entidades de Derecho público y Entes Públicos, 
además de ostentar la titularidad sobre su patrimonio propio, podrán tener adscritos bienes 
del Patrimonio de la Comunidad de Madrid, conforme a lo dispuesto en la presente Ley. 
Asimismo, el Gobierno, a propuesta del Consejero de Presidencia y Hacienda, podrá transferir 
a dichos Organismos y Entidades la titularidad de bienes patrimoniales y de dominio público 
en las condiciones previstas en el artículo 24 y en el apartado 2 del artículo 39.” 
En consonancia, el artículo 24.4 de la misma Ley 3/2001 dispone que “la adscripción transfiere 
las facultades de uso, administración, conservación y defensa no reservados por la presente 
Ley a otros órganos, pero nunca su titularidad”; sin perjuicio de la posibilidad contenida en el 
apartado 5 del mismo precepto: 
“El Gobierno, a propuesta del titular de la Consejería de Hacienda, podrá transferir la 
titularidad de los bienes y derechos reales de dominio público, de la Administración de la 
Comunidad de Madrid a sus organismos autónomos, entidades de derecho público y demás 
entes públicos, cuando resulte necesario para el cumplimiento de sus objetivos. 
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En estos casos, cuando los bienes dejen de ser necesarios para los fines de esas entidades, 
revertirá a la Administración de la Comunidad de Madrid la titularidad de los mismos”. 
A la vista de este artículo, se recomienda explicar en la MAIN la redacción del artículo 9, toda 
vez que la literalidad actual permitiría entender que cualquier bien adscrito a la Agencia pasa 
a ser directamente de su titularidad (ex lege y sin intervención del Gobierno), apartándose así 
del régimen general contenido en la legislación sobre el patrimonio de la Comunidad de 
Madrid. Se recomienda, por razones de seguridad jurídica, aclarar también en el articulado 
ese extremo. 
 


No se considera necesario aclarar en el articulado. La normativa reguladora de otros 
entes públicos, también contiene una redacción similar. 
 


- Dentro del artículo 10.d), se desconoce a qué se refiere el texto cuando habla de 
“conciertos”. Se recomienda su revisión. 
 


Se acepta y se suprime la referencia. 
 


- En el artículo 11, deberá citarse correctamente la Asamblea de Madrid, conforme a 
lo expuesto anteriormente. 
 


Se acepta y se corrige. 
 


- La rúbrica del artículo 12, así como su contenido, deberá incluir una referencia a la 
contabilidad pública. De hecho, el Título VI de la Ley 9/1990, que se menciona en su primer 
apartado, se refiere a la misma. 


 
Se acepta y se modifica redacción del artículo. 


 
- Finalmente, observamos que el artículo 14, pese a su rúbrica, no aborda una 


regulación completa de la extinción y disolución de la Agencia, por lo que deberá completarse 
su regulación. Asimismo, deberá integrarse en un capítulo independiente, conforme a la 
Directriz 23ª, puesto que no responde a la materia del capítulo en el que se ha insertado. 


 
Se acepta la observación. Se suprime el artículo y se incluye una disposición adicional. 


 
-Por lo que respecta a la parte final, en la disposición derogatoria deberá incluirse un 


título, conforme a la Directriz 38ª. En adición, no alcanza a comprenderse el sentido del 
apartado 2 de la disposición final segunda, puesto que las denominaciones de los cargos de 
los miembros del Consejo de Administración son genéricas, por referencia al ámbito material 
de la competencia, y no por referencia a una consejería concreta. 


 
Se acepta la observación. 


 
-Una vez analizado el articulado, debemos, en último término, recomendar una revisión 


del texto, que adolece de erratas. Así, por ejemplo: 
- Dentro de la Exposición de Motivos, el último párrafo del primer apartado debe citar 
correctamente la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 
- En el artículo 1.1, donde dice “en los sucesivo”, debe decir “en lo sucesivo”. 
- Existen incoherencias en cuanto a la forma de citar ciertos órganos: así, en ocasiones se 
habla de la consejería competente en materia de hacienda, mientras que, en otras, se dice 
consejería competente en materia de Hacienda, y en otras, Consejería competente en materia 
de hacienda. Asimismo, a veces se habla del Consejero-Delegado, otras de Consejero 
Delegado y otras de consejero delegado; en el artículo 5.1.d), debe decirse “secretaria general 
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técnica”. 
- En la práctica totalidad del texto no se incluye espacios después de enumeraciones; sin 
embargo, dicho espacio sí se ha incorporado en la enumeración de las funciones del 
Consejero Delegado que se realiza por el artículo 6. 
- Deberá unificarse el espaciado entre párrafos a continuación de cada punto y aparte. 
- En la disposición derogatoria única, falta un punto al final de la frase. 
- Dentro de la disposición final segunda, el apartado 1 debe señalar que “se habilita al 
Gobierno de la Comunidad de Madrid para adoptar…”. 
- La denominación de los artículos deberá concluir con un punto, conforme a la Directriz 29ª. 
- De acuerdo con la Directriz 32ª, las enumeraciones no deben ir sangradas, sino que tendrán 
el mismo margen que el resto del texto. 
 


Se aceptan las observaciones y se procede a subsanar las erratas. 
 
10. PRÓXIMOS TRÁMITES. 
Finalmente, la propuesta normativa y la MAIN definitiva quedan para su elevación a la 
Comisión de Viceconsejeros y Secretarios Generales Técnicos para su estudio, antes de la 
definitiva aprobación por parte del Consejo de Gobierno como proyecto de ley para su 
remisión a la Asamblea de Madrid. 
 
11. EVALUACIÓN EX POST DE LA NORMA. 
 
El propio texto normativo, prevé en el artículo 6.5. que el Consejo de Administración de la 
Agencia, aprobará la memoria anual de actividad de la Agencia y el informe anual de 
evaluación de la estrategia de ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, donde figurará el 
grado de ejecución y cumplimiento de sus objetivos. 
 
 
 


   Madrid, a la fecha de la firma 
              EL DIRECTOR GENERAL DE POLÍTICA DIGITAL 
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ANEXO 
 


CONSEJERÍA 


Secretaría General Técnica 


Consulta pública del anteproyecto/proyecto 


 
Consulta pública del anteproyecto de Ley de Creación de la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid. 
 


Problemas que se pretenden solucionar 


 
Con esta iniciativa normativa se pretende crear la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid, con el afán de tener una línea de defensa activa capaz de 
prevenir y anticipar cualquier ciberataque y las consecuencias que de él se puedan 
derivar en la gestión de los servicios públicos para la ciudadanía, PYMES y/o 
entidades que integran el sector privado y público autonómico. 
 
En esta norma se regulará la organización y ordenación la estructura orgánica de la 
propia Agencia, que se configurará como un ente público de los previstos en el artículo 
6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad 
de Madrid, con personalidad jurídica propia, plena capacidad jurídica y de obrar y 
autonomía de gestión. 
 
Asimismo, se regulará su régimen jurídico, patrimonio y sistemas de contabilidad y 
control. 
 
 


Necesidad y oportunidad de la norma 


 
La evolución y complejidad de los ciberataques sitúan a las infraestructuras 
esenciales de la Comunidad de Madrid, al ecosistema empresarial y PYMEs, así 
como a la sociedad, como un posible objetivo para los atacantes. Estas 
infraestructuras son necesarias para garantizar el correcto funcionamiento del 
gobierno de la Comunidad de Madrid y de las administraciones públicas, así como 
para la protección y el buen funcionamiento de los servicios básicos para la 
ciudadanía, PYMES y/o entidades que integran el sector público autonómico. 
 
Por tal motivo, se considera necesario aprobar una norma que cree un marco de 
confianza en el uso de las tecnologías y sistemas de información y que garantice la 
seguridad digital de las empresas, de los servicios públicos digitales y de la 
ciudadanía de la Comunidad de Madrid. 
 
 
 
 


Objetivos 


 
La creación de la Agencia tendrá como objetivos:. 


- Generar una cultura de ciberseguridad, desarrollando capacidades 
preventivas y reactivas frente a ciberataques contra la seguridad de las redes 
de comunicaciones y sistemas informáticosen el ámbito de sus competencias 
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y colaborar con el ecosistema de empresas y PYMES especializadas y 
referentes en materia de ciberseguridad. 


- Impulsar un clima de confianza y seguridad que contribuya al desarrollo de la 
economía y la sociedad digital en la Comunidad de Madrid. 


- Promover ayudas que fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la 
ciberseguridad en las empresas y PYMES madrileñas. 


- Impulsar las actividades de difusión, formación, concienciación y buenas 
prácticas en materia de ciberseguridad adecuadas a los diferentes colectivos 
destinatarios, poniendo especial énfasis en la reducción de la brecha digital. 


- Participar y representar a la Comunidad de Madrid en foros, asociaciones, y 
eventos especializados en materia de ciberseguridad. 


 
 


Posibles soluciones alternativas 


 
No se consideran posibles alternativas puesto que la creación del Ente Público 
Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid ha de realizarse mediante 
una norma con rango de ley. 
 
 
 
 
 


 
 


El Viceconsejero de Administración Local y Digitalización 
Fecha: 
 
 
 
Fdo.:  
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Comunidad de Madrid 
 
 


 1 de 1 
 


 
 
 
FABIO PASCUA MATEO, VICECONSEJERO DE ASUNTOS JURÍDICOS Y 
SECRETARIO GENERAL DEL CONSEJO DE GOBIERNO. 
 
 
 


CERTIFICA: 
 
 


Que el Consejo de Gobierno, en su sesión de veintinueve de septiembre de 
dos mil veintiuno, a propuesta del Consejero  de Administración Local y 
Digitalización y según se desprende del Acta provisional correspondiente a la misma 
adoptó entre otros el acuerdo cuyo tenor literal es el siguiente: 


 
  


“Autorizar a la Consejería de Administración Local y Digitalización la publicación en 
el Portal de Transparencia de la Comunidad de Madrid de la consulta pública 
relativa al del anteproyecto de ley de creación de la Agencia de Ciberseguriad de la 
Comunidad de Madrid.” 
 
 


Lo que se certifica a los efectos oportunos, en Madrid. 
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Orden 55/2022, de 4 de marzo, de la Consejería de Administración Local y 
Digitalización, por la que se declara la tramitación urgente del anteproyecto 
de “Ley de creación de la Agencia de Ciberseguridad”. 
 
 
Varios retos y amenazas afectan al desarrollo de la sociedad de la información y 
ponen en peligro su seguridad. La interrelación y dependencia de las 
infraestructuras y los servicios de comunicaciones hacen que su protección ante 
ciberamenazas se haya convertido en un pilar básico. 
 
Los ciberataques y ciberamenazas constituyen en estos últimos años una de las 
preocupaciones principales, la Unión Europea establece en el Programa Marco 
Europa Digital 21-27 que la ciberseguridad debe ser un pilar fundamental en el 
desarrollo de políticas públicas que debe hacer frente a las amenazas y riesgos 
que provienen del aumento exponencial de las conexiones y el intercambio 
masivo de todo tipo de datos en las redes de comunicación y computación. 
Disponer de capacidades de ciberseguridad que puedan proteger y defender a 
las organizaciones públicas y privadas es ya una realidad y una necesidad 
incuestionable en aras de garantizar la continuidad del servicio y de evitar robos 
y fugas de información sensible, incluidos datos personales de categoría 
especial e información de propiedad intelectual. 
 
El final de la década no solo pasará a la historia por la crisis sanitaria global; 
2020 también fue el año que más incidentes de seguridad se produjeron y más 
digitalización forzosa de negocios, sistemas educativos, sanitarios, etc., irrupción 
del teletrabajo, y, en consecuencia, aumento de la exposición y presencia masiva 
en Internet de todo tipo de trámites y operaciones de ciudadanos, empresas y 
administraciones públicas. La proliferación de cambios en tiempo récord ha dado 
alas a todo tipo de actores hostiles (ciber-atacantes) nacionales e 
internacionales, brindándoles nuevas y numerosas oportunidades de actuar. De 
hecho, durante todo el 2020, el CCN-CERT dependiente del CNI, Ministerio de 
Defensa, detectó 82.530 incidentes, casi el doble que el año anterior.  
 
Esta tendencia ha continuado durante el pasado 2021, y a falta de conocer en 
detalle los números, hay que recordar que se han producido ataques muy graves 
en España, entre los que podemos destacar, los ataques al SEPE, al Ministerio 
de Trabajo, y los que han padecido multitud de ayuntamientos, todos ellos con 
pérdida de servicio durante semanas e impacto en el servicio durante meses. 
 
. 
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La Comunidad de Madrid no es ajena a esta situación, y lleva tiempo reforzando 
sus capacidades de ciberseguridad, especialmente de protección y prevención 
ante ciberataques e incidentes de seguridad de su propia Administración Pública, 
lo que incluye la información y servicios digitales de todo su sector público. 
 
Ahora bien, en lo que llevamos de 2022, la situación se ha agravado debido a la 
crisis de Ucrania, los ciberataques se utilizan como un arma y una estrategia más 
de desestabilización de la sociedad, situación que empieza a ser habitual en el 
contexto de alerta crítica en términos de ciberseguridad en el que vivimos. Estos 
ataques pueden extenderse al resto de Europa, incluida España, y provocar 
indisponibilidades muy graves en los servicios públicos vitales para los 
ciudadanos, destacando especialmente los que se prestan en el ámbito sanitario 
y en cualquiera de las infraestructuras críticas designadas por el Estado. 
 
Nada hay que nos haga sospechar que los peligros y riesgos de ciberataques 
vayan a disminuir, por el contrario, y dados los últimos acontecimientos, 
seguramente se incrementarán de manera exponencial, lo que requiere actuar 
con la mayor celeridad para dar respuesta a estas necesidades, en este 
contexto, se hace indispensable un organismo que, en el ámbito de 
competencias de la Comunidad de Madrid, vele por el cumplimiento de las 
funciones del servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una cultura 
de la ciberseguridad que incremente el nivel de seguridad de las redes y los 
sistemas de información en la Comunidad de Madrid, incluyendo las 
administraciones públicas y entidades locales,  colaborando y apoyando a 
empresas, PYMES y ciudadanos, proponiendo y promoviendo el uso de 
soluciones y servicios de ciberseguridad destinados a la prevención, detección y 
respuesta ante las amenazas contra la seguridad de las redes y sistemas en su 
ámbito de actuación, fomentando el emprendimiento del ecosistema empresarial 
de ciberseguridad como herramienta pilar del crecimiento industrial y económico 
y mediante la coordinando con organismos público-privados, infraestructuras 
críticas y entidades locales de la Comunidad de Madrid, en aras a la consecución 
de los objetivos especificados en las políticas de ciberseguridad. 
 
A la vista, por tanto, de la motivación de la necesidad de la celeridad en la 
tramitación del anteproyecto de “Ley de creación de la Agencia de 
Ciberseguridad”, de conformidad con el artículo 11. a) del Decreto 52/2021, de 
24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter 
general en la Comunidad de Madrid. 
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DISPONGO 
 


Ordenar la tramitación por vía de urgencia del anteproyecto de “Ley de creación 
de la Agencia de Ciberseguridad” 
 
 
 
 
 
 


 
EL CONSEJERO DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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Ref. Informe 26/2022 


Artículo 8.4 D. 52/2021 


INFORME 26/2022 DE COORDINACIÓN Y CALIDAD NORMATIVA DE LA 
SECRETARÍA GENERAL TÉCNICA DE LA CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, 
JUSTICIA E INTERIOR RELATIVO AL ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE 
SE CREA LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID. 


La Secretaria General Técnica de la Consejería de Administración Local y 


Digitalización ha remitido el anteproyecto de ley por la que se crea la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, que, junto con su correspondiente 


memoria del análisis de impacto normativo (en adelante MAIN), somete a informe de 


calidad normativa de esta Secretaría General Técnica, conforme a lo previsto en el 


artículo 8.4 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el 


que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones 


normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid (en adelante, Decreto 


52/2021, de 24 de marzo) y el artículo 26.3.a) del Decreto 191/2021, de 3 de agosto, 


del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la 


Consejería de Presidencia, Justicia e Interior, que le atribuye la competencia para la 


emisión de dicho informe. 


En materia de procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general en 


el ámbito de la Comunidad de Madrid, el mencionado Decreto 52/2021, de 24 de 


marzo, desarrolla las disposiciones específicas contenidas, especialmente, en la Ley 


1/1983, de 13 de diciembre, de Gobierno y Administración de la Comunidad de 


Madrid, y en la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de 


la Comunidad de Madrid. 


Asimismo, en lo que no se oponga a dicho decreto, es de aplicación el Acuerdo del 


Consejo de Gobierno, de 5 de marzo de 2019, por el que se aprueban las 


instrucciones generales para la aplicación del procedimiento de elaboración de 


disposiciones de carácter general.  
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De conformidad con lo anterior, y analizado el contenido del proyecto normativo 


referido y su correspondiente memoria, en cumplimiento de lo dispuesto en las 


citadas disposiciones legales y reglamentarias, se emite el siguiente informe de 


coordinación y calidad normativa: 


1. OBJETO 


En la ficha del resumen ejecutivo se señala que el objetivo que se persigue con la 


presente propuesta normativa es: 


Regular la creación, composición y funciones de la Agencia de Ciberseguridad de la 
Comunidad de Madrid, con el fin de dotar a la Comunidad Autónoma, en el ámbito de 
sus competencias, de un organismo que vele por el cumplimiento de las funciones del 
servicio público de ciberseguridad y permita impulsar una cultura de la ciberseguridad 
que incremente el nivel de seguridad de las redes y los sistemas de información en la 
Comunidad de Madrid, incluyendo las administraciones públicas y entes locales, y 
colaborando y apoyando con empresas, PYMES y ciudadanos. 


2. ESTRUCTURA Y CONTENIDO 


2.1 Estructura. 


El proyecto que se recibe para informe consta de una parte expositiva y otra 


dispositiva integrada por trece artículos, una disposición derogatoria y tres 


disposiciones finales. 


2.2 Contenido. 


En el apartado 3.1. de la MAIN se describe el contenido del anteproyecto de ley del 


siguiente modo:  


[…]. 


El Capítulo I establece la creación de la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad 
de Madrid y define su ámbito de aplicación, objetivo y competencias. 


El Capítulo II se define la estructura orgánica y las funciones de los órganos de la 
Agencia, así como aquellas que corresponden al consejero delegado como órgano de 
dirección y administración de esta. 
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El capítulo III establece el régimen de contratación y de personal. 


El Capítulo IV establece el régimen económico y financiero de la Agencia. 


Las disposiciones finales primera y segunda habilitan a los órganos correspondientes 
de la Comunidad de Madrid para realizar las modificaciones presupuestarias oportunas 
y para el desarrollo reglamentario de esta Ley. 


La disposición final tercera establece la fecha de entrada en vigor, que será la del día 
de su publicación. 


3. ANÁLISIS DEL PROYECTO 


3.1. Rango de la propuesta normativa, congruencia de la iniciativa con el resto del 


ordenamiento jurídico nacional y de la Unión Europea y con otras que se estén 


elaborando en la Comunidad de Madrid. 


El artículo 18.4 de la Constitución Española establece que «[l]a ley limitará el uso de 


la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los 


ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos». 


El Estado, conforme al artículo 149.1. 4.ª y 29.ª de la Constitución Española, tiene la 


competencia exclusiva, entre otras, en materia de «[d]efensa y Fuerzas Armadas» y 


de «[s]eguridad pública». 


En el ejercicio de esa competencia, se ha dictado la Ley 36/2015, de 28 de 


septiembre, de Seguridad Nacional, cuyo artículo 3, define el concepto de 


«Seguridad Nacional» en los siguientes términos: 


A los efectos de esta ley se entenderá por Seguridad Nacional la acción del Estado 
dirigida a proteger la libertad, los derechos y bienestar de los ciudadanos, a garantizar 
la defensa de España y sus principios y valores constitucionales, así como a contribuir 
junto a nuestros socios y aliados a la seguridad internacional en el cumplimiento de los 
compromisos asumidos. 


Y, su artículo 10, define los ámbitos de especial interés de la Seguridad Nacional y 


enumera, a continuación, a título ejemplificativo, varios de esos ámbitos, 


comenzando por la ciberseguridad: 


Artículo 10. Ámbitos de especial interés de la Seguridad Nacional. 
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Se considerarán ámbitos de especial interés de la Seguridad Nacional aquellos que 
requieren una atención específica por resultar básicos para preservar los derechos y 
libertades, así como el bienestar de los ciudadanos, y para garantizar el suministro de 
los servicios y recursos esenciales. A los efectos de esta ley, serán, entre otros, la 
ciberseguridad, la seguridad económica y financiera, la seguridad marítima, la 
seguridad del espacio aéreo y ultraterrestre, la seguridad energética, la seguridad 
sanitaria y la preservación del medio ambiente. 


Por otro lado, la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 


Público, señala en su artículo 156.2 que: 


2. El Esquema Nacional de Seguridad tiene por objeto establecer la política de 
seguridad en la utilización de medios electrónicos en el ámbito de la presente Ley, y 
está constituido por los principios básicos y requisitos mínimos que garanticen 
adecuadamente la seguridad de la información tratada. 


El Esquema Nacional de Seguridad está regulado por el Real Decreto 3/2010, de 8 


de enero, cuyo artículo 1, al regular su objeto, establece: 


Artículo 1. Objeto.  


[…]. 


2. El Esquema Nacional de Seguridad está constituido por los principios básicos y 
requisitos mínimos requeridos para una protección adecuada de la información. Será 
aplicado por las Administraciones públicas para asegurar el acceso, integridad, 
disponibilidad, autenticidad, confidencialidad, trazabilidad y conservación de los 
datos, informaciones y servicios utilizados en medios electrónicos que gestionen en 
el ejercicio de sus competencias. 


Por otra parte, se aprobó el Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de 


seguridad de las redes y sistemas de información, que transpone al ordenamiento 


jurídico español la Directiva (UE) 2016/1148 del Parlamento Europeo y del Consejo, 


de 6 de julio de 2016, relativa a las medidas destinadas a garantizar un elevado nivel 


común de seguridad de las redes y sistemas de información en la Unión, y establecer 


un sistema de notificación de incidentes, y fue dictado al amparo de las competencias 


exclusivas del Estado en materia de régimen general de telecomunicaciones y 


seguridad pública (artículo 149.1.21.ª y 29.ª de la Constitución Española). 
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Por otro lado, el Consejo de Seguridad Nacional, en su reunión del día 12 de abril de 


2019, aprobó la Estrategia Nacional de Ciberseguridad 2019, que recoge como 


objetivo I la «seguridad y resiliencia de las redes y los sistemas de información y 


comunicaciones del sector público y de los servicios esenciales», y dentro de este 


objetivo, como una de sus medidas se incluye «[p]otenciar, en el marco de sus 


competencias, la progresiva implicación y creación de infraestructuras de 


ciberseguridad en las Comunidades Autónomas, las Ciudades Autónomas, las 


Entidades Locales y en sus organismos vinculados o dependientes que cooperarán 


y se coordinarán con las estructuras nacionales en pro de la mejora de la 


ciberseguridad nacional». 


El Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, aprobado por Ley Orgánica 


3/1983, de 25 de febrero, (en adelante, EACM), en su artículo 7.1 y 4, 


respectivamente, reconoce que «[l]os derechos y deberes fundamentales de los 


ciudadanos de la Comunidad de Madrid son los establecidos en la Constitución» y  


que «[c]orresponde a los poderes públicos de la Comunidad de Madrid, en el ámbito 


de su competencia, promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del 


individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, remover los 


obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 


ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social». 


Por su parte, el artículo 26 del EACM atribuye a esta la competencia exclusiva en 


materia de «[o]rganización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de 


autogobierno» (artículo 26.1.1) y de «[p]rocedimiento administrativo derivado de las 


especialidades de la organización propia» (artículo 26.1.3. EACM). 


La competencia del Consejo de Gobierno para la aprobación de anteproyectos de 


ley está prevista en el artículo 21.d) de la Ley 1/1983, de 13 de diciembre, de 


Gobierno y Administración de la Comunidad de Madrid. 


No puede olvidarse, por otro lado, que la delimitación de las competencias en materia 


de ciberseguridad, entre el Estado y las Comunidades Autónomas ha quedado fijada 


también a través de la doctrina del Tribunal Constitucional, en concreto, en la STC 
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142/2018, de 20 de diciembre, con ocasión del recurso de inconstitucionalidad 


respecto de la Ley 15/2017, de 25 de julio, de la Agencia de Ciberseguridad de 


Cataluña, realizando el Tribunal Constitucional, un análisis de las funciones 


atribuidas por la Ley 15/2017 a la Agencia de Ciberseguridad de Cataluña, sentando 


como criterio en su FJ 4º las Comunidades Autónomas pueden: 


[…] adoptar determinadas medidas dirigidas a garantizar la protección de sus 
infraestructuras y la seguridad de las tecnologías de la información y la comunicación. 
Medidas en este ámbito que, en muchas ocasiones, vienen reclamadas por las propias 
normas estatales (así, por ejemplo, el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que 
se regula el esquema nacional de seguridad en el ámbito de la Administración 
electrónica, […]». Y añade que, de acuerdo con ello, «la Generalitat debe adoptar 
medidas en materia de ciberseguridad en tanto en cuanto se aplican a las relaciones 
que tiene con sus administrados y con otras administraciones, así como respecto de 
las infraestructuras tecnológicas, que pertenezcan a la estructura de la Administración 
de la Generalitat y a su sector público. 


De acuerdo con lo anterior, el proyecto normativo es un anteproyecto de ley para 


cuya aprobación es competente el Consejo de Gobierno y, puede afirmarse, sin 


perjuicio de las observaciones realizadas en el resto de este informe, que su rango, 


naturaleza y contenido, se adecúan al objeto regulado y a lo establecido en el 


ordenamiento jurídico, estatal y autonómico, vigente. 


3.2. Principios de buena regulación. 


La exposición de motivos del anteproyecto de ley se refiere, en los párrafos noveno 


a decimotercero del apartado II, al cumplimiento de los principios de buena 


regulación, conforme a lo establecido en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de 


octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 


(en adelante, LPAC). 


Como se ha indicado al inicio de este informe, resulta de aplicación el Decreto 


52/2021, de 24 de marzo, cuyo artículo 2 se refiere a estos principios de buena 


regulación, por lo tanto, sin perjuicio del carácter básico de aquel precepto, el artículo 


2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, debe ser citado también como precepto de 


referencia a este respecto. 
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Respecto del cumplimiento del principio de seguridad jurídica se sugiere que se 


adapte a los términos del artículo 2.4 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, que 


dispone que «[a] fin de garantizar el principio de seguridad jurídica, la iniciativa 


normativa se ejercerá de manera coherente con el resto del ordenamiento jurídico, 


nacional y de la Unión Europea, para generar un marco normativo estable, 


predecible, integrado, claro y de certidumbre, que facilite su conocimiento y 


comprensión y, en consecuencia, la actuación y toma de decisiones de las personas 


y empresas». En este sentido, ha de tenerse en cuenta que el procedimiento de 


elaboración se adapta al decreto mencionado, debiendo eliminarse la referencia a la 


Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que no resulta de aplicación 


supletoria en la Comunidad de Madrid, tras la aprobación del Decreto 52/2021, de 24 


de marzo. 


Respecto del cumplimiento del principio de transparencia, se sugiere mencionar la 


Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad 


de Madrid, y la celebración del trámite de audiencia e información públicas, cuya 


celebración se prevé en la MAIN. 


Por otro lado, y dado que el anteproyecto supone un aumento del gasto público, se 


sugiere, justificar el cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y 


sostenibilidad financiera, conforme a lo dispuesto en los artículos 129 de la LPAC y 


2.8 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo. 


Por si fuera de utilidad, se propone sustituir la redacción actual relativo al 


cumplimiento de los principios de buena regulación por la siguiente: 


Este anteproyecto de ley, se ajusta a los principios de buena regulación recogidos en 
el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y el artículo 2 del Decreto 52/2021, de 24 de 
marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de 
elaboración de las disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de 
Madrid. 


En particular, los principios de necesidad y eficacia están garantizados por el interés 
general que subyace a esta regulación, como son fomentar la seguridad en las 
relaciones telemáticas, mejorar la protección de los usuarios de las tecnologías de 
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información y comunicación y fomentar el crecimiento económico por medio de la 
digitalización y la innovación.  


En virtud del principio de proporcionalidad, se contiene la regulación imprescindible 
para cumplir el interés general mencionado y el principio de seguridad jurídica queda 
salvaguardado dada la coherencia de su contenido con el conjunto del ordenamiento 
jurídico español y comunitario. 


En aplicación del principio de transparencia, se ha dado participación en su elaboración 
a los ciudadanos y sectores afectados mediante la celebración de los trámites de 
consulta pública previa y de audiencia e información públicas y, una vez aprobada la 
propuesta, será objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid 
y en su Portal de Transparencia. 


El principio de eficiencia queda garantizado ya que no se imponen cargas 
administrativas y el anteproyecto se supedita a los principios de estabilidad 
presupuestaria y de sostenibilidad financiera, habiéndose cuantificado y valorado sus 
efectos en los gatos públicos. 


3.3. Calidad técnica 


En relación con la calidad técnica de la propuesta, entendida como correcto uso del 


lenguaje y el cumplimiento de las Directrices de técnica normativa (en adelante, 


Directrices), aprobadas por Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, 


de aplicación supletoria a la Comunidad de Madrid, se formulan las siguientes 


observaciones: 


3.3.1. Observaciones al conjunto del anteproyecto de ley. 


(i) Tanto en la exposición de motivos como en la MAIN se alude a la competencia 


exclusiva de la Comunidad de Madrid para la organización, régimen y funcionamiento 


de sus instituciones de autogobierno, atribuida en el artículo 26.1.1 de su Estatuto de 


Autonomía, sin, al menos expresamente, tener en cuenta las competencias que en 


este ámbito de la ciberseguridad corresponden al Estado en virtud de las 


competencias que en materia de seguridad pública le atribuye el artículo 149.1.29.ª 


de la Constitución Española, así como diferentes normas que con carácter básico se 


han aprobado en este sector de la ciberseguridad. 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


96
04


39
87


75
75


73
98


88
09







Oficina de Calidad Normativa 
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, 


JUSTICIA E INTERIOR 


 


9 


Efectivamente, se trata de un ámbito en el que el Estado tiene competencias 


exclusivas que no excluyen competencias de las Comunidades Autónomas. Como 


se ha ya adelantado en el apartado 3.1 de este informe, para comprender el contexto 


competencial que permite la creación de la Agencia y la definición de sus funciones, 


es necesario señalar que la delimitación de competencias entre el Estado y las 


Comunidades Autónomas ha sido fijada por el Tribunal Constitucional en la STC 


142/2018, de 20 de diciembre, en relación con la impugnación de la Ley 15/2017, de 


25 de julio, de la Agencia de Ciberseguridad de Cataluña. 


En esta sentencia el Tribunal Constitucional señala que «[l]a ciberseguridad, como 


sinónimo de la seguridad en la red, es una actividad que se integra en la seguridad 


pública, así como en las telecomunicaciones» y que, no obstante, «es también un 


hecho constatado que las amenazas a la seguridad de la red comportan un riesgo 


que afecta a los ámbitos más diversos, por cuanto pueden afectar a la disponibilidad, 


integridad y confidencialidad de la información». 


El FJ 4º concluye que la misma «afecta a cuestiones relacionadas con la seguridad 


pública y la defensa, las infraestructuras, redes y sistemas y el régimen general de 


telecomunicaciones. La seguridad del ciberespacio, en consecuencia, no puede 


reconducirse a un único título de competencias materiales debido al carácter 


“transversal e interconectado” de las tecnologías de la información y las 


comunicaciones». 


Se recoge en la sentencia, también, que «[n]o discute el Abogado del Estado, que 


las Comunidades Autónomas pueden, al amparo de las competencias que sus 


Estatutos de Autonomía les reconocen, adoptar determinadas medidas dirigidas a 


garantizar la protección de sus infraestructuras y la seguridad de las tecnologías de 


la información y la comunicación. Medidas en este ámbito que, en muchas ocasiones, 


vienen reclamadas por las propias normas estatales (así, por ejemplo, el Real 


Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el esquema nacional de 


seguridad en el ámbito de la Administración electrónica, dictado en desarrollo del 


derogado artículo 42.2 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de 


los ciudadanos a los servicios públicos)». Y, por tanto, señala que «de acuerdo con 
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ello, la Generalitat debe adoptar medidas en materia de ciberseguridad en tanto en 


cuanto se aplican a las relaciones que tiene con sus administrados y con otras 


administraciones, así como respecto de las infraestructuras tecnológicas, que 


pertenezcan a la estructura de la Administración de la Generalitat y a su sector 


público». 


En este contexto, la sentencia analiza las funciones que la ley atribuye a la Agencia, 


a la luz de su competencia para organizar su propia Administración, declarando 


inconstitucionales las actuaciones referidas a la ejecución de políticas públicas en 


materia de ciberseguridad, que no se limitan a la Administración de la Generalitat y 


su sector público. 


Se sugiere, por todo ello, incluir tanto en la exposición de motivos como en la MAIN 


una justificación más amplia de los títulos competenciales en los que se basa el 


anteproyecto. En esta justificación, así como en la determinación del contenido del 


anteproyecto, se han de tener presentes las amplias competencias en la materia que, 


como se ha descrito, el Tribunal Constitucional atribuye al Estado, así como las 


limitaciones competenciales del EACM, que, a diferencia, por ejemplo, de Cataluña, 


no incluye competencias en materia de seguridad ciudadana ni para la constitución 


de una policía autonómica. El ámbito de la actuación prevalente de la Agencia, por 


ello, es el de la autoorganización de sus propias instituciones y la seguridad de sus 


sistemas informáticos, debiendo ponerse en relación con esta competencia todas las 


actuaciones de la Agencia que tengan efectos ad extra. 


(ii) En segundo lugar, ni en la MAIN ni en el texto normativo parece tenerse en cuenta 


las competencias específicas que, en materia de ciberseguridad y otras relacionadas 


con este concepto, se encuentran atribuidas a otros entes y centros directivos de la 


Comunidad de Madrid. 


En concreto, la Comunidad de Madrid cuenta con la «Agencia para la Administración 


Digital de la Comunidad de Madrid» que se configura, también, en el artículo 10.1 de 


la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas, como un 


ente público de los previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, 
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Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, con personalidad jurídica 


propia, plena capacidad jurídica y de obrar y autonomía de gestión, y a la que se 


atribuyen funciones que pueden entrar en conflicto con las atribuidas a la nueva 


Agencia de Ciberseguridad, como es la recogida en el artículo 10.3 de la Ley 7/2005, 


de 23 de diciembre, que le atribuye entre otras:  


j) La seguridad, confidencialidad, integridad y disponibilidad de la información tratada, 
en su ámbito de responsabilidad. 


Adicionalmente, debe tenerse en cuenta el anteproyecto de ley de medidas urgentes 


para el impulso de la actividad económica y la modernización de la Administración 


de la Comunidad de Madrid (Ley Ómnibus), que en su artículo veintiséis modifica el 


artículo 10 de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, incluyendo expresamente, como 


novedad, competencias en materia de ciberseguridad, en los siguientes términos: 


j) Elaboración y aprobación de las políticas de seguridad de los sistemas de 
información y comunicación electrónicas de titularidad de la Agencia y la gestión de los 
recursos comunes para la prevención, detección y respuesta a los incidentes y 
amenazas de ciberseguridad en el ámbito de sus funciones. 


Redacción que coindice con la que el artículo 3.2.b) del anteproyecto de ley sometido 


a informe atribuye a la Agencia de Ciberseguridad, con el siguiente tenor literal. 


[a]probar de la Política de Seguridad para la Administración General e institucional de 
la Comunidad de Madrid. 


Por otro lado, también se atribuyen competencias en materia de ciberseguridad a la 


Viceconsejería de Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad y Emergencias 


Madrid 112, en el artículo 21 del Decreto 191/2021, de 3 de agosto, del Consejo de 


Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 


Presidencia, Justicia e Interior: 


q) Seguimiento y participación en el procedimiento de intervención, medidas 
preventivas, formación y planes de actuación ante ciberataques que comprometan la 
seguridad de infraestructuras críticas, sin perjuicio de las atribuciones de la Agencia 
para la Administración Digital de Madrid. 
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Se sugiere, por ello, delimitar con mayor claridad en el anteproyecto las 


competencias de la Agencia en los aspectos en los que confluyen o resultan 


concurrentes con los mencionados organismos de la Comunidad de Madrid. 


(iii) En los preceptos que regulan las competencias de los distintos órganos de la 


Agencia, se sugiere incluir cuál de ellos debe ejercer cada una de las competencias 


que se atribuyen con carácter general a este ente público en el artículo 3. Con ello 


quedaría resuelta la incertidumbre sobre quién debe ejercer alguna de las 


competencias enunciadas en dicho precepto, pero cuyo ejercicio no se atribuye a 


ninguno de sus órganos [por ejemplo, «llevar a cabo la realización de auditorías» 


[artículo 3.c)] o «Constituir y gestionar el CSIRT» [artículo 3.e)]. 


(iv) Las reglas 73 y 80 de la Directrices establecen: 


73. Cita de leyes estatales, reales decretos-leyes, reales decretos legislativos y 
reales decretos. La cita deberá incluir el título completo de la norma: TIPO (completo), 
NÚMERO y AÑO (con los cuatro dígitos), separados por una barra inclinada, FECHA 
y NOMBRE. 


Tanto la fecha de la disposición como su nombre deberán escribirse entre comas. 


[…]. 


80. Primera cita y citas posteriores. La primera cita, tanto en la parte expositiva como 
en la parte dispositiva, deberá realizarse completa y podrá abreviarse en las demás 
ocasiones señalando únicamente tipo, número y año, en su caso, y fecha. 


En este sentido, es necesario, en la exposición de motivos, en el octavo párrafo de 


la primera parte incluir la disposición normativa que aprueba el Estatuto de 


Autonomía, así se sugiere sustituir «Dicha regulación se lleva a cabo en ejercicio de 


las competencias asumidas por la Comunidad de Madrid en su Estatuto de 


Autonomía. […]» por «Dicha regulación se lleva a cabo en ejercicio de las 


competencias asumidas por la Comunidad de Madrid en su Estatuto de Autonomía, 


aprobado por Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero. […]».  


En el párrafo noveno de esta primera parte, se sugiere, también, añadir la coma 


después de la fecha de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y citarse con su 


denominación oficial sustituyéndose «Ley 40/2015, de 1 de octubre del Régimen 
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jurídico del sector público» por «Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 


del Sector Público». 


En el párrafo undécimo del apartado II de la exposición de motivos debe escribirse 


de forma abreviada la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 


Común de las Administraciones Públicas, puesto que ha sido citada dos párrafos 


anteriores, es decir, debe citarse como «Ley 39/2015, de 1 de octubre,». 


Debe también eliminarse el espacio entre el 39 y la barra vertical en el artículo 1.3, 


sustituyendo «Ley 39 /2015[…]» por «Ley 39/2015[…]». 


En el mismo sentido, y en la parte dispositiva del anteproyecto de ley, se debe 


sustituir por la forma abreviada, en el artículo 1.2, la cita de la «Ley 9/1990, de 8 de 


noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid» por «Ley 


9/1990, de 8 de noviembre,» ya que esta ley se ha citado de modo completo en su 


apartado 1. 


(v) En virtud de lo establecido en la regla 23 de las Directrices, el capítulo y su cardinal 


en número romano se debe escribir sin negrita, y el título de los capítulos debe 


escribirse «centrado, minúscula, negrita, sin punto». Así, por ejemplo, debe 


sustituirse: 


CAPÍTULO I 


Disposiciones generales 


Por: 


CAPÍTULO I 


Disposiciones generales 


(vi) Conforme a la regla 29 de las Directrices relativa a la composición de los artículos, 


la palabra artículo, su ordinal y el título del artículo que aparecen en negrita en el 


conjunto del anteproyecto deben ir sin ella; y el título del artículo debe ir en cursiva. 


De acuerdo con esta regla, se sugiere sustituir: 
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 Artículo 1. Creación, naturaleza jurídica y régimen jurídico. 


Por:  


 Artículo 1. Creación, naturaleza jurídica y régimen jurídico. 


Y así, con el resto de artículos. 


De igual modo, ha de añadirse un punto al final del título de los artículos 10 y 11. 


(vii) En la regla 32 de las Directrices se establece que «[l]as enumeraciones que se 


realicen en un artículo en ningún caso deberán ir sangrados, sino que tendrán los 


mismos márgenes que el resto del texto».  Debe eliminarse, por lo tanto, el sangrado 


de las enumeraciones contenidas en el conjunto del anteproyecto. 


Debe, además, unificarse la redacción a efectos de mantener un mismo criterio 


respecto al sangrado, del texto de los artículos. 


(viii) La regla 37 de las Directrices señala: 


37. Composición. La composición de las disposiciones de la parte final se realizará de 
la siguiente manera: margen izquierdo de la línea superior del texto; en minúscula, 
salvo la primera letra de la primera palabra; citando las palabras completas, sin 
abreviaturas; en el mismo tipo de letra que el texto, preferiblemente «arial 12»; sin 
negrita ni subrayado ni cursiva; a continuación, el ordinal en letra, seguido de un punto 
y un espacio; después, el título de la disposición en cursiva y con minúsculas, salvo la 
primera letra, y un punto al final. 


Se propone, por tanto, sustituir: 


Disposición final primera. Modificaciones presupuestarias. 


Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo. 


Disposición final tercera. Entrada en vigor. 


Por: 


Disposición final primera. Modificaciones presupuestarias. 


Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo. 


Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
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(ix) El apartado V de las Directrices establece que «[e]l uso de las mayúsculas deberá 


restringirse lo máximo posible». Se sugiere por ello escribir en minúsculas la palabra 


«Ley» (primer párrafo del apartado II y séptimo y duodécimo párrafos del apartado II, 


de la exposición de motivos), «Leyes» (artículo 1.4), «Viceconsejería» [artículo 5. b)], 


«Administración» (último párrafo de la primera parte de la exposición de motivos), 


«Hacienda» (artículos 11.1 y 13.2 y disposición final primera) y «PYMES» (a lo largo 


de la parte expositiva y dispositiva). 


(x) Con la loable intención de utilizar el lenguaje de una forma no sexista, el 


anteproyecto de ley evita la utilización del genérico masculino para determinados 


conceptos. Así, por ejemplo, en el artículo 5.c). 2º, se utiliza la expresión «personas 


titulares de las direcciones generales o viceconsejerías […]» y, en el artículo 5.2, 


«personas titulares de las vocalías» y «personas titulares de órganos directivos». En 


contraste, para la denominación de otros cargos o posiciones respecto de los que sí 


que se utiliza el masculino genérico. Así, en el artículo 5, se hace referencia al 


«Presidente», «Vicepresidente» y «Secretario».  


Al respecto es necesario destacar, en primer lugar, que la Real Academia Española 


(en adelante, RAE) ha reiterado repetidamente el carácter inclusivo y no sexista del 


genérico masculino. En concreto, su Informe sobre el lenguaje inclusivo y cuestiones 


conexas (https://www.rae.es/sites/default/files/Informe_lenguaje_inclusivo.pdf) 


afirma que: 


[…]  la convicción, apoyada y verificada en múltiples estudios lingüísticos, de que el 
masculino es el término no marcado para todos los hispanohablantes en un gran 
número de contextos, especialmente cuando se asocia con el plural. Expresiones como 
los pasajeros del avión que resultaron heridos, los hábitos de muchos consumidores, 
los vecinos de mi pueblo, el esfuerzo de los universitarios, la atención a los pacientes 
de este hospital, todos los hispanohablantes o cuantos vivimos en España contienen 
palabras (sustantivos, artículos, indefinidos, etc.) de género masculino que son 
interpretadas como términos inclusivos de forma absolutamente general. La expresión 
nominal los pasajeros del avión no invisibiliza a las pasajeras ni es irrespetuosa con 
ellas, sino que las abarca o las incluye, de acuerdo con el sentimiento lingüístico de los 
hispanohablantes de todo el mundo. Como es evidente, la inclusión no siempre es 
favorable para los individuos abarcados. Si se habla de “descubrir a los culpables” o 
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de “los responsables de un delito”, también se entiende que pueden serlo por igual 
mujeres u hombres. Pg 6.  


El masculino posee un valor genérico que neutraliza la diferencia entre sexos (Los 
derechos de los ciudadanos = ‘Tanto de los ciudadanos como de las ciudadanas’) y un 
valor específico (Luis es un ciudadano ejemplar). En algunos ámbitos se ha difundido 
la idea de que el masculino genérico es una herencia del patriarcado. Su uso es lesivo 
para la mujer, por lo que se ha de evitar en el discurso. 


Sin embargo, esta tesis carece de fundamento. El masculino genérico es anterior al 
masculino específico y su génesis no se halla relacionada con el androcentrismo 
lingüístico. Pg 50. 


Se sugiere, por todo ello, para valorar su permanencia en todo el texto del 


anteproyecto, evaluar, conforme a los criterios reproducidos, las distintas 


expresiones utilizadas para eludir el masculino genérico, teniendo en cuenta que la 


regla 102 de las Directrices establece: 


102. Adecuación a las normas lingüísticas generales de la Real Academia Española. 
La redacción de los textos seguirá las normas gramaticales y ortográficas de la Real 
Academia Española y su Diccionario. Las dudas que puedan presentarse se resolverán 
de acuerdo con lo establecido en el Diccionario panhispánico de dudas, que la 
Academia Española ha consensuado con todas las Academias de América y Filipinas. 


3.3.2. Observaciones a la exposición de motivos, parte dispositiva y final del 


anteproyecto de ley. 


(i) La regla 11 de las Directrices establece que, en los anteproyectos de ley, la parte 


expositiva se denominará «exposición de motivos» y se insertará en mayúsculas, 


centrado y sin negrita, por lo que se sugiere que se sustituya: 


Exposición de motivos 


Por: 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Por otro lado, dado que la exposición de motivos se ha divido en apartados, conforme 


a la regla 15 de las Directrices, debe numerarse lo que parece el apartado I, que se 


refiere a los antecedentes, contexto y competencias para la aprobación de la ley. 
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Por otro lado, el apartado II de la exposición de motivos recoge la estructura de la 


norma y el cumplimento de los principios de buena regulación. Se sugiere que, a 


efectos de distinguir ambos aspectos, se dedique un apartado específico a estos 


principios, de modo que la parte expositiva quedaría organizada en tres apartados 


claramente diferenciados: apartado I, que recoge los antecedentes, contexto y 


competencias de la Comunidad de Madrid para su aprobación, el apartado II su 


estructura y contenido, y el apartado III la justificación del cumplimiento de los 


principios de buena regulación. 


(ii) En el apartado cuarto de la exposición de motivos, se cita el «Programa Marco 


Europa Digital 21- 27», sugiriéndose que se mencione con su denominación oficial y 


se concrete el instrumento por el que se aprueba, que habrá de citarse de 


conformidad con la regla 78 de las Directrices.  


A estos efectos se sugiere sustituir: 


En esta línea, la Unión Europea establece en el Programa Marco Europa Digital 21- 27 
[…]. 


Por: 


En esta línea, la Unión Europea aprobó el Reglamento (UE) n.º 2021/694 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2021 por el que se establece el 
Programa Europa Digital y por el que se deroga la Decisión (UE) 2015/2240, […]. 


(iii) Respeto del contenido de la exposición de motivos, se incorpora en su apartado 


I una referencia al desarrollo de la sociedad de la información, el derecho de los 


ciudadanos a relacionarse con la Administración pública y los crecientes riesgos y 


amenazas de ataques que pueden afectar a la seguridad de la información y del 


propio dispositivo. Y en este contexto, se menciona el Programa Marco Europa 


Digital, como una de los impulsos de la política de ciberseguridad y el artículo 156 de 


la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 


Aún dentro de este contexto, teniendo en cuenta lo expuesto en relación con las  


competencias estatales en la materia y la consideración de la ciberseguridad, en el 


artículo 10 de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional, como 
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uno de los ámbitos de especial interés de la Seguridad Nacional, se sugiere que se 


valore, mencionar normativa de carácter básico aprobado por el Estado en esta 


metería, y la «Estrategia Nacional de Ciberseguridad 2019», ya mencionada, que 


recoge dentro de su objetivo I, como una de sus medidas, «[p]otenciar, en el marco 


de sus competencias, la progresiva implicación y creación de infraestructuras de 


ciberseguridad en las Comunidades Autónomas, las Ciudades Autónomas, las 


Entidades Locales y en sus organismos vinculados o dependientes que cooperarán 


y se coordinarán con las estructuras nacionales en pro de la mejora de la 


ciberseguridad nacional». 


Igualmente, se sugiere, que el último párrafo del apartado I de la exposición de 


motivos se ubique antes de la referencia a las competencias de la Comunidad de 


Madrid, junto con las referencias al Programa Marco Europa Digital, y en su caso 


otras referencias normativas o de otro tipo que se incluyan como antecedente o 


contexto en que la Comunidad crea su Agencia de Ciberseguridad.  


(iv) En el artículo 1.1 se establece que la Agencia se adscribe a la «consejería 


competente en materia de Ciberseguridad», si bien el uso de ese término puede 


generar confusión, como hemos señalado, ya que se usa para definir una de las 


competencias de la Viceconsejería de Interior y Dirección de la Agencia de Seguridad 


y Emergencias Madrid 112, centro directivo adscrito a la Consejería de Presidencia, 


Justicia e Interior. Sin embargo, la Agencia de Ciberseguridad parece estar adscrita 


a la Consejería de Administración Local y Digitalización, ya que su presidencia se 


atribuye al titular de la consejería «competente en materia de Política Digital» y su 


vicepresidencia a la «persona titular de la Viceconsejería competente en materia de 


objetivos propios de la Agencia».  


Por otro lado, en el artículo 4 se establece un «Comité de Seguridad de la 


Información» cuya estructura y funcionamiento se desarrollará a propuesta de la 


«consejería competente en materia de digitalización». 


Por otro lado, el Decreto 198/2021, de 3 de agosto, del Consejo de Gobierno, por el 


que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Administración Local y 
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Digitalización, no utiliza el término de ciberseguridad en la atribución de funciones de 


sus diferentes órganos superiores y directivos, en concreto, el artículo 1.2 establece 


que el titular de la consejería ejerce sus competencias en los ámbitos materiales de: 


a) Administración local y desarrollo local. 


b) Digitalización y transformación digital. 


En resumen, se sugiere que, tanto en el artículo 1 como en el resto del articulado del 


anteproyecto, se utilice un término que permita identificar sin confusion la consejería 


de adscipción de la Agencia. 


(v) En al artículo 1.2, se indica que «La Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad 


de Madrid se rige por la presente ley y por las demás leyes y disposiciones que se 


dicten para su desarrollo y ejecución, y supletoriamente por lo dispuesto en la Ley 


9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid». 


Se sugiere valorar la supresión del iniciso final relativo a la aplicación supletoria de 


la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, que dispone su aplicación a estos entes no solo 


de modo supletorio, al establecer en su artículo 6.2 que: 


En todo caso, se aplicarán a los citados Entes las disposiciones de la presente Ley que 
expresamente se refieran a los mismos y, con carácter supletorio, las relativas a 
materias no reguladas en sus normas específicas. 


El propio artículo 12.1 del anteproyecto establece la aplicación directa de esta ley al 


disponer que: 


El control económico financiero se ejercerá en los términos establecidos en el Título 
VI de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre. 


Adicionalmente, se sugiere que se sustituya «Agencia de Ciberseguridad de la 


Comunidad de Madrid» por «Agencia», en coherencia con su apartado 1 que 


establece que «Se crea la Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid 


(en los sucesivo la Agencia). 


(vi) En el artículo 1.3 se indica que: 
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La actividad de la Agencia se ajusta, con carácter general, en sus relaciones externas, 
a las normas del ordenamiento jurídico privado, salvo los actos que implican el ejercicio 
de potestades administrativas, que se someten al derecho administrativo; siendo 
aplicación la Ley 39 /2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común y 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 


Se sugiere que se añada la referencia a la Ley 10/2019, de 10 de abril, de 


Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid. 


(vii) En el artículo 2.1 se sugiere, conforme a lo observado en el punto 3.3.1. (i) de 


este informe, enfatizar que las competencias de la Agencia se ejercen, 


especialmente, dentro del ámbito de la propia organización de la Comunidad de 


Madrid. Se sugiere, en cualquier caso, revisar la puntuación de este precepto. 


A estos efectos, se propone, por todo ello, valorar la sustitución de su redacción 


actual: 


La Agencia ejercerá sus funciones y competencias, en el ámbito de la Administración 
General e Institucional de la Comunidad de Madrid con exclusión de las empresas 
públicas autonómicas con forma de Sociedad Mercantil y como órgano de apoyo y 
colaboración a empresas, PYMES y ciudadanos de la Comunidad de Madrid. 


Por: 


La Agencia ejercerá sus funciones y competencias en el ámbito de la Administración 
general e institucional de la Comunidad de Madrid con exclusión de las empresas 
públicas autonómicas con forma de Sociedad Mercantil, así como órgano de apoyo a 
empresas, PYMES y ciudadanos de la Comunidad de Madrid en su relación con esta. 


(viii) En el artículo 2.2 se establece que: 


Respecto de las empresas públicas autonómicas, con forma de Sociedad Mercantil, la 
Asamblea legislativa de la Comunidad de Madrid y la Cámara de Cuentas de la 
Comunidad de Madrid, la Agencia podrá ejercer sus funciones públicas, previa 
formalización del instrumento jurídico adecuado y sin perjuicio de la disponibilidad 
presupuestaria de la Agencia. 


Se sugiere revisar la redacción concretando a qué «funciones públicas» se refiere, y 


clarificando si la expresión «y sin perjuicio de la disponibilidad presupuestaria de la 
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Agencia» se está refiriendo a que esta colaboración se realizará cuando a las 


disponibilidades presupuestarias de la Agencia lo permitan. 


En el apartado 3 de este mismo artículo 2 se sugiere concretar que las entidades 


locales a las que puede prestar sus servicios son las del ámbito territorial de la 


Comunidad de Madrid. 


(ix) El artículo 3 del anteproyecto de ley establece el objeto y competencias de la 


Agencia. 


En su apartado 1 se establece que: 


La Agencia tiene como objetivo dirigir y coordinar la ciberseguridad en la 
Administración de la Comunidad de Madrid y las entidades locales, en el ámbito de la 
seguridad de los sistemas de información y de las redes electrónicas de su 
competencia, y apoyar e impulsar la capacitación en ciberseguridad y el desarrollo 
digital seguro de la Región, de sus ciudadanos y empresas, especialmente de las 
PYMES.  


Se sugiere revisar la referencia a la función de «dirigir y coordinar» la política de 


ciberseguridad de las entidades locales, lo que puede suponer una invasión de su 


autonomía para la gestión de sus respectivos intereses, reconocida en el artículo 137 


de la Constitución Española.  


A su vez el artículo 2.1 del Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de la 


Administración Local establece que: 


1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades 
locales, la legislación del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de 
los distintos sectores de acción pública, según la distribución constitucional de 
competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su derecho 
a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, 
atribuyéndoles las competencias que proceda en atención a las características de la 
actividad pública de que se trate y a la capacidad de gestión de la Entidad Local, de 
conformidad con los principios de descentralización, proximidad, eficacia y eficiencia, 
y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera. 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


96
04


39
87


75
75


73
98


88
09







Oficina de Calidad Normativa 
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, 


JUSTICIA E INTERIOR 


 


22 


Y, por su parte, la Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la 


Comunidad de Madrid, en su artículo 112 señala que las relaciones entre las 


Entidades Locales de Madrid, y las de estas con la Comunidad de Madrid se regirán, 


entre otros, por los principios de respeto a sus respectivas competencias, 


coordinación, asistencia y colaboración. 


Adicionalmente, esta redacción entra en contradicción con el apartado 2 del mismo 


artíciulo 3, que al enumerar las competencias de la Agencia, en su letra g) se refiere 


expresamente a «Colaborar con las entidades locales en el desarrollo de su política 


de ciberseguridad a través de la dirección competente en materia de régimen local».  


(x) El apartado 2 de la Agencia establece que:  


La Agencia tiene por objetivo definir y velar por la ejecución de las políticas públicas 
en materia de ciberseguridad, y en particular: 


Dado que el objetivo de la Agencia ya se define en su apartado 1 y el apartado 2 


enumera las actividades para su consecución, se sugiere sustituir la redacción actual 


por: 


Para el cumplimiento de su objetivo, la Agencia ejercerá en particular las siguientes 
competencias: 


(xi) En la letra a) del artículo 3.2. se establece que corresponde a la agencia: 


a) Asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en el desarrollo de su estrategia 
de ciberseguridad que contemple la administración y el sector público autonómico, la 
colaboración con las entidades locales, y el apoyo al entorno empresarial y a la 
ciudadanía de la Comunidad de Madrid. 


Se sugiere eliminar el inciso final que se refiere a la «colaboración con las entidades 


locales, y el apoyo al entorno empresarial y a la ciudadanía de la Comunidad de 


Madrid» ya que estas funciones se recogen, a su vez, en otras letras del artículo 2.2. 


(xii) En la letra b) del artículo 3.2 se establece que corresponde a la Agencia: 


b) Aprobar de la Política de Seguridad para la Administración General e institucional 
de la Comunidad de Madrid.  
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Se sugiere valorar la eliminación de esta competencia o su sustitución por la 


competencia para proponer la política de seguridad para la Administración General 


e Institucional de la Comunidad de Madrid, dado que es el Gobierno de la Comunidad 


de Madrid el órgano que dirige la política de la Comunidad de Madrid, y las 


consejerías, en concreto en este caso, la Consejería de Administración Local y 


Digitalización es el departamento de la administración encargado de la propuesta y 


ejecución de la política del Gobierno en las materias de Administración Local y 


Digitalización. 


En caso de mantenerse debe sustituirse: 


Aprobar de la Política de Seguridad 


Por: 


Aprobar la Política de Seguridad 


(xiii) En la letra c) del artículo 3.2 se establece que corresponde a la Agencia: 


c) Llevar a cabo la realización de auditorías en el ámbito de la ciberseguridad. 


Se sugiere concretar en qué ámbito se realizarán estas auditorías, teniendo en 


cuenta que, de acuerdo con la sentencia del STC 142/2018, de 20 de diciembre, 


mencionada, las Comunidades Autónomas deben adoptar medidas en materia de 


ciberseguridad en tanto en cuanto se aplican a las relaciones que tiene con sus 


administrados y con otras administraciones, así como respecto de las 


infraestructuras tecnológicas, que pertenezcan a la estructura de la Administración 


de la Generalitat y a su sector público. 


(xiv) En la letra e) del artículo 3.2 se establece que corresponde a la Agencia: 


e) Constituir y gestionar el CSIRT (Equipo de Respuesta a Incidentes de 
Ciberseguridad) de referencia de la Comunidad de Madrid, ejerciendo las funciones de 
alerta temprana y de ayuda en la respuesta ante amenazas, vulnerabilidades, ataques 
e incidentes de seguridad, en colaboración con el resto de CSIRT nacionales e 
internacionales.  
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Se sugiere eliminar la referencia a este equipo entre las funciones de la Agencia, e 


incluirlo como un órgano de la misma, como se hace con el Comité de Seguridad de 


la Información en el artículo 4. 


(xv) En la letra g) del artículo 3.2 se establece que corresponde a la Agencia: 


g) Colaborar con las entidades locales en el desarrollo de su política de ciberseguridad 
a través de la dirección competente en materia de régimen local. 


Se sugiere revisar esta redacción, ya que puede entenderse que, en este caso, se 


está atribuyendo esta función a la dirección general mencionada o bien que se 


ejercerá en colaboración con la misma. 


(xvi) En la letra d) del artículo 2.2 se sugiere corregir la redacción sustituyendo: 


(…) que afecten la protección de datos de carácter personal. 


Por: 


d) (…) que afecten a la protección de datos de carácter personal. 


(xvii) El artículo 4 establece los órganos de la Agencia.  


Respecto del consejero delegado, dadas las competencias que se le atribuyen en su 


artículo 6, se sugiere incluirlo entre los órganos de gobierno, a semejanza de cómo 


se hace en el caso de la Agencia para la Administración Digital. Se sugiere, 


adicionalmente, establecer sus competencias y mecanismo de nombramiento, 


aspectos cuya regulación ahora se omite. 


Por otro lado, se establece un Comité de Seguridad de la Información de la 


Comunidad de Madrid «que dirigirá y coordinará la seguridad de la información en la 


Administración General e Institucional de la Comunidad de Madrid, de conformidad 


con la política de seguridad de la información de la Comunidad de Madrid y de la 


Agencia». 


En relación con este Comité, las funciones de dirección y coordinación que se le 


atribuyen parecen confundirse con la tarea principal de la Agencia, y solaparse 
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además con las atribuidas al Consejo de Administración y el consejero delegado, 


cuyas funciones se pueden encuadrar en las tareas de dirigir y coordinar la seguridad 


de la información. 


Además, se sugiere revisar la redacción del inciso final, pues podría interpretarse 


conforme a la misma, que convivirán dos políticas de seguridad de la información: la 


de la Comunidad de Madrid y la de la Agencia.  


Adicionalmente, a efectos de adecuar la composición del artículo a las Directrices, 


en concreto a las reglas 26, que fija los criterios de redacción del artículo y 31, que 


establece las relativas a la división del artículo, se sugiere sustituir su organización 


actual por la siguiente: 


Artículo 4. Órganos de la Agencia. 


1. Los órganos de gobierno de la Agencia son:  


a) El Presidente del Consejo de Administración.  


b) El Consejo de Administración.  


c) El Consejero-Delegado de la Agencia.  


2. La Agencia contará con un Comité de Seguridad de la Información de la Comunidad 
de Madrid que […]. 


La estructura y funcionamiento de este comité se desarrollará a propuesta de la 
consejería competente en materia de digitalización. 


(xviii) El artículo 5 establece la composición y funciones del Consejo de 


Administración. Se sugiere, para respetar lo establecido en la regla 30 de las 


Directrices, en relación a la unidad de contenido y extensión de artículos, subdividir 


su actual contenido en dos artículos, uno referido a la composición y otro a las 


funciones de este órgano. 


Su primer párrafo, en cualquier caso, habrá de numerarse como 1, para distinguirlo 


del resto de apartados del artículo.  


(xix)  Precisamente en este primer párrafo del artículo 5, se establece que el consejo 


de administración «debe tener una composición paritaria». 
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Se sugiere, especificarse en la MAIN la previsión legal, alcance y mecanismos de 


garantía de esta paridad, especialmente teniendo en cuenta que todos los miembros 


del consejo de administración lo son por ocupar unos cargos para los que no existe 


actualmente ninguna restricción de acceso por razón del género. Se sugiere por ello 


valorar la sustitución de «debe tener una composición paritaria» por «cuya 


composición se perseguirá que sea paritaria». 


Por otro lado, se observa que el titular de la presidencia del Consejo de 


Administración es el consejero competente en materia de «Política Digital». El 


vicepresidente, será la persona titular de la Viceconsejería competente en materia 


de objetivos propios de la Agencia. Sin embargo, el artículo 1.1 adscribe la Agencia 


a la consejería de competente en materia de Ciberseguridad y en el artículo 6 la 


propuesta del consejero delegado la efectúa el consejero competente en materia de 


digitalización.  


Se sugiere, como ya se ha mencionado antes, que, por razones de seguridad jurídica, 


se utilice un único título competencial que identifique con claridad la adscripción y 


composición de los órganos de la Agencia. 


Respecto de los vocales, se establece que serán: 


c) Vocales:  


1º. El consejero delegado de la Agencia.  


2º. Las personas titulares de las direcciones generales o viceconsejerías con 
competencias en las materias correspondientes a los objetivos de la Agencia.  


3º. Los secretarios generales técnicos de las distintas consejerías.  


4º. El consejero delegado de la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad 
de Madrid.  


Las personas titulares de las direcciones generales o viceconsejerías con 
competencias en las materias correspondientes a los objetivos de la Agencia.  


3º. Los secretarios generales técnicos de las distintas consejerías.  


Respecto de «[l]as personas titulares de las direcciones generales o viceconsejerías 


con competencias en las materias correspondientes a los objetivos de la Agencia» 


L
a 


au
te


nt
ic


id
ad


 d
e 


es
te


 d
oc


um
en


to
 s


e 
pu


ed
e 


co
m


pr
ob


ar
 e


n 
w


w
w


.m
ad


ri
d.


or
g/


cs
v


m
ed


ia
nt


e 
el


 s
ig


ui
en


te
 c


ód
ig


o 
se


gu
ro


 d
e 


ve
ri


fi
ca


ci
ón


: 
12


96
04


39
87


75
75


73
98


88
09







Oficina de Calidad Normativa 
CONSEJERÍA DE PRESIDENCIA, 


JUSTICIA E INTERIOR 


 


27 


se considere necesario por seguridad y mejor conocimiento de su composición 


concretar si todos deben ser directores generales o viceconsejeros, así como su 


número, consejerías de adscripción y forma de designación. 


(xx) En relación con las funciones del Consejo de Administración, el apartado 5.5. d) 


le atribuye: 


d) Informar preceptivamente en los procedimientos de elaboración de disposiciones 
normativas tramitadas por la Administración de la Comunidad de Madrid en materia de 
ciberseguridad y gobernanza de las tecnologías de la información y la comunicación.  


Se sugiere revisar esta redacción, ya que el inciso final «y gobernanza de las 


tecnologías de la información y la comunicación» parece exceder de las funciones y 


objetivos de la Agencia fijados en el concreto ámbito de la ciberseguridad. 


Y el apartado 5.5.h), le atribuye la función de: 


h) Aprobar las ayudas que fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la 
ciberseguridad en las empresas, pymes madrileñas.  


Se sugiere, también, revisar la redacción de esta función, ya que la competencia para 


aprobar las ayudas corresponde al consejero mediante orden, de conformidad con el 


artículo 6.4 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de 


Madrid y el artículo 10 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 


Subvenciones, que constituye legislación básica del Estado, dictada al amparo de lo 


dispuesto en el artículo 149.1. 13.ª, 14.ª y 18.ª de la Constitución Española. 


Por su parte, en el artículo 7.1 de la citada Ley 2/1995, de 8 de marzo, se establece: 


1. Son órganos competentes para conceder subvenciones, en el ejercicio de sus 
actividades: 


a) Los Consejeros en el ámbito de la Consejería correspondiente y de los órganos de 
gestión sin personalidad jurídica dependientes de ella. 


b) Los Consejos de Administración de los organismos autónomos en el ámbito del 
propio organismo y de los órganos de gestión sin personalidad jurídica dependientes 
del mismo, sin perjuicio de la facultad de delegación en los Gerentes de aquéllos. 
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c) En los restantes entes, los órganos rectores de acuerdo con lo establecido por sus 
leyes de creación o normativa específica. Dichas competencias podrán ser objeto de 
delegación en los Gerentes o figuras análogas, en función de su peculiar estructura 
organizativa. 


Se sugiere, por ello, valorar establecer expresamente la competencia del Consejo de 


Administración para conceder subvenciones, así como la incluir, expresamente, la 


posibilidad de delegarla en el consejero delegado. 


(xxi) El artículo 6, regula la figura del consejero delegado de la Agencia. 


Para adaptarse a las reglas 26 y 31 de las Directrices, mencionadas anteriormente, 


se sugiere dividir el artículo en dos apartados y en el segundo las funciones se 


señalarán con letras minúsculas, ordenadas alfabéticamente: a), b), c).  


A estos efectos, se propone la siguiente redacción: 


1. El Consejero Delegado será nombrado y, en su caso, cesado mediante decreto del 
Gobierno de la Comunidad de Madrid, a propuesta del consejero competente en 
materia de digitalización, a iniciativa del Presidente del Consejo de Administración de 
la Agencia. 


2. El consejero delegado de la Agencia es el máximo órgano directivo de la Agencia y 
le corresponde, sin perjuicio de las competencias del Consejo de Administración, la 
dirección y representación legal ordinaria de la Agencia, la adopción de las medidas 
necesarias para la ejecución de las decisiones del Consejo de Administración y en 
particular: 


a) Formular y elevar al Consejo de Administración el Plan Estratégico de la Agencia. 


[…]. 


Adicionalmente , se sugiere revisar la redacción del apartado 1 que establece que 


«[e]l Consejero Delegado será nombrado y, en su caso, cesado mediante decreto del 


Gobierno de la Comunidad de Madrid, a propuesta del consejero competente en 


materia de digitalización, a iniciativa del Presidente del Consejo de Administración 


de la Agencia» ya que, con la redacción actual, la propuesta e iniciativa parecen 


corresponder a la misma persona, puesto que, conforme al artículo 5 del 


anteproyecto de ley, la presidencia del Consejo de Administración corresponde al 


titular de la consejería competente en materia de política digital, competencias 
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ambas, digitalización y política digital, incluidas dentro del ámbito competencial de la  


Consejería de Administración Local y Digitalización. 


(xxii) Se sugiere, dado que el presidente es también un órgano de gobierno de la 


Agencia, incluir un artículo que recoja sus atribuciones, completando así este aspecto 


en relación con los tres órganos principales de la Agencia. 


(xxiii) En el artículo 7 regula el régimen del personal, incluyendo en su apartado 1 


una referencia al «Organismo Público» Agencia para la Administración Digital de la 


Comunidad de Madrid, debiendo eliminarse esta expresión pues de conformidad con 


el artículo 10 de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y 


administrativas, esta Agencia se configura, también, como un ente público de los 


previstos en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la 


Hacienda de la Comunidad de Madrid, con personalidad jurídica propia, plena 


capacidad jurídica y de obrar y autonomía de gestión. 


En el apartado 2, se señala que «El personal laboral de la Agencia se regirá por la 


legislación laboral y por el convenio colectivo para el personal laboral de la 


Comunidad de Madrid», sugiriéndose que se complete con la referencia al Real 


Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 


de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, al serle igualmente aplicable al 


personal de la Agencia, de conformidad con su artículo 2.d. 


(xxiv) En el artículo 8 se regula el régimen de contratación, estableciendo su apartado 


2 que «[a] estos efectos, la Agencia tiene el carácter de poder adjudicador en virtud 


de los apartados 1.c), 2.a) y 3.a) del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 


de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico 


español las directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 


2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014». 


Respecto de este texto, se ha manifestado la Secretaria General Técnica de la 


Consejería de Economía, Hacienda y Empleo con ocasión de la modificación del 


artículo 10 de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, que se refiere a la Agencia para la 
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Administración Digital de la Comunidad de Madrid, y en el que se proponía un texto 


exacto al reproducido. 


En su informe de 3 de diciembre de 2021, se indicaba que: 


A la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid no le resultan 
aplicables los apartados 1.c) y 2.a) del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público. Sí es una entidad de derecho público cuya 
financiación no procede mayoritariamente de ingresos de mercado. En consecuencia, 
a efectos de contratación tiene la consideración de poder adjudicador que tiene el 
carácter de Administración Pública, con base en el artículo 3.2.b).  


Se propone la siguiente redacción alternativa:  


“4. El régimen de contratación de la Agencia será el establecido para las 
administraciones públicas en la legislación de contratos del sector público.” 


Siguiendo el criterio marcado en este informe, se sugiere sustituir la redacción actual 


por:  


4. El régimen de contratación de la Agencia será el establecido para las 
administraciones públicas en la legislación de contratos del sector público. 


En caso de mantenerse la redacción actual, esta debe adaptarse a la regla 68 de las 


Directrices, relativa a la cita de normas, que establece que: 


68. Cita corta y decreciente. Se deberá utilizar la cita corta y decreciente, respetando 
la forma en que esté numerado el artículo, con el siguiente orden: número del artículo, 
apartado y, en su caso, el párrafo de que se trate. (Ejemplo: «de conformidad con el 
artículo 6.2.a). 1.º, párrafo segundo, del Real Decreto...»). 


De acuerdo a este criterio, se sugiere adaptar la cita que se recoge en el segundo 


párrafo del artículo 8, sustituyendo: 


A estos efectos, la Agencia tiene el carácter de poder adjudicador en virtud de los 
apartados 1.c), 2.a) y 3.a) del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, […]. 


Por: 


A estos efectos, la Agencia tiene el carácter de poder adjudicador en virtud del artículo 
3.1.c), 2.a) y 3.a) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
or la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 
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Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. […]. 


(xxv) El artículo 9.1 del anteproyecto establece: 


Artículo 9. Patrimonio.  


1. El patrimonio de la Agencia estará constituido por el conjunto de sus bienes y 
derechos, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel en 
virtud del cual le hayan sido atribuidos. 


Por su parte, el artículo 2 de la Ley 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la 


Comunidad de Madrid establece: 


Artículo 2. Patrimonio de la Comunidad de Madrid. 


1. El patrimonio de la Comunidad de Madrid está constituido por todos los bienes y 
derechos que le pertenezcan por cualquier título de adquisición. 


2. Tendrán la consideración de patrimonio de la Comunidad de Madrid todos los bienes 
y derechos de la Administración de la misma, sus Organismos Autónomos, Entidades 
de Derecho público y demás Entes Públicos sujetos al Derecho público o privado. […]. 


Se sugiere incluir en la MAIN una justificación de la compatibilidad de ambos 


preceptos. 


(xxvi) El artículo 9.2 establece, por su parte: 


2. El régimen jurídico del patrimonio de la Agencia se adecuará a la legislación básica 
sobre el patrimonio de las Administraciones públicas, por la legislación autonómica 
sobre el patrimonio de la Comunidad de Madrid y por las normas estatales que sean 
de aplicación supletoria en la materia. 


Se debe revisar la redacción del artículo, eliminando el inciso final «y por las normas 


estatales que sean de aplicación supletoria en la materia» ya que la Comunidad de 


Madrid dispone de normativa propia, por lo que, dejando a salvo la normativa del 


Estado en materia de patrimonio que se aplicaba con carácter básico, el resto de la 


normativa estatal no resulta de aplicación supletoria. 


(xxvii) En el artículo 10, en lo relativa a la financiación, aparece duplicada la 


referencia a las subvenciones, que se mencionan tanto en el apartado b) como en el 
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d), por lo que se sugiere suprimir esta mención del apartado b), dada su naturaleza 


claramente diferenciada de las donaciones a las que este se refiere. 


En la letra e) debe añadirse un punto al final de la frase. 


(xxviii) En el apartado 11.1 debe eliminarse la tilde de «ésta», escribiendo, en su 


lugar, «esta». (https://www.rae.es/espanol-al-dia/el-adverbio-solo-y-los-pronombres-


demostrativos-sin-tilde). 


(xxix) En el artículo 11.2, referido al régimen presupuestario, se sugiere sustituir la 


redacción actual: 


2. El presupuesto de la Agencia formará parte de los presupuestos generales de la 
Comunidad de Madrid, consolidándose con los de la Administración de la Comunidad 
y sus organismos autónomos. 


Por: 


2. El presupuesto de la Agencia formará parte de los presupuestos generales de la 
Comunidad de Madrid, consolidándose con los de la Administración general y sus 
organismos autónomos. 


(xxx) El artículo 12 se refiere al régimen de control económico financiero, 


estableciendo su apartado 1 que «1. El control económico financiero se ejercerá en 


los términos establecidos en el Título VI de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre». 


Dado que el título VI mencionado se refiere a la contabilidad pública, se sugiere 


sustituir la redacción actual por: 


1. La Agencia queda sometida al régimen de contabilidad pública en los términos 
señalados en el Título VI de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre. 


Además, puesto que este apartado primero se refiere al régimen de contabilidad 


pública, se sugiere sustituir el título del artículo «Régimen de control económico 


financiero» por «Contabilidad pública y control económico-financiero». 


(xxxi) Se sugiere sustituir la redacción actual de la disposición final primera: 


Disposición final primera. Modificaciones presupuestarias.  
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La consejería de competente en materia de Hacienda efectuará las modificaciones 
presupuestarias precisas para la aplicación de la presente ley. 


Por: 


Disposición final primera. Modificaciones presupuestarias.  


Se habilita al titular de la consejería competente en materia de hacienda para realizar 
las modificaciones presupuestarias necesarias para la aplicación de la presente ley. 


(xxxii) Se sugiere sustituir la redacción actual del apartado 1 de la disposición final 


segunda: 


Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo.  


1. Se autoriza al Gobierno de la Comunidad de Madrid a adoptar las medidas 
necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente ley.  


Por: 


Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo.  


1. Se habilita al Gobierno de la Comunidad de Madrid para adoptar las medidas 
necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente ley.  


Así mismo, se sugiere revisar la redacción del apartado primero a efectos de clarificar 


el sentido y alcance de lo dispuesto en el mismo: 


2. El Gobierno de la Comunidad de Madrid llevará a cabo las modificaciones 
reglamentarias que sean necesarias con el fin de garantizar la composición del 
Consejo de Administración de la Agencia, al objeto de proceder a la adaptación de las 
denominaciones que figuran en el artículo 5 a los posibles cambios en el número, 
denominación y estructura orgánica de las consejerías que integran la Administración 
de la Comunidad de Madrid. 


(xxxiii) La disposición final segunda establece que «[l]a presente ley entrará en vigor 


el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid», lo 


que es compatible con lo establecido al respecto en el artículo 40.1. EACM que 


establece que «[l]as leyes aprobadas por la Asamblea serán promulgadas en nombre 


del Rey por el Presidente de la Comunidad, que ordenará su publicación en el 


"Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid" y en el "Boletín Oficial del Estado", 


entrando en vigor al día siguiente de su publicación en aquél, salvo que en las 


mismas se disponga otra cosa». 
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4. MEMORIA DEL ANÁLISIS DE IMPACTO NORMATIVO 


4.1 Contenido 


Se trata una MAIN extendida y su contenido se adapta, en líneas generales, a las 


exigencias del artículo 7 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, así como al Acuerdo 


del Consejo de Gobierno, de 5 de marzo de 2019, por el que se aprueban las 


instrucciones generales para la aplicación del procedimiento de elaboración de 


disposiciones de carácter general, en lo que no se oponga a dicho decreto. La MAIN 


incluye cumplimentada una ficha de resumen ejecutivo. 


Respecto del contenido y la estructura de la MAIN conviene, sin embargo, realizar 


las siguientes observaciones:  


(i) Se sugiere sustituir el título «MEMORIA PARA ANTEPROYECTO DE LEY POR 


LA QUE SE CREA LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE 


MADRID» por el siguiente título: «MEMORIA EXTENDIDA DEL ANÁLISIS DE 


IMPACTO NORMATIVO DEL ANTEPROYECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA 


LA AGENCIA DE CIBERSEGURIDAD DE LA COMUNIDAD DE MADRID». 


(ii) El artículo 7.5 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, establece que: 


El centro directivo competente para la realización de la memoria actualizará el 
contenido de la misma con las novedades significativas que se produzcan a lo largo 
del procedimiento de tramitación, en especial, la descripción de la tramitación y 
consultas.  


De conformidad a este artículo, la memoria es un documento dinámico del que se 


van elaborado diversas versiones a lo largo de su tramitación, identificándose su 


fecha de actualización en el apartado «fecha» de la ficha resumen. A estos efectos, 


en la MAIN sometida a informe, sería necesario indicar la fecha de acuerdo al 


momento actual de su tramitación, de modo que se guarde la debida coherencia entre 


la fecha de su firma y el señalado en este apartado de la ficha resumen. 


(iii) En los apartados 2.1 y 2.2 de objetivos, debería hacerse una correcta referencia 


a la Comunidad de Madrid, eliminado la expresión «en la C.A. de Madrid». 
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(iv) En el apartado 2.3, que analiza la adecuación a los principios de buena 


regulación, nos remitimos a las observaciones realizadas al respecto en el apartado 


3.2 de este informe. 


Además, en su párrafo quinto se ha de añadir un punto y final. Y en párrafo sexto se 


ha corregir la errata «se ajusta a al procedimiento» y se ha de sustituir la referencia 


a la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, por el Decreto 52/2021, de 24 


de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento 


de elaboración de las disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad 


de Madrid, ya que, tras su aprobación, la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, ha dejado 


de ser de aplicación supletoria. Y en el párrafo séptimo, que se refiere al principio de 


transparencia, se debe sustituir la referencia al «preámbulo» por «exposición de 


motivos». 


(v) Respecto de las principales alternativas consideradas, en el apartado de la ficha 


del resumen ejecutivo y en el apartado 2.4 se observa que se han valorado dos 


alternativas: la constitución de este esta Agencia o bien atribuir las funciones a un 


ente ya existente, señalando que: 


Se analizó la posibilidad de atribuir estas funciones a un organismo de la propia 
Comunidad de Madrid […].  


Esta alternativa se descartó por la necesidad de especialización del personal dedicado 
a la materia de seguridad. En la relación de puestos de trabajo de la Comunidad de 
Madrid no existe un cuerpo de funcionarios especializados en seguridad en tecnologías 
de la información y la comunicación y tampoco resulta aconsejable su creación dado 
el escaso número de efectivos necesarios y el nicho concreto de actuación de este 
equipo de trabajo. 


La constitución de una agencia como organismo con personalidad jurídica propia 
dotará a este organismo de la independencia necesaria para el desarrollo de las 
funciones que se le encomiendan y de una mayor flexibilidad a la hora de modelar su 
funcionamiento en un entorno tan dinámico y cambiante como es el de las tecnologías. 


Aunque no se menciona expresamente, parece que se valoró la alternativa de atribuir 


las funciones a la Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid, 


justificando el crear un ente nuevo en la necesidad de especialización del personal, 


dedicado a la materia de la seguridad, si bien luego se señala que es necesario un 
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«escaso número de efectivos necesarios para cumplir estas funciones», lo que 


parece no justificar la creación de un ente independiente sino de un departamento 


específico en esta materia en el ente ya existente.  


A mayor abundamiento, se alude a la independencia que para el ejercicio de estas 


funciones supone la creación de «una agencia como organismo con personalidad 


jurídica propia», olvidando que la Agencia para la Administración Digital se 


constituye, como la nueva Agencia de Ciberseguridad, con el mismo carácter, 


naturaleza y régimen jurídico. 


En resumen, se sugiere reforzar los argumentos que justifican la creación de un ente 


específico e independiente para esta materia. Así como referirse a él como ente no 


como organismo, ya que así se configura en el anteproyecto de ley. 


(vi) En el apartado 4 de la MAIN, se analiza la adecuación de la norma al orden de 


distribución de competencias, sugiriéndose que, como ya se ha señalado en este 


informe, dadas las competencias exclusivas del Estado en esta materia, se haga una 


referencia a las mismas. 


(vii) El apartado 6 de la MAIN se refiere a los diferentes impactos: 


- En relación al impacto en la economía, la competencia y la unidad de mercado 


(apartado 6.1) se señala que «tiene un efecto indirecto positivo sobre la economía al 


establecer un marco de confianza y seguridad en las transacciones y 


comunicaciones electrónicas al tiempo que se fomenta el emprendimiento del 


ecosistema empresarial de ciberseguridad, como herramienta pilar del crecimiento 


industrial y económico». 


- Se analiza su impacto presupuestario, en el apartado 6.3 de la MAIN, ya que se 


afirma que ha de dotarse de los medios necesarios para su funcionamiento lo que 


supone una inversión en los capítulos 1 Personal (1.110.225 €), 2 Gastos corrientes 


(190.000€) y 6 Inversión (215.000€) de un total de 1.515.225 €. 
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El importe señalado en este apartado, no coincide con la cantidad de 1.200.000 euros 


reflejado en la ficha de resumen ejecutivo, por lo que se sugiere revisar este aspecto.  


- Respecto de los impactos de carácter social, analizados en los apartados 6.4 y 6.5 


se indica que se recogerán lo que señalen los informes preceptivos de los órganos 


competentes para su emisión de la Consejería de Familia, Juventud y Política Social 


respecto a los impactos por razón de género y en materia de familia, infancia y 


adolescencia. 


Se sugiere completar el análisis de estos impactos con la referencia al impacto por 


razón de la orientación sexual, identidad o expresión de género, así como indicar 


para todos los que se mencionan, la norma en virtud de la cual se solicitarán los 


informes correspondientes.  


(viii) El anteproyecto de ley no conlleva cargas administrativas puesto que no impone 


ningún trámite ni obligación específica nueva, según se indica en el punto 6.2 de la 


MAIN. 


(ix) Se sugiere señalar en la MAIN que el anteproyecto de ley por el que se crea la 


Agencia de Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid está recogido en el Plan 


Normativo para la XII Legislatura (2021-2023) aprobado por Acuerdo del Consejo de 


Gobierno de 10 de noviembre de 2021. 


4.2 Tramitación. 


La tramitación de la propuesta se recoge en el apartado 5 de la MAIN, en el que se 


informa de las consultas y trámites realizados hasta la fecha de la elaboración de la 


memoria, así como los que se prevé realizar en el futuro. 


5 DESCRIPCIÓN DE LA TRAMITACIÓN 


5.1 Descripción de los trámites realizados 


5.1.1 Consulta pública 


Con carácter previo a la elaboración del presente anteproyecto y en el artículo 5 del 
Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y 
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simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter 
general en la Comunidad de Madrid, y el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 
en el artículo 60 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia de la Comunidad 
de Madrid, se ha realizado una consulta pública a través del Portal de Transparencia 
de la Comunidad de Madrid durante un plazo de quince días (del 1 de octubre al 22 de 
octubre de 2021), a fin de recabar la opinión de los sujetos potencialmente afectados 
por la futura norma y de las organizaciones más representativas. 


Finalizado el plazo de consulta, se han recibido una serie de aportaciones relacionadas 
con el acceso al borrador del texto, cuestión que será posible en el trámite de audiencia 
e información pública, y una aportación más fondo realizada por don Sergio López 
García […]. 


5.2 Trámites pendientes. 


A lo largo de la tramitación se solicitarán los siguientes informes: 


• Informe de Coordinación y Calidad normativa 


• Informe de Impacto por razón de género 


• Informe de impacto en la familia, infancia y adolescencia 


• Informe de impacto en materia de orientación sexual 


• Informe de la DG de Presupuestos 


• Informe de la DG de Recursos Humanos 


• Informe de las secretarías generales técnicas de las distintas consejerías 


• Informe de la Secretaría General Técnica de la Consejería de Administración Local y 
Digitalización 


• Informe de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid 


Asimismo, se llevará a cabo el trámite de información pública a interesados en virtud 
del artículo 105 a) de la Constitución Española, y según lo dispuesto en los artículos 
60.2 de la Ley 10/2019, de 10 de abril, de Transparencia y de Participación de la 
Comunidad de Madrid y 9 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de 
Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid. 


[…]. 


Los concretos trámites a los que debe someterse el proyecto en cuestión dependen 


de su contenido y naturaleza. En el caso del anteproyecto de ley objeto del informe, 
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los trámites que se proponen para su realización futura son adecuados. No obstante, 


procede hacer las siguientes observaciones respecto a la tramitación propuesta: 


(i) La tramitación de este procedimiento por la vía de urgencia se justica en el MAIN, 


señalando: 


A raíz de los acontecimientos acaecidos durante estos últimos años en forma de 
incremento del número de ciberataques a infraestructuras de comunicaciones y 
servicios de Administraciones Públicas, empresas y ciudadanos en el uso de internet, 
se hace urgente dotar a la Comunidad de Madrid de un organismo, que en el ámbito 
de sus competencias, vele por el cumplimiento de las funciones del servicio público de 
ciberseguridad, a la mayor brevedad posible. Por ello, mediante Orden de 4 de marzo 
de 2022 del Consejero de Administración Local y Digitalización se ha ordenado su 
tramitación por vía de urgencia, reduciendo el trámite de información pública en su 
duración a siete días hábiles. 


(ii) Se ha celebrado, el trámite de consulta pública previa a través del Portal de 


Transparencia de la Comunidad de Madrid durante un plazo de quince días (del 1 de 


octubre al 22 de octubre de 2021), analizando la MAIN las aportaciones de fondo 


recibidas, que señala que se han incorporado al texto del anteproyecto, si bien no 


parce quedar reflejado la contestación a la aportación efectuada respecto a la 


relación entre esta nueva Agencia y Madrid Digital y las competencias que ambas 


ejercen, que no se reflejan, como indica la MAIN, ni en el artículo 3.2.d, ni en la 


disposición adicional única, que no existe. 


(iii) Se sugiere señalar expresamente en este apartado de la MAIN si, conforme con 


lo establecido por el artículo 8.4 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, la solicitud de 


informes preceptivos, incluido el informe de coordinación y calidad normativa, así 


como los estudios y consultas que se estiman convenientes, salvo el informe de la 


Abogacía General, se ha realizado de forma simultánea. 


(iv) En la ficha del resumen ejecutivo se señala que el trámite de audiencia e 


información pública se realizará en virtud del artículo 105 a) de la Constitución 


Española, y según lo dispuesto en los artículos 60.2 de la Ley 10/2019, de 10 de 


abril, de Transparencia y de Participación de la Comunidad de Madrid y 9 del Decreto 


52/2021, de 24 de marzo. A tal efecto el artículo 9.2 del citado decreto señala: 
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9.2 El plazo mínimo de esta audiencia e información públicas será de quince días 
hábiles, el cual podrá reducirse hasta un mínimo de siete días hábiles cuando razones 
excepcionales de interés público debidamente motivadas lo justifiquen, así como 
cuando se aplique la tramitación urgente de iniciativas normativas previsto en el 
artículo 11. De ello deberá dejarse constancia en la MAIN. 


(v) El proyecto de decreto contempla un nuevo gasto en los capítulos 1, 2 y 6 en los 


presupuestos de la Comunidad de Madrid, siendo, efectivamente, preceptivos los 


informes de la Dirección General de Recursos Humanos y de la Dirección General 


de Presupuestos de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo de conformidad 


con los artículos 9 y 13.1.k) del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo 


de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de 


Economía, Hacienda y Empleo, respectivamente. 


(vi) Se sugiere hacer referencia expresa en este apartado de la MAIN a las normas 


que hacen preceptivo los siguientes informes: 


- Informe de impacto por razón de género (Dirección General de Igualdad de la 
Consejería de Familia, Juventud y Política Social, artículo 6 del Decreto 52/2021, de 
24 de marzo en relación con el artículo 19 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres). 


- Informe de impacto por razón de orientación sexual, identidad o expresión de género 
(Dirección General de Igualdad de la Consejería de Familia, Juventud y Política Social, 
artículo 6 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo en relación con el artículo 21.2 de la 
Ley 3/2016, de 22 de julio, de Protección Integral contra la LGTBIfobia y la 
Discriminación por Razón de Orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de 
Madrid y el artículo 45 de la Ley 2/2016, de 29 de marzo, de Identidad y Expresión de 
Género e Igualdad Social y no Discriminación de la Comunidad de Madrid). 


- Informe de impacto en materia de familia, infancia y adolescencia (Dirección General 
de Infancia, Familia y Fomento de la Natalidad de la Consejería de Familia. Juventud 
y Política Social, artículo 6 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, en relación con el 
artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 
del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
y en la disposición adicional décima de la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 
Protección a las Familias Numerosas). 


- Informe de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid de acuerdo con el artículo 
4.1.a) de la Ley 3/1999, de 30 de marzo, de Ordenación de los Servicios Jurídicos de 
la Comunidad de Madrid. 
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(vii) Al tratarse este anteproyecto de ley no dictado en ejecución concreta de ninguna 


norma de rango legal, no requiere, conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 


7/2015, de 28 de diciembre, de Supresión del Consejo Consultivo, el dictamen de la 


Comisión Jurídica Asesora. 


Se recuerda, también, que conforme a lo dispuesto en los artículos 6.3 y 7.5 del 


Decreto 52/2021, de 24 de marzo, «[e]l centro directivo competente para la 


realización de la memoria actualizará el contenido de la misma con las novedades 


significativas que se produzcan a lo largo del procedimiento de tramitación, en 


especial, la descripción de la tramitación y consultas». 


Finalmente, conviene recordar que el presente informe no es vinculante, si bien, en 


el caso de que las recomendaciones u observaciones contenidas en el mismo no 


hayan sido aceptadas, debe incluirse de manera específica en la MAIN, como 


adecuada justificación de la oportunidad y acierto del criterio adoptado (artículos 


6.1.a) y 7.2 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo), las razones que motiven dicho 


rechazo. 


EL JEFE DE LA OFICINA DE CALIDAD NORMATIVA 


 


 Fdo.: Cayetano Prieto Romero 


 EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO 


 


 Fdo.: Manuel Galán Rivas 
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Secretaría General Técnica 


CONSEJERÍA DE CULTURA, TURISMO Y DEPORTE 
 


 


 


 


 


 


Una vez examinado el anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 


Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, se comunica que de conformidad con 


lo previsto en el artículo 4.3 del Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de 


Gobierno, por el que se regula y simplifica el procedimiento de elaboración de las 


disposiciones normativas de carácter general en la Comunidad de Madrid, por 


esta Consejería no se formulan observaciones en cuanto a su adecuación al 


orden competencial y de atribuciones de la misma. 


 


 


LA SECRETARIA GENERAL TÉCNICA 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


Secretaría General Técnica 


CONSEJERÍA DE ADMINISTRACIÓN LOCAL Y DIGITALIZACIÓN 
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Secretaría General Técnica 
CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, 


HACIENDA Y EMPLEO 


En relación con el anteproyecto de Ley por la que se crea la Agencia de 
Ciberseguridad de la Comunidad de Madrid, remitido para su conocimiento y, en 
su caso, observaciones, sin perjuicio de lo que informen otros centros directivos de la 
Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, esta Secretaría General Técnica, en 
cuanto al orden competencial y de atribuciones establecido en el decreto de estructura 
para esta Consejería, formula las siguientes observaciones: 
 
El objeto de este anteproyecto de Ley es el de crear la Agencia de Ciberseguridad de 
la Comunidad de Madrid (en adelante la Agencia), como entidad de derecho público 
de las previstas en el artículo 6 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de 
la Hacienda de la Comunidad de Madrid. 
 
Se observa con carácter general en relación con su tramitación la necesidad de 
recabar los informes de la Dirección General de Recursos Humanos, de la 
Dirección General de Presupuestos y de la Intervención General, informe este 
último preceptivo con arreglo al artículo 34.j) del Decreto 234/2021, de 10 de 
noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica 
de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, y cuya solicitud no se recoge en 
la Memoria de Análisis de Impacto Normativo (en adelante MAIN). 
 
1. El artículo 7 del anteproyecto regula el régimen de personal en el que se establece 
que el personal de la Agencia estará integrado por personal laboral y, 
excepcionalmente, por aquellos empleados públicos provenientes del Organismo 
Público Agencia para la Administración Digital de la Comunidad de Madrid. El artículo 
8 regula el régimen de contratación de la Agencia. El artículo 10 regula la financiación 
de la Agencia, estableciendo que la misma se financiará, entre otros, con cargo a las 
tasas u otros ingresos públicos dimanantes de su actividad. Por su parte, el artículo 
13 denominado Tesorería establece que la Agencia contará con tesorería propia.  
 
En el ámbito de las competencias establecidas en los artículos 5, 7, 11 y 15 del 
Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que se 
establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, 
la Dirección General de Política Financiera y Tesorería, la Dirección General de 
Tributos, la Dirección General de Función Pública y la Dirección General de 
Patrimonio y Contratación realizan unas observaciones que se adjuntan a este 
informe. 
 
2. El artículo 21 del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, sobre competencias de la 
Dirección General de Promoción Económica e Industrial establece que 
corresponde a la misma, el desarrollo de programas para el fomento de la 
digitalización de la empresa madrileña, sin perjuicio de las competencias que en esta 
materia correspondan a la Consejería competente en materia de Digitalización. 
 
En su virtud, la referida Dirección General formula las siguientes observaciones. 
 
El desarrollo por parte de la Dirección General de Promoción Económica e Industrial 
de programas para el fomento de la digitalización de la empresa madrileña pueden 
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Secretaría General Técnica 
CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, 


HACIENDA Y EMPLEO 


abarcar materias afectados por las competencias de esta nueva Agencia. Siendo así, 
cabe indicar que la competencia en el ámbito de la ciberseguridad de las empresas 
madrileñas es compartida entre diferentes unidades de la Administración Regional, ya 
que hay varios centros directivos que tienen atribuidas competencias en esta materia. 
Por todo ello, sería recomendable que esta circunstancia fuese recogida en la 
redacción del anteproyecto en tramitación. 
 
3. De acuerdo con el artículo 32 del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, sobre 
competencias de la Dirección General de Formación, este centro directivo formula 
las observaciones siguientes. 
 
En el anteproyecto se hace referencia a la creación de la Agencia como órgano de 
apoyo y colaboración a empresas, PYMES y ciudadanos de la Comunidad de Madrid 
entre cuyas funciones se encuentra la de “Impulsar las actividades de difusión, 
formación y concienciación en materia de ciberseguridad adecuadas a los diferentes 
colectivos destinatarios, poniendo especial énfasis en la reducción de la brecha 
digital”. La Agencia tiene como objetivo, entre otros, el desarrollo digital seguro de la 
Región, de sus ciudadanos y empresas, especialmente de las PYMES.  
 
Por tanto, se entiende que estas funciones y objetivos en materia de apoyo e impulso 
a la capacitación en ciberseguridad y el desarrollo digital seguro de la Región están 
dirigidas a la ciudadanía en general, más relacionada con la promoción de la cultura 
de la ciberseguridad, la concienciación en el uso responsable y la protección de las 
redes de comunicación, por lo que no debería entrar en conflicto con la oferta 
formativa de la Dirección General, mucho más concreta para colectivos determinados.  
En cualquier caso debería de ser complementaria a la de la Dirección General. 
 
No obstante, se debiera prever que las actividades de formación impulsadas desde 
esta nueva Agencia no entren en conflicto / duplicidad con la oferta formativa de la 
Dirección General de Formación. 
 
4. Con carácter complementario, se formulan para su valoración, en su caso, por el 
centro promotor, las siguientes consideraciones: 
 
4.1. Sobre la procedencia de la creación de un nuevo ente. 
 
El Consejo de Gobierno de 16 de febrero pasado aprobó el proyecto de Ley de 
medidas urgentes para el impulso de la actividad económica y la modernización de la 
Administración de la Comunidad de Madrid (Ley Ómnibus), cuyo artículo 23 incluye la 
modificación del artículo 10 de la Ley 7/2005, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales 
y Administrativas, en el que se regula la Agencia para la Administración Digital de la 
Comunidad de Madrid (en adelante Madrid Digital). 
 
En el punto uno sobre naturaleza y personalidad jurídica se añade que Madrid Digital 
es un ente público “que tiene por objeto la definición, planificación y ejecución de 
proyectos y servicios relacionados con tecnologías de la información, comunicaciones 
electrónicas y ciberseguridad (…)”.  
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Además, en el punto tres sobre competencias se establece en la letra j) lo siguiente: 
j) Elaboración y aprobación de las políticas de seguridad de los sistemas de 
información y comunicación electrónicas de titularidad de la Agencia y la gestión de 
los recursos comunes para la prevención, detección y respuesta a los incidentes y 
amenazas de ciberseguridad en el ámbito de sus funciones.  
 
En este sentido, Madrid Digital dispone en su estructura de una Subdirección General 
de Ciberseguridad, Protección de Datos y Privacidad con las competencias en materia 
de ciberseguridad que ahora se pretenden asignar a la nueva Agencia. 
 
A la vista de lo anterior, se plantea la duda de si el ente que se pretende crear no 
estaría duplicando competencias de una Agencia preexistente.  
 
En la consulta pública se pregunta acerca de la coordinación de ambas Agencias y 
según se indica en la MAIN como respuesta (página 10) “Este apartado se contempla 
en el artículo 3 apartado 2 letra d y en la disposición adicional única.”, pero el artículo 
3.2 d) no indica nada al respecto y no existe ninguna disposición adicional en el 
anteproyecto de ley. 
 
Por otro lado, el anteproyecto de Ley, si bien tiene una clara inspiración en la Ley 
15/2017, de 25 de julio, de la Agencia de Ciberseguridad Catalana, declarada en 
algunos de sus artículos como inconstitucional en la Sentencia 142/2018 del Tribunal 
Constitucional, atribuye a la Agencia, más allá de la Ley Catalana, las competencias 
en materia de fomento de la ciberseguridad como por ejemplo, promover ayudas que 
fomenten e impulsen el desarrollo e implantación de la ciberseguridad en las empresas 
y PYMES madrileñas.  
 
Con carácter general, el ejercicio de poderes públicos, como la actividad de fomento, 
debería residenciarse en la Administración de la Comunidad de Madrid como, por 
ejemplo, en la Dirección General de Política Digital, en lugar de en un ente 
instrumental. Teniendo en cuenta que la actividad subvencional está sometida a las 
mismas normas tanto en la Administración como en la Agencia propuesta, no queda 
clara la mejora en la eficiencia o eficacia que puede suponer atribuir dichas 
competencias a un ente instrumental. 
 
Finalmente, en la MAIN en el apartado relativo a las principales alternativas 
consideradas, se indica lo siguiente: “Se analizó la posibilidad de atribuir estas 
funciones a un organismo de la propia Comunidad de Madrid. Esta alternativa se 
descartó por la necesidad de especialización del personal dedicado a la materia de 
seguridad, por la independencia necesaria para el desarrollo de las funciones que se 
le encomiendan y por las ventajas organizativas que supone una agencia que puede 
modelar su funcionamiento por reglamento interno, frente a una consejería que lo hace 
por decreto.” 
 
A salvo la indicación de la independencia para el desarrollo de las funciones, los otros 
motivos indicados en la MAIN para no adoptar medidas alternativas, como atribuir 
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estas funciones a otro organismo de la Comunidad, parece que deberían replantearse. 
La actual Agencia Madrileña para la Administración Digital, sí que parece que cuenta 
con el personal especializado en materia de seguridad en la actual Subdirección 
General de Ciberseguridad, Protección de Datos y Privacidad y la ventaja organizativa 
aducida de modelar su funcionamiento por reglamento interno, también la cumpliría. 
 
Por todo lo anteriormente expuesto, se sugiere valorar la posibilidad de ampliar y 
reforzar las competencias de la Agencia Madrileña para la Administración Digital en 
materia de la gestión de la ciberseguridad y de la Dirección General de Política Digital 
en relación al fomento de la ciberseguridad y evitar la creación de otra Agencia. 
 
4.2. Al articulado. 
 
En el artículo 1.1 en el que se crea la Agencia, se establece que está adscrita a la 
consejería competente en materia de ciberseguridad. Sin embargo, el término, 
ciberseguridad no aparece recogido en el Decreto 198/2021, de 3 de agosto, del 
Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería 
de Administración Local y Digitalización, lo que podría generar inseguridad jurídica 
sobre cuál es la Consejería de adscripción de la Agencia. 
 
En este sentido, en relación con la competencia, se plantea la duda sobre si la materia 
de ciberseguridad, debería incorporarse de manera expresa en el Decreto de 
estructura de la Consejería de Administración Local y Digitalización, puesto que 
actualmente no la contempla. 
 
Por otro lado, y teniendo en cuenta lo indicado en el apartado 4.1 del presente informe, 
sobre todo en relación a lo previsto en el artículo 23 del proyecto de Ley de medidas 
urgentes para el impulso de la actividad económica y la modernización de la 
Administración de la Comunidad de Madrid, podría valorarse la conveniencia de incluir 
en el texto alguna referencia a la relación entre la Agencia Madrid Digital y la que ahora 
se pretende crear. 
 
En los artículos 4 y 5 del anteproyecto se remite por una parte a la consejería 
competente en materia de digitalización y por otra a la competente en materia de 
política digital, pero, al menos actualmente, y por su aparente similitud también en el 
futuro, ambas competencias residen en la misma consejería. Se sugiere 
homogeneizar la redacción en este punto. 
 
En el artículo 5.1.b), se hace referencia a que el Consejo de Administración estará 
integrado por un vicepresidente, que será la persona titular de la Viceconsejería 
competente en materia de objetivos propios de la Agencia. Se sugiere que se 
simplifique y homogeneice el nombre de la competencia, además de numerar el primer 
apartado del artículo. 
 
En el artículo 5.2, se hace referencia a las personas que sustituirán a los miembros 
del Consejo de Administración, salvo en el caso del consejero delegado de Madrid 
Digital. 
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En el artículo 6  se establece que el Consejero Delegado será nombrado y, en su 
caso, cesado mediante decreto del Gobierno de la Comunidad de Madrid, a propuesta 
del consejero competente en materia de digitalización, a iniciativa del Presidente del 
Consejo de Administración de la Agencia. No obstante, por una parte, de acuerdo al 
menos con el actual Decreto de estructura de la Consejería de Administración Local y 
Digitalización, esa Consejería es competente en materia de digitalización y bajo su 
superior dirección se encuentra la Dirección General de Política Digital y por otra parte, 
de acuerdo con el artículo 5 del anteproyecto, el presidente del Consejo de 
Administración es el consejero competente en materia de política digital. Por lo tanto, 
la iniciativa y la propuesta de nombramiento del Consejero Delegado recaen en la 
misma persona. 
 
4.3. A la Memoria de Análisis de Impacto Normativo. 
 
En el apartado sobre impacto presupuestario existe una divergencia entre el importe 
recogido en la ficha del resumen ejecutivo en la página 5 (1.200.000 €) y el del cuadro 
de la página 12 (1.515.225 €). 
 
Por otro lado, en caso de la creación de la Agencia se prevé un coste en materia de 
personal de 1.110.225 euros, pero no se indica qué sucedería con el personal de la 
Subdirección General de Ciberseguridad, Protección de Datos y Privacidad de la 
actual Agencia Madrileña para la Administración Digital, ya que la misma carecería ya 
de estas competencias. Parece que ese personal debería de ser transferido de la 
Agencia actual a la de nueva creación, lo que supondría un menor impacto en el coste 
de creación de puestos. 
 
En la página 10, como respuesta a la relación entre la Agencia Madrid Digital y la que 
ahora se crea, se establece que se contempla en el artículo 3.2.d) y en la disposición 
adicional única, pero ni el artículo mencionado versa sobre esa cuestión ni existe 
ninguna disposición adicional en el anteproyecto de ley. 
 
Finalmente, al objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 14.2 del Decreto 
52/2021, de 24 de marzo, se adjunta el documento pdf que ha sido generado a partir 
del texto previo a la firma del presente informe. 
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